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I. Comunidad Autónoma

1. Disposiciones Generales

Consejería de Agua, Agricultura, Ganadería, Pesca y Medio Ambiente
1846	 Orden de 13 de abril de 2022, de la Consejería de Agua, Agricultura, 
Ganadería, Pesca y Medio Ambiente, por la que se regulan los Operadores 
Agroambientales.	 10599

3. Otras disposiciones

Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social
1847	 Prórroga del convenio de colaboración suscrito el 30 de abril de 2020, entre 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano 
de Acción Social, y el Ayuntamiento de Ricote, para la prestación, dentro de su 
ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes.	 10604

1848	 Prórroga del convenio de colaboración suscrito el 30 de abril de 2020, entre 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de 
Acción Social, y el Ayuntamiento de Ulea, para la prestación, dentro de su ámbito 
territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes.	 10608

1849	 Prórroga del convenio de colaboración suscrito el 30 de abril de 2020, entre 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano 
de Acción Social y el Ayuntamiento de Villanueva del Segura, para la prestación, 
dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas 
dependientes.		 10612

1850	 Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de 
Águilas para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a 
domicilio para personas dependientes.	 10616

1851	 Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de 
Lorca para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a 
domicilio para personas dependientes.	 10627

1852	 Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción social y el Ayuntamiento de 
Totana para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a 
domicilio para personas dependientes.	 10638

1853	 Convenio de colaboración a suscribir entre la comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento 
de Archena, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de 
ayuda a domicilio para personas dependientes.	 10649

1854	 Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento 
de Aledo, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda 
a domicilio para personas dependientes.	 10660
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Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social
1855	 Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento 
de Alhama de Murcia, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio 
de ayuda a domicilio para personas dependientes	 10671

1856	 Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento 
de Blanca, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda 
a domicilio para personas dependientes.	 10682

1857	 Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento 
de Lorquí, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda 
a domicilio para personas dependientes.	 10693

1858	 Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento 
de San Pedro del Pinatar, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del 
servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes.	 10704

1859	 Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento 
de Torre Pacheco, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio 
de ayuda a domicilio para personas dependientes.	 10715

1860	 Orden de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política 
Social, por la que se convoca procedimiento para el otorgamiento de la autorización 
demanial de uso del Centro de Promoción Juvenil de Espinardo, a favor de entidades 
con implantación regional y sin ánimo de lucro, para fines de utilidad pública, en base 
a la Resolución de 2 de noviembre de 2017, del Director General de Informática, 
Patrimonio y telecomunicaciones de la Consejería de Hacienda y Administraciones 
Públicas (BORM n.º 266, de 17 de noviembre de 2017).	 10726

1861	 Orden de 8 de abril de 2022 de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, 
Familias y Política Social por la que se modifica la Orden de 28 de diciembre 
de 2021 de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social por la 
que se establecen las bases reguladoras de subvenciones dirigidas a corporaciones 
locales y entidades sin fin de lucro para la adquisición, construcción, remodelación 
y equipamiento de recursos residenciales del sector de personas con discapacidad 
en el marco del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia del mecanismo 
de recuperación y resiliencia Next Generation EU, en la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia. 	 10734

Consejería de Economía, Hacienda y Administración Digital
1862	 Resolución de 4 de abril de 2022 de la Secretaría General de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Administración Digital, por la que se dispone la publicación 
en el Boletín Oficial de la Región de Murcia del convenio de colaboración, entre la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (Consejería de Economía, Hacienda 
y Administración Digital) y el Ayuntamiento de Abarán, para la regulación de las 
condiciones y garantías sobre intercambio electrónico de datos en entorno cerrado 
de comunicación (ECAL).	 10800

1863	 Resolución de 4 de abril de 2022 de la Secretaría General de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Administración Digital, por la que se dispone la publicación 
en el Boletín Oficial de la Región de Murcia del convenio de colaboración, entre la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (Consejería de Economía, Hacienda 
y Administración Digital) y el Ayuntamiento de San Pedro del Pinatar, para la 
regulación de las condiciones y garantías sobre intercambio electrónico de datos 
en entorno cerrado de comunicación (ECAL).	 10810

1864	 Resolución de 1 de abril de 2022 de la Secretaría General de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Administración Digital, por la que se dispone la publicación 
en el Boletín Oficial de la Región de Murcia del convenio de colaboración, entre la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (Consejería de Economía, Hacienda 
y Administración Digital) y el Ayuntamiento de Blanca, para la regulación de las 
condiciones y garantías sobre intercambio electrónico de datos en entorno cerrado 
de comunicación (ECAL).	 10820
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4. Anuncios

Consejería de Agua, Agricultura, Ganadería, Pesca y Medio Ambiente
1865	 Anuncio por el que se somete a información pública el pliego de condiciones 
que regirá en el expediente de ocupación de terrenos en la vía pecuaria denominada 
“Colada de Quitapellejos a La Concepción”, clasificada entre las del término 
municipal de Cartagena, con destino a reforma de red subterránea de baja tensión 
Cartagena, I-DE Redes Eléctricas Inteligentes, S.A.U..	 10830

III. Administración de Justicia

Tribunal Superior de Justicia de Murcia
Sala de lo Social

1866	 Recurso de suplicación 988/2021.	 10831

IV. Administración Local

Fortuna
1867	 Aprobación inicial de la modificación de la plantilla de personal, en el marco 
de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la reducción de 
la temporalidad en el empleo público. Expediente 764/2022.	 10832

Fuente Álamo de Murcia
1868	 Corrección de errores en la lista de aspirantes admitidos y excluidos, para 
la provisión mediante concurso-oposición, de un puesto de Educador/a Social de 
la bolsa de trabajo de Ayuntamiento de Fuente Álamo de Murcia.	 10833

Lorca
1869	 Inicio de las actuaciones tendentes a la expropiación de una finca ubicada 
en C/ Camino Viejo del Puerto calificada por el PGMO de Lorca como sistema viario 
y que forma parte de la E-93, con referencia catastral 4495023XG1649E0001IB, 
teniéndose por formulada la relación concreta e individualizada de la parcela objeto 
de expropiación a los efectos del Art. 17 de la LEF.	 10834

Mazarrón
1870	 Relación de vehículos abandonados en el Depósito Municipal a considerar 
residuos sólidos urbanos.	 10835

Molina de Segura
1871	 Bases específicas por las que se regirá el proceso selectivo para proveer, 
mediante promoción interna, a través del sistema de concurso-oposición, de once 
plazas de Administrativo/a de Administración General del Ayuntamiento de Molina 
de Segura.		  10837

1872	 Bases específicas para la provisión, mediante oposición por el turno especial 
de discapacidad intelectual, de una plaza de Conserje del Ayuntamiento de Molina 
de Segura.		  10844

1873	 Lista provisional de aspirantes admitidos y excluidos del proceso selectivo 
para la provisión, mediante concurso libre, de una plaza de Técnico Deportivo de la 
plantilla de personal laboral fijo del Ayuntamiento de Molina de Segura, en el marco 
del proceso extraordinario de estabilización de empleo temporal.	 10858

1874	 Lista definitiva de aspirantes admitidos y excluidos del proceso selectivo para 
la provisión, mediante el sistema de concurso libre, de cuatro plazas de Conserje.	 10860
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Murcia
1875	 Modificación en régimen de dedicación de miembro de la Corporación 
Municipal por el grupo Podemos-Equo.	 10863

1876	 Aprobación inicial de la ordenanza reguladora de las bases específicas para 
la realización del Certamen Internacional de Novela Breve de Murcia “Ramón Gaya”.	 10864

1877	 Aprobación definitiva de expte. 2022/CE01 de crédito extraordinario.	 10865

San Javier
1878	 Aprobación inicial de suplemento de crédito 1/2022.	 10866

Torre Pacheco
1879	 Edicto de creación de la Oficina de Supervisión de Proyectos del 
Ayuntamiento de Torre Pacheco.	 10867

1880	 Anuncio para la concesión demanial del edificio Centro de Día de Balsicas 
para la prestación de los “Servicios de centro de día y centro de personas mayores”.	 10868

Yecla
1881	 Aprobación provisional de la ordenanza fiscal n.º 6, reguladora del impuesto 
sobre incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana.	 10870
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I. Comunidad Autónoma

1. Disposiciones Generales

Consejería de Agua, Agricultura, Ganadería, Pesca y Medio Ambiente

1846	 Orden de 13 de abril de 2022, de la Consejería de Agua, 
Agricultura, Ganadería, Pesca y Medio Ambiente, por la que se 
regulan los Operadores Agroambientales.

La Ley n.º 3/2020, de 27 de julio, de recuperación y protección del Mar 
Menor, tiene por objeto la protección, recuperación, desarrollo y revalorización 
de la riqueza biológica, ambiental, económica, social y cultural del Mar Menor, así 
como la articulación de las distintas políticas públicas atribuidas a la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia que inciden sobre el Mar Menor, para que su 
ejercicio se realice de manera integral y sostenible.

En el capítulo V de la citada Ley, bajo el epígrafe “Ordenación y gestión 
agrícola” (artículos 26 a 54), así como en la sección 1.ª del capítulo VI, 
“Ordenación y gestión ganadera y pesquera”, se establecen diferentes medidas 
que deben adoptarse por las explotaciones agrícolas, en función de la zona en 
que se encuentren, según la delimitación del Anexo I, que son exigibles para 
el ejercicio sostenible de las actividades agrícolas desarrolladas en el entorno 
del Mar Menor y reducir la contaminación causada por los nutrientes de origen 
agrario y su afección a los espacios protegidos declarados en el Mar Menor y su 
entorno. 

En este ámbito, el artículo 46 de este texto legal determina que las 
explotaciones agrícolas deberán disponer de un operador agroambiental que, 
en virtud de relación laboral, mercantil o profesional, sea responsable del 
asesoramiento para que el titular de la explotación cumpla adecuadamente las 
obligaciones establecidas en esta Ley o en el programa de actuación aplicable, 
y en su caso de elaborar la información o documentación que deba aportarse o 
presentarse ante la consejería competente para el control de la contaminación 
por nitratos.

A continuación, el apartado 2 del precepto advierte que mediante Orden de 
la Consejería competente para el control de la contaminación por nitratos, se 
establecerá el régimen aplicable, el ámbito de actuación y responsabilidad, la 
titulación exigible y formación mínima de los operadores agroambientales, así 
como aquellas explotaciones que, por su reducida dimensión, quedan exentas 
de la obligación establecida en este artículo, o pueden cumplirla mediante la 
presentación de la información o documentación que a tal efecto se establezca, 
y en su apartado 3, se prevé la adopción por parte de la Consejería, de medidas 
de apoyo y asesoramiento para la formación y actualización de los operadores 
agroambientales.

Pues bien, el objetivo de esta Orden es establecer el régimen jurídico de los 
citados operadores agroambientales, dando cumplimiento al mandato de la ley y 
con el contenido que la norma determina.

Así, se fija su ámbito de actuación y funciones, cuáles han de ser las 
titulaciones habilitantes, haciéndose especial hincapié en la formación necesaria 
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y en sus programas, regulándose el procedimiento para la autorización para el 
desarrollo de sus actuaciones, además de determinar las explotaciones que han 
de quedar exentas de esta figura, concluyendo la norma con el establecimiento 
de un régimen transitorio para el cumplimiento de la obligación de disponer de 
operador agroambiental.

Toda esta regulación se hace especialmente necesaria, no solo porque 
esta figura va a resultar un elemento fundamental de colaboración con la 
Administración para que se cumplan las medidas precisadas en la ley y evitar 
así el deterioro medioambiental, sino también porque no hay que olvidar que el 
artículo 83.1.o) de la aludida ley 3/2020 tipifica como infracción grave el que la 
explotación agraria no disponga de operador agroambiental.

En la elaboración de esta Orden se ha dado audiencia al Colegio Oficial de 
Ingenieros Agrónomos de la Región de Murcia y al Colegio Oficial de Ingenieros 
Técnicos Agrícolas y Graduados en Ingeniería Agrícola de la Región de Murcia, 
de conformidad con lo preceptuado en el artículo 46.2 de la Ley, adecuándose 
la misma a los principios de buena regulación exigidos en el artículo 129 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.

En virtud de lo expuesto, a propuesta de la Dirección General del Agua, y en 
uso de las facultades que me confieren los artículos 16 y 25.4 de la ley 7/2004, de 
28 de diciembre, de Organización y Régimen Jurídico de la Administración pública 
de la Comunidad Autónoma Región de Murcia, y el artículo 52.1 de Ley 6/2004, 
de 28 de diciembre, del Estatuto del Presidente y del Consejo de Gobierno de la 
Región de Murcia, y de acuerdo con el Consejo Jurídico de la Región de Murcia. 

Dispongo:

Artículo 1. Objeto. 

La presente orden tiene por objeto la regulación de los operadores 
agroambientales, estableciendo el régimen aplicable, ámbito de actuación 
y responsabilidad, titulación exigible, formación mínima y medidas de 
apoyo y asesoramiento para la formación y actualización de los operadores 
agroambientales, así como las explotaciones exentas, en desarrollo de lo 
establecido en el artículo 46 de la Ley 3/2020, de 27 de julio, de recuperación y 
protección del Mar Menor.

Artículo 2. Régimen aplicable. 

Para el asesoramiento al titular de la explotación agrícola, el operador 
agroambiental deberá tener en cuenta la totalidad del marco normativo que le 
sea de aplicación.

Artículo 3. Ámbito de actuación y responsabilidad. 

1. El operador agroambiental será responsable del asesoramiento al titular 
de la explotación agrícola para que éste cumpla adecuadamente las medidas 
de ordenación y gestión agrícola del capítulo V y las medidas de la sección 1.ª 
del capítulo VI, relativas a la gestión de estiércoles y purines y su aplicación al 
suelo con valor fertilizante, establecidas en la Ley 3/2020, de 27 de julio o en 
el programa de actuación aplicable, y en su caso para elaborar por sí mismo la 
documentación o información que el titular de la explotación agrícola deba aportar 
o presentar ante la Consejería competente para el control de la contaminación 
por nitratos, en virtud de su relación laboral, mercantil o profesional. 
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2. El operador agroambiental deberá de comunicar de manera fehaciente al 
titular de la explotación agrícola, los incumplimientos detectados en relación a las 
medidas que le son exigibles de acuerdo con la Ley 3/2020, de 27 de julio y el 
Programa de Actuación que sea de aplicación. 

3. Para hacer frente a las responsabilidades civiles que puedan derivarse de 
su actuación, los operadores agroambientales deberán suscribir una póliza de 
seguros de responsabilidad civil con una cobertura mínima de 150.000 euros.

Artículo 4. Funciones.

1. El asesoramiento y, en su caso, elaboración de la información o 
documentación que deba aportarse o presentarse, comprenderá la puesta en 
conocimiento al titular de la explotación agrícola del cumplimiento de las medidas 
exigibles. 

2. En el ejercicio de dichas funciones, el operador agroambiental deberá 
actuar con absoluta imparcialidad, absteniéndose de divulgar cualquier 
información o dato personal obtenido en el transcurso de su actividad de 
asesoramiento.

Artículo 5. Títulos que habilitan para ser Operador Agroambiental.

La titulación necesaria para ejercer como operador agroambiental incluye 
licenciaturas, ingenierías superiores, Ingenierías técnicas, títulos de grado o 
master y títulos de formación profesional superior que incluyan en sus planes 
de estudios una formación mínima de 48 ETCS en tecnología específica, en la 
que incluyan entre otras las siguientes materias: Tecnología de la producción 
hortofrutícola, Fitotecnia, Tecnología del riego y drenaje, Hidrología, Maquinaria 
agrícola, Protección de cultivos y Tecnologías de la producción animal.

Artículo 6. Características de la formación de los Operadores 
Agroambientales. 

1. La formación mínima necesaria para la obtener la autorización de operador 
agroambiental tendrá las siguientes características:

a) Formación modulable. Se establecerá un itinerario formativo en el que la 
formación se dividirá en módulos independientes, siendo cada módulo una acción 
formativa. Cuando el alumno realice todas las acciones formativas del itinerario 
obtendrá la cualificación de operador agroambiental.

b) Formación homologada. La formación será homologada cumpliendo 
para ello lo indicado en la Orden de 21 de diciembre de 2010, de la Consejería 
de Agricultura y Agua, por la que se regulan las homologaciones de acciones 
formativas en materia agroalimentaria, medioambiental y de la pesca.

c) Formación semipresencial. Se dará la opción de recibir parte de la 
formación en modalidad online (para la parte teórica) combinada con formación 
presencial (para los exámenes y parte práctica) con el objetivo de facilitar el 
acceso a dicha formación por parte del alumnado.

2. Las pruebas de evaluación serán realizadas en el Centro Integrado de 
Formación y Experiencias Agrarias de Torre Pacheco, correspondiendo una 
evaluación por cada una de las acciones formativas que componen el itinerario 
formativo. En el caso de no superar la prueba de evaluación el alumnado podrá 
repetir dicha prueba hasta dos veces adicionales. En el caso de suspender en 
todas las oportunidades el alumno deberá repetir la formación. 
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3. La validez de la formación será de tres años para cada uno de los módulos 
y acciones formativas necesarios para la obtención de la cualificación de operador 
agroambiental. En el caso de trascurrir más de tres años entre su finalización 
y la solicitud de la obtención de la cualificación de operador agroambiental, la 
formación deberá ser repetida. 

4. La duración de la formación se determinará en función de la experiencia 
reflejada en la vida laboral de acuerdo a las siguientes condiciones:

a) En el caso de una experiencia laboral mínima de 3 años con la titulación 
habilitante recogida en el artículo 5 de la presente Orden, la duración máxima 
será de 20 horas

b) En el caso de no tener la experiencia laboral exigida en la letra a), la 
duración mínima será de 60 horas.

Esta formación se compondrá de las acciones formativas que se determinen 
mediante resolución del órgano directivo de la Consejería competente en 
materia de formación agroalimentaria en coordinación con el órgano directivo 
de la Consejería competente en prevención, control y seguimiento de zonas 
vulnerables,

Artículo 7. Programa de formación continua de los Operadores 
Agroambientales.

1. Por parte de la Dirección General competente en materia de formación 
agroalimentaria, se elaborará un programa dirigido a los operadores 
agroambientales como medida de apoyo y asesoramiento.

2. Los operadores agroambientales quedarán obligados a asistir a las 
actividades formativas incluidas en dicho programa. La no asistencia a dichas 
actividades será motivo de la pérdida de la condición de operador agroambiental.

Artículo 8. Entidades de formación.

1. La formación definida en los artículos 6 y 7 de la presente Orden podrá 
ser impartida, además de por parte de la Consejería competente en materia 
de formación agroalimentaria, por Universidades y Colegios Profesionales de 
las titulaciones incluidas en el artículo 5. Para ello dichas entidades deberán 
homologar dichas acciones formativas, con carácter previo a su realización, 
de acuerdo con lo establecido en la Orden de 21 de diciembre de 2010, de la 
Consejería de Agricultura y Agua, por la que se regulan las homologaciones de 
acciones formativas en materia agroalimentaria, medioambiental y de la pesca.

2. Será el órgano directivo de la Consejería competente en materia de 
formación agroalimentaria el responsable de dicha convalidación.

Artículo 9. Procedimiento para la autorización de Operador 
Agroambiental.

1. La obtención de la autorización como operador agroambiental exigirá la 
presentación de la solicitud correspondiente a través de la sede electrónica de la 
CARM procedimiento nº 3694, acompañada de la documentación que acredite el 
cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 5, correspondiendo al 
Director General competente en materia control de la contaminación por nitratos 
el dictado de la Resolución, por la que se otorgue o deniegue la autorización 
solicitada.

2. Dictada la resolución que habilite para el ejercicio de la función se expedirá 
un carnet que lo acredite.
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3. El plazo máximo para la notificación de la resolución será de tres meses. 
Transcurrido dicho plazo sin que se haya notificado la resolución expresa, la 
solicitud se entenderá estimada. 

4. La validez de la autorización otorgada será por un plazo de dos años, 
renovándose de oficio, siempre y cuando se asista a las acciones formativas 
continuas y de actualización que se establezcan. 

5. El Director General competente en materia control de la contaminación por 
nitratos, podrá revocar la autorización como operador agroambiental a solicitud 
del interesado, causando baja en el registro.

Artículo 10. Registro de Operadores Agroambientales.

La Consejería competente para el control de la contaminación por nitratos 
establecerá un registro que contendrá los operadores agroambientales 
autorizados. Dicho registro tendrá carácter público.

Artículo 11. Explotaciones exentas.

Quedarán exentas de la obligación de disponer de un operador agroambiental 
aquellas explotaciones agrícolas que tengan una dimensión inferior 0,5 ha en 
regadío y 5,0 ha en secano.

Disposición adicional única. Formación simplificada.

La Consejería de Agua, Agricultura, Ganadería, Pesca y Medio Ambiente 
podrá realizar una única acción formativa que aglutine las diferentes acciones 
formativas con el objeto de permitir la rápida habilitación de la primera promoción 
de operadores agroambientales, sin perjuicio de la realización paralela de dichas 
acciones formativas de forma individualizada.

Disposición transitoria primera. Formación previa.

La formación recibida antes de la entrada en vigor de la presente Orden que 
reúna características semejantes a las recogidas en su artículo 6, podrán ser 
homologadas y convalidadas por la Dirección General de Agricultura, Industria 
Alimentaria y Cooperativismo Agrario.

Disposición transitoria segunda. Plazo para disponer de Operador 
Agroambiental.

Se establece el plazo de seis meses desde la entrada en vigor de la presente 
orden, para que los titulares de explotaciones agrarias dispongan de operador 
agroambiental. 

Disposición final única. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
Boletín Oficial de la Región de Murcia.

Murcia, 13 de abril de 2022.—El Consejero de Agua, Agricultura, Ganadería, 
Pesca y Medio Ambiente, Antonio Luengo Zapata.
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I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social

1847	 Prórroga del convenio de colaboración suscrito el 30 de abril de 
2020, entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a 
través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento 
de Ricote, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del 
servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes.

Resolución

Visto la “Prórroga del convenio de colaboración suscrito el 30/04/2020, entre 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano 
de Acción Social, y el Ayuntamiento de Ricote, para la prestación, dentro de su 
ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes,“, 
y teniendo en cuenta que tanto el objeto del Convenio como las obligaciones 
establecidas en el mismo regulan un marco de colaboración que concierne al 
interés público de esta Consejería, y a los efectos de lo dispuesto en el artículo 14 
del Decreto Regional 56/1996, de 24 de julio, sobre tramitación de los Convenios 
en el ámbito de la Administración Regional,

Resuelvo:

Publicar en el Boletín Oficial de la Región de Murcia el texto de “Prórroga del 
convenio de colaboración suscrito el 30/04/2020, entre la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el 
Ayuntamiento de Ricote, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, 
del servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes,”, firmado por el 
Alcalde-Presidente del Excmo. Ayuntamiento de Ricote en fecha 29 de marzo de 
2022, por la Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y por la Secretaria, en calidad de 
Fedataria, del Excmo. Ayuntamiento de Ricote en fecha 30 de marzo de 2022.

Murcia, 30 de marzo de 2022.—La Secretaria General, M.ª Raquel Cancela 
Fernández.
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Prórroga del convenio de colaboración suscrito el 30 de abril de 2020 
entre la comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través del 

Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de Ricote para 
la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a 

domicilio para personas dependientes

De una parte, la Excma. Sra. D.ª Isabel Franco Sánchez, Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, que actúa en nombre y representación de la citada Consejería, 
por su nombramiento mediante Decreto de Presidencia n.º 31/2019, de 31 de 
julio, y en virtud de la competencia que tiene atribuida por los artículos 7.2 y 
16.2 a) y ñ) de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de Organización y Régimen 
Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia y autorizada la presente prórroga por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 
fecha 24 de marzo de 2022.

De otra, el Ilmo. D. Rubén Carrasco Miñano Alcalde del Ayuntamiento de 
Ricote, en representación de dicha entidad, con CIF 3003400C, en virtud de 
Resolución de la Alcaldía de fecha 1 de marzo de 2022, asistido por D.ª Cristina 
Vidal Ferriol, Secretaria-Interventora Interina de dicha Corporación, como 
fedataria para la formalización de la presente prórroga, de conformidad con lo 
dispuesto por el art.3.2.i) del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que 
se regula el Régimen Jurídico de los funcionarios de la Administración Local con 
habilitación de carácter nacional.

Manifiestan:

Primero.- Que el Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia establece, 
en su artículo 10, apartado uno, número 18, la competencia exclusiva de la 
Comunidad Autónoma en materia de asistencia y bienestar social.

Segundo. Que la Ley 1/2006, de 10 abril, de Creación del Instituto Murciano 
de Acción Social (IMAS), establece que este Organismo Autónomo, se adscribe a 
la Consejería competente en materia de Servicios Sociales, y se constituye con la 
finalidad de ejecutar las competencias de administración y gestión de servicios, 
prestaciones y programas sociales de acuerdo con los principios establecidos en 
la Ley 3/2021, de 29 de julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia.

En este sentido, el artículo 3 de la citada Ley 1/2006 de 10 de abril, atribuye 
al Instituto Murciano de Acción Social, para el cumplimiento de sus fines, la 
posibilidad de celebrar convenios de colaboración y cooperación con cualquier 
persona, pública o privada, cuyos objetivos y actividades sean de interés en la 
gestión de los servicios sociales que tiene encomendados, cuya formalización se 
realizará en los términos previstos en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia 

Tercero.- Que las Entidades Locales son competentes en la prestación 
de servicios sociales, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 3/2021, de 29 de 
julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia, en concordancia con la Ley 
7/1985 de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, modificada 
por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de 
la Administración Local (conforme a la Sentencia 41/2016, de 3 de marzo, del 
Tribunal Constitucional).
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Cuarto.- Que la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia 
establece que la atención a las personas en situación de dependencia y la 
promoción de su autonomía personal constituye uno de los principales retos de la 
política social de los países desarrollados al atender las necesidades de aquellas 
personas que, por encontrarse en situación de especial vulnerabilidad, requieren 
apoyos para desarrollar las actividades esenciales de la vida diaria, alcanzar 
una mayor autonomía personal y poder ejercer plenamente sus derechos de 
ciudadanía.

Quinto.- Que la citada Ley establece como su núcleo central, la creación 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD) que, 
sustentado en el respeto al marco competencial establecido constitucional y 
estatutariamente, sirve de cauce para la colaboración y participación de todas 
las Administraciones Públicas, Administración General del Estado, Comunidades 
Autónomas y, en su caso, Entidades Locales, a fin de lograr una optimización de 
los recursos existentes en el marco de dicho Sistema.

Sexto.- Que para el cumplimiento de los objetivos del SAAD, la Ley 
contempla, en su artículo 15, un catálogo de servicios, entre los que se encuentra 
el Servicio de Ayuda a Domicilio, que será proporcionado por las Comunidades 
Autónomas para promover la autonomía personal y atender a las necesidades 
de las personas con dificultades para realizar las actividades básicas de la vida 
diaria.

Séptimo.- Que la presente prórroga del convenio suscrito con 
el Ayuntamiento de Ricote con fecha 30 de abril de 2020 facilitará el 
cumplimiento de los fines de interés general consagrados por la Ley 39/2006, 
de 14 de diciembre, procurando mantener a la persona dependiente en su 
propio entorno domiciliario con las garantías de una adecuada atención y 
calidad de vida, al tiempo que se garantiza su igualdad en todo el territorio de 
la Región de Murcia.

Octavo.- Que la cláusula Decimocuarta del convenio establece que “En 
cualquier momento antes de la finalización del plazo de vigencia previsto, los 
firmantes podrán acordar unánimemente su prórroga o extinción de conformidad 
con lo dispuesto en el número 2.ª del apartado h) del artículo 49 de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público”.

Noveno.- Que ambas partes estiman que existe un interés mutuo en el 
mantenimiento de las actividades objeto del convenio y en suscribir la prórroga 
del mismo, cuya vigencia se extenderá desde el 1 de abril de 2022 a 31 de mayo 
de 2025.

Y con estos antecedentes,

Acuerdan:

Primero.- La prórroga de la vigencia del Convenio de Colaboración suscrito 
el 30 de abril de 2020, entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a 
través del Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de Ricote para la 
prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio para 
personas dependientes, de forma que se extiendan sus efectos desde el día 1 de 
abril de 2022 hasta el 31 de mayo de 2025.
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Segundo.- El coste total de la presente prórroga, incluyendo en dicho importe 
la aportación que corresponda al usuario según la normativa del copago, durante el 
periodo comprendido desde el día 1 de abril de 2022 hasta el 31 de mayo de 2025, 
asciende a una cantidad máxima de ciento treinta y tres mil euros (133.000,00 €),

Ejercicio Horas de atención Coste total servicio Aportación usuarios Aportación IMAS
2022 (01/04/2022 a 30/11/2022) 2.000 28.000,00 5.320,00 22.680,00
2023 (01/12/2022 a 30/11/2023) 3.000 42.000,00 7.980,00 34.020,00
2024 (01/12/2023 a 30/11/2024) 3.000 42.000,00 7.980,00 34.020,00
2025 (01/12/2024 a 31/05/2025) 1.500 21.000,00 3.990,00 17.010,00

TOTAL 9.500 133.000,00 25.270,00 107.730,00

Tercero.- La aportación estimada del IMAS será de ciento siete mil 
setecientos treinta euros (107.730,00 €) teniendo en cuenta que los efectos de la 
presente prórroga se extiendan desde 1 de abril de 2022 hasta el 31 de mayo de 
2025, comprendiendo las anualidades de 2022, 2023, 2024 y 2025; de acuerdo a 
lo reflejado en la tabla anterior, y se ordenará con cargo a la aplicación económica 
51.03.00.313G 260.09, código proyecto 46192. 

Cuarto.- En lo concerniente a las demás cláusulas del Convenio, ambas 
partes convienen en mantenerlas vigentes en todos sus extremos, y en prueba 
de ello lo firman, el Alcalde-Presidente del Excmo. Ayuntamiento de Ricote en 
fecha 29 de marzo de 2022, la Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y 
Política Social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y la Secretaria, 
en calidad de Fedataria, del Excmo. Ayuntamiento de Ricote en fecha 30 de 
marzo de 2022.

Por la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, la Consejera de 
Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social, Isabel Franco Sánchez.—Por 
el Ayuntamiento de Ricote, el Alcalde, Rubén Carrasco Miñano.—En calidad de 
fedataria, la Secretaria–Interventora interina, Cristina Vidal Ferriol.
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I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social

1848	 Prórroga del convenio de colaboración suscrito el 30 de abril de 
2020, entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a 
través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento 
de Ulea, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del 
servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes.

Resolución

Visto la “Prórroga del convenio de colaboración suscrito el 30/04/2020, entre 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano 
de Acción Social, y el Ayuntamiento de Ulea, para la prestación, dentro de su 
ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes“, 
y teniendo en cuenta que tanto el objeto del Convenio como las obligaciones 
establecidas en el mismo regulan un marco de colaboración que concierne al 
interés público de esta Consejería, y a los efectos de lo dispuesto en el artículo 14 
del Decreto Regional 56/1996, de 24 de julio, sobre tramitación de los Convenios 
en el ámbito de la Administración Regional,

Resuelvo:

Publicar en el Boletín Oficial de la Región de Murcia el texto de “Prórroga del 
convenio de colaboración suscrito el 30/04/2020, entre la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el 
Ayuntamiento de Ulea, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del 
servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes”, firmado por el 
Alcalde-Presidente del Excmo. Ayuntamiento de Ulea y la Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia en fecha 29 de marzo de 2022 y por la Secretaria, en calidad 
de Fedataria, del Excmo. Ayuntamiento de Ulea en fecha 30 de marzo de 2022.

Murcia, 30 de marzo de 2022.—La Secretaria General, M.ª Raquel Cancela 
Fernández.
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Prórroga del convenio de colaboración suscrito el 30 de abril de 2020 
entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través del 
Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de Ulea para 

la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a 
domicilio para personas dependientes

De una parte, la Excma. Sra. D.ª Isabel Franco Sanchez, Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, que actúa en nombre y representación de la citada Consejería, 
por su nombramiento mediante Decreto de Presidencia n.º 31/2019, de 31 de 
julio, y en virtud de la competencia que tiene atribuida por  los artículos 7.2 y 
16.2 a) y ñ) de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de Organización y Régimen 
Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia y autorizada la presente prórroga por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 
fecha 24 de marzo de 2022.

De otra, el Ilmo. Víctor Manuel López Abenza, Alcalde del Ayuntamiento de 
Ulea, en representación de dicha entidad, con CIF 3004000J, en virtud de Acuerdo 
de la Junta de Gobierno de fecha 8 de febrero de 2022, asistido por D.ª Adelina 
Garrido Martínez, Secretaria Interventora Accidental de dicha Corporación, 
como fedataria para la formalización la presente prórroga de conformidad con 
lo dispuesto por el art. 3.2.i) del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el 
que se regula el Régimen Jurídico de los funcionarios de la Administración Local  
con habilitación de carácter nacional.

Manifiestan:

Primero.- Que el Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia establece, 
en su artículo 10, apartado uno, número 18, la competencia exclusiva de la 
Comunidad Autónoma en materia de asistencia y bienestar social.

Segundo.- Que la Ley 1/2006, de 10 abril, de Creación del Instituto Murciano 
de Acción Social (IMAS), establece que este Organismo Autónomo, se adscribe a 
la Consejería competente en materia de Servicios Sociales, y  se constituye con 
la finalidad de ejecutar las competencias de administración y gestión de servicios, 
prestaciones y programas sociales de acuerdo con los principios establecidos en 
la Ley 3/2021, de 29 de julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia.

En este sentido, el artículo 3 de la citada Ley 1/2006, de 10 de abril, atribuye 
al Instituto Murciano de Acción Social, para el cumplimiento de sus fines, la 
posibilidad de celebrar convenios de colaboración y cooperación con cualquier 
persona, pública o privada, cuyos objetivos y actividades sean de interés en la 
gestión de los servicios sociales que tiene encomendados, cuya formalización se 
realizará en los términos previstos en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia 

Tercero.- Que las Entidades Locales son competentes en la prestación 
de servicios sociales, de acuerdo con lo dispuesto en la  Ley 3/2021, de 29 de 
julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia, en concordancia con la  Ley 
7/1985 de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local,  modificada 
por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de 
la Administración Local (conforme a la Sentencia 41/2016 , de 3 de marzo, del 
Tribunal Constitucional).
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Cuarto.- Que la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia 
establece que la atención a las personas en situación de dependencia y la 
promoción de su autonomía personal constituye uno de los principales retos de la 
política social de los países desarrollados al atender las necesidades de aquellas 
personas que, por encontrarse en situación de especial vulnerabilidad, requieren 
apoyos para desarrollar las actividades esenciales de la vida diaria, alcanzar 
una mayor autonomía personal y poder ejercer plenamente sus derechos de 
ciudadanía.

Quinto.- Que la citada Ley establece como su núcleo central, la creación 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD) que, 
sustentado en el respeto al marco competencial establecido constitucional y 
estatutariamente, sirve de cauce para la colaboración y participación de todas 
las Administraciones Públicas, Administración General del Estado, Comunidades 
Autónomas y, en su caso, Entidades Locales, a fin de lograr una optimización de 
los recursos existentes en el marco de dicho Sistema.

Sexto.- Que para el cumplimiento de los objetivos del SAAD, la Ley 
contempla, en su artículo 15, un catálogo de servicios, entre los que se 
encuentra el Servicio de Ayuda a Domicilio, que será proporcionado por las 
Comunidades Autónomas para promover la autonomía personal y atender a 
las necesidades de las personas con dificultades para realizar las actividades 
básicas de la vida diaria.

Séptimo.- Que la presente prórroga  del Convenio suscrito con el 
Ayuntamiento de Ulea, con fecha 30 de abril de 2020, facilitará el cumplimiento 
de los fines de interés general consagrados por la Ley 39/2006, de 14 de 
diciembre, procurando mantener a la persona dependiente en su propio 
entorno domiciliario con las garantías de una adecuada atención y calidad de 
vida, al tiempo que se garantiza su igualdad en todo el territorio de la Región 
de Murcia.

Octavo.- Que la cláusula Decimocuarta del Convenio establece que “En 
cualquier momento antes de la finalización del plazo de vigencia previsto, los 
firmantes podrán acordar unánimemente su prórroga o extinción de conformidad 
con lo dispuesto en el número 2.º del apartado h) del artículo 49 de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público”.

Noveno.- Que ambas partes estiman que existe un interés mutuo en el 
mantenimiento de las actividades objeto del Convenio y en suscribir la prórroga 
del mismo, cuya  vigencia se extenderá  desde el 1 de abril de 2022 a 31 de 
mayo de 2025.

Y con estos antecedentes,

Acuerdan:

Primero.- La prórroga de la vigencia del convenio de colaboración suscrito 
el 30 de abril de 2020, entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a 
través del Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de Ulea, para la 
prestación dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio para 
personas dependientes, de forma que se extiendan sus efectos desde el día 1 de 
abril de 2022 hasta el 31 de mayo de 2025. 
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Segundo.- El coste total de la presente prórroga, incluyendo en dicho importe 
la aportación que corresponda al usuario según la normativa del copago, durante el 
periodo comprendido desde el día 1 de abril de 2022 hasta el 31 de mayo de 2025, 
asciende a una cantidad máxima de ciento treinta y tres mil  euros (133.000,00 €),

Ejercicio Horas de Atención Coste total 
servicio Aportación usuarios Aportación  IMAS

2022 (01/04/2022 a 30/11/2022) 2.000 28.000,00 5.320,00 22.680,00
2023 (01/12/2022 a 30/11/2023) 3.000 42.000,00 7.980,00 34.020,00
2024 (01/12/2023 a 30/11/2024) 3.000 42.000,00 7.980,00 34.020,00
2025 (01/12/2024 a 31/05/2025) 1.500 21.000,00 3.990,00 17.010,00

TOTAL 9.500 133.000,00 25.270,00 107.730,00

Tercero.- La aportación estimada del IMAS será de ciento siete mil 
setecientos treinta euros (107.730,00 €) teniendo en cuenta que los efectos de 
la presente prórroga se extiendan desde 1 de abril de 2022 hasta el  31 de 
mayo de 2025, comprendiendo las anualidades de 2022, 2023, 2024 y 2025; de 
acuerdo a lo reflejado en la tabla anterior, y  se ordenará con cargo a la aplicación 
económica 51.03.00.313G 260.09, código proyecto 45423.  

Cuarto.- En lo concerniente a las demás cláusulas del Convenio, ambas 
partes convienen en mantenerlas vigentes en todos sus extremos, y en prueba 
de ello lo firman, el Alcalde-Presidente del Excmo. Ayuntamiento de Ulea, la 
Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia en fecha 29 de marzo de 2022, y la Secretaria, 
en calidad de Fedataria, del Excmo. Ayuntamiento de Ulea en fecha 30 de marzo 
de 2022.

Por la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, la Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social, Isabel Franco Sánchez.—Por el 
Ayuntamiento de Ulea, el Alcalde, Víctor Manuel López Abenza.—En calidad de 
fedataria, la Secretaria Interventora accidental, Adelina Garrido Martínez.
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I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social

1849	 Prórroga del convenio de colaboración suscrito el 30 de abril de 
2020, entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a 
través del Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento 
de Villanueva del Segura, para la prestación, dentro de su ámbito 
territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas 
dependientes.

Resolución

Visto la prórroga del convenio de colaboración suscrito el 30/04/2020, entre 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano 
de Acción Social y el Ayuntamiento de Villanueva del Segura, para la prestación, 
dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas 
dependientes, y teniendo en cuenta que tanto el objeto del convenio como las 
obligaciones establecidas en el mismo regulan un marco de colaboración que 
concierne al interés público de esta Consejería, y a los efectos de lo dispuesto en 
el artículo 14 del Decreto Regional 56/1996, de 24 de julio, sobre tramitación de 
los Convenios en el ámbito de la Administración Regional,

Resuelvo:

Publicar en el Boletín Oficial de la Región de Murcia el texto de prórroga del 
convenio de colaboración suscrito el 30/04/2020, entre la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social y el 
Ayuntamiento de Villanueva del Segura, para la prestación, dentro de su ámbito 
territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes, firmado 
por el Alcalde-Presidente del Excmo. Ayuntamiento de Villanueva del Segura 
y por la Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia en fecha 28 de marzo de 2022 y 
por el Secretario, en calidad de Fedatario, del Excmo. Ayuntamiento de Villanueva 
del Segura en fecha 29 de marzo de 2022.

Murcia, 30 de marzo de 2022.—La Secretaria General, M.ª Raquel Cancela 
Fernández.
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Prórroga del convenio de colaboración suscrito el 30/04/2020, entre 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto 
Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de Villanueva del Segura, 

para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda 
a domicilio para personas dependientes

De una parte, la Excma. Sra. D.ª Isabel Franco Sánchez, Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, que actúa en nombre y representación de la citada Consejería, 
por su nombramiento mediante Decreto de Presidencia nº 31/2019, de 31 de 
julio, y en virtud de la competencia que tiene atribuida por los artículos 7.2 y 
16.2 a) y ñ) de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de Organización y Régimen 
Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia y autorizada la presente prórroga por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 
fecha 24 de marzo de 2022.

De otra, el Ilmo. D Jesús Mariano Viciana Ortiz, Alcalde del Ayuntamiento 
de Villanueva del Río Segura, en representación de dicha entidad, con CIF 
P3004200F, en virtud de Acuerdo de la Junta de Gobierno de fecha 8 de febrero 
de 2022, asistido por D. José Antonio López Campuzano, Secretario Interventor 
de dicha Corporación, como fedatario para la formalización la presente prórroga 
de conformidad con lo dispuesto por el art. 3.2.i) del Real Decreto 128/2018, de 
16 de marzo, por el que se regula el Régimen Jurídico de los funcionarios de la 
Administración Local con habilitación de carácter nacional.

Manifiestan:

Primero.- Que el Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia establece, 
en su artículo 10, apartado uno, número 18, la competencia exclusiva de la 
Comunidad Autónoma en materia de asistencia y bienestar social.

Segundo.- Que la Ley 1/2006, de 10 abril, de Creación del Instituto Murciano 
de Acción Social (IMAS), establece que este Organismo Autónomo, se adscribe a 
la Consejería competente en materia de Servicios Sociales, y se constituye con la 
finalidad de ejecutar las competencias de administración y gestión de servicios, 
prestaciones y programas sociales de acuerdo con los principios establecidos en 
la Ley 3/2021, de 29 de julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia.

En este sentido, el artículo 3 de la citada Ley 1/2006, de 10 de abril, atribuye 
al Instituto Murciano de Acción Social, para el cumplimiento de sus fines, la 
posibilidad de celebrar convenios de colaboración y cooperación con cualquier 
persona, pública o privada, cuyos objetivos y actividades sean de interés en la 
gestión de los servicios sociales que tiene encomendados, cuya formalización se 
realizará en los términos previstos en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia 

Tercero.- Que las Entidades Locales son competentes en la prestación 
de servicios sociales, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 3/2021, de 29 de 
julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia, en concordancia con la Ley 
7/1985 de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, modificada 
por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de 
la Administración Local (conforme a la Sentencia 41/2016, de 3 de marzo, del 
Tribunal Constitucional).
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Cuarto.- Que la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia 
establece que la atención a las personas en situación de dependencia y la 
promoción de su autonomía personal constituye uno de los principales retos de la 
política social de los países desarrollados al atender las necesidades de aquellas 
personas que, por encontrarse en situación de especial vulnerabilidad, requieren 
apoyos para desarrollar las actividades esenciales de la vida diaria, alcanzar 
una mayor autonomía personal y poder ejercer plenamente sus derechos de 
ciudadanía.

Quinto.- Que la citada Ley establece como su núcleo central, la creación 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD) que, 
sustentado en el respeto al marco competencial establecido constitucional y 
estatutariamente, sirve de cauce para la colaboración y participación de todas 
las Administraciones Públicas, Administración General del Estado, Comunidades 
Autónomas y, en su caso, Entidades Locales, a fin de lograr una optimización de 
los recursos existentes en el marco de dicho Sistema.

Sexto.- Que para el cumplimiento de los objetivos del SAAD, la Ley 
contempla, en su artículo 15, un catálogo de servicios, entre los que se encuentra 
el Servicio de Ayuda a Domicilio, que será proporcionado por las Comunidades 
Autónomas para promover la autonomía personal y atender a las necesidades 
de las personas con dificultades para realizar las actividades básicas de la vida 
diaria.

Séptimo.- Que la presente prórroga del Convenio suscrito con el 
Ayuntamiento de Villanueva del Río Segura, con fecha 30 de abril de 2020, 
facilitará el cumplimiento de los fines de interés general consagrados por la Ley 
39/2006, de 14 de diciembre, procurando mantener a la persona dependiente 
en su propio entorno domiciliario con las garantías de una adecuada atención y 
calidad de vida, al tiempo que se garantiza su igualdad en todo el territorio de la 
Región de Murcia.

Octavo.- Que la cláusula Decimocuarta del Convenio establece que “En 
cualquier momento antes de la finalización del plazo de vigencia previsto, los 
firmantes podrán acordar unánimemente su prórroga o extinción de conformidad 
con lo dispuesto en el número 2.ª del apartado h) del artículo 49 de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público”.

Noveno.- Que ambas partes estiman que existe un interés mutuo en el 
mantenimiento de las actividades objeto del Convenio y en suscribir la prórroga 
del mismo, cuya vigencia se extenderá desde el 1 de abril de 2022 a 31 de mayo 
de 2025. 

Y con estos antecedentes,

Acuerdan:

Primero.- La prórroga de la vigencia del Convenio de Colaboración suscrito 
el 30 de abril de 2020, entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a 
través del Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de Villanueva 
del Río Segura, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio 
de ayuda a domicilio para personas dependientes de forma que se extiendan sus 
efectos desde el día 1 de abril de 2022 hasta el 31 de mayo de 2025. 
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Segundo.- El coste total de la presente prórroga, incluyendo en dicho 
importe la aportación que corresponda al usuario según la normativa del copago, 
durante el periodo comprendido desde el día 1 de abril de 2022 hasta el 31 de 
mayo de 2025, asciende a una cantidad máxima de ciento treinta y tres mil euros 
(133.000,00 €),

EJERCICIO Horas de Atención COSTE TOTAL 
SERVICIO APORTACIÓN USUARIOS APORTACIÓN IMAS

2022(01/04/2022 a 30/11/2022) 2.000 28.000,00 5.320,00 22.680,00

2023 (01/12/2022 a 30/11/2023) 3.000 42.000,00 7.980,00 34.020,00

2024 (01/12/2023 a 30/11/2024) 3.000 42.000,00 7.980,00 34.020,00

2025 (01/12/2024 a 31/05/2025) 1.500 21.000,00 3.990,00 17.010,00

TOTAL 9.500 133.000,00 25.270,00 107.730,00

Tercero.- La aportación estimada del IMAS será de ciento siete mil 
setecientos treinta euros (107.730,00 €) teniendo en cuenta que los efectos de la 
presente prórroga se extiendan desde 1 de abril de 2022 hasta el 31 de mayo de 
2025, comprendiendo las anualidades de 2022, 2023, 2024 y 2025; de acuerdo a 
lo reflejado en la tabla anterior, y se ordenará con cargo a la aplicación económica 
51.03.00.313G 260.09, código proyecto 46195. 

Cuarto.- En lo concerniente a las demás cláusulas del Convenio, ambas 
partes convienen en mantenerlas vigentes en todos sus extremos y en prueba de 
ello lo firman, el Alcalde-Presidente del Excmo. Ayuntamiento de Villanueva del 
Segura y la Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia en fecha 28 de marzo de 2022 y el 
Secretario, en calidad de Fedatario, del Excmo. Ayuntamiento de Villanueva del 
Segura en fecha 29 de marzo de 2022.

Por la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, la Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social, Isabel Franco Sánchez.—Por el 
Ayuntamiento de Villanueva del Río Segura, el Alcalde, Jesús Mariano Viciana 
Ortiz.—En calidad de fedatario, el Secretario Interventor, José Antonio López 
Campuzano.
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I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social

1850	 Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción 
Social y el Ayuntamiento de Águilas para la prestación, dentro 
de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio para 
personas dependientes.

Resolución

Visto el Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento 
de Águilas para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de 
ayuda a domicilio para personas dependientes, y teniendo en cuenta que tanto 
el objeto del Convenio como las obligaciones establecidas en el mismo regulan 
un marco de colaboración que concierne al interés público de esta Consejería, y 
a los efectos de lo dispuesto en el artículo 14 del Decreto Regional 56/1996, de 
24 de julio, sobre tramitación de los Convenios en el ámbito de la Administración 
Regional,

Resuelvo:

Publicar en el Boletín Oficial de la Región de Murcia el texto de Convenio 
de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través 
del Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de Águilas para la 
prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio 
para personas dependientes, firmado por la Alcaldesa-Presidenta del Excmo. 
Ayuntamiento de Águilas, por la Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias 
y Política Social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia en fecha 
30 de marzo de 2022 y por el Secretario, en calidad de Fedatario, del Excmo. 
Ayuntamiento de Águilas en fecha 31 de marzo de 2022.

Murcia, 31 de marzo de 2022.—La Secretaria General, M.ª Raquel Cancela 
Fernández.
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Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social y 
el Ayuntamiento de Águilas para la prestación, dentro de su ámbito 

territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes

De una parte, la Excma. Sra. D.ª Isabel Franco Sánchez, Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, que actúa en nombre y representación de la citada Consejería, 
por su nombramiento mediante Decreto de Presidencia nº 31/2019, de 31 de 
julio, y en virtud de la competencia que tiene atribuida por los artículos 7.2 y 16.2 
a) y ñ) de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de Organización y Régimen Jurídico 
de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
y cuya celebración ha sido autorizada por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 
fecha 24 de marzo de 2022.

De otra, la Ilma. D.ª M.ª Carmen Moreno López, Alcaldesa del Ayuntamiento 
de Águilas, en representación de dicha entidad, con CIF P3000300H, en virtud 
de acuerdo de la Junta de Gobierno de fecha 9 de febrero de 2022, asistida por 
D. Jesús López López Secretario General de dicha Corporación, como fedatario 
para la formalización del presente convenio, de conformidad con lo dispuesto por 
el art. 3.2.i) del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el 
Régimen Jurídico de los funcionarios de la Administración Local con habilitación 
de carácter nacional.

Ambas partes se reconocen mutuamente con capacidad suficiente para el 
otorgamiento del presente Convenio, y a tal efecto: 

Manifiestan:

Primero.- Que el Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia establece, 
en su artículo 10, apartado uno, número 18, la competencia exclusiva de la 
Comunidad Autónoma en materia de asistencia y bienestar social.

Segundo.- Que la Ley 1/2006, de 10 abril, de Creación del Instituto Murciano 
de Acción Social (IMAS), establece que este Organismo Autónomo, se adscribe a 
la Consejería competente en materia de Servicios Sociales, y se constituye con la 
finalidad de ejecutar las competencias de administración y gestión de servicios, 
prestaciones y programas sociales de acuerdo con los principios establecidos en 
la Ley 3/2021, de 29 de julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia.

En este sentido, el artículo 3 de la citada Ley 1/2006 de 10 de abril, atribuye 
al Instituto Murciano de Acción Social, para el cumplimiento de sus fines, la 
posibilidad de celebrar convenios de colaboración y cooperación con cualquier 
persona, pública o privada, cuyos objetivos y actividades sean de interés en la 
gestión de los servicios sociales que tiene encomendados, cuya formalización se 
realizará en los términos previstos en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.

Tercero.- Que las Entidades Locales son competentes en la prestación 
de servicios sociales, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 3/2021, de 29 de 
julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia, en concordancia con la Ley 
7/1985 de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, modificada 
por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de 
la Administración Local (conforme a la Sentencia 41/2016, de 3 de marzo, del 
Tribunal Constitucional).
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Cuarto.- Que la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia 
establece que la atención a las personas en situación de dependencia y la 
promoción de su autonomía personal constituye uno de los principales retos de la 
política social de los países desarrollados al atender las necesidades de aquellas 
personas que, por encontrarse en situación de especial vulnerabilidad, requieren 
apoyos para desarrollar las actividades esenciales de la vida diaria, alcanzar 
una mayor autonomía personal y poder ejercer plenamente sus derechos de 
ciudadanía.

Quinto.- Que la citada Ley establece como su núcleo central, la creación 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD) que, 
sustentado en el respeto al marco competencial establecido constitucional y 
estatutariamente, sirve de cauce para la colaboración y participación de todas 
las Administraciones Públicas, Administración General del Estado, Comunidades 
Autónomas y, en su caso, Entidades Locales, a fin de lograr una optimización de 
los recursos existentes en el marco de dicho Sistema.

Sexto.- Que para el cumplimiento de los objetivos del SAAD, la Ley 
contempla, en su artículo 15, un catálogo de servicios, entre los que se encuentra 
el Servicio de Ayuda a Domicilio, que será proporcionado por las Comunidades 
Autónomas para promover la autonomía personal y atender a las necesidades 
de las personas con dificultades para realizar las actividades básicas de la vida 
diaria.

Séptimo.- Que la colaboración que se plantea en el presente Convenio con el 
Ayuntamiento de Águilas facilitará el cumplimiento de los fines de interés general 
consagrados por la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, procurando mantener a la 
persona dependiente en su propio entorno domiciliario con las garantías de una 
adecuada atención y calidad de vida, al tiempo que se garantiza su igualdad en 
todo el territorio de la Región de Murcia.

Así, el fin público que concurre, justifica la necesidad de llevar a cabo este 
Convenio para la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas 
dependientes, recurso necesario para la consecución de tal finalidad.

De conformidad con lo dispuesto en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, artículos 5 a 8; en el Decreto 56/1996, de 
24 de julio, por el que se regula el Registro General de Convenios y se dictan 
normas para la tramitación de éstos en el ámbito de la Administración Regional, 
y estando ambas partes conformes en la suscripción del mismo, lo llevan a efecto 
conforme a las siguientes 

Cláusulas

Primera.- Objeto

El presente Convenio tiene por objeto establecer la colaboración entre 
Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de Águilas, para la 
prestación, dentro de su ámbito territorial, del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia.

Segunda.- Contenido del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en 
situación de dependencia.

El Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación de dependencia 
es un Servicio constituido por el conjunto de actuaciones llevadas a cabo en el 
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domicilio que se acredite como residencia habitual de las personas en situación de 
dependencia con el fin de atender las necesidades de la vida diaria e incrementar 
su autonomía, posibilitando la permanencia en el mismo.

Las actuaciones del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia se centraran en las necesidades de la persona dependiente y 
serán las siguientes:

— Servicios relacionados con la atención personal dirigidos a promover y 
mantener autonomía personal del beneficiario, a fomentar hábitos adecuados y a 
adquirir habilidades básicas en la realización de las actividades de la vida diaria.

— Servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o 
del hogar: limpieza, lavado, cocina u otros. Estos servicios sólo podrán prestarse 
conjuntamente con los señalados en el apartado anterior.

Estas actuaciones deberán ser prestadas por entidades o empresas 
debidamente acreditadas por el Servicio de Acreditación e Inspección de la 
Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia para la prestación de dicho servicio.

Tercera.- Beneficiarios del servicio de ayuda a domicilio.

Serán beneficiarios del Servicio de Ayuda a Domicilio aquellas personas que 
tengan reconocida una situación de dependencia en grado protegible y el derecho 
al Servicio de Ayuda a Domicilio, mediante resolución de reconocimiento del 
derecho de acceso a dicho servicio conforme a lo establecido en su Programa 
Individual de Atención, de acuerdo con lo establecido en la Ley 39/2006, de 14 
de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas 
en situación de dependencia.

Cuarta.- Intensidad del servicio de ayuda a domicilio para personas 
en situación de dependencia.

La intensidad del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia estará en función de lo establecido en la resolución por la que 
se apruebe el Programa Individual de Atención del beneficiario del servicio, de 
conformidad con lo previsto en la normativa de desarrollo de la Ley 39/2006, 
de 14 de diciembre y Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, por el 
que se regula las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a 
la Dependencia establecidas en la citada Ley, y en aquella otra normativa de 
desarrollo autonómico para tal fin. Así mismo, la prestación del Servicio de Ayuda 
a Domicilio en cuanto a su distribución diaria, se realizará a propuesta de los 
técnicos de Servicios Sociales de Atención Primaria del municipio, teniendo en 
cuenta tanto la intensidad reconocida como las necesidades del beneficiario 
que deben estar contenidas en el Certificado de inicio del servicio, que deberá 
incorporarse a la aplicación informática para tal fin. 

La propuesta de intensidad tendrá en cuenta, tanto los tramos regulados 
para cada grado de dependencia reconocido, como lo regulado en la distribución 
de horas para cubrir las necesidades personales y las de atención domésticas; 
teniendo en cuenta que las atenciones relacionadas con las necesidades 
domésticas o del hogar tienen carácter complementario a la atención personal, 
por lo tanto sólo podrán prestarse conjuntamente con las de atención personal; 
y que las actuaciones de atención personal tienen carácter prioritario y deben 
suponer como mínimo el 50% de la intensidad reconocida. 
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En cuanto al horario para las tareas de aseo y ayuda a la movilidad ( levantar) 
se desarrollaran, con carácter general, en horario de mañana de 7:00 a 11:00 
horas; y las tareas de aseo y ayuda a la movilidad (acostar) se desarrollaran, con 
carácter general, en horario de tarde a partir de las 18:00 horas.

En el caso de considerarse pertinente la prestación Servicio durante 
los sábados tarde, domingos y festivos, deberá tenerse en cuenta que sea 
para la cobertura de tareas personales, exclusivamente para personas con 
reconocimiento de grado 2 y 3 de dependencia y que no dispongan de ninguna 
posibilidad de ayuda y apoyo familiar y/o informal y deberá estar justificado en 
su Certificado de inicio.

Tanto la intensidad como la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio 
para personas en situación de dependencia sólo podrán ser modificadas por 
la Administración Regional, mediante la correspondiente modificación del 
Programa Individual de Atención. Las propuestas de cambios de intensidad de los 
beneficiarios con Resolución de reconocimiento del Servicio de Ayuda a Domicilio, 
deberán estar debidamente motivadas por los Servicios Sociales de Atención 
Primaria, quienes para tal efecto emitirán el correspondiente Informe Social o 
Nota Informativa, según proceda. Esta petición podrá ser, bien a petición del 
beneficiario, para lo cual deberá adjuntarse a la propuesta la solicitud de éste; o 
bien, en el ejercicio del seguimiento del servicio donde los profesionales valoren 
la necesidad de modificación, tanto en cantidad como en distribución de la 
intensidad reconocida, para lo cual, será necesario darle audiencia al interesado. 
El beneficiario del servicio, que deberá estar en alta, y mantendrá el Servicio con 
la intensidad reconocida, hasta que no se emita la correspondiente Resolución de 
revisión de su Programa Individual. 

Quinta.- Suspensión y extinción del servicio de ayuda a domicilio.

La prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia se suspenderá o extinguirá por las causas establecidas en la 
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, en el Decreto 74/2011, de 20 de mayo, por 
el que se regula el procedimiento para el reconocimiento de la situación de 
dependencia y del derecho a los servicios y prestaciones económicas del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia y se establece el régimen de infracciones y sanciones, y demás 
normativa de desarrollo.

Sexta.- Presupuesto del convenio.

El coste total del presente Convenio incluyendo en dicho importe la 
aportación que corresponda al usuario según la normativa del copago, durante el 
periodo comprendido desde el día 1 de abril de 2022 (salvo firma posterior) hasta 
el 31 de mayo de 2025, asciende a una cantidad máxima de dos millones ciento 
veintiocho mil euros (2.128.000,00 €), con la siguiente distribución:
PRESUPUESTO HORAS COSTE TOTAL CONVENIO APORTACIÓN USUARIOS APORTACIÓN  IMAS

2022 (01/04/2022 a 
30/11/2022) 32.000 448.000,00 80.640,00 367.360,00

2023 (01/12/2022 
a30/11/2023) 48.000 672.000,00 120.960,00 551.040,00

2024 (01/12/2023 a 
30/11/2024) 48.000 672.000,00 120.960,00 551.040,00

2025 ( 01/12/2024 a 
31/05/2025 24.000 336.000,00 60.480,00 275.520,00

TOTAL 152.000 2.128.000,00 383.040,00 1.744.960,00
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La determinación del coste de hora del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia se ha realizado a 14 €. 

Para la determinación de la participación de los beneficiarios en éste servicio, 
se tendrá en consideración el precio de referencia del Servicio de Ayuda a 
Domicilio para personas en situación de dependencia que se fija en 14 €/hora 
para los servicios relacionados para la atención personal y en 9 €/hora para 
los servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o del 
hogar, según establece el apartado 2, del artículo 12 del Decreto 126/2010 de 
28 de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la capacidad 
económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de las 
prestaciones económicas y servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la 
Dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

De conformidad con la normativa vigente, y más concretamente, con el 
Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, la intensidad de la prestación del 
Servicio de Ayuda a Domicilio se determina en número de horas mensuales de 
Atención, diferenciándose dentro de las horas de Ayuda a Domicilio, las horas 
relativas a necesidades de Atención Personal, para la realización de actividades 
de la vida diaria, de las horas relativas a necesidades de Atención Doméstica 
o del Hogar, según grado de dependencia, y de acuerdo a lo establecido en el 
Anexo II del Citado Decreto. Con base en lo anteriormente expuesto, el coste 
económico del presente convenio que para el ejercicio 2022, 2023, 2024 y 2025, 
se ha calculado teniendo en cuenta un máximo de 152.000 horas, lo que permite 
una cobertura real del mismo El precio se calculará multiplicando el número de 
horas que se establezcan en el Programa Individual de Atención por 14 €, coste 
de hora del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Los meses de diciembre de los años 2022, 2023 y 2024, se aplicaran a los 
créditos de los presupuestos vigentes en el ejercicio en el que se expidan las 
correspondientes facturas, para dar cumplimiento a lo estipulado en el convenio 
que determina que mensualmente se tramitará el pago del servicio de Ayuda a 
Domicilio, una vez que el representante legal de la entidad conveniada presente 
certificación acreditativa del coste del servicio y la aportación de los usuarios, 
acompañada de la relación nominal de los mismos con descripción de los servicios 
efectivamente prestados, según lo establecido en el apartado 1), letra c de la 
cláusula octava de este convenio.

La aportación estimada del IMAS será de un millón setecientos cuarenta 
y cuatro mil novecientos sesenta euros (1.744.960,00 €) comprendiendo las 
anualidades de 2022, 2023, 2024 y 2025; de acuerdo a lo reflejado en la tabla 
anterior, y se ordenará con cargo a la aplicación económica 51.03.00.313G 
260.09, código proyecto 41935. 

Séptima.- Financiación del servicio de ayuda a domicilio para 
personas en situación de dependencia.

A)- Los usuarios participarán en el coste del servicio de acuerdo con lo 
establecido en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre. La cuantía correspondiente 
a la participación del beneficiario en la financiación del servicio será abonada por 
este, y se determinará según a lo dispuesto en el Decreto número 126/2010, 
de 28 de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la 
capacidad económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de 
las prestaciones económicas y servicios del Sistema de Autonomía y Atención 
a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y demás 
normativa de desarrollo.
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El beneficiario del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia quedará obligado, por la resolución de reconocimiento del 
derecho de acceso al Servicio de Ayuda a Domicilio, a abonar la cantidad que 
corresponda, y, en todo caso con veinte euros mensuales, si la cuantía obtenida 
en la aplicación de la fórmula resultara negativa o inferior a esta cantidad, en 
virtud de lo establecido en el apartado 4 del artículo 12 del Decreto número 
126/2010, de 28 de mayo. 

B)- El Instituto Murciano de Acción Social abonará a la Entidad Local, la 
cantidad que resulte de minorar el importe que deba ser abonado en virtud del 
copago por los usuarios del coste efectivo del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Octava.- Compromisos de las partes firmantes del convenio.

1) El Instituto Murciano de Acción Social se compromete a:

a. Comunicar al Ayuntamiento de Águilas las altas y bajas en el Servicio,, de 
acuerdo al Convenio de colaboración suscrito entre la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia a través del Instituto Murciano de Acción Social y la Consejería 
de Hacienda y Administraciones Públicas de la Región de Murcia y el Ayuntamiento 
de Águilas para regular las condiciones y garantías en el intercambio electrónico 
de datos en entornos cerrados de comunicación de todos aquellos beneficiarios 
con derecho al mismo siempre que exista dotación presupuestaria y horas de 
prestación dotación presupuestaria y horas de prestación. 

b. Ceder al Ayuntamiento de Águilas los datos de carácter personal que 
obrando en sus ficheros, correspondan a las personas reconocidas con derecho a 
la prestación y que a tal efecto hayan sido recabados, cediéndose dichos datos, 
con el único y exclusivo fin de dar cumplimiento a la prestación del servicio en el 
marco del presente convenio, debiendo ser cancelados una vez finalizada dicha 
gestión. Los datos cedidos por el IMAS estarán sometidos a la normativa aplicable 
en materia de Protección de Datos de Carácter Personal.

c. Financiar el coste del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en 
situación de dependencia, de acuerdo con lo establecido en el presente Convenio. 
Para ello, tramitará mensualmente el pago del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia, una vez que el representante legal de 
la entidad conveniante presente certificación acreditativa del coste del servicio 
objeto del Convenio y la aportación de los usuarios, acompañada de la relación 
nominal de los mismos con descripción de los servicios efectivamente prestados 
junto con un informe del interventor u órgano equivalente acreditativo de que los 
datos certificados se corresponden con la información reflejada en la contabilidad.

El pago se efectuará como máximo dentro de los dos meses siguientes a 
la fecha de la presentación por el representante de la Entidad Local de la 
certificación acreditativa del coste y cumplimiento del servicio objeto del convenio 
acompañada de la documentación establecida al efecto en el párrafo anterior.

Dicha certificación se expedirá por meses vencidos dentro del plazo máximo 
de 10 días siguientes al periodo que corresponda, tal y como establece la letra f) 
del apartado siguiente.

Si se produjera por parte de éste Instituto demora en el pago, la Entidad 
Local tendrá derecho a percibir los intereses de demora en los términos previstos 
en el apartado 1 del artículo 24 del Decreto Legislativo 1/1999, de 2 de diciembre, 
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de la Región de 
Murcia.
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Para que haya lugar al inicio del cómputo de plazo para el devengo 
de intereses, la Entidad Local deberá de haber cumplido con su obligación 
de presentar la documentación necesaria en el registro administrativo 
correspondiente en tiempo y forma.

d. Seguimiento, supervisión y evaluación del Servicio.

e. Designar a un coordinador técnico y otro administrativo del Servicio de 
Ayuda a Domicilio en el desempeño de las tareas que se deriven del servicio para 
personas en situación de dependencia. Asistirán a las reuniones de coordinación 
técnica que serán convocadas por la Dirección General de Personas Mayores, 
que como mínimo tendrán una periodicidad trimestral. El contenido principal de 
estas reuniones versará sobre las altas y bajas de los beneficiarios, incidencias 
producidas (desistimiento, fallecimiento, modificación de las circunstancias que 
dieron lugar al reconocimiento del servicio); ausencias domiciliarias (vacaciones, 
cambios de domicilio) y cualquier otra circunstancia de interés para el servicio

2) El Ayuntamiento de Águilas se compromete a:

a. Prestar el servicio de Ayuda a Domicilio objeto de este Convenio según lo 
establecido en las cláusulas anteriores. 

b. La prestación del Servicio se iniciará, como máximo, en el plazo de 15 
días a contar desde la comunicación a los Servicios Sociales del Ayuntamiento, 
de la Resolución de reconocimiento al derecho del Servicio de Ayuda a Domicilio 
correspondiente. Dicho plazo, solo podrá excederse cuando los motivos por los 
cuales no se ha hecho efectivo el alta en el Servicio, sean por causa imputable al 
interesado, y ésta debe constar en el programa informático de gestión del Servicio 
con su correspondiente incidencia. Por otro lado, en casos de urgencia o extinción 
de otra prestación y/o Servicio derivados de un cambio de Programa Individual 
de Atención se acortará dicho plazo a fin de que se garantice la continuidad de 
su programa anteriormente citado. Igualmente se adjuntarán al citado programa, 
los Certificados de inicio del Servicio activo que deberán contener la distribución 
de tareas de ambas modalidades.

c. La Entidad local remitirá a través del programa informático de gestión 
del servicio, ICC, el documento de Diligencia de inicio en el que constara la 
distribución horaria semanal del beneficiario y su Programa de Atención Individual 
en el que se detallarán las tareas que se prestaran al mismo.

d. Remitir a la Dirección General de Personas Mayores del Instituto Murciano 
de Acción Social las solicitudes de baja de los beneficiarios así como las 
incidencias que puedan producirse, preferentemente a través del programa de 
gestión informático del servicio, o sede electrónica en un plazo máximo de tres 
días naturales.

e. En caso de baja voluntaria se adjuntará documento de renuncia al derecho 
a la prestación del Servicio, firmado por el interesado o representante legal, en su 
caso, haciendo constar el motivo de la misma y pudiéndolo incorporar la Entidad 
Local, al programa de gestión informático.

f. Expedir la certificación acreditativa del coste y cumplimiento del servicio 
objeto del convenio por meses vencidos dentro del plazo máximo de los 10 
días siguientes al periodo que corresponda y se presentará para su pago 
mensualmente a la Dirección General de Personas Mayores del Instituto Murciano 
de Acción Social, reflejando la diferencia resultante entre las cantidades abonadas 
por los usuarios y el coste mensual del servicio.
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g. Recaudar de los usuarios el importe correspondiente de su participación 
en el coste mensual del servicio

h. Respetar la legislación sobre tratamiento informatizado de datos de 
carácter personal, y asumir las responsabilidades que pudieran corresponderle.

i. Comunicar cualquier propuesta de modificación que pudiera surgir en el 
desarrollo y ejecución del Servicio.

j. Designar a un coordinador técnico y otro administrativo del Servicio de 
Ayuda a Domicilio en el desempeño de las tareas que se deriven del servicio para 
personas en situación de dependencia. Asistirán a las reuniones de coordinación 
técnica con representantes de la Dirección General de Personas Mayores, que 
como mínimo tendrán una periodicidad trimestral. El contenido principal de 
estas reuniones versará sobre las altas y bajas de los beneficiarios, incidencias 
producidas (desistimiento, fallecimiento, modificación de las circunstancias 
que dieron lugar al reconocimiento del servicio...); ausencias domiciliarias 
(vacaciones, cambios de domicilio) y cualquier otra circunstancia de interés para 
el servicio. La entidad adjudicataria aportará a estas reuniones la documentación 
justificativa del contenido de las mismas.

Novena.- Contratación. Responsabilidades.

La Entidad Local podrá contratar el servicio de ayuda a domicilio. Para ello, 
deberá de atenerse a las siguientes estipulaciones:

— La Entidad Local deberá comunicar por escrito al IMAS la intención de 
celebrar los contratos que procedan. Igualmente, y antes de la formalización 
del contrato se deberá acreditar la aptitud del contratista para ejecutarlo por 
referencia a los elementos técnicos y humanos de que dispone y a su experiencia. 
En el caso que el contratista tuviera la clasificación adecuada para realizar el 
objeto de la contratación, la acreditación de esta circunstancia eximirá a la 
Entidad Local de la necesidad de justificar ante el IMAS la aptitud de aquel. 

— La Entidad Local habrá de establecer en el contrato que celebre, como 
mínimo, las mismas condiciones establecidas en el presente Convenio para la 
prestación del servicio de Ayuda a Domicilio.

— La Entidad Local deberá presentar al IMAS copia del contrato firmado con 
el contratista en el plazo de quince días desde su formalización.

Con independencia de la contratación o no de la gestión del Servicio de Ayuda 
a Domicilio, corresponderá a la Entidad Local la responsabilidad patrimonial 
derivada de las acciones u omisiones con resultado dañoso en las que intervenga 
culpa o negligencia, realizadas por los trabajadores o usuarios del Servicio de 
Ayuda a Domicilio. Asimismo corresponderá a la Entidad Local la responsabilidad 
por los hechos derivados de la indebida práctica profesional o de acciones u 
omisiones negligentes de los trabajadores a cargo de esta Entidad, así como las 
responsabilidades de carácter sanitario, fiscal, laboral, de Seguridad Social, y las 
demás que le sean de obligado cumplimiento según las disposiciones establecidas 
por la legislación vigente.

Décima.- Comisión de seguimiento.

El seguimiento de la ejecución del presente Convenio se llevará a cabo a 
través de una Comisión formada por cinco miembros. La Comisión será presidida 
por el titular de la Dirección Gerencial del Instituto Murciano de Acción Social 
o persona en quien delegue, y se reunirá a convocatoria de su presidente y a 
propuesta de cualquiera de las partes.

NPE: A-190422-1850



Página 10625Número 89	 Martes, 19 de abril de 2022

Formarán parte de la misma, en representación de la Administración 
Regional, el titular de la Dirección Gerencial o persona en quien delegue, y dos 
Técnicos de la Dirección General de Personas Mayores. Por parte de la Entidad 
Local, dos representantes designados por la misma.

Serán funciones de la citada Comisión de seguimiento, la vigilancia y 
control de la ejecución del convenio y de los compromisos adquiridos por las 
partes. Resolverá los problemas de interpretación y cumplimiento que pudieran 
plantearse en el presente Convenio; establecer las determinaciones que en su 
caso fueran necesarias para el adecuado desarrollo de las actuaciones objeto del 
Convenio, y cualesquiera otras modificaciones no sustanciales conducentes al 
logro de las actuaciones previstas.

Se reunirá una vez al año, sin perjuicio de que puedan hacerlo más veces si 
así lo estimase necesario cualquiera de las partes. El Presidente de la Comisión 
de Seguimiento dirimirá con su voto los empates a efectos de adoptar acuerdos.

Decimoprimera.- Publicidad.

En cualquier tipo de publicidad realizada sobre el objeto de este Convenio, se 
hará constar la colaboración de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias 
y Política Social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y del IMAS, 
mediante el símbolo de la Red Pública Regional de Servicios Sociales (Decreto 
58/1990, de 26 de julio, del Símbolo de la Red Pública Regional de Servicios 
Sociales).

Decimosegunda.- Control sobre las actuaciones.

Los servicios competentes de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, 
Familias y Política Social podrán, de oficio o a instancia de parte, comprobar el 
cumplimiento de la normativa que le es de aplicación, la veracidad de los datos 
alegados por el Ayuntamiento de Águilas y el destino dado a los fondos obtenidos, 
especialmente afectados a su fin.

Decimotercera.- Resolución del convenio.

El Convenio se podrá resolver por cualquiera de las siguientes causas:

a) El transcurso del plazo de vigencia del convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de todos los firmantes.

c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte 
de alguno de los firmantes.

En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora 
un requerimiento para que cumpla en un plazo de diez días con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado 
al responsable del mecanismo de seguimiento, vigilancia y control de la ejecución 
del convenio y a las demás partes firmantes.

Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el 
incumplimiento, la parte que lo dirigió notificará a las partes firmantes la 
concurrencia de la causa de resolución y se entenderá resuelto el convenio. 

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del convenio.

La resolución del convenio dará lugar a la liquidación del mismo con el objeto 
de determinar las obligaciones y compromisos de cada una de las partes, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 52 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.
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Decimocuarta.- Régimen de modificación del convenio.

A propuesta del IMAS o del Ayuntamiento, y previo acuerdo de las partes, 
se podrá modificar el presente convenio de conformidad con lo dispuesto en el 
apartado g) del artículo 49 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.

Decimoquinta.- Vigencia y prórroga.

El presente Convenio surtirá efectos el día 1 de abril de 2022, (salvo su firma 
posterior) y se extenderá su vigencia hasta el 31 de mayo de 2025. 

En cualquier momento antes de la finalización del plazo de vigencia 
previsto, los firmantes podrán acordar unánimemente su prórroga o extinción de 
conformidad con lo dispuesto en el número 2.ª del apartado h) del artículo 49 de 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Decimosexta.- Jurisdicción competente.

El presente Convenio tiene naturaleza administrativa. Por consiguiente, 
las controversias que pudieran surgir respecto a su interpretación, ejecución, 
modificación, resolución y efectos y que no hubieran podido solventarse por la 
Comisión de Seguimiento, se someterán al Orden Jurisdiccional Contencioso – 
Administrativo.

Decimoséptima.- Transparencia y acceso a la información pública.

El convenio suscrito será puesto a disposición de los ciudadanos en el 
correspondiente Portal de Transparencia, en aplicación de lo dispuesto en la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno, así como en la Ley 12/2014, de 16 de diciembre, de 
Transparencia y Participación Ciudadana de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia y demás normativa de desarrollo de la misma, y en prueba de ello lo 
firman, la Alcaldesa-Presidenta del Excmo. Ayuntamiento de Águilas, la Consejera 
de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia en fecha 30 de marzo de 2022 y el Secretario, en calidad 
de Fedatario, del Excmo. Ayuntamiento de Águilas en fecha 31 de marzo de 2022.

Por la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, la Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Políticas Sociales, Isabel Franco Sánchez.—Por el 
Ayuntamiento de Águilas, la Alcaldesa, M.ª Carmen Moreno Pérez.—En calidad de 
fedatario, el Secretario General, Jesús López López.
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I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social

1851	 Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción 
Social y el Ayuntamiento de Lorca para la prestación, dentro 
de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio para 
personas dependientes.

Resolución

Visto el “Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de 
Lorca para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a 
domicilio para personas dependientes“, y teniendo en cuenta que tanto el objeto 
del convenio como las obligaciones establecidas en el mismo regulan un marco de 
colaboración que concierne al interés público de esta Consejería, y a los efectos 
de lo dispuesto en el artículo 14 del Decreto Regional 56/1996, de 24 de julio, 
sobre tramitación de los Convenios en el ámbito de la Administración Regional,

Resuelvo:

Publicar en el Boletín Oficial de la Región de Murcia el texto de “Convenio de 
colaboración entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través del 
Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de Lorca para la prestación, 
dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas 
dependientes”, firmado por el Alcalde-Presidente del Excmo. Ayuntamiento de Lorca 
en fecha 29 de marzo de 2022, por la Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, 
Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia en 
fecha 30 de marzo de 2022 y por el Secretario, en calidad de Fedatario, del 
Excmo. Ayuntamiento de Lorca en fecha 4 de abril de 2022.

Murcia, a 4 de abril de 2022.—La Secretaria General, M.ª Raquel Cancela 
Fernández.
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Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social 

y el Ayuntamiento de Lorca para la prestación, dentro de su ámbito 
territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes

De una parte, la Excma. Sra. D.ª Isabel Franco Sanchez, Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, que actúa en nombre y representación de la citada Consejería, 
por su nombramiento mediante Decreto de Presidencia nº 31/2019, de 31 de 
julio, y en virtud de la competencia que tiene atribuida por los artículos 7.2 y  
16.2 a)  y ñ) de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de Organización y Régimen 
Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia y cuya celebración ha sido autorizada por Acuerdo del Consejo de 
Gobierno de fecha 24 de marzo de 2022.

De otra, el Ilmo. D. Diego José Mateos Molina, Alcalde del Ayuntamiento de 
Lorca,  en representación de dicha entidad, con CIF P3002400D, en virtud de 
acuerdo de la Junta de Gobierno  de fecha  4 de marzo de 2022, asistido por 
D. Juan de la Cruz Arcas Martínez-Salas, Director Accidental de la Oficina de 
Gobierno Local, Subescala de  Secretaría, como fedatario para la formalización 
del presente convenio, de conformidad con lo dispuesto por el art.3.2.i) del Real 
Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el Régimen Jurídico de 
los funcionarios de la Administración Local  con habilitación de carácter nacional.

Ambas partes se reconocen mutuamente con capacidad suficiente para el 
otorgamiento del presente Convenio, y a tal efecto: 

Manifiestan:

Primero.- Que el Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia establece, 
en su artículo 10, apartado uno, número 18, la competencia exclusiva de la 
Comunidad Autónoma en materia de asistencia y bienestar social.

Segundo.- Que la Ley 1/2006, de 10 abril, de Creación del Instituto Murciano 
de Acción Social (IMAS), establece que este Organismo Autónomo, se adscribe a 
la Consejería competente en materia de Servicios Sociales, y  se constituye con 
la finalidad de ejecutar las competencias de administración y gestión de servicios, 
prestaciones y programas sociales de acuerdo con los principios establecidos en 
la Ley 3/2021, de 29 de julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia.

En este sentido, el artículo 3 de la citada Ley 1/2006 de 10 de abril, atribuye 
al Instituto Murciano de Acción Social, para el cumplimiento de sus fines, la 
posibilidad de celebrar convenios de colaboración y cooperación con cualquier 
persona, pública o privada, cuyos objetivos y actividades sean de interés en la 
gestión de los servicios sociales que tiene encomendados, cuya formalización se 
realizará en los términos previstos en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.

Tercero.- Que las Entidades Locales son competentes en la prestación 
de servicios sociales, de acuerdo con lo dispuesto en la  Ley 3/2021, de 29 de 
julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia, en concordancia con la  Ley 
7/1985 de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local,  modificada 
por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de 
la Administración Local (conforme a la Sentencia 41/2016 , de 3 de marzo, del 
Tribunal Constitucional).
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Cuarto.- Que la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia 
establece que la atención a las personas en situación de dependencia y la 
promoción de su autonomía personal constituye uno de los principales retos de la 
política social de los países desarrollados al atender las necesidades de aquellas 
personas que, por encontrarse en situación de especial vulnerabilidad, requieren 
apoyos para desarrollar las actividades esenciales de la vida diaria, alcanzar 
una mayor autonomía personal y poder ejercer plenamente sus derechos de 
ciudadanía.

Quinto.- Que la citada Ley establece como su núcleo central, la creación 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD) que, 
sustentado en el respeto al marco competencial establecido constitucional y 
estatutariamente, sirve de cauce para la colaboración y participación de todas 
las Administraciones Públicas, Administración General del Estado, Comunidades 
Autónomas y, en su caso, Entidades Locales, a fin de lograr una optimización de 
los recursos existentes en el marco de dicho Sistema.

Sexto.- Que para el cumplimiento de los objetivos del SAAD, la Ley 
contempla, en su artículo 15, un catálogo de servicios, entre los que se encuentra 
el Servicio de Ayuda a Domicilio, que será proporcionado por las Comunidades 
Autónomas para promover la autonomía personal y atender a las necesidades 
de las personas con dificultades para realizar las actividades básicas de la vida 
diaria.

Séptimo.- Que la colaboración que se plantea en el presente Convenio con el 
Ayuntamiento de Lorca, facilitará el cumplimiento de los fines de interés general 
consagrados por la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, procurando mantener a la 
persona dependiente en su propio entorno domiciliario con las garantías de una 
adecuada atención y calidad de vida, al tiempo que se garantiza su igualdad en 
todo el territorio de la Región de Murcia.

Así, el fin público que concurre, justifica la necesidad de llevar a cabo este 
Convenio para la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas 
dependientes, recurso necesario para la consecución de tal finalidad.

De conformidad con lo dispuesto en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, artículos 5 a 8; en el Decreto 56/1996, de 
24 de julio, por el que se regula el Registro General de Convenios y se dictan 
normas para la tramitación de éstos en el ámbito de la Administración Regional, 
y estando ambas partes conformes en la suscripción del mismo, lo llevan a efecto 
conforme a las siguientes 

Cláusulas

Primera.- Objeto

El presente Convenio tiene por objeto establecer la colaboración entre 
Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de Lorca, para la 
prestación, dentro de su ámbito territorial, del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia.
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Segunda.- Contenido del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas 
en situación de dependencia.

El  Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación de dependencia 
es un Servicio constituido por el conjunto de actuaciones llevadas a cabo en el 
domicilio que se acredite como residencia habitual de las personas en situación de 
dependencia con el fin de atender las necesidades de la vida diaria e incrementar 
su autonomía, posibilitando la permanencia en el mismo.

Las actuaciones del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia se centraran en las necesidades de la persona dependiente y  
serán las siguientes:

- Servicios relacionados con la atención personal dirigidos a promover y 
mantener autonomía personal del beneficiario, a fomentar hábitos adecuados y a 
adquirir habilidades básicas en la realización de las actividades de la vida diaria.

- Servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o del 
hogar: limpieza, lavado, cocina u otros. Estos servicios sólo podrán prestarse 
conjuntamente con los señalados en el apartado anterior.

Estas actuaciones deberán ser prestadas por entidades o empresas 
debidamente acreditadas por el Servicio de Acreditación e Inspección de la 
Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia para la prestación de dicho servicio.

Tercera.- Beneficiarios del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Serán beneficiarios del Servicio de Ayuda a Domicilio aquellas personas que 
tengan reconocida una situación de dependencia en grado protegible y el derecho 
al Servicio de Ayuda a Domicilio, mediante resolución de reconocimiento del 
derecho de acceso a dicho servicio conforme a lo establecido en su Programa 
Individual de Atención, de acuerdo con lo establecido en la Ley 39/2006, de 14 
de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas 
en situación de dependencia.

Cuarta.- Intensidad del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas 
en situación de dependencia.

La intensidad del Servicio de Ayuda a Domicilio  para personas en situación 
de dependencia estará en función de lo establecido en la resolución por la que 
se apruebe el Programa Individual de Atención del beneficiario del servicio, de 
conformidad con lo previsto en la normativa de desarrollo de la Ley 39/2006, 
de 14 de diciembre y Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, por el 
que se regula las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a la 
Dependencia establecidas en la citada Ley, y en  aquella otra normativa de 
desarrollo autonómico para tal fin. Así mismo, la prestación del Servicio de Ayuda 
a Domicilio en cuanto a su distribución diaria, se realizará a propuesta de los 
técnicos de Servicios Sociales de Atención Primaria del municipio, teniendo en 
cuenta tanto la intensidad reconocida como las necesidades del beneficiario 
que deben estar contenidas en el Certificado de inicio del servicio, que deberá 
incorporarse a la aplicación informática para tal fin. 

La propuesta de intensidad tendrá en cuenta, tanto los tramos regulados 
para cada grado de dependencia reconocido, como lo regulado en la distribución 
de horas para cubrir las necesidades personales y las de atención domésticas; 
teniendo en cuenta que las atenciones relacionadas con las necesidades 
domésticas o del hogar tienen carácter complementario a la atención personal, 
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por lo tanto sólo podrán prestarse conjuntamente con las de atención personal; 
y que las actuaciones de atención personal tienen carácter prioritario y deben 
suponer como mínimo el 50 % de la intensidad reconocida. 

En cuanto al horario para las tareas de aseo y ayuda a la movilidad (levantar) 
se desarrollaran, con carácter general, en horario de mañana de 7:00 a 11:00 
horas; y las tareas de aseo y ayuda a la movilidad (acostar) se desarrollarán, con 
carácter general, en horario de tarde a partir de las 18:00 horas.

En el caso de considerarse pertinente la prestación Servicio durante 
los sábados tarde, domingos y festivos, deberá tenerse en cuenta que sea 
para la cobertura de tareas personales, exclusivamente para personas con 
reconocimiento de grado 2 y 3 de dependencia y que no dispongan de ninguna 
posibilidad de ayuda y apoyo familiar y/o informal y deberá estar justificado en 
su Certificado de inicio.

Tanto la intensidad como la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio 
para personas en situación de dependencia sólo podrán ser modificadas por 
la Administración Regional, mediante la correspondiente modificación del 
Programa Individual de Atención. Las propuestas de cambios de intensidad de los 
beneficiarios con Resolución de reconocimiento del Servicio de Ayuda a Domicilio, 
deberán estar debidamente motivadas por los Servicios Sociales de Atención 
Primaria, quienes para tal efecto emitirán el correspondiente Informe Social o 
Nota Informativa, según proceda. Esta petición podrá ser,  bien a petición del 
beneficiario, para lo cual deberá adjuntarse a la propuesta la solicitud de éste; o 
bien, en el ejercicio del seguimiento del servicio donde los profesionales valoren 
la necesidad de modificación, tanto en cantidad como en distribución de la 
intensidad reconocida, para lo cual, será necesario darle audiencia al interesado. 
El beneficiario del servicio, que deberá estar en alta, y mantendrá  el Servicio con 
la intensidad reconocida,  hasta que no se emita la correspondiente Resolución de 
revisión de su Programa Individual.  

Quinta.- Suspensión y extinción del Servicio de Ayuda a Domicilio.

La prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia se suspenderá o extinguirá por las causas establecidas en la 
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, en el Decreto 74/2011, de 20 de mayo, por 
el que se regula el procedimiento para el reconocimiento de la situación de 
dependencia y del derecho a los servicios y prestaciones económicas del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia y se establece el régimen de infracciones y sanciones, y demás 
normativa de desarrollo.

Sexta.- Presupuesto del Convenio.

El coste total del presente Convenio incluyendo en dicho importe la aportación 
que corresponda al usuario según la normativa del copago, durante el periodo 
comprendido desde el día 1 de abril de 2022 (salvo firma posterior) hasta el 31 
de mayo de 2025, asciende a una cantidad máxima de cuatro millones doscientos 
cincuenta y seis mil euros (4.256.000,00 €), con la siguiente distribución:

PRESUPUESTO HORAS COSTE TOTAL 
CONVENIO APORTACIÓN USUARIOS APORTACIÓN  IMAS

2022(01/04/2022 a 30/11/2022) 64.000 896.000,00 161.280,00 734.720,00
2023 (01/12/2022 a 30/11/2023) 96.000 1.344.000,00 241.920,00 1.102.080,00
2024 (01/12/2023 a 30/11/2024) 96.000 1.344.000,00 241.920,00 1.102.080,00
2025 (01/12/2024 a 31/05/2025) 48.000 672.000,00 120.960,00 551.040,00

TOTAL 304.000 4.256.000,00 766.080,00 3.489.920,00
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La determinación del coste de hora del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia se ha realizado a 14€. 

Para la determinación de la participación de los beneficiarios en éste  
servicio, se tendrá en consideración el precio de referencia del Servicio de Ayuda 
a Domicilio para personas en situación de dependencia que se fija en 14 €/hora 
para los servicios relacionados para la atención personal y en 9 €/hora para 
los servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o del 
hogar, según establece el apartado 2, del artículo 12 del Decreto 126/2010 de 
28 de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la capacidad 
económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de las 
prestaciones económicas y servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la 
Dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

De conformidad con la normativa  vigente, y más concretamente, con el 
Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre,  la intensidad de la prestación del 
Servicio de Ayuda a Domicilio se  determina en número de horas mensuales de 
Atención, diferenciándose dentro de las horas de Ayuda a Domicilio, las horas 
relativas a necesidades de Atención Personal, para la realización de actividades 
de la vida diaria, de las horas relativas a necesidades de Atención Doméstica  o 
del Hogar, según grado de dependencia , y de acuerdo a lo establecido en el 
Anexo II del Citado Decreto.  Con base en lo anteriormente expuesto,  el  coste 
económico del presente convenio que para el ejercicio 2022, 2023, 2024 y 2025,  
se ha calculado teniendo en cuenta  un máximo de 304.000 horas, lo que permite 
una cobertura real del mismo  El precio se calculará multiplicando el número de 
horas que se establezcan en el Programa Individual de Atención por 14 €, coste 
de  hora  del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Los meses de diciembre de los años 2022, 2023 y 2024, se aplicaran a los 
créditos de los presupuestos vigentes en el ejercicio en el que se expidan las 
correspondientes facturas, para dar cumplimiento a lo estipulado en el convenio 
que determina que mensualmente se tramitará el pago del servicio de Ayuda a 
Domicilio, una vez que el representante legal de la entidad conveniada presente 
certificación acreditativa del coste del servicio y la aportación de los usuarios, 
acompañada de la relación nominal de los mismos con descripción de los servicios 
efectivamente prestados, según lo establecido en el apartado1), letra c de la 
cláusula octava de éste convenio.

La aportación estimada del IMAS será de tres millones cuatrocientos ochenta 
y nueve mil novecientos veinte euros (3.489.920,00 €)  comprendiendo las 
anualidades de  2022, 2023, 2024 y 2025; de acuerdo a lo reflejado en la tabla 
anterior, y se ordenará con cargo a la aplicación económica 51.03.00.313G 
260.09, código proyecto 45417. 

Séptima.- Financiación del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia.

A)- Los usuarios participarán en el coste del servicio de acuerdo con lo 
establecido en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre. La cuantía correspondiente 
a la participación del beneficiario en la financiación del servicio será abonada por 
este, y se determinará según a lo dispuesto en el Decreto número 126/2010, 
de 28 de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la 
capacidad económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de 
las prestaciones económicas y servicios del Sistema de Autonomía y Atención 
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a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y  demás 
normativa de desarrollo.

El beneficiario del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia quedará obligado, por la resolución de reconocimiento del 
derecho de acceso al Servicio de Ayuda a Domicilio, a abonar la cantidad que 
corresponda, y, en todo caso con veinte euros mensuales, si la cuantía obtenida 
en la aplicación de la fórmula resultara negativa o inferior a esta cantidad, en 
virtud de lo establecido en el apartado 4 del artículo 12 del Decreto número 
126/2010, de 28 de mayo. 

B)- El Instituto Murciano de Acción Social abonará a la Entidad Local, la 
cantidad que resulte de minorar el importe que deba ser abonado en virtud del 
copago por los usuarios del coste efectivo del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Octava.- Compromisos de las partes firmantes del Convenio.

1)	 El Instituto Murciano de Acción Social se compromete a:

a.	 Comunicar al Ayuntamiento de Lorca las altas y bajas en el Servicio, , 
de acuerdo al  Convenio de colaboración  suscrito entre la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia  a través  del Instituto Murciano de Acción Social y la 
Consejería de Hacienda y Administraciones Públicas de la Región de Murcia y el 
Ayuntamiento de Lorca  para regular las condiciones y garantías en el intercambio 
electrónico de datos en entornos cerrados de comunicación de todos aquellos 
beneficiarios con derecho al mismo siempre que exista dotación presupuestaria y 
horas de prestación dotación presupuestaria y horas de prestación. 

b.	 Ceder al Ayuntamiento de  Lorca los datos de carácter personal que 
obrando en sus ficheros, correspondan a las personas reconocidas con derecho a 
la prestación y que a tal efecto hayan sido recabados, cediéndose dichos datos, 
con el único y exclusivo fin de dar cumplimiento a la prestación del servicio en el 
marco del presente convenio, debiendo ser cancelados una vez finalizada dicha 
gestión. Los datos cedidos por el IMAS estarán sometidos a la normativa aplicable 
en materia de Protección de Datos de Carácter Personal.

c.	 Financiar el coste del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en 
situación de dependencia, de acuerdo con lo establecido en el presente Convenio. 
Para ello, tramitará mensualmente el pago del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia, una vez que el representante legal de 
la entidad conveniante presente certificación acreditativa del coste del servicio 
objeto del Convenio y la aportación de los usuarios, acompañada de la relación 
nominal de los mismos con descripción de los servicios efectivamente prestados 
junto con un informe del interventor u órgano equivalente acreditativo de que los 
datos certificados se corresponden con la información reflejada en la contabilidad.

El pago se efectuará como máximo dentro de los dos meses siguientes 
a la fecha de la presentación por el representante de la Entidad Local de  la 
certificación acreditativa del coste y cumplimiento del servicio objeto del convenio 
acompañada de la documentación establecida al efecto en el párrafo anterior.

Dicha certificación se expedirá por meses vencidos dentro del plazo máximo 
de 10 días siguientes al periodo que corresponda, tal y como establece la letra f) 
del apartado siguiente.

Si se produjera por parte de éste Instituto demora en el pago, la Entidad 
Local tendrá derecho a percibir los intereses de demora en los términos previstos 
en el apartado 1 del artículo 24 del  Decreto Legislativo 1/1999, de 2 de 
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diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de la 
Región de Murcia.

Para que haya lugar al inicio del cómputo de plazo para el devengo 
de intereses, la Entidad Local deberá de haber cumplido con su obligación 
de presentar la documentación necesaria en el registro administrativo 
correspondiente en tiempo y forma.

d.	 Seguimiento, supervisión y evaluación del Servicio.

e.	 Designar a un coordinador técnico y otro administrativo del Servicio de 
Ayuda a Domicilio en el desempeño de las tareas que se deriven del servicio  para 
personas en situación de dependencia. Asistirán  a las reuniones de coordinación 
técnica que serán convocadas por la Dirección General de Personas Mayores, 
que como mínimo tendrán una periodicidad trimestral. El contenido principal de 
estas reuniones versará sobre las altas y bajas de los beneficiarios, incidencias 
producidas (desistimiento, fallecimiento, modificación de las circunstancias 
que dieron lugar al reconocimiento del servicio...); ausencias domiciliarias 
(vacaciones, cambios de domicilio) y cualquier otra circunstancia de interés para 
el servicio

2)	 El Ayuntamiento de Lorca se compromete a:

a.	 Prestar el servicio de Ayuda a Domicilio objeto de este Convenio según lo 
establecido en las cláusulas anteriores. 

b.	 La prestación del Servicio se iniciará, como máximo, en el plazo de 15 
días a contar  desde la comunicación a los Servicios Sociales del Ayuntamiento,  
de la Resolución de reconocimiento al derecho del Servicio de Ayuda a Domicilio 
correspondiente. Dicho plazo, solo podrá excederse cuando los motivos por los 
cuales no se ha hecho efectivo el alta en el Servicio, sean por causa imputable al 
interesado, y ésta debe constar en el programa informático de gestión del Servicio 
con su correspondiente incidencia. Por otro lado, en casos de urgencia o extinción 
de otra prestación y/o Servicio derivados de un cambio de Programa Individual 
de Atencion se acortará dicho plazo a fin de que se garantice la continuidad de 
su programa anteriormente citado. Igualmente se adjuntarán al citado programa, 
los Certificados de inicio del Servicio activo que deberán contener la distribución 
de tareas de ambas modalidades.

c.	 La Entidad local remitirá a través del programa informático de gestión 
del servicio, ICC, el documento de Diligencia de inicio en el que constara la 
distribución horaria semanal del beneficiario y su Programa de Atención Individual 
en el que se detallarán las tareas que se prestaran al mismo.

d.	 Remitir a la Dirección General de Personas Mayores del Instituto 
Murciano de Acción Social las solicitudes de baja de los beneficiarios así como las 
incidencias que puedan producirse, preferentemente a través del programa de 
gestión informático del servicio,  o sede electrónica en un plazo máximo de tres 
días naturales.

e.	 En caso de baja voluntaria se adjuntará documento de renuncia al 
derecho a la prestación del Servicio, firmado por el interesado o representante 
legal, en su caso, haciendo constar el motivo de la misma y pudiéndolo incorporar 
la Entidad Local, al programa de gestión informático.

f.	 Expedir la certificación acreditativa del coste y cumplimiento del 
servicio objeto del convenio por meses vencidos dentro del plazo máximo de 
los 10 días siguientes al periodo que corresponda y se presentará para su pago 
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mensualmente a la Dirección General de Personas Mayores del Instituto Murciano 
de Acción Social, reflejando la diferencia resultante entre las cantidades abonadas 
por los usuarios y el coste mensual del servicio.

g.	 Recaudar de los usuarios el importe correspondiente de su participación 
en el coste mensual del servicio

h.	 Respetar la legislación sobre tratamiento informatizado de datos de 
carácter personal, y asumir las responsabilidades que pudieran corresponderle.

i.	 Comunicar cualquier propuesta de modificación que pudiera surgir en el 
desarrollo y ejecución del Servicio.

j.	 Designar a un coordinador técnico y otro administrativo del Servicio de 
Ayuda a Domicilio en el desempeño de las tareas que se deriven del servicio  para 
personas en situación de dependencia. Asistirán  a las reuniones de coordinación 
técnica con representantes de la Dirección General de Personas Mayores, que 
como mínimo tendrán una periodicidad trimestral. El contenido principal de 
estas reuniones versará sobre las altas y bajas de los beneficiarios, incidencias 
producidas (desistimiento, fallecimiento, modificación de las circunstancias que 
dieron lugar al reconocimiento del servicio); ausencias domiciliarias (vacaciones, 
cambios de domicilio) y cualquier otra circunstancia de interés para el servicio. 
La entidad adjudicataria aportará a estas reuniones la documentación justificativa 
del contenido de las mismas.

Novena.- Contratación. Responsabilidades.

La Entidad Local podrá contratar el servicio de ayuda a domicilio. Para ello, 
deberá de atenerse a las siguientes estipulaciones:

- La Entidad Local deberá comunicar  por escrito al IMAS la intención de 
celebrar los contratos que procedan. Igualmente, y antes de la formalización 
del contrato se deberá acreditar la aptitud del contratista para ejecutarlo por 
referencia a los elementos técnicos y humanos de que dispone y a su experiencia. 
En el caso que el contratista tuviera la clasificación adecuada para realizar el 
objeto de la contratación, la acreditación de esta circunstancia eximirá a la 
Entidad Local de la necesidad de justificar ante el IMAS la aptitud de aquel. 

- La Entidad Local habrá de establecer en el contrato que celebre, como 
mínimo, las mismas condiciones establecidas en el presente Convenio para la 
prestación del servicio de Ayuda a Domicilio.

- La Entidad Local deberá presentar al IMAS copia del contrato firmado con el 
contratista en el plazo de quince días desde su formalización.

Con independencia de la contratación o no de la gestión del Servicio de Ayuda 
a Domicilio, corresponderá a la Entidad Local la responsabilidad patrimonial 
derivada de las acciones u omisiones con resultado dañoso en las que intervenga 
culpa o negligencia, realizadas por los trabajadores o usuarios del Servicio de 
Ayuda a Domicilio. Asimismo corresponderá a la Entidad Local la responsabilidad 
por los hechos derivados de la indebida práctica profesional o de acciones u 
omisiones negligentes de los trabajadores a cargo de esta Entidad, así como las 
responsabilidades de carácter sanitario, fiscal, laboral, de Seguridad Social, y las 
demás que le sean de obligado cumplimiento según las disposiciones establecidas 
por la legislación vigente.

Décima.- Comisión de Seguimiento.

El seguimiento de la ejecución del presente Convenio se llevará a cabo a 
través de una Comisión formada por cinco miembros. La Comisión será presidida 
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por el titular de la Dirección Gerencial del Instituto Murciano de Acción Social 
o persona en quien delegue, y se reunirá a convocatoria de su presidente y a 
propuesta de cualquiera de las partes.

Formarán parte de la misma, en representación de la Administración 
Regional, el titular de la Dirección Gerencial o persona en quien delegue, y dos 
Técnicos de la Dirección General de Personas Mayores. Por parte de la Entidad 
Local, dos representantes designados por la misma.

Serán funciones de la citada Comisión de seguimiento, la vigilancia y 
control de la ejecución del convenio y de los compromisos adquiridos por las 
partes. Resolverá  los problemas de interpretación y cumplimiento que pudieran 
plantearse en el presente Convenio; establecer las determinaciones que en su 
caso fueran necesarias para el adecuado desarrollo de las actuaciones objeto del 
Convenio, y cualesquiera otras modificaciones no sustanciales conducentes al 
logro de las actuaciones previstas.

Se reunirá una vez al año, sin perjuicio de que puedan hacerlo más veces si 
así lo estimase necesario cualquiera de las partes. El Presidente de la Comisión 
de Seguimiento dirimirá con su voto los empates a efectos de adoptar acuerdos.

Decimoprimera.- Publicidad.

En cualquier tipo de publicidad realizada sobre el objeto de este Convenio, se 
hará constar la colaboración de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias 
y Política Social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y del IMAS, 
mediante el símbolo de la Red Pública Regional de Servicios Sociales (Decreto 
58/1990, de 26 de julio, del Símbolo de la Red Pública Regional de Servicios 
Sociales).

Decimosegunda.- Control sobre las actuaciones.

Los servicios competentes de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, 
Familias y Política Social podrán, de oficio o a instancia de parte, comprobar el 
cumplimiento de la normativa que le es de aplicación, la veracidad de los datos 
alegados por el Ayuntamiento de  Lorca y el destino dado a los fondos obtenidos, 
especialmente afectados a su fin.

Decimotercera.- Resolución del Convenio.

El Convenio se podrá resolver por cualquiera de las siguientes causas:

a) El transcurso del plazo de vigencia del convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de todos los firmantes.

c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte 
de alguno de los firmantes.

En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora 
un requerimiento para que cumpla en un plazo de diez días con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado 
al responsable del mecanismo de seguimiento, vigilancia y control de la ejecución 
del convenio y a las demás partes firmantes.

Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el 
incumplimiento, la parte que lo dirigió notificará a las partes firmantes la 
concurrencia de la causa de resolución y se entenderá resuelto el convenio. 

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del convenio.
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La resolución del convenio dará lugar a la liquidación del mismo con el objeto 
de determinar las obligaciones y compromisos de cada una de las partes, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 52 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público 

Decimocuarta.- Régimen de modificación del Convenio.

A propuesta del IMAS o del Ayuntamiento, y previo acuerdo de las partes, 
se podrá modificar el presente convenio  de conformidad con lo dispuesto en 
el apartado g) del artículo 49 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.

Decimoquinta.- Vigencia y prórroga.

El presente Convenio surtirá efectos el día 1 de abril  de 2022, (salvo su 
firma posterior) y se extenderá su vigencia hasta  el 31 de mayo de 2025. 

En cualquier momento antes de la finalización del plazo de vigencia 
previsto, los firmantes podrán acordar unánimemente su prórroga o extinción de 
conformidad con lo dispuesto en el número 2ª del apartado h) del artículo 49 de 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Decimosexta.- Jurisdicción competente.

El presente Convenio tiene naturaleza administrativa. Por consiguiente, 
las controversias que pudieran surgir respecto a su interpretación, ejecución, 
modificación, resolución y efectos y que no hubieran podido solventarse por la 
Comisión de Seguimiento, se someterán al Orden Jurisdiccional Contencioso – 
Administrativo.

Decimoséptima.- Transparencia y acceso a la información pública.

El convenio suscrito será puesto a disposición de los ciudadanos en el 
correspondiente Portal de Transparencia, en aplicación de lo dispuesto en la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno, así como en la Ley 12/2014, de 16 de diciembre, de 
Transparencia y Participación Ciudadana de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia y demás normativa de desarrollo de la misma, y en prueba de ello lo 
firman, el Alcalde-Presidente del Excmo. Ayuntamiento de Lorca en fecha 29 de 
marzo de 2022, la Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social 
de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia en fecha 30 de marzo de 
2022 y el Secretario, en calidad de Fedatario, del Excmo. Ayuntamiento de Lorca 
en fecha 4 de abril de 2022.

Por la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, la Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Políticas Sociales, Isabel Franco Sánchez.—Por el 
Ayuntamiento de Lorca, el Alcalde, Diego José  Mateos Molina.—En calidad de 
fedatario, el Director Accidental de la Oficina de Gobierno Local, Subescala de  
Secretaría, Juan de la Cruz Arcas Martínez-Salas.
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I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social

1852	 Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción 
social y el Ayuntamiento de Totana para la prestación, dentro 
de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio para 
personas dependientes.

Resolución

Visto el “Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social y el 
Ayuntamiento de Totana para la prestación, dentro de su ámbito territorial, 
del servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes“, y teniendo en 
cuenta que tanto el objeto del Convenio como las obligaciones establecidas en el 
mismo regulan un marco de colaboración que concierne al interés público de esta 
Consejería, y a los efectos de lo dispuesto en el artículo 14 del Decreto Regional 
56/1996, de 24 de julio, sobre tramitación de los convenios en el ámbito de la 
Administración Regional,

Resuelvo:

Publicar en el Boletín Oficial de la Región de Murcia el texto de “Convenio 
de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través 
del Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de Totana para la 
prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio 
para personas dependientes”, firmado por el Alcalde-Presidente del Excmo. 
Ayuntamiento de Totana, por la Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias 
y Política Social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia en fecha 
30 de marzo de 2022 y por el Secretario, en calidad de Fedatario, del Excmo. 
Ayuntamiento de Totana en fecha 31 de marzo de 2022.

Murcia, 31 de marzo de 2022.—La Secretaria General, M.ª Raquel Cancela 
Fernández.
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Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social y el 

Ayuntamiento de Totana, para la prestación, dentro de su ámbito 
territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes

De una parte, la Excma. Sra. D.ª Isabel Franco Sanchez, Consejera de 
Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, que actúa en nombre y representación de la citada 
Consejería, por su nombramiento mediante Decreto de Presidencia nº 31/2019, 
de 31 de julio, y en virtud de la competencia que tiene atribuida por los artículos 
7.2 y 16.2 a) y ñ) de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de Organización y 
Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia y cuya celebración ha sido autorizada por Acuerdo del Consejo 
de Gobierno de fecha 24 de marzo de 2022.

De otra, el Ilmo. D. Pedro José Sánchez Pérez, Alcalde del Ayuntamiento de 
Totana, en representación de dicha entidad, con CIF P3003900B, en virtud de 
acuerdo de la Junta de Gobierno de fecha 10 de febrero de 2022, asistido por D. 
Manuel Merlos Marín, Secretario General de dicha Corporación, como fedatario 
para la formalización del presente convenio, de conformidad con lo dispuesto por 
el art.3.2.i) del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el 
Régimen Jurídico de los funcionarios de la Administración Local con habilitación 
de carácter nacional.

Ambas partes se reconocen mutuamente con capacidad suficiente para el 
otorgamiento del presente Convenio, y a tal efecto 

Manifiestan:

Primero.- Que el Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia establece, 
en su artículo 10, apartado uno, número 18, la competencia exclusiva de la 
Comunidad Autónoma en materia de asistencia y bienestar social.

Segundo.- Que la Ley 1/2006, de 10 abril, de Creación del Instituto Murciano 
de Acción Social (IMAS), establece que este Organismo Autónomo, se adscribe a 
la Consejería competente en materia de Servicios Sociales, y se constituye con la 
finalidad de ejecutar las competencias de administración y gestión de servicios, 
prestaciones y programas sociales de acuerdo con los principios establecidos en 
la Ley 3/2021, de 29 de julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia.

En este sentido, el artículo 3 de la citada Ley 1/2006 de 10 de abril, atribuye 
al Instituto Murciano de Acción Social, para el cumplimiento de sus fines, la 
posibilidad de celebrar convenios de colaboración y cooperación con cualquier 
persona, pública o privada, cuyos objetivos y actividades sean de interés en la 
gestión de los servicios sociales que tiene encomendados, cuya formalización se 
realizará en los términos previstos en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.

Tercero.- Que las Entidades Locales son competentes en la prestación 
de servicios sociales, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 3/2021, de 29 de 
julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia, en concordancia con la Ley 
7/1985 de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, modificada 
por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de 
la Administración Local (conforme a la Sentencia 41/2016, de 3 de marzo, del 
Tribunal Constitucional).
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Cuarto.- Que la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia 
establece que la atención a las personas en situación de dependencia y la 
promoción de su autonomía personal constituye uno de los principales retos de la 
política social de los países desarrollados al atender las necesidades de aquellas 
personas que, por encontrarse en situación de especial vulnerabilidad, requieren 
apoyos para desarrollar las actividades esenciales de la vida diaria, alcanzar una 
mayor autonomía personal y poder ejercer plenamente sus derechos de ciudadanía.

Quinto.- Que la citada Ley establece como su núcleo central, la creación 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD) que, 
sustentado en el respeto al marco competencial establecido constitucional y 
estatutariamente, sirve de cauce para la colaboración y participación de todas 
las Administraciones Públicas, Administración General del Estado, Comunidades 
Autónomas y, en su caso, Entidades Locales, a fin de lograr una optimización de 
los recursos existentes en el marco de dicho Sistema.

Sexto.- Que para el cumplimiento de los objetivos del SAAD, la Ley contempla, 
en su artículo 15, un catálogo de servicios, entre los que se encuentra el Servicio 
de Ayuda a Domicilio, que será proporcionado por las Comunidades Autónomas 
para promover la autonomía personal y atender a las necesidades de las personas 
con dificultades para realizar las actividades básicas de la vida diaria.

Séptimo.- Que la colaboración que se plantea en el presente Convenio con el 
Ayuntamiento de Totana, facilitará el cumplimiento de los fines de interés general 
consagrados por la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, procurando mantener a la 
persona dependiente en su propio entorno domiciliario con las garantías de una 
adecuada atención y calidad de vida, al tiempo que se garantiza su igualdad en 
todo el territorio de la Región de Murcia.

Así, el fin público que concurre, justifica la necesidad de llevar a cabo este 
Convenio para la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas 
dependientes, recurso necesario para la consecución de tal finalidad.

De conformidad con lo dispuesto en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, artículos 5 a 8; en el Decreto 56/1996, de 
24 de julio, por el que se regula el Registro General de Convenios y se dictan 
normas para la tramitación de éstos en el ámbito de la Administración Regional, 
y estando ambas partes conformes en la suscripción del mismo, lo llevan a efecto 
conforme a las siguientes 

Cláusulas

Primera.- Objeto.

El presente Convenio tiene por objeto establecer la colaboración entre 
Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de Totana para la 
prestación, dentro de su ámbito territorial, del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia.

Segunda.- Contenido del servicio de ayuda a domicilio para personas 
en situación de dependencia.

El Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación de dependencia 
es un Servicio constituido por el conjunto de actuaciones llevadas a cabo en el 
domicilio que se acredite como residencia habitual de las personas en situación de 
dependencia con el fin de atender las necesidades de la vida diaria e incrementar 
su autonomía, posibilitando la permanencia en el mismo.
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Las actuaciones del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia se centraran en las necesidades de la persona dependiente y 
serán las siguientes:

* Servicios relacionados con la atención personal dirigidos a promover y 
mantener autonomía personal del beneficiario, a fomentar hábitos adecuados y a 
adquirir habilidades básicas en la realización de las actividades de la vida diaria.

* Servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o 
del hogar: limpieza, lavado, cocina u otros. Estos servicios sólo podrán prestarse 
conjuntamente con los señalados en el apartado anterior.

Estas actuaciones deberán ser prestadas por entidades o empresas 
debidamente acreditadas por el Servicio de Acreditación e Inspección de la 
Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia para la prestación de dicho servicio.

Tercera.- Beneficiarios del servicio de ayuda a domicilio.

Serán beneficiarios del Servicio de Ayuda a Domicilio aquellas personas que 
tengan reconocida una situación de dependencia en grado protegible y el derecho 
al Servicio de Ayuda a Domicilio, mediante resolución de reconocimiento del 
derecho de acceso a dicho servicio conforme a lo establecido en su Programa 
Individual de Atención, de acuerdo con lo establecido en la Ley 39/2006, de 14 
de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas 
en situación de dependencia.

Cuarta.- Intensidad del servicio de ayuda a domicilio para personas 
en situación de dependencia.

La intensidad del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia estará en función de lo establecido en la resolución por la que 
se apruebe el Programa Individual de Atención del beneficiario del servicio, de 
conformidad con lo previsto en la normativa de desarrollo de la Ley 39/2006, 
de 14 de diciembre y Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, por el 
que se regula las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a 
la Dependencia establecidas en la citada Ley, y en aquella otra normativa de 
desarrollo autonómico para tal fin. Así mismo, la prestación del Servicio de Ayuda 
a Domicilio en cuanto a su distribución diaria, se realizará a propuesta de los 
técnicos de Servicios Sociales de Atención Primaria del municipio, teniendo en 
cuenta tanto la intensidad reconocida como las necesidades del beneficiario 
que deben estar contenidas en el Certificado de inicio del servicio, que deberá 
incorporarse a la aplicación informática para tal fin. 

La propuesta de intensidad tendrá en cuenta, tanto los tramos regulados 
para cada grado de dependencia reconocido, como lo regulado en la distribución 
de horas para cubrir las necesidades personales y las de atención domésticas; 
teniendo en cuenta que las atenciones relacionadas con las necesidades 
domésticas o del hogar tienen carácter complementario a la atención personal, 
por lo tanto sólo podrán prestarse conjuntamente con las de atención personal; 
y que las actuaciones de atención personal tienen carácter prioritario y deben 
suponer como mínimo el 50% de la intensidad reconocida. 

En cuanto al horario para las tareas de aseo y ayuda a la movilidad (levantar) 
se desarrollarán, con carácter general, en horario de mañana de 7:00 a 11:00 
horas; y las tareas de aseo y ayuda a la movilidad (acostar) se desarrollarán, con 
carácter general, en horario de tarde a partir de las 18:00 horas.
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En el caso de considerarse pertinente la prestación Servicio durante 
los sábados tarde, domingos y festivos, deberá tenerse en cuenta que sea 
para la cobertura de tareas personales, exclusivamente para personas con 
reconocimiento de grado 2 y 3 de dependencia y que no dispongan de ninguna 
posibilidad de ayuda y apoyo familiar y/o informal y deberá estar justificado en 
su Certificado de inicio.

Tanto la intensidad como la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio 
para personas en situación de dependencia sólo podrán ser modificadas por 
la Administración Regional, mediante la correspondiente modificación del 
Programa Individual de Atención. Las propuestas de cambios de intensidad de los 
beneficiarios con Resolución de reconocimiento del Servicio de Ayuda a Domicilio, 
deberán estar debidamente motivadas por los Servicios Sociales de Atención 
Primaria, quienes para tal efecto emitirán el correspondiente Informe Social o 
Nota Informativa, según proceda. Esta petición podrá ser, bien a petición del 
beneficiario, para lo cual deberá adjuntarse a la propuesta la solicitud de éste; o 
bien, en el ejercicio del seguimiento del servicio donde los profesionales valoren 
la necesidad de modificación, tanto en cantidad como en distribución de la 
intensidad reconocida, para lo cual, será necesario darle audiencia al interesado. 
El beneficiario del servicio, que deberá estar en alta, y mantendrá el Servicio con 
la intensidad reconocida, hasta que no se emita la correspondiente Resolución de 
revisión de su Programa Individual. 

Quinta.- Suspensión y extinción del servicio de ayuda a domicilio.

La prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia se suspenderá o extinguirá por las causas establecidas en la 
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, en el Decreto 74/2011, de 20 de mayo, por 
el que se regula el procedimiento para el reconocimiento de la situación de 
dependencia y del derecho a los servicios y prestaciones económicas del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia y se establece el régimen de infracciones y sanciones, y demás 
normativa de desarrollo.

Sexta.- Presupuesto del convenio.

El coste total del presente Convenio incluyendo en dicho importe la 
aportación que corresponda al usuario según la normativa del copago, durante el 
periodo comprendido desde el día 1 de abril de 2022 (salvo firma posterior) hasta 
el 31 de mayo de 2025, asciende a una cantidad máxima de dos millones ciento 
veintiocho mil euros (2.128.000,00 €), con la siguiente distribución:

PRESUPUESTO HORAS COSTE TOTAL 
CONVENIO

APORTACIÓN USUARIOS APORTACIÓN IMAS

2022(01/04/2022 a 30/11/2022) 32.000 448.000,00 85.120,00 362.880,00

2023 (01/12/2022 a 30/11/2023) 48.000 672.000,00 127.680,00 544.320,00

2024 (01/12/2023 a 30/11/2024) 48.000 672.000,00 127.680,00 544.320,00

2025 (01/12/2024 a 31/05/2025) 24.000 336.000,00 63.840,00 272.160,00

TOTAL 152.000 2.128.000,00 404.320,00 1.723.680,00

La determinación del coste de hora del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia se ha realizado a 14€. 

Para la determinación de la participación de los beneficiarios en éste servicio, 
se tendrá en consideración el precio de referencia del Servicio de Ayuda a 
Domicilio para personas en situación de dependencia que se fija en 14 €/hora 
para los servicios relacionados para la atención personal y en 9 €/hora para 
los servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o del 
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hogar, según establece el apartado 2, del artículo 12 del Decreto 126/2010 de 
28 de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la capacidad 
económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de las 
prestaciones económicas y servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la 
Dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

De conformidad con la normativa vigente, y más concretamente, con el Real 
Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, la intensidad de la prestación del Servicio 
de Ayuda a Domicilio se determina en número de horas mensuales de Atención, 
diferenciándose dentro de las horas de Ayuda a Domicilio, las horas relativas a 
necesidades de Atención Personal, para la realización de actividades de la vida diaria, 
de las horas relativas a necesidades de Atención Doméstica o del Hogar, según grado 
de dependencia, y de acuerdo a lo establecido en el Anexo II del Citado Decreto. Con 
base en lo anteriormente expuesto, el coste económico del presente convenio que 
para el ejercicio 2022, 2023, 2024 y 2025, se ha calculado teniendo en cuenta un 
máximo de 152.000 horas, lo que permite una cobertura real del mismo El precio 
se calculará multiplicando el número de horas que se establezcan en el Programa 
Individual de Atención por 14 €, coste de hora del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Los meses de diciembre de los años 2022, 2023 y 2024, se aplicaran a los 
créditos de los presupuestos vigentes en el ejercicio en el que se expidan las 
correspondientes facturas, para dar cumplimiento a lo estipulado en el convenio 
que determina que mensualmente se tramitará el pago del servicio de Ayuda a 
Domicilio, una vez que el representante legal de la entidad conveniada presente 
certificación acreditativa del coste del servicio y la aportación de los usuarios, 
acompañada de la relación nominal de los mismos con descripción de los servicios 
efectivamente prestados, según lo establecido en el apartado 1), letra c de la 
cláusula octava de éste convenio.

La aportación estimada del IMAS será de un millón setecientos veintitrés 
mil seiscientos ochenta euros (1.723.680,00 €) comprendiendo las anualidades 
de 2022, 2023, 2024 y 2025; de acuerdo a lo reflejado en la tabla anterior, y 
se ordenará con cargo a la aplicación económica 51.03.00.313G 260.09, código 
proyecto 44650.

Séptima.- Financiación del servicio de ayuda a domicilio para 
personas en situación de dependencia.

A)- Los usuarios participarán en el coste del servicio de acuerdo con lo 
establecido en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre. La cuantía correspondiente 
a la participación del beneficiario en la financiación del servicio será abonada por 
este, y se determinará según a lo dispuesto en el Decreto número 126/2010, 
de 28 de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la 
capacidad económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de 
las prestaciones económicas y servicios del Sistema de Autonomía y Atención 
a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y demás 
normativa de desarrollo.

El beneficiario del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia quedará obligado, por la resolución de reconocimiento del 
derecho de acceso al Servicio de Ayuda a Domicilio, a abonar la cantidad que 
corresponda, y, en todo caso con veinte euros mensuales, si la cuantía obtenida 
en la aplicación de la fórmula resultara negativa o inferior a esta cantidad, en 
virtud de lo establecido en el apartado 4 del artículo 12 del Decreto número 
126/2010, de 28 de mayo. 
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B)- El Instituto Murciano de Acción Social abonará a la Entidad Local, la 
cantidad que resulte de minorar el importe que deba ser abonado en virtud del 
copago por los usuarios del coste efectivo del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Octava.- Compromisos de las partes firmantes del convenio.

1) El Instituto Murciano de Acción Social se compromete a:

a. Comunicar al Ayuntamiento de Totana las altas y bajas en el Servicio,, de 
acuerdo al Convenio de colaboración suscrito entre la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia a través del Instituto Murciano de Acción Social y la Consejería 
de Hacienda y Administraciones Públicas de la Región de Murcia y el Ayuntamiento 
de Totana para regular las condiciones y garantías en el intercambio electrónico 
de datos en entornos cerrados de comunicación de todos aquellos beneficiarios 
con derecho al mismo siempre que exista dotación presupuestaria y horas de 
prestación dotación presupuestaria y horas de prestación. 

b. Ceder al Ayuntamiento de Totana los datos de carácter personal que 
obrando en sus ficheros, correspondan a las personas reconocidas con derecho a 
la prestación y que a tal efecto hayan sido recabados, cediéndose dichos datos, 
con el único y exclusivo fin de dar cumplimiento a la prestación del servicio en el 
marco del presente convenio, debiendo ser cancelados una vez finalizada dicha 
gestión. Los datos cedidos por el IMAS estarán sometidos a la normativa aplicable 
en materia de Protección de Datos de Carácter Personal.

c. Financiar el coste del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas 
en situación de dependencia, de acuerdo con lo establecido en el presente 
Convenio. Para ello, tramitará mensualmente el pago del Servicio de Ayuda 
a Domicilio para personas en situación de dependencia, una vez que el 
representante legal de la entidad conveniante presente certificación acreditativa 
del coste del servicio objeto del Convenio y la aportación de los usuarios, 
acompañada de la relación nominal de los mismos con descripción de los 
servicios efectivamente prestados junto con un informe del interventor u órgano 
equivalente acreditativo de que los datos certificados se corresponden con la 
información reflejada en la contabilidad.

El pago se efectuará como máximo dentro de los dos meses siguientes a 
la fecha de la presentación por el representante de la Entidad Local de la 
certificación acreditativa del coste y cumplimiento del servicio objeto del convenio 
acompañada de la documentación establecida al efecto en el párrafo anterior.

Dicha certificación se expedirá por meses vencidos dentro del plazo máximo 
de 10 días siguientes al periodo que corresponda, tal y como establece la letra f) 
del apartado siguiente.

Si se produjera por parte de éste Instituto demora en el pago, la Entidad 
Local tendrá derecho a percibir los intereses de demora en los términos previstos 
en el apartado 1 del artículo 24 del Decreto Legislativo 1/1999, de 2 de diciembre, 
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de la Región de 
Murcia.

Para que haya lugar al inicio del cómputo de plazo para el devengo 
de intereses, la Entidad Local deberá de haber cumplido con su obligación 
de presentar la documentación necesaria en el registro administrativo 
correspondiente en tiempo y forma.

d. Seguimiento, supervisión y evaluación del Servicio.
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e. Designar a un coordinador técnico y otro administrativo del Servicio de 
Ayuda a Domicilio en el desempeño de las tareas que se deriven del servicio para 
personas en situación de dependencia. Asistirán a las reuniones de coordinación 
técnica que serán convocadas por la Dirección General de Personas Mayores, 
que como mínimo tendrán una periodicidad trimestral. El contenido principal de 
estas reuniones versará sobre las altas y bajas de los beneficiarios, incidencias 
producidas (desistimiento, fallecimiento, modificación de las circunstancias 
que dieron lugar al reconocimiento del servicio...); ausencias domiciliarias 
(vacaciones, cambios de domicilio…) y cualquier otra circunstancia de interés 
para el servicio

2. El Ayuntamiento de Totana se compromete a:

a. Prestar el servicio de Ayuda a Domicilio objeto de este Convenio según lo 
establecido en las cláusulas anteriores. 

b. La prestación del Servicio se iniciará, como máximo, en el plazo de 15 
días a contar desde la comunicación a los Servicios Sociales del Ayuntamiento, 
de la Resolución de reconocimiento al derecho del Servicio de Ayuda a Domicilio 
correspondiente. Dicho plazo, solo podrá excederse cuando los motivos por los 
cuales no se ha hecho efectivo el alta en el Servicio, sean por causa imputable al 
interesado, y ésta debe constar en el programa informático de gestión del Servicio 
con su correspondiente incidencia. Por otro lado, en casos de urgencia o extinción 
de otra prestación y/o Servicio derivados de un cambio de Programa Individual 
de Atención se acortará dicho plazo a fin de que se garantice la continuidad de 
su programa anteriormente citado. Igualmente se adjuntarán al citado programa, 
los Certificados de inicio del Servicio activo que deberán contener la distribución 
de tareas de ambas modalidades.

c. La Entidad local remitirá a través del programa informático de gestión 
del servicio, ICC, el documento de Diligencia de inicio en el que constara la 
distribución horaria semanal del beneficiario y su Programa de Atención Individual 
en el que se detallarán las tareas que se prestaran al mismo.

d. Remitir a la Dirección General de Personas Mayores del Instituto Murciano 
de Acción Social las solicitudes de baja de los beneficiarios así como las 
incidencias que puedan producirse, preferentemente a través del programa de 
gestión informático del servicio, o sede electrónica en un plazo máximo de tres 
días naturales.

e. En caso de baja voluntaria se adjuntará documento de renuncia al derecho 
a la prestación del Servicio, firmado por el interesado o representante legal, en su 
caso, haciendo constar el motivo de la misma y pudiéndolo incorporar la Entidad 
Local, al programa de gestión informático.

f. Expedir la certificación acreditativa del coste y cumplimiento del servicio 
objeto del convenio por meses vencidos dentro del plazo máximo de los 10 
días siguientes al periodo que corresponda y se presentará para su pago 
mensualmente a la Dirección General de Personas Mayores del Instituto Murciano 
de Acción Social, reflejando la diferencia resultante entre las cantidades abonadas 
por los usuarios y el coste mensual del servicio.

g. Recaudar de los usuarios el importe correspondiente de su participación 
en el coste mensual del servicio.

h. Respetar la legislación sobre tratamiento informatizado de datos de 
carácter personal, y asumir las responsabilidades que pudieran corresponderle.
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i. Comunicar cualquier propuesta de modificación que pudiera surgir en el 
desarrollo y ejecución del Servicio.

j. Designar a un coordinador técnico y otro administrativo del Servicio de 
Ayuda a Domicilio en el desempeño de las tareas que se deriven del servicio para 
personas en situación de dependencia. Asistirán a las reuniones de coordinación 
técnica con representantes de la Dirección General de Personas Mayores, que 
como mínimo tendrán una periodicidad trimestral. El contenido principal de 
estas reuniones versará sobre las altas y bajas de los beneficiarios, incidencias 
producidas (desistimiento, fallecimiento, modificación de las circunstancias 
que dieron lugar al reconocimiento del servicio...); ausencias domiciliarias 
(vacaciones, cambios de domicilio…) y cualquier otra circunstancia de interés para 
el servicio. La entidad adjudicataria aportará a estas reuniones la documentación 
justificativa del contenido de las mismas.

Novena.- Contratación. Responsabilidades.

La Entidad Local podrá contratar el servicio de ayuda a domicilio. Para ello, 
deberá de atenerse a las siguientes estipulaciones:

* La Entidad Local deberá comunicar por escrito al IMAS la intención de 
celebrar los contratos que procedan. Igualmente, y antes de la formalización 
del contrato se deberá acreditar la aptitud del contratista para ejecutarlo por 
referencia a los elementos técnicos y humanos de que dispone y a su experiencia. 
En el caso que el contratista tuviera la clasificación adecuada para realizar el 
objeto de la contratación, la acreditación de esta circunstancia eximirá a la 
Entidad Local de la necesidad de justificar ante el IMAS la aptitud de aquel. 

* La Entidad Local habrá de establecer en el contrato que celebre, como 
mínimo, las mismas condiciones establecidas en el presente Convenio para la 
prestación del servicio de Ayuda a Domicilio.

* La Entidad Local deberá presentar al IMAS copia del contrato firmado con 
el contratista en el plazo de quince días desde su formalización.

Con independencia de la contratación o no de la gestión del Servicio de Ayuda 
a Domicilio, corresponderá a la Entidad Local la responsabilidad patrimonial 
derivada de las acciones u omisiones con resultado dañoso en las que intervenga 
culpa o negligencia, realizadas por los trabajadores o usuarios del Servicio de 
Ayuda a Domicilio. Asimismo corresponderá a la Entidad Local la responsabilidad 
por los hechos derivados de la indebida práctica profesional o de acciones u 
omisiones negligentes de los trabajadores a cargo de esta Entidad, así como las 
responsabilidades de carácter sanitario, fiscal, laboral, de Seguridad Social, y las 
demás que le sean de obligado cumplimiento según las disposiciones establecidas 
por la legislación vigente.

Décima.- Comisión de Seguimiento.

El seguimiento de la ejecución del presente convenio se llevará a cabo a 
través de una Comisión formada por cinco miembros. La Comisión será presidida 
por el titular de la Dirección Gerencial del Instituto Murciano de Acción Social 
o persona en quien delegue, y se reunirá a convocatoria de su presidente y a 
propuesta de cualquiera de las partes.

Formarán parte de la misma, en representación de la Administración 
Regional, el titular de la Dirección Gerencial o persona en quien delegue, y dos 
Técnicos de la Dirección General de Personas Mayores. Por parte de la Entidad 
Local, dos representantes designados por la misma.
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Serán funciones de la citada Comisión de seguimiento, la vigilancia y 
control de la ejecución del convenio y de los compromisos adquiridos por las 
partes. Resolverá los problemas de interpretación y cumplimiento que pudieran 
plantearse en el presente Convenio; establecer las determinaciones que en su 
caso fueran necesarias para el adecuado desarrollo de las actuaciones objeto del 
Convenio, y cualesquiera otras modificaciones no sustanciales conducentes al 
logro de las actuaciones previstas.

Se reunirá una vez al año, sin perjuicio de que puedan hacerlo más veces si 
así lo estimase necesario cualquiera de las partes. El Presidente de la Comisión 
de Seguimiento dirimirá con su voto los empates a efectos de adoptar acuerdos.

Decimoprimera.- Publicidad.

En cualquier tipo de publicidad realizada sobre el objeto de este convenio, 
se hará constar la colaboración de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, 
Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y 
del IMAS, mediante el símbolo de la Red Pública Regional de Servicios Sociales 
(Decreto 58/1990, de 26 de julio, del Símbolo de la Red Pública Regional de 
Servicios Sociales).

Decimosegunda.- Control sobre las actuaciones.

Los servicios competentes de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, 
Familias y Política Social podrán, de oficio o a instancia de parte, comprobar el 
cumplimiento de la normativa que le es de aplicación, la veracidad de los datos 
alegados por el Ayuntamiento de Totana y el destino dado a los fondos obtenidos, 
especialmente afectados a su fin.

Decimotercera.- Resolución del convenio.

El convenio se podrá resolver por cualquiera de las siguientes causas:

a) El transcurso del plazo de vigencia del convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de todos los firmantes.

c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte 
de alguno de los firmantes.

En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora 
un requerimiento para que cumpla en un plazo de diez días con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado 
al responsable del mecanismo de seguimiento, vigilancia y control de la ejecución 
del convenio y a las demás partes firmantes.

Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el 
incumplimiento, la parte que lo dirigió notificará a las partes firmantes la 
concurrencia de la causa de resolución y se entenderá resuelto el convenio. 

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del convenio.

La resolución del convenio dará lugar a la liquidación del mismo con el objeto 
de determinar las obligaciones y compromisos de cada una de las partes, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 52 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público 

Decimocuarta.- Régimen de modificación del convenio.

A propuesta del IMAS o del Ayuntamiento, y previo acuerdo de las partes, 
se podrá modificar el presente convenio de conformidad con lo dispuesto en el 
apartado g) del artículo 49 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.
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Decimoquinta.- Vigencia y prórroga.

El presente Convenio surtirá efectos el día 1 de abril de 2022, (salvo su firma 
posterior) y se extenderá su vigencia hasta el 31 de mayo de 2025. 

En cualquier momento antes de la finalización del plazo de vigencia 
previsto, los firmantes podrán acordar unánimemente su prórroga o extinción de 
conformidad con lo dispuesto en el número 2.ª del apartado h) del artículo 49 de 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Decimosexta.- Jurisdicción competente.

El presente Convenio tiene naturaleza administrativa. Por consiguiente, 
las controversias que pudieran surgir respecto a su interpretación, ejecución, 
modificación, resolución y efectos y que no hubieran podido solventarse por la 
Comisión de Seguimiento, se someterán al Orden Jurisdiccional Contencioso – 
Administrativo.

Decimoséptima.- Transparencia y acceso a la información pública.

El convenio subscrito será puesto a disposición de los ciudadanos en el 
correspondiente Portal de Transparencia, en aplicación de lo dispuesto en la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno, así como en la Ley 12/2014, de 16 de diciembre, 
de Transparencia y Participación Ciudadana de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia y demás normativa de desarrollo de la misma, y en prueba 
de ello lo firman, el Alcalde-Presidente del Excmo. Ayuntamiento de Totana, la 
Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia en fecha 30 de marzo de 2022 y el Secretario, 
en calidad de Fedatario, del Excmo. Ayuntamiento de Totana en fecha 31 de 
marzo de 2022.

Por la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, la Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Políticas Sociales, Isabel Franco Sánchez.—Por el 
Ayuntamiento de Totana, el Alcalde, Pedro José Sánchez Pérez.—En calidad de 
fedatario, el Secretario General, Manuel Merlos Marín.
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I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social

1853	 Convenio de colaboración a suscribir entre la comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto 
Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de Archena, para 
la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de 
ayuda a domicilio para personas dependientes.

Resolución

Visto el “Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el 
Ayuntamiento de Archena, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, 
del servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes“, y teniendo en 
cuenta que tanto el objeto del Convenio como las obligaciones establecidas en el 
mismo regulan un marco de colaboración que concierne al interés público de esta 
Consejería, y a los efectos de lo dispuesto en el artículo 14 del Decreto Regional 
56/1996, de 24 de julio, sobre tramitación de los Convenios en el ámbito de la 
Administración Regional,

Resuelvo:

Publicar en el Boletín Oficial de la Región de Murcia el texto de “Convenio de 
colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, 
a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de Archena, 
para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a 
domicilio para personas dependientes”, firmado por la Alcaldesa-Presidenta del 
Excmo. Ayuntamiento de Archena, por la Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, 
Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y por 
el Secretario, en calidad de Fedatario, del Excmo. Ayuntamiento de Archena en 
fecha 30 de marzo de 2022.

Murcia, 30 de marzo de 2022.—La Secretaria General, M.ª Raquel Cancela 
Fernández.
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Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social y el 

Ayuntamiento de Archena, para la prestación, dentro de su ámbito 
territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes

De una parte, la Excma. Sra. D.ª Isabel Franco Sanchez, Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, que actúa en nombre y representación de la citada Consejería, 
por su nombramiento mediante Decreto de Presidencia n.º 31/2019, de 31 de 
julio, y en virtud de la competencia que tiene atribuida por los artículos 7.2 y 16.2 
a) y ñ) de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de Organización y Régimen Jurídico 
de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
y cuya celebración ha sido autorizada por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 
fecha 24 de marzo de 2022.

De otra, la Ilma. D.ª Patricia Fernández López, Alcaldesa del Ayuntamiento 
de Archena en representación de dicha entidad, con CIF P3000900E, en virtud 
de acuerdo de la Junta de Gobierno de fecha 11 de febrero de 2022, asistida por 
D. José García Aparicio, Secretario General de dicha Corporación, como fedatario 
para la formalización del presente convenio, de conformidad con lo dispuesto por 
el art.3.2.i) del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el 
Régimen Jurídico de los funcionarios de la Administración Local con habilitación 
de carácter nacional.

Ambas partes se reconocen mutuamente con capacidad suficiente para el 
otorgamiento del presente Convenio, y a tal efecto

Manifiestan:

Primero.- Que el Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia establece, 
en su artículo 10, apartado uno, número 18, la competencia exclusiva de la 
Comunidad Autónoma en materia de asistencia y bienestar social.

Segundo.- Que la Ley 1/2006, de 10 abril, de Creación del Instituto Murciano 
de Acción Social (IMAS), establece que este Organismo Autónomo, se adscribe a 
la Consejería competente en materia de Servicios Sociales, y se constituye con la 
finalidad de ejecutar las competencias de administración y gestión de servicios, 
prestaciones y programas sociales de acuerdo con los principios establecidos en 
la Ley 3/2021, de 29 de julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia.

En este sentido, el artículo 3 de la citada Ley 1/2006 de 10 de abril, atribuye 
al Instituto Murciano de Acción Social, para el cumplimiento de sus fines, la 
posibilidad de celebrar convenios de colaboración y cooperación con cualquier 
persona, pública o privada, cuyos objetivos y actividades sean de interés en la 
gestión de los servicios sociales que tiene encomendados, cuya formalización se 
realizará en los términos previstos en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.

Tercero.- Que las Entidades Locales son competentes en la prestación 
de servicios sociales, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 3/2021, de 29 de 
julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia, en concordancia con la Ley 
7/1985 de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, modificada 
por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de 
la Administración Local (conforme a la Sentencia 41/2016, de 3 de marzo, del 
Tribunal Constitucional).
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Cuarto.- Que la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia 
establece que la atención a las personas en situación de dependencia y la 
promoción de su autonomía personal constituye uno de los principales retos de la 
política social de los países desarrollados al atender las necesidades de aquellas 
personas que, por encontrarse en situación de especial vulnerabilidad, requieren 
apoyos para desarrollar las actividades esenciales de la vida diaria, alcanzar una 
mayor autonomía personal y poder ejercer plenamente sus derechos de ciudadanía.

Quinto.- Que la citada Ley establece como su núcleo central, la creación 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD) que, 
sustentado en el respeto al marco competencial establecido constitucional y 
estatutariamente, sirve de cauce para la colaboración y participación de todas 
las Administraciones Públicas, Administración General del Estado, Comunidades 
Autónomas y, en su caso, Entidades Locales, a fin de lograr una optimización de 
los recursos existentes en el marco de dicho Sistema.

Sexto.- Que para el cumplimiento de los objetivos del SAAD, la Ley contempla, 
en su artículo 15, un catálogo de servicios, entre los que se encuentra el Servicio 
de Ayuda a Domicilio, que será proporcionado por las Comunidades Autónomas 
para promover la autonomía personal y atender a las necesidades de las personas 
con dificultades para realizar las actividades básicas de la vida diaria.

Séptimo.- Que la colaboración que se plantea en el presente Convenio con 
el Ayuntamiento de Archena, facilitará el cumplimiento de los fines de interés 
general consagrados por la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, procurando 
mantener a la persona dependiente en su propio entorno domiciliario con las 
garantías de una adecuada atención y calidad de vida, al tiempo que se garantiza 
su igualdad en todo el territorio de la Región de Murcia.

Así, el fin público que concurre, justifica la necesidad de llevar a cabo este 
Convenio para la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas 
dependientes, recurso necesario para la consecución de tal finalidad.

De conformidad con lo dispuesto en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, artículos 5 a 8; en el Decreto 56/1996, de 
24 de julio, por el que se regula el Registro General de Convenios y se dictan 
normas para la tramitación de éstos en el ámbito de la Administración Regional, 
y estando ambas partes conformes en la suscripción del mismo, lo llevan a efecto 
conforme a las siguientes 

Cláusulas

Primera.- Objeto.

El presente Convenio tiene por objeto establecer la colaboración entre 
Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de Archena, para la 
prestación, dentro de su ámbito territorial, del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia.

Segunda.- Contenido del servicio de ayuda a domicilio para personas 
en situación de dependencia.

El Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación de dependencia 
es un Servicio constituido por el conjunto de actuaciones llevadas a cabo en el 
domicilio que se acredite como residencia habitual de las personas en situación de 
dependencia con el fin de atender las necesidades de la vida diaria e incrementar 
su autonomía, posibilitando la permanencia en el mismo.
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Las actuaciones del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia se centraran en las necesidades de la persona dependiente y 
serán las siguientes:

* Servicios relacionados con la atención personal dirigidos a promover y 
mantener autonomía personal del beneficiario, a fomentar hábitos adecuados y a 
adquirir habilidades básicas en la realización de las actividades de la vida diaria.

* Servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o 
del hogar: limpieza, lavado, cocina u otros. Estos servicios sólo podrán prestarse 
conjuntamente con los señalados en el apartado anterior.

Estas actuaciones deberán ser prestadas por entidades o empresas 
debidamente acreditadas por el Servicio de Acreditación e Inspección de la 
Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia para la prestación de dicho servicio.

Tercera.- Beneficiarios del servicio de ayuda a domicilio.

Serán beneficiarios del Servicio de Ayuda a Domicilio aquellas personas que 
tengan reconocida una situación de dependencia en grado protegible y el derecho 
al Servicio de Ayuda a Domicilio, mediante resolución de reconocimiento del 
derecho de acceso a dicho servicio conforme a lo establecido en su Programa 
Individual de Atención, de acuerdo con lo establecido en la Ley 39/2006, de 14 
de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas 
en situación de dependencia.

Cuarta.- Intensidad del servicio de ayuda a domicilio para personas 
en situación de dependencia.

La intensidad del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia estará en función de lo establecido en la resolución por la que 
se apruebe el Programa Individual de Atención del beneficiario del servicio, de 
conformidad con lo previsto en la normativa de desarrollo de la Ley 39/2006, 
de 14 de diciembre y Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, por el 
que se regula las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a 
la Dependencia establecidas en la citada Ley, y en aquella otra normativa de 
desarrollo autonómico para tal fin. Así mismo, la prestación del Servicio de Ayuda 
a Domicilio en cuanto a su distribución diaria, se realizará a propuesta de los 
técnicos de Servicios Sociales de Atención Primaria del municipio, teniendo en 
cuenta tanto la intensidad reconocida como las necesidades del beneficiario 
que deben estar contenidas en el Certificado de inicio del servicio, que deberá 
incorporarse a la aplicación informática para tal fin. 

La propuesta de intensidad tendrá en cuenta, tanto los tramos regulados 
para cada grado de dependencia reconocido, como lo regulado en la distribución 
de horas para cubrir las necesidades personales y las de atención domésticas; 
teniendo en cuenta que las atenciones relacionadas con las necesidades 
domésticas o del hogar tienen carácter complementario a la atención personal, 
por lo tanto sólo podrán prestarse conjuntamente con las de atención personal; 
y que las actuaciones de atención personal tienen carácter prioritario y deben 
suponer como mínimo el 50% de la intensidad reconocida. 

En cuanto al horario para las tareas de aseo y ayuda a la movilidad (levantar) 
se desarrollarán, con carácter general, en horario de mañana de 7:00 a 11:00 
horas; y las tareas de aseo y ayuda a la movilidad (acostar) se desarrollarán, con 
carácter general, en horario de tarde a partir de las 18:00 horas.
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En el caso de considerarse pertinente la prestación Servicio durante 
los sábados tarde, domingos y festivos, deberá tenerse en cuenta que sea 
para la cobertura de tareas personales, exclusivamente para personas con 
reconocimiento de grado 2 y 3 de dependencia y que no dispongan de ninguna 
posibilidad de ayuda y apoyo familiar y/o informal y deberá estar justificado en 
su Certificado de inicio.

Tanto la intensidad como la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio 
para personas en situación de dependencia sólo podrán ser modificadas por 
la Administración Regional, mediante la correspondiente modificación del 
Programa Individual de Atención. Las propuestas de cambios de intensidad de los 
beneficiarios con Resolución de reconocimiento del Servicio de Ayuda a Domicilio, 
deberán estar debidamente motivadas por los Servicios Sociales de Atención 
Primaria, quienes para tal efecto emitirán el correspondiente Informe Social o 
Nota Informativa, según proceda. Esta petición podrá ser, bien a petición del 
beneficiario, para lo cual deberá adjuntarse a la propuesta la solicitud de éste; o 
bien, en el ejercicio del seguimiento del servicio donde los profesionales valoren 
la necesidad de modificación, tanto en cantidad como en distribución de la 
intensidad reconocida, para lo cual, será necesario darle audiencia al interesado. 
El beneficiario del servicio, que deberá estar en alta, y mantendrá el Servicio con 
la intensidad reconocida, hasta que no se emita la correspondiente Resolución de 
revisión de su Programa Individual. 

Quinta.- Suspensión y extinción del servicio de ayuda a domicilio.

La prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia se suspenderá o extinguirá por las causas establecidas en la 
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, en el Decreto 74/2011, de 20 de mayo, por 
el que se regula el procedimiento para el reconocimiento de la situación de 
dependencia y del derecho a los servicios y prestaciones económicas del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia y se establece el régimen de infracciones y sanciones, y demás 
normativa de desarrollo.

Sexta.- Presupuesto del convenio.

El coste total del presente Convenio incluyendo en dicho importe la 
aportación que corresponda al usuario según la normativa del copago, durante el 
periodo comprendido desde el día 1 de abril de 2022 (salvo firma posterior) hasta 
el 31 de mayo de 2025, asciende a una cantidad máxima de quinientos cinco mil 
cuatrocientos euros (505.400,00 €), con la siguiente distribución:

Presupuesto Horas Coste total convenio Aportación usuarios Aportación IMAS
2022 (01/04/2022 a 30/11/2022) 7.600 106.400,00 19.152,00 87.248,00
2023 (01/12/2022 a 30/11/2023) 11.400 159.600,00 28.728,00 130.872,00
2024 (01/12/2023 a 30/11/2024) 11.400 159.600,00 28.728,00 130.872,00
2025 (01/12/2024 a 31/05/2025) 5.700 79.800,00 14.364,00 65.436,00

TOTAL 36.100 505.400,00 90.972,00 414.428,00

La determinación del coste de hora del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia se ha realizado a 14 €. 

Para la determinación de la participación de los beneficiarios en éste servicio, 
se tendrá en consideración el precio de referencia del Servicio de Ayuda a 
Domicilio para personas en situación de dependencia que se fija en 14 €/hora 
para los servicios relacionados para la atención personal y en 9 €/hora para 
los servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o del 
hogar, según establece el apartado 2, del artículo 12 del Decreto 126/2010 de 
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28 de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la capacidad 
económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de las 
prestaciones económicas y servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la 
Dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

De conformidad con la normativa vigente, y más concretamente, con el Real 
Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, la intensidad de la prestación del Servicio 
de Ayuda a Domicilio se determina en número de horas mensuales de Atención, 
diferenciándose dentro de las horas de Ayuda a Domicilio, las horas relativas a 
necesidades de Atención Personal, para la realización de actividades de la vida diaria, 
de las horas relativas a necesidades de Atención Doméstica o del Hogar, según grado 
de dependencia, y de acuerdo a lo establecido en el Anexo II del Citado Decreto. 
Con base en lo anteriormente expuesto, el coste económico del presente convenio 
que para el ejercicio 2022, 2023, 2024 y 2025, se ha calculado teniendo en cuenta 
un máximo de 36.100 horas, lo que permite una cobertura real del mismo El precio 
se calculará multiplicando el número de horas que se establezcan en el Programa 
Individual de Atención por 14 €, coste de hora del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Los meses de diciembre de los años 2022, 2023 y 2024, se aplicaran a los 
créditos de los presupuestos vigentes en el ejercicio en el que se expidan las 
correspondientes facturas, para dar cumplimiento a lo estipulado en el convenio 
que determina que mensualmente se tramitará el pago del servicio de Ayuda a 
Domicilio, una vez que el representante legal de la entidad conveniada presente 
certificación acreditativa del coste del servicio y la aportación de los usuarios, 
acompañada de la relación nominal de los mismos con descripción de los servicios 
efectivamente prestados, según lo establecido en el apartado 1), letra c de la 
cláusula octava de este convenio.

La aportación estimada del IMAS será de cuatrocientos catorce mil 
cuatrocientos veintiocho euros (414.428,00 €) comprendiendo las anualidades 
de 2022, 2023, 2024 y 2025; de acuerdo a lo reflejado en la tabla anterior, y 
se ordenará con cargo a la aplicación económica 51.03.00.313G 260.09, código 
proyecto 45006. 

Séptima.- Financiación del servicio de ayuda a domicilio para 
personas en situación de dependencia.

A)- Los usuarios participarán en el coste del servicio de acuerdo con lo 
establecido en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre. La cuantía correspondiente 
a la participación del beneficiario en la financiación del servicio será abonada por 
este, y se determinará según a lo dispuesto en el Decreto número 126/2010, 
de 28 de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la 
capacidad económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de 
las prestaciones económicas y servicios del Sistema de Autonomía y Atención 
a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y demás 
normativa de desarrollo.

El beneficiario del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia quedará obligado, por la resolución de reconocimiento del 
derecho de acceso al Servicio de Ayuda a Domicilio, a abonar la cantidad que 
corresponda, y, en todo caso con veinte euros mensuales, si la cuantía obtenida 
en la aplicación de la fórmula resultara negativa o inferior a esta cantidad, en 
virtud de lo establecido en el apartado 4 del artículo 12 del Decreto número 
126/2010, de 28 de mayo. 
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B)- El Instituto Murciano de Acción Social abonará a la Entidad Local, la 
cantidad que resulte de minorar el importe que deba ser abonado en virtud del 
copago por los usuarios del coste efectivo del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Octava.- Compromisos de las partes firmantes del convenio.

1) El Instituto Murciano de Acción Social se compromete a:

a. Comunicar al Ayuntamiento de Archena las altas y bajas en el Servicio, , 
de acuerdo al  Convenio de colaboración  suscrito entre la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia  a través  del Instituto Murciano de Acción Social y la 
Consejería de Hacienda y Administraciones Públicas de la Región de Murcia 
y el Ayuntamiento de Archena  para regular las condiciones y garantías en el 
intercambio electrónico de datos en entornos cerrados de comunicación de 
todos aquellos beneficiarios con derecho al mismo siempre que exista dotación 
presupuestaria y horas de prestación dotación presupuestaria y horas de 
prestación. 

b. Ceder al Ayuntamiento de Archena  los datos de carácter personal que 
obrando en sus ficheros, correspondan a las personas reconocidas con derecho a 
la prestación y que a tal efecto hayan sido recabados, cediéndose dichos datos, 
con el único y exclusivo fin de dar cumplimiento a la prestación del servicio en el 
marco del presente convenio, debiendo ser cancelados una vez finalizada dicha 
gestión. Los datos cedidos por el IMAS estarán sometidos a la normativa aplicable 
en materia de Protección de Datos de Carácter Personal.

c. Financiar el coste del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en 
situación de dependencia, de acuerdo con lo establecido en el presente Convenio. 
Para ello, tramitará mensualmente el pago del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia, una vez que el representante legal de 
la entidad conveniante presente certificación acreditativa del coste del servicio 
objeto del Convenio y la aportación de los usuarios, acompañada de la relación 
nominal de los mismos con descripción de los servicios efectivamente prestados 
junto con un informe del interventor u órgano equivalente acreditativo de que los 
datos certificados se corresponden con la información reflejada en la contabilidad.

El pago se efectuará como máximo dentro de los dos meses siguientes 
a la fecha de la presentación por el representante de la Entidad Local de  la 
certificación acreditativa del coste y cumplimiento del servicio objeto del convenio 
acompañada de la documentación establecida al efecto en el párrafo anterior.

Dicha certificación se expedirá por meses vencidos dentro del plazo máximo 
de 10 días siguientes al periodo que corresponda, tal y como establece la letra f) 
del apartado siguiente.

Si se produjera por parte de éste Instituto demora en el pago, la Entidad 
Local tendrá derecho a percibir los intereses de demora en los términos previstos 
en el apartado 1 del artículo 24 del  Decreto Legislativo 1/1999, de 2 de 
diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de la 
Región de Murcia.

Para que haya lugar al inicio del cómputo de plazo para el devengo 
de intereses, la Entidad Local deberá de haber cumplido con su obligación 
de presentar la documentación necesaria en el registro administrativo 
correspondiente en tiempo y forma.

d. Seguimiento, supervisión y evaluación del Servicio.
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e. Designar a un coordinador técnico y otro administrativo del Servicio de 
Ayuda a Domicilio en el desempeño de las tareas que se deriven del servicio  para 
personas en situación de dependencia. Asistirán a las reuniones de coordinación 
técnica que serán convocadas por la Dirección General de Personas Mayores, 
que como mínimo tendrán una periodicidad trimestral. El contenido principal de 
estas reuniones versará sobre las altas y bajas de los beneficiarios, incidencias 
producidas (desistimiento, fallecimiento, modificación de las circunstancias 
que dieron lugar al reconocimiento del servicio...); ausencias domiciliarias 
(vacaciones, cambios de domicilio) y cualquier otra circunstancia de interés para 
el servicio

2) El Ayuntamiento de Archena  se compromete a:

a. Prestar el servicio de Ayuda a Domicilio objeto de este Convenio según lo 
establecido en las cláusulas anteriores. 

b. La prestación del Servicio se iniciará, como máximo, en el plazo de 15 
días a contar  desde la comunicación a los Servicios Sociales del Ayuntamiento,  
de la Resolución de reconocimiento al derecho del Servicio de Ayuda a Domicilio 
correspondiente. Dicho plazo, solo podrá excederse cuando los motivos por los 
cuales no se ha hecho efectivo el alta en el Servicio, sean por causa imputable al 
interesado, y ésta debe constar en el programa informático de gestión del Servicio 
con su correspondiente incidencia. Por otro lado, en casos de urgencia o extinción 
de otra prestación y/o Servicio derivados de un cambio de Programa Individual 
de Atención se acortará dicho plazo a fin de que se garantice la continuidad de 
su programa anteriormente citado. Igualmente se adjuntarán al citado programa, 
los Certificados de inicio del Servicio activo que deberán contener la distribución 
de tareas de ambas modalidades.

c. La Entidad local remitirá a través del programa informático de gestión 
del servicio, ICC, el documento de Diligencia de inicio en el que constara la 
distribución horaria semanal del beneficiario y su Programa de Atención Individual 
en el que se detallarán las tareas que se prestaran al mismo.

d. Remitir a la Dirección General de Personas Mayores del Instituto Murciano 
de Acción Social las solicitudes de baja de los beneficiarios así como las 
incidencias que puedan producirse, preferentemente a través del programa de 
gestión informático del servicio,  o sede electrónica en un plazo máximo de tres 
días naturales.

e. En caso de baja voluntaria se adjuntará documento de renuncia al derecho 
a la prestación del Servicio, firmado por el interesado o representante legal, en su 
caso, haciendo constar el motivo de la misma y pudiéndolo incorporar la Entidad 
Local, al programa de gestión informático.

f. Expedir la certificación acreditativa del coste y cumplimiento del servicio 
objeto del convenio por meses vencidos dentro del plazo máximo de los 10 
días siguientes al periodo que corresponda y se presentará para su pago 
mensualmente a la Dirección General de Personas Mayores del Instituto Murciano 
de Acción Social, reflejando la diferencia resultante entre las cantidades abonadas 
por los usuarios y el coste mensual del servicio.

g. Recaudar de los usuarios el importe correspondiente de su participación 
en el coste mensual del servicio

h. Respetar la legislación sobre tratamiento informatizado de datos de 
carácter personal, y asumir las responsabilidades que pudieran corresponderle.
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i. Comunicar cualquier propuesta de modificación que pudiera surgir en el 
desarrollo y ejecución del Servicio.

j. Designar a un coordinador técnico y otro administrativo del Servicio de 
Ayuda a Domicilio en el desempeño de las tareas que se deriven del servicio  para 
personas en situación de dependencia. Asistirán  a las reuniones de coordinación 
técnica con representantes de la Dirección General de Personas Mayores, que 
como mínimo tendrán una periodicidad trimestral. El contenido principal de 
estas reuniones versará sobre las altas y bajas de los beneficiarios, incidencias 
producidas (desistimiento, fallecimiento, modificación de las circunstancias que 
dieron lugar al reconocimiento del servicio); ausencias domiciliarias (vacaciones, 
cambios de domicilio…) y cualquier otra circunstancia de interés para el servicio. 
La entidad adjudicataria aportará a estas reuniones la documentación justificativa 
del contenido de las mismas.

Novena.- Contratación. Responsabilidades.

La Entidad Local podrá contratar el servicio de ayuda a domicilio. Para ello, 
deberá de atenerse a las siguientes estipulaciones:

* La Entidad Local deberá comunicar por escrito al IMAS la intención de 
celebrar los contratos que procedan. Igualmente, y antes de la formalización 
del contrato se deberá acreditar la aptitud del contratista para ejecutarlo por 
referencia a los elementos técnicos y humanos de que dispone y a su experiencia. 
En el caso que el contratista tuviera la clasificación adecuada para realizar el 
objeto de la contratación, la acreditación de esta circunstancia eximirá a la 
Entidad Local de la necesidad de justificar ante el IMAS la aptitud de aquel. 

* La Entidad Local habrá de establecer en el contrato que celebre, como 
mínimo, las mismas condiciones establecidas en el presente Convenio para la 
prestación del servicio de Ayuda a Domicilio.

* La Entidad Local deberá presentar al IMAS copia del contrato firmado con 
el contratista en el plazo de quince días desde su formalización.

Con independencia de la contratación o no de la gestión del Servicio de Ayuda 
a Domicilio, corresponderá a la Entidad Local la responsabilidad patrimonial 
derivada de las acciones u omisiones con resultado dañoso en las que intervenga 
culpa o negligencia, realizadas por los trabajadores o usuarios del Servicio de 
Ayuda a Domicilio. Asimismo corresponderá a la Entidad Local la responsabilidad 
por los hechos derivados de la indebida práctica profesional o de acciones u 
omisiones negligentes de los trabajadores a cargo de esta Entidad, así como las 
responsabilidades de carácter sanitario, fiscal, laboral, de Seguridad Social, y las 
demás que le sean de obligado cumplimiento según las disposiciones establecidas 
por la legislación vigente.

Décima.- Comisión de Seguimiento.

El seguimiento de la ejecución del presente Convenio se llevará a cabo a 
través de una Comisión formada por cinco miembros. La Comisión será presidida 
por el titular de la Dirección Gerencial del Instituto Murciano de Acción Social 
o persona en quien delegue, y se reunirá a convocatoria de su presidente y a 
propuesta de cualquiera de las partes.

Formarán parte de la misma, en representación de la Administración 
Regional, el titular de la Dirección Gerencial o persona en quien delegue, y dos 
Técnicos de la Dirección General de Personas Mayores. Por parte de la Entidad 
Local, dos representantes designados por la misma.
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Serán funciones de la citada Comisión de seguimiento, la vigilancia y 
control de la ejecución del convenio y de los compromisos adquiridos por las 
partes. Resolverá los problemas de interpretación y cumplimiento que pudieran 
plantearse en el presente Convenio; establecer las determinaciones que en su 
caso fueran necesarias para el adecuado desarrollo de las actuaciones objeto del 
Convenio, y cualesquiera otras modificaciones no sustanciales conducentes al 
logro de las actuaciones previstas.

Se reunirá una vez al año, sin perjuicio de que puedan hacerlo más veces si 
así lo estimase necesario cualquiera de las partes. El Presidente de la Comisión 
de Seguimiento dirimirá con su voto los empates a efectos de adoptar acuerdos.

Decimoprimera.- Publicidad.

En cualquier tipo de publicidad realizada sobre el objeto de este Convenio, se 
hará constar la colaboración de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias 
y Política Social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y del IMAS, 
mediante el símbolo de la Red Pública Regional de Servicios Sociales (Decreto 
58/1990, de 26 de julio, del Símbolo de la Red Pública Regional de Servicios 
Sociales).

Decimosegunda.- Control sobre las actuaciones.

Los servicios competentes de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, 
Familias y Política Social podrán, de oficio o a instancia de parte, comprobar 
el cumplimiento de la normativa que le es de aplicación, la veracidad de los 
datos alegados por el Ayuntamiento de Archena y el destino dado a los fondos 
obtenidos, especialmente afectados a su fin.

Decimotercera.- Resolución del convenio.

El Convenio se podrá resolver por cualquiera de las siguientes causas:

a) El transcurso del plazo de vigencia del convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de todos los firmantes.

c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte 
de alguno de los firmantes.

En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora 
un requerimiento para que cumpla en un plazo de diez días con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado 
al responsable del mecanismo de seguimiento, vigilancia y control de la ejecución 
del convenio y a las demás partes firmantes.

Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el 
incumplimiento, la parte que lo dirigió notificará a las partes firmantes la 
concurrencia de la causa de resolución y se entenderá resuelto el convenio. 

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del convenio.

La resolución del convenio dará lugar a la liquidación del mismo con el objeto 
de determinar las obligaciones y compromisos de cada una de las partes, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 52 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público 

Decimocuarta.- Régimen de modificación del convenio.

A propuesta del IMAS o del Ayuntamiento, y previo acuerdo de las partes, 
se podrá modificar el presente convenio de conformidad con lo dispuesto en el 
apartado g) del artículo 49 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.
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Decimoquinta.- Vigencia y prórroga.

El presente convenio surtirá efectos el día 1 de abril de 2022, (salvo su firma 
posterior) y se extenderá su vigencia hasta el 31 de mayo de 2025.

En cualquier momento antes de la finalización del plazo de vigencia 
previsto, los firmantes podrán acordar unánimemente su prórroga o extinción de 
conformidad con lo dispuesto en el número 2.ª del apartado h) del artículo 49 de 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Decimosexta.- Jurisdicción competente.

El presente convenio tiene naturaleza administrativa. Por consiguiente, 
las controversias que pudieran surgir respecto a su interpretación, ejecución, 
modificación, resolución y efectos y que no hubieran podido solventarse por la 
Comisión de Seguimiento, se someterán al Orden Jurisdiccional Contencioso–
Administrativo.

Decimoséptima.- Transparencia y acceso a la información pública.

El convenio subscrito será puesto a disposición de los ciudadanos en el 
correspondiente Portal de Transparencia, en aplicación de lo dispuesto en la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno, así como en la Ley 12/2014, de 16 de diciembre, 
de Transparencia y Participación Ciudadana de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia y demás normativa de desarrollo de la misma, y en prueba de 
ello lo firman, la Alcaldesa-Presidenta del Excmo. Ayuntamiento de Archena, la 
Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia y el Secretario, en calidad de Fedatario, del 
Excmo. Ayuntamiento de Archena en fecha 30 de marzo de 2022.

Por la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, la Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Políticas Sociales, Isabel Franco Sánchez.—Por el 
Ayuntamiento de Archena, la Alcaldesa, Patricia Fernández López.—En calidad de 
fedatario, el Secretario General, José García Aparicio.
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I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social

1854	 Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto 
Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de Aledo, para la 
prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda 
a domicilio para personas dependientes.

Resolución

Visto el “Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el 
Ayuntamiento de Aledo, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, 
del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas dependientes“, y teniendo en 
cuenta que tanto el objeto del Convenio como las obligaciones establecidas en el 
mismo regulan un marco de colaboración que concierne al interés público de esta 
Consejería, y a los efectos de lo dispuesto en el artículo 14 del Decreto Regional 
56/1996, de 24 de julio, sobre tramitación de los Convenios en el ámbito de la 
Administración Regional,

Resuelvo:

Publicar en el Boletín Oficial de la Región de Murcia el texto de “Convenio de 
colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a 
través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de Aledo, para 
la prestación, dentro de su ámbito territorial, del Servicio de Ayuda a Domicilio 
para personas dependientes”, firmado por el Alcalde-Presidente del Excmo. 
Ayuntamiento de Aledo, por la Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias 
y Política Social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia en fecha 
30 de marzo de 2022 y por el Secretario, en calidad de Fedatario, del Excmo. 
Ayuntamiento de Aledo en fecha 31 de marzo de 2022.

Murcia, a 31 de marzo de 2022.—La Secretaria General, M.ª Raquel Cancela 
Fernández.
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Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social y 
el Ayuntamiento de Aledo, para la prestación, dentro de su ámbito 

territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes

De una parte, la Excma. Sra. D.ª Isabel Franco Sanchez, Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, que actúa en nombre y representación de la citada Consejería, 
por su nombramiento mediante Decreto de Presidencia n.º 31/2019, de 31 de 
julio, y en virtud de la competencia que tiene atribuida por los artículos 7.2 y 16.2 
a) y ñ) de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de Organización y Régimen Jurídico 
de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
y cuya celebración ha sido autorizada por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 
fecha 24 de marzo de 2022.

De otra, el Ilmo. D. Francisco Javier Andreo Cánovas, Alcalde del 
Ayuntamiento de Aledo, en representación de dicha entidad, con CIF P3000600A, 
en virtud de Resolución de la Alcaldía de fecha 16 de febrero de 2022, asistido 
por D. Juan Antonio Martínez Morales, Secretario General de dicha Corporación, 
como fedatario para la formalización del presente convenio, de conformidad con 
lo dispuesto por el art.3.2.i) del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el 
que se regula el Régimen Jurídico de los funcionarios de la Administración Local 
con habilitación de carácter nacional.

Ambas partes se reconocen mutuamente con capacidad suficiente para el 
otorgamiento del presente Convenio, y a tal efecto: 

Manifiestan:

Primero.- Que el Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia establece, 
en su artículo 10, apartado uno, número 18, la competencia exclusiva de la 
Comunidad Autónoma en materia de asistencia y bienestar social.

Segundo.- Que la Ley 1/2006, de 10 abril, de Creación del Instituto Murciano 
de Acción Social (IMAS), establece que este Organismo Autónomo, se adscribe a 
la Consejería competente en materia de Servicios Sociales, y se constituye con la 
finalidad de ejecutar las competencias de administración y gestión de servicios, 
prestaciones y programas sociales de acuerdo con los principios establecidos en 
la Ley 3/2021, de 29 de julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia.

En este sentido, el artículo 3 de la citada Ley 1/2006 de 10 de abril, atribuye 
al Instituto Murciano de Acción Social, para el cumplimiento de sus fines, la 
posibilidad de celebrar convenios de colaboración y cooperación con cualquier 
persona, pública o privada, cuyos objetivos y actividades sean de interés en la 
gestión de los servicios sociales que tiene encomendados, cuya formalización se 
realizará en los términos previstos en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.

Tercero.- Que las Entidades Locales son competentes en la prestación 
de servicios sociales, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 3/2021, de 29 de 
julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia, en concordancia con la Ley 
7/1985 de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, modificada 
por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de 
la Administración Local (conforme a la Sentencia 41/2016, de 3 de marzo, del 
Tribunal Constitucional).
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Cuarto.- Que la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia 
establece que la atención a las personas en situación de dependencia y la 
promoción de su autonomía personal constituye uno de los principales retos de la 
política social de los países desarrollados al atender las necesidades de aquellas 
personas que, por encontrarse en situación de especial vulnerabilidad, requieren 
apoyos para desarrollar las actividades esenciales de la vida diaria, alcanzar 
una mayor autonomía personal y poder ejercer plenamente sus derechos de 
ciudadanía.

Quinto.- Que la citada Ley establece como su núcleo central, la creación 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD) que, 
sustentado en el respeto al marco competencial establecido constitucional y 
estatutariamente, sirve de cauce para la colaboración y participación de todas 
las Administraciones Públicas, Administración General del Estado, Comunidades 
Autónomas y, en su caso, Entidades Locales, a fin de lograr una optimización de 
los recursos existentes en el marco de dicho Sistema.

Sexto.- Que para el cumplimiento de los objetivos del SAAD, la Ley 
contempla, en su artículo 15, un catálogo de servicios, entre los que se encuentra 
el Servicio de Ayuda a Domicilio, que será proporcionado por las Comunidades 
Autónomas para promover la autonomía personal y atender a las necesidades 
de las personas con dificultades para realizar las actividades básicas de la vida 
diaria.

Séptimo.- Que la colaboración que se plantea en el presente Convenio con 
el Ayuntamiento de Aledo facilitará el cumplimiento de los fines de interés general 
consagrados por la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, procurando mantener a la 
persona dependiente en su propio entorno domiciliario con las garantías de una 
adecuada atención y calidad de vida, al tiempo que se garantiza su igualdad en 
todo el territorio de la Región de Murcia.

Así, el fin público que concurre, justifica la necesidad de llevar a cabo este 
Convenio para la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas 
dependientes, recurso necesario para la consecución de tal finalidad.

De conformidad con lo dispuesto en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, artículos 5 a 8; en el Decreto 56/1996, de 
24 de julio, por el que se regula el Registro General de Convenios y se dictan 
normas para la tramitación de éstos en el ámbito de la Administración Regional, 
y estando ambas partes conformes en la suscripción del mismo, lo llevan a efecto 
conforme a las siguientes 

Cláusulas

Primera.- Objeto

El presente Convenio tiene por objeto establecer la colaboración entre 
Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de Aledo, para la 
prestación, dentro de su ámbito territorial, del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia.

Segunda.- Contenido del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas 
en situación de dependencia.

El Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación de dependencia 
es un Servicio constituido por el conjunto de actuaciones llevadas a cabo en el 
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domicilio que se acredite como residencia habitual de las personas en situación de 
dependencia con el fin de atender las necesidades de la vida diaria e incrementar 
su autonomía, posibilitando la permanencia en el mismo.

Las actuaciones del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia se centraran en las necesidades de la persona dependiente y 
serán las siguientes:

 Servicios relacionados con la atención personal dirigidos a promover y 
mantener autonomía personal del beneficiario, a fomentar hábitos adecuados y a 
adquirir habilidades básicas en la realización de las actividades de la vida diaria.

 	 Servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o 
del hogar: limpieza, lavado, cocina u otros. Estos servicios sólo podrán prestarse 
conjuntamente con los señalados en el apartado anterior.

Estas actuaciones deberán ser prestadas por entidades o empresas 
debidamente acreditadas por el Servicio de Acreditación e Inspección de la 
Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia para la prestación de dicho servicio.

Tercera.- Beneficiarios del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Serán beneficiarios del Servicio de Ayuda a Domicilio aquellas personas que 
tengan reconocida una situación de dependencia en grado protegible y el derecho 
al Servicio de Ayuda a Domicilio, mediante resolución de reconocimiento del 
derecho de acceso a dicho servicio conforme a lo establecido en su Programa 
Individual de Atención, de acuerdo con lo establecido en la Ley 39/2006, de 14 
de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas 
en situación de dependencia.

Cuarta.- Intensidad del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas 
en situación de dependencia.

La intensidad del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia estará en función de lo establecido en la resolución por la que 
se apruebe el Programa Individual de Atención del beneficiario del servicio, de 
conformidad con lo previsto en la normativa de desarrollo de la Ley 39/2006, 
de 14 de diciembre y Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, por el 
que se regula las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a 
la Dependencia establecidas en la citada Ley, y en aquella otra normativa de 
desarrollo autonómico para tal fin. Así mismo, la prestación del Servicio de Ayuda 
a Domicilio en cuanto a su distribución diaria, se realizará a propuesta de los 
técnicos de Servicios Sociales de Atención Primaria del municipio, teniendo en 
cuenta tanto la intensidad reconocida como las necesidades del beneficiario 
que deben estar contenidas en el Certificado de inicio del servicio, que deberá 
incorporarse a la aplicación informática para tal fin. 

La propuesta de intensidad tendrá en cuenta, tanto los tramos regulados 
para cada grado de dependencia reconocido, como lo regulado en la distribución 
de horas para cubrir las necesidades personales y las de atención domésticas; 
teniendo en cuenta que las atenciones relacionadas con las necesidades 
domésticas o del hogar tienen carácter complementario a la atención personal, 
por lo tanto sólo podrán prestarse conjuntamente con las de atención personal; 
y que las actuaciones de atención personal tienen carácter prioritario y deben 
suponer como mínimo el 50% de la intensidad reconocida. 
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En cuanto al horario para las tareas de aseo y ayuda a la movilidad ( levantar) 
se desarrollaran, con carácter general, en horario de mañana de 7:00 a 11:00 
horas; y las tareas de aseo y ayuda a la movilidad (acostar) se desarrollaran, con 
carácter general, en horario de tarde a partir de las 18:00 horas.

En el caso de considerarse pertinente la prestación Servicio durante 
los sábados tarde, domingos y festivos, deberá tenerse en cuenta que sea 
para la cobertura de tareas personales, exclusivamente para personas con 
reconocimiento de grado 2 y 3 de dependencia y que no dispongan de ninguna 
posibilidad de ayuda y apoyo familiar y/o informal y deberá estar justificado en 
su Certificado de inicio.

Tanto la intensidad como la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio 
para personas en situación de dependencia sólo podrán ser modificadas por 
la Administración Regional, mediante la correspondiente modificación del 
Programa Individual de Atención. Las propuestas de cambios de intensidad de los 
beneficiarios con Resolución de reconocimiento del Servicio de Ayuda a Domicilio, 
deberán estar debidamente motivadas por los Servicios Sociales de Atención 
Primaria, quienes para tal efecto emitirán el correspondiente Informe Social o 
Nota Informativa, según proceda. Esta petición podrá ser, bien a petición del 
beneficiario, para lo cual deberá adjuntarse a la propuesta la solicitud de éste; o 
bien, en el ejercicio del seguimiento del servicio donde los profesionales valoren 
la necesidad de modificación, tanto en cantidad como en distribución de la 
intensidad reconocida, para lo cual, será necesario darle audiencia al interesado. 
El beneficiario del servicio, que deberá estar en alta, y mantendrá el Servicio con 
la intensidad reconocida, hasta que no se emita la correspondiente Resolución de 
revisión de su Programa Individual. 

Quinta.- Suspensión y extinción del Servicio de Ayuda a Domicilio.

La prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia se suspenderá o extinguirá por las causas establecidas en la 
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, en el Decreto 74/2011, de 20 de mayo, por 
el que se regula el procedimiento para el reconocimiento de la situación de 
dependencia y del derecho a los servicios y prestaciones económicas del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia y se establece el régimen de infracciones y sanciones, y demás 
normativa de desarrollo.

Sexta.- Presupuesto del Convenio.

El coste total del presente Convenio incluyendo en dicho importe la 
aportación que corresponda al usuario según la normativa del copago, durante 
el periodo comprendido desde el día 1 de abril de 2022 (salvo firma posterior) 
hasta el 31 de mayo de 2025, asciende a una cantidad máxima de trescientos 
diecinueve mil doscientos euros (319.200,00 €), con la siguiente distribución:

PRESUPUESTO HORAS COSTE TOTAL CONVENIO APORTACIÓN USUARIOS APORTACIÓN IMAS

2022(01/04/2022 a 30/11/2022) 4.800 67.200,00 12.096,00 55.104,00

2023 (01/12/2022 a 30/11/2023) 7.200 100.800,00 18.144,00 82.656,00

2024 (01/12/2023 a 30/11/2024) 7.200 100.800,00 18.144,00 82.656,00

2025 (01/12/2024 a 31/05/2025) 3.600 50.400,00 9.072,00 41.328,00

TOTAL 22.800 319.200,00 57.456,00 261.744,00

La determinación del coste de hora del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia se ha realizado a 14 €. 
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Para la determinación de la participación de los beneficiarios en éste servicio, 
se tendrá en consideración el precio de referencia del Servicio de Ayuda a 
Domicilio para personas en situación de dependencia que se fija en 14 €/hora 
para los servicios relacionados para la atención personal y en 9 €/hora para 
los servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o del 
hogar, según establece el apartado 2, del artículo 12 del Decreto 126/2010 de 
28 de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la capacidad 
económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de las 
prestaciones económicas y servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la 
Dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

De conformidad con la normativa vigente, y más concretamente, con el 
Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, la intensidad de la prestación del 
Servicio de Ayuda a Domicilio se determina en número de horas mensuales de 
Atención, diferenciándose dentro de las horas de Ayuda a Domicilio, las horas 
relativas a necesidades de Atención Personal, para la realización de actividades 
de la vida diaria, de las horas relativas a necesidades de Atención Doméstica 
o del Hogar, según grado de dependencia, y de acuerdo a lo establecido en el 
Anexo II del Citado Decreto. Con base en lo anteriormente expuesto, el coste 
económico del presente convenio que para el ejercicio 2022, 2023, 2024 y 2025, 
se ha calculado teniendo en cuenta un máximo de 22.800 horas, lo que permite 
una cobertura real del mismo El precio se calculará multiplicando el número de 
horas que se establezcan en el Programa Individual de Atención por 14 €, coste 
de hora del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Los meses de diciembre de los años 2022, 2023 y 2024, se aplicaran a los 
créditos de los presupuestos vigentes en el ejercicio en el que se expidan las 
correspondientes facturas, para dar cumplimiento a lo estipulado en el convenio 
que determina que mensualmente se tramitará el pago del servicio de Ayuda a 
Domicilio, una vez que el representante legal de la entidad conveniada presente 
certificación acreditativa del coste del servicio y la aportación de los usuarios, 
acompañada de la relación nominal de los mismos con descripción de los servicios 
efectivamente prestados, según lo establecido en el apartado1), letra c de la 
cláusula octava de éste convenio.

La aportación estimada del IMAS será de doscientos sesenta y un mil 
setecientos cuarenta y cuatro euros (261.744,00 €) comprendiendo las 
anualidades de 2022, 2023, 2024 y 2025; de acuerdo a lo reflejado en la tabla 
anterior, y se ordenará con cargo a la aplicación económica 51.03.00.313G 
260.09, código proyecto 45024. 

Séptima.- Financiación del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia.

A)- Los usuarios participarán en el coste del servicio de acuerdo con lo 
establecido en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre. La cuantía correspondiente 
a la participación del beneficiario en la financiación del servicio será abonada por 
este, y se determinará según a lo dispuesto en el Decreto número 126/2010, 
de 28 de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la 
capacidad económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de 
las prestaciones económicas y servicios del Sistema de Autonomía y Atención 
a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y demás 
normativa de desarrollo.
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El beneficiario del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia quedará obligado, por la resolución de reconocimiento del 
derecho de acceso al Servicio de Ayuda a Domicilio, a abonar la cantidad que 
corresponda, y, en todo caso con veinte euros mensuales, si la cuantía obtenida 
en la aplicación de la fórmula resultara negativa o inferior a esta cantidad, en 
virtud de lo establecido en el apartado 4 del artículo 12 del Decreto número 
126/2010, de 28 de mayo. 

B)- El Instituto Murciano de Acción Social abonará a la Entidad Local, la 
cantidad que resulte de minorar el importe que deba ser abonado en virtud del 
copago por los usuarios del coste efectivo del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Octava.- Compromisos de las partes firmantes del Convenio.

1) El Instituto Murciano de Acción Social se compromete a:

a. Comunicar al Ayuntamiento de Aledo las altas y bajas en el Servicio,, 
de acuerdo al Convenio de colaboración suscrito entre la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia a través del Instituto Murciano de Acción Social y la 
Consejería de Hacienda y Administraciones Públicas de la Región de Murcia y el 
Ayuntamiento de Aledo para regular las condiciones y garantías en el intercambio 
electrónico de datos en entornos cerrados de comunicación de todos aquellos 
beneficiarios con derecho al mismo siempre que exista dotación presupuestaria y 
horas de prestación dotación presupuestaria y horas de prestación. 

b. Ceder al Ayuntamiento de Aledo los datos de carácter personal que 
obrando en sus ficheros, correspondan a las personas reconocidas con derecho a 
la prestación y que a tal efecto hayan sido recabados, cediéndose dichos datos, 
con el único y exclusivo fin de dar cumplimiento a la prestación del servicio en el 
marco del presente convenio, debiendo ser cancelados una vez finalizada dicha 
gestión. Los datos cedidos por el IMAS estarán sometidos a la normativa aplicable 
en materia de Protección de Datos de Carácter Personal.

c. Financiar el coste del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en 
situación de dependencia, de acuerdo con lo establecido en el presente Convenio. 
Para ello, tramitará mensualmente el pago del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia, una vez que el representante legal de 
la entidad conveniante presente certificación acreditativa del coste del servicio 
objeto del Convenio y la aportación de los usuarios, acompañada de la relación 
nominal de los mismos con descripción de los servicios efectivamente prestados 
junto con un informe del interventor u órgano equivalente acreditativo de que los 
datos certificados se corresponden con la información reflejada en la contabilidad.

El pago se efectuará como máximo dentro de los dos meses siguientes a 
la fecha de la presentación por el representante de la Entidad Local de la 
certificación acreditativa del coste y cumplimiento del servicio objeto del convenio 
acompañada de la documentación establecida al efecto en el párrafo anterior.

Dicha certificación se expedirá por meses vencidos dentro del plazo máximo 
de 10 días siguientes al periodo que corresponda, tal y como establece la letra f) 
del apartado siguiente.

Si se produjera por parte de éste Instituto demora en el pago, la Entidad 
Local tendrá derecho a percibir los intereses de demora en los términos previstos 
en el apartado 1 del artículo 24 del Decreto Legislativo 1/1999, de 2 de diciembre, 
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de la Región 
de Murcia.
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Para que haya lugar al inicio del cómputo de plazo para el devengo 
de intereses, la Entidad Local deberá de haber cumplido con su obligación 
de presentar la documentación necesaria en el registro administrativo 
correspondiente en tiempo y forma.

d. Seguimiento, supervisión y evaluación del Servicio.

e. Designar a un coordinador técnico y otro administrativo del Servicio de 
Ayuda a Domicilio en el desempeño de las tareas que se deriven del servicio para 
personas en situación de dependencia. Asistirán a las reuniones de coordinación 
técnica que serán convocadas por la Dirección General de Personas Mayores, 
que como mínimo tendrán una periodicidad trimestral. El contenido principal de 
estas reuniones versará sobre las altas y bajas de los beneficiarios, incidencias 
producidas (desistimiento, fallecimiento, modificación de las circunstancias 
que dieron lugar al reconocimiento del servicio...); ausencias domiciliarias 
(vacaciones, cambios de domicilio) y cualquier otra circunstancia de interés para 
el servicio

2) El Ayuntamiento de Aledo se compromete a:

a. Prestar el servicio de Ayuda a Domicilio objeto de este Convenio según lo 
establecido en las cláusulas anteriores. 

b. La prestación del Servicio se iniciará, como máximo, en el plazo de 15 
días a contar desde la comunicación a los Servicios Sociales del Ayuntamiento, 
de la Resolución de reconocimiento al derecho del Servicio de Ayuda a Domicilio 
correspondiente. Dicho plazo, solo podrá excederse cuando los motivos por los 
cuales no se ha hecho efectivo el alta en el Servicio, sean por causa imputable al 
interesado, y ésta debe constar en el programa informático de gestión del Servicio 
con su correspondiente incidencia. Por otro lado, en casos de urgencia o extinción 
de otra prestación y/o Servicio derivados de un cambio de Programa Individual 
de Atencion se acortará dicho plazo a fin de que se garantice la continuidad de 
su programa anteriormente citado. Igualmente se adjuntarán al citado programa, 
los Certificados de inicio del Servicio activo que deberán contener la distribución 
de tareas de ambas modalidades.

c. La Entidad local remitirá a través del programa informático de gestión 
del servicio, ICC, el documento de Diligencia de inicio en el que constara la 
distribución horaria semanal del beneficiario y su Programa de Atención Individual 
en el que se detallarán las tareas que se prestaran al mismo.

d. Remitir a la Dirección General de Personas Mayores del Instituto Murciano 
de Acción Social las solicitudes de baja de los beneficiarios así como las 
incidencias que puedan producirse, preferentemente a través del programa de 
gestión informático del servicio, o sede electrónica en un plazo máximo de tres 
días naturales.

e. En caso de baja voluntaria se adjuntará documento de renuncia al derecho 
a la prestación del Servicio, firmado por el interesado o representante legal, en su 
caso, haciendo constar el motivo de la misma y pudiéndolo incorporar la Entidad 
Local, al programa de gestión informático.

f. Expedir la certificación acreditativa del coste y cumplimiento del servicio 
objeto del convenio por meses vencidos dentro del plazo máximo de los 10 
días siguientes al periodo que corresponda y se presentará para su pago 
mensualmente a la Dirección General de Personas Mayores del Instituto Murciano 
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de Acción Social, reflejando la diferencia resultante entre las cantidades abonadas 
por los usuarios y el coste mensual del servicio.

g. Recaudar de los usuarios el importe correspondiente de su participación 
en el coste mensual del servicio

h. Respetar la legislación sobre tratamiento informatizado de datos de 
carácter personal, y asumir las responsabilidades que pudieran corresponderle.

i. Comunicar cualquier propuesta de modificación que pudiera surgir en el 
desarrollo y ejecución del Servicio.

j. Designar a un coordinador técnico y otro administrativo del Servicio de 
Ayuda a Domicilio en el desempeño de las tareas que se deriven del servicio para 
personas en situación de dependencia. Asistirán a las reuniones de coordinación 
técnica con representantes de la Dirección General de Personas Mayores, que 
como mínimo tendrán una periodicidad trimestral. El contenido principal de 
estas reuniones versará sobre las altas y bajas de los beneficiarios, incidencias 
producidas (desistimiento, fallecimiento, modificación de las circunstancias 
que dieron lugar al reconocimiento del servicio...); ausencias domiciliarias 
(vacaciones, cambios de domicilio…) y cualquier otra circunstancia de interés para 
el servicio. La entidad adjudicataria aportará a estas reuniones la documentación 
justificativa del contenido de las mismas.

Novena.- Contratación. Responsabilidades.

La Entidad Local podrá contratar el servicio de ayuda a domicilio. Para ello, 
deberá de atenerse a las siguientes estipulaciones:

 La Entidad Local deberá comunicar por escrito al IMAS la intención de 
celebrar los contratos que procedan. Igualmente, y antes de la formalización 
del contrato se deberá acreditar la aptitud del contratista para ejecutarlo por 
referencia a los elementos técnicos y humanos de que dispone y a su experiencia. 
En el caso que el contratista tuviera la clasificación adecuada para realizar el 
objeto de la contratación, la acreditación de esta circunstancia eximirá a la 
Entidad Local de la necesidad de justificar ante el IMAS la aptitud de aquel. 

 La Entidad Local habrá de establecer en el contrato que celebre, como 
mínimo, las mismas condiciones establecidas en el presente Convenio para la 
prestación del servicio de Ayuda a Domicilio.

	 La Entidad Local deberá presentar al IMAS copia del contrato firmado con 
el contratista en el plazo de quince días desde su formalización.

Con independencia de la contratación o no de la gestión del Servicio de Ayuda 
a Domicilio, corresponderá a la Entidad Local la responsabilidad patrimonial 
derivada de las acciones u omisiones con resultado dañoso en las que intervenga 
culpa o negligencia, realizadas por los trabajadores o usuarios del Servicio de 
Ayuda a Domicilio. Asimismo corresponderá a la Entidad Local la responsabilidad 
por los hechos derivados de la indebida práctica profesional o de acciones u 
omisiones negligentes de los trabajadores a cargo de esta Entidad, así como las 
responsabilidades de carácter sanitario, fiscal, laboral, de Seguridad Social, y las 
demás que le sean de obligado cumplimiento según las disposiciones establecidas 
por la legislación vigente.

Décima.- Comisión de Seguimiento.

El seguimiento de la ejecución del presente Convenio se llevará a cabo a 
través de una Comisión formada por cinco miembros. La Comisión será presidida 
por el titular de la Dirección Gerencial del Instituto Murciano de Acción Social 
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o persona en quien delegue, y se reunirá a convocatoria de su presidente y a 
propuesta de cualquiera de las partes.

Formarán parte de la misma, en representación de la Administración 
Regional, el titular de la Dirección Gerencial o persona en quien delegue, y dos 
Técnicos de la Dirección General de Personas Mayores. Por parte de la Entidad 
Local, dos representantes designados por la misma.

Serán funciones de la citada Comisión de seguimiento, la vigilancia y 
control de la ejecución del convenio y de los compromisos adquiridos por las 
partes. Resolverá los problemas de interpretación y cumplimiento que pudieran 
plantearse en el presente Convenio; establecer las determinaciones que en su 
caso fueran necesarias para el adecuado desarrollo de las actuaciones objeto del 
Convenio, y cualesquiera otras modificaciones no sustanciales conducentes al 
logro de las actuaciones previstas.

Se reunirá una vez al año, sin perjuicio de que puedan hacerlo más veces si 
así lo estimase necesario cualquiera de las partes. El Presidente de la Comisión 
de Seguimiento dirimirá con su voto los empates a efectos de adoptar acuerdos.

Decimoprimera.- Publicidad.

En cualquier tipo de publicidad realizada sobre el objeto de este Convenio, se 
hará constar la colaboración de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias 
y Política Social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y del IMAS, 
mediante el símbolo de la Red Pública Regional de Servicios Sociales (Decreto 
58/1990, de 26 de julio, del Símbolo de la Red Pública Regional de Servicios 
Sociales).

Decimosegunda.- Control sobre las actuaciones.

Los servicios competentes de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, 
Familias y Política Social podrán, de oficio o a instancia de parte, comprobar el 
cumplimiento de la normativa que le es de aplicación, la veracidad de los datos 
alegados por el Ayuntamiento de Aledo y el destino dado a los fondos obtenidos, 
especialmente afectados a su fin.

Decimotercera.- Resolución del Convenio.

El Convenio se podrá resolver por cualquiera de las siguientes causas:

a) El transcurso del plazo de vigencia del convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de todos los firmantes.

c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte 
de alguno de los firmantes.

En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora 
un requerimiento para que cumpla en un plazo de diez días con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado 
al responsable del mecanismo de seguimiento, vigilancia y control de la ejecución 
del convenio y a las demás partes firmantes.

Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el 
incumplimiento, la parte que lo dirigió notificará a las partes firmantes la 
concurrencia de la causa de resolución y se entenderá resuelto el convenio. 

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del convenio.

La resolución del convenio dará lugar a la liquidación del mismo con el objeto 
de determinar las obligaciones y compromisos de cada una de las partes, de 
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conformidad con lo establecido en el artículo 52 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público 

Decimocuarta.- Régimen de modificación del Convenio.

A propuesta del IMAS o del Ayuntamiento, y previo acuerdo de las partes, 
se podrá modificar el presente convenio de conformidad con lo dispuesto en el 
apartado g) del artículo 49 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.

Decimoquinta.- Vigencia y prórroga.

El presente Convenio surtirá efectos el día 1 de abril de 2022, (salvo su firma 
posterior) y se extenderá su vigencia hasta el 31 de mayo de 2025. 

En cualquier momento antes de la finalización del plazo de vigencia 
previsto, los firmantes podrán acordar unánimemente su prórroga o extinción de 
conformidad con lo dispuesto en el número 2.ª del apartado h) del artículo 49 de 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Decimosexta.- Jurisdicción competente.

El presente Convenio tiene naturaleza administrativa. Por consiguiente, 
las controversias que pudieran surgir respecto a su interpretación, ejecución, 
modificación, resolución y efectos y que no hubieran podido solventarse por la 
Comisión de Seguimiento, se someterán al Orden Jurisdiccional Contencioso – 
Administrativo.

Decimoséptima.- Transparencia y acceso a la información pública.

El convenio subscrito será puesto a disposición de los ciudadanos en el 
correspondiente Portal de Transparencia, en aplicación de lo dispuesto en la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno, así como en la Ley 12/2014, de 16 de diciembre, de 
Transparencia y Participación Ciudadana de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia y demás normativa de desarrollo de la misma, y en prueba de ello lo 
firman, el Alcalde-Presidente del Excmo. Ayuntamiento de Aledo, la Consejera de 
Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia en fecha 30 de marzo de 2022 y el Secretario, en calidad de 
Fedatario, del Excmo. Ayuntamiento de Aledo en fecha 31 de marzo de 2022.

Por la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, la Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Políticas Sociales, Isabel Franco Sánchez.—Por el 
Ayuntamiento de Aledo, el Alcalde, Francisco Javier Andreo Cánovas.—En calidad 
de fedatario, el Secretario General, Juan Antonio Martínez Morales.
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I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social

1855	 Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto 
Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de Alhama de 
Murcia, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del 
servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes

Resolución

Visto el “Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el 
Ayuntamiento de Alhama de Murcia, para la prestación, dentro de su ámbito 
territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes“, 
y teniendo en cuenta que tanto el objeto del Convenio como las obligaciones 
establecidas en el mismo regulan un marco de colaboración que concierne al 
interés público de esta Consejería, y a los efectos de lo dispuesto en el artículo 14 
del Decreto Regional 56/1996, de 24 de julio, sobre tramitación de los Convenios 
en el ámbito de la Administración Regional,

Resuelvo:

Publicar en el Boletín Oficial de la Región de Murcia el texto de “Convenio de 
colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a 
través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de Alhama de 
Murcia, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda 
a domicilio para personas dependientes”, firmado por la Alcaldesa-Presidenta del 
Excmo. Ayuntamiento de Alhama de Murcia, por la Consejera de Mujer, Igualdad, 
LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia y por el Secretario, en calidad de Fedatario, del Excmo. Ayuntamiento de 
Alhama de Murcia en fecha 30 de marzo de 2022.

Murcia, 30 de marzo de 2022.—La Secretaria General, M.ª Raquel Cancela 
Fernández.
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Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social y el 

Ayuntamiento de Alhama de Murcia, para la prestación, dentro de su 
ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas 

dependientes

De una parte, la Excma. Sra. D.ª Isabel Franco Sánchez, Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, que actúa en nombre y representación de la citada Consejería, 
por su nombramiento mediante Decreto de Presidencia nº 31/2019, de 31 de 
julio, y en virtud de la competencia que tiene atribuida por los artículos 7.2 y 16.2 
a) y ñ) de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de Organización y Régimen Jurídico 
de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
y cuya celebración ha sido autorizada por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 
fecha 24 de marzo de 2022.

De otra, la Ilma. D.ª Mariola Guevara Cava, Alcaldesa del Ayuntamiento de 
Alhama de Murcia, en representación de dicha entidad, con CIF P3000800G, en 
virtud de Acuerdo de la Junta de Gobierno de fecha 15 de marzo de 2022, asistida 
por D. David Re Soriano, Secretario General de dicha Corporación, como fedatario 
para la formalización del presente convenio, de conformidad con lo dispuesto por 
el art. 3.2.i) del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el 
Régimen Jurídico de los funcionarios de la Administración Local con habilitación 
de carácter nacional.

Ambas partes se reconocen mutuamente con capacidad suficiente para el 
otorgamiento del presente Convenio, y a tal efecto: 

Manifiestan:

Primero.- Que el Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia establece, 
en su artículo 10, apartado uno, número 18, la competencia exclusiva de la 
Comunidad Autónoma en materia de asistencia y bienestar social.

Segundo.- Que la Ley 1/2006, de 10 abril, de Creación del Instituto Murciano 
de Acción Social (IMAS), establece que este Organismo Autónomo, se adscribe a 
la Consejería competente en materia de Servicios Sociales, y se constituye con la 
finalidad de ejecutar las competencias de administración y gestión de servicios, 
prestaciones y programas sociales de acuerdo con los principios establecidos en 
la Ley 3/2021, de 29 de julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia.

En este sentido, el artículo 3 de la citada Ley 1/2006 de 10 de abril, atribuye 
al Instituto Murciano de Acción Social, para el cumplimiento de sus fines, la 
posibilidad de celebrar convenios de colaboración y cooperación con cualquier 
persona, pública o privada, cuyos objetivos y actividades sean de interés en la 
gestión de los servicios sociales que tiene encomendados, cuya formalización se 
realizará en los términos previstos en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.

Tercero.- Que las Entidades Locales son competentes en la prestación 
de servicios sociales, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 3/2021, de 29 de 
julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia, en concordancia con la Ley 
7/1985 de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, modificada 
por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de 
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la Administración Local (conforme a la Sentencia 41/2016, de 3 de marzo, del 
Tribunal Constitucional).

Cuarto.- Que la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia 
establece que la atención a las personas en situación de dependencia y la 
promoción de su autonomía personal constituye uno de los principales retos de la 
política social de los países desarrollados al atender las necesidades de aquellas 
personas que, por encontrarse en situación de especial vulnerabilidad, requieren 
apoyos para desarrollar las actividades esenciales de la vida diaria, alcanzar 
una mayor autonomía personal y poder ejercer plenamente sus derechos de 
ciudadanía.

Quinto.- Que la citada Ley establece como su núcleo central, la creación 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD) que, 
sustentado en el respeto al marco competencial establecido constitucional y 
estatutariamente, sirve de cauce para la colaboración y participación de todas 
las Administraciones Públicas, Administración General del Estado, Comunidades 
Autónomas y, en su caso, Entidades Locales, a fin de lograr una optimización de 
los recursos existentes en el marco de dicho Sistema.

Sexto.- Que para el cumplimiento de los objetivos del SAAD, la Ley 
contempla, en su artículo 15, un catálogo de servicios, entre los que se encuentra 
el Servicio de Ayuda a Domicilio, que será proporcionado por las Comunidades 
Autónomas para promover la autonomía personal y atender a las necesidades 
de las personas con dificultades para realizar las actividades básicas de la vida 
diaria.

Séptimo.- Que la colaboración que se plantea en el presente Convenio con 
el Ayuntamiento de Alhama de Murcia, facilitará el cumplimiento de los fines de 
interés general consagrados por la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, procurando 
mantener a la persona dependiente en su propio entorno domiciliario con las 
garantías de una adecuada atención y calidad de vida, al tiempo que se garantiza 
su igualdad en todo el territorio de la Región de Murcia.

Así, el fin público que concurre, justifica la necesidad de llevar a cabo este 
Convenio para la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas 
dependientes, recurso necesario para la consecución de tal finalidad.

De conformidad con lo dispuesto en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, artículos 5 a 8; en el Decreto 56/1996, de 
24 de julio, por el que se regula el Registro General de Convenios y se dictan 
normas para la tramitación de éstos en el ámbito de la Administración Regional, 
y estando ambas partes conformes en la suscripción del mismo, lo llevan a efecto 
conforme a las siguientes 

Cláusulas

Primera.- Objeto

El presente Convenio tiene por objeto establecer la colaboración entre 
Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de Alhama de Murcia, para 
la prestación, dentro de su ámbito territorial, del Servicio de Ayuda a Domicilio 
para personas en situación de dependencia.
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Segunda.- Contenido del servicio de ayuda a domicilio para personas 
en situación de dependencia.

El Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación de dependencia 
es un Servicio constituido por el conjunto de actuaciones llevadas a cabo en el 
domicilio que se acredite como residencia habitual de las personas en situación de 
dependencia con el fin de atender las necesidades de la vida diaria e incrementar 
su autonomía, posibilitando la permanencia en el mismo.

Las actuaciones del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia se centraran en las necesidades de la persona dependiente y 
serán las siguientes:

— Servicios relacionados con la atención personal dirigidos a promover y 
mantener autonomía personal del beneficiario, a fomentar hábitos adecuados y a 
adquirir habilidades básicas en la realización de las actividades de la vida diaria.

— Servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o 
del hogar: limpieza, lavado, cocina u otros. Estos servicios sólo podrán prestarse 
conjuntamente con los señalados en el apartado anterior.

Estas actuaciones deberán ser prestadas por entidades o empresas 
debidamente acreditadas por el Servicio de Acreditación e Inspección de la 
Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia para la prestación de dicho servicio.

Tercera.- Beneficiarios del servicio de ayuda a domicilio.

Serán beneficiarios del Servicio de Ayuda a Domicilio aquellas personas que 
tengan reconocida una situación de dependencia en grado protegible y el derecho 
al Servicio de Ayuda a Domicilio, mediante resolución de reconocimiento del 
derecho de acceso a dicho servicio conforme a lo establecido en su Programa 
Individual de Atención, de acuerdo con lo establecido en la Ley 39/2006, de 14 
de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas 
en situación de dependencia.

Cuarta.- Intensidad del servicio de ayuda a domicilio para personas 
en situación de dependencia.

La intensidad del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia estará en función de lo establecido en la resolución por la que 
se apruebe el Programa Individual de Atención del beneficiario del servicio, de 
conformidad con lo previsto en la normativa de desarrollo de la Ley 39/2006, 
de 14 de diciembre y Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, por el 
que se regula las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a 
la Dependencia establecidas en la citada Ley, y en aquella otra normativa de 
desarrollo autonómico para tal fin. Así mismo, la prestación del Servicio de Ayuda 
a Domicilio en cuanto a su distribución diaria, se realizará a propuesta de los 
técnicos de Servicios Sociales de Atención Primaria del municipio, teniendo en 
cuenta tanto la intensidad reconocida como las necesidades del beneficiario 
que deben estar contenidas en el Certificado de inicio del servicio, que deberá 
incorporarse a la aplicación informática para tal fin. 

La propuesta de intensidad tendrá en cuenta, tanto los tramos regulados 
para cada grado de dependencia reconocido, como lo regulado en la distribución 
de horas para cubrir las necesidades personales y las de atención domésticas; 
teniendo en cuenta que las atenciones relacionadas con las necesidades 
domésticas o del hogar tienen carácter complementario a la atención personal, 
por lo tanto sólo podrán prestarse conjuntamente con las de atención personal; 
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y que las actuaciones de atención personal tienen carácter prioritario y deben 
suponer como mínimo el 50% de la intensidad reconocida. 

En cuanto al horario para las tareas de aseo y ayuda a la movilidad ( levantar) 
se desarrollaran, con carácter general, en horario de mañana de 7:00 a 11:00 
horas; y las tareas de aseo y ayuda a la movilidad (acostar) se desarrollarán, con 
carácter general, en horario de tarde a partir de las 18:00 horas.

En el caso de considerarse pertinente la prestación Servicio durante 
los sábados tarde, domingos y festivos, deberá tenerse en cuenta que sea 
para la cobertura de tareas personales, exclusivamente para personas con 
reconocimiento de grado 2 y 3 de dependencia y que no dispongan de ninguna 
posibilidad de ayuda y apoyo familiar y/o informal y deberá estar justificado en 
su Certificado de inicio.

Tanto la intensidad como la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio 
para personas en situación de dependencia sólo podrán ser modificadas por 
la Administración Regional, mediante la correspondiente modificación del 
Programa Individual de Atención. Las propuestas de cambios de intensidad de los 
beneficiarios con Resolución de reconocimiento del Servicio de Ayuda a Domicilio, 
deberán estar debidamente motivadas por los Servicios Sociales de Atención 
Primaria, quienes para tal efecto emitirán el correspondiente Informe Social o 
Nota Informativa, según proceda. Esta petición podrá ser, bien a petición del 
beneficiario, para lo cual deberá adjuntarse a la propuesta la solicitud de éste; o 
bien, en el ejercicio del seguimiento del servicio donde los profesionales valoren 
la necesidad de modificación, tanto en cantidad como en distribución de la 
intensidad reconocida, para lo cual, será necesario darle audiencia al interesado. 
El beneficiario del servicio, que deberá estar en alta, y mantendrá el Servicio con 
la intensidad reconocida, hasta que no se emita la correspondiente Resolución de 
revisión de su Programa Individual. 

Quinta.- Suspensión y extinción del servicio de ayuda a domicilio.

La prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia se suspenderá o extinguirá por las causas establecidas en la 
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, en el Decreto 74/2011, de 20 de mayo, por 
el que se regula el procedimiento para el reconocimiento de la situación de 
dependencia y del derecho a los servicios y prestaciones económicas del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia y se establece el régimen de infracciones y sanciones, y demás 
normativa de desarrollo.

Sexta.- Presupuesto del convenio.

El coste total del presente Convenio incluyendo en dicho importe la 
aportación que corresponda al usuario según la normativa del copago, durante 
el periodo comprendido desde el día 1 de abril de 2022 ( salvo firma posterior) 
hasta el 31 de mayo de 2025, asciende a una cantidad máxima de un millón 
trescientos treinta mil euros (1.330.000,00 €), con la siguiente distribución:

PRESUPUESTO HORAS COSTE TOTAL CONVENIO APORTACIÓN USUARIOS APORTACIÓN  IMAS

2022(01/04/2022 a 
30/11/2022) 20.000 280.000,00 50.400,00 229.600,00

2023 (01/12/2022 a 
30/11/2023) 30.000 420.000,00 75.600,00 344.400,00

2024 (01/12/2023 a 
30/11/2024) 30.000 420.000,00 75.600,00 344.400,00

2025 (01/12/2024 a 
31/05/2025) 15.000 210.000,00 37.800,00 172.200,00

TOTAL 95.000 1.330.000,00 239.400,00 1.090.600,00
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La determinación del coste de hora del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia se ha realizado a 14 €. 

Para la determinación de la participación de los beneficiarios en éste servicio, 
se tendrá en consideración el precio de referencia del Servicio de Ayuda a 
Domicilio para personas en situación de dependencia que se fija en 14 €/hora 
para los servicios relacionados para la atención personal y en 9 €/hora para 
los servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o del 
hogar, según establece el apartado 2, del artículo 12 del Decreto 126/2010 de 
28 de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la capacidad 
económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de las 
prestaciones económicas y servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la 
Dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

De conformidad con la normativa vigente, y más concretamente, con el 
Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, la intensidad de la prestación del 
Servicio de Ayuda a Domicilio se determina en número de horas mensuales de 
Atención, diferenciándose dentro de las horas de Ayuda a Domicilio, las horas 
relativas a necesidades de Atención Personal, para la realización de actividades 
de la vida diaria, de las horas relativas a necesidades de Atención Doméstica 
o del Hogar, según grado de dependencia, y de acuerdo a lo establecido en el 
Anexo II del Citado Decreto. Con base en lo anteriormente expuesto, el coste 
económico del presente convenio que para el ejercicio 2022, 203, 2024 y 2025, 
se ha calculado teniendo en cuenta un máximo de 95.000 horas, lo que permite 
una cobertura real del mismo El precio se calculará multiplicando el número de 
horas que se establezcan en el Programa Individual de Atención por 14 €, coste 
de hora del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Los meses de diciembre de los años 2022, 2023 y 2024, se aplicaran a los 
créditos de los presupuestos vigentes en el ejercicio en el que se expidan las 
correspondientes facturas, para dar cumplimiento a lo estipulado en el convenio 
que determina que mensualmente se tramitará el pago del servicio de Ayuda a 
Domicilio, una vez que el representante legal de la entidad conveniada presente 
certificación acreditativa del coste del servicio y la aportación de los usuarios, 
acompañada de la relación nominal de los mismos con descripción de los servicios 
efectivamente prestados, según lo establecido en el apartado 1), letra c de la 
cláusula octava de éste convenio.

La aportación estimada del IMAS será de un millón noventa mil seiscientos 
euros (1.090.600,00 €) comprendiendo las anualidades de 2022, 2023, 2024 
y 2025; de acuerdo a lo reflejado en la tabla anterior, y se ordenará con cargo a 
la aplicación económica 51.03.00.313G 260.09, código proyecto 42993. 

Séptima.- Financiación del servicio de ayuda a domicilio para 
personas en situación de dependencia.

A)- Los usuarios participarán en el coste del servicio de acuerdo con lo 
establecido en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre. La cuantía correspondiente 
a la participación del beneficiario en la financiación del servicio será abonada por 
este, y se determinará según a lo dispuesto en el Decreto número 126/2010, 
de 28 de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la 
capacidad económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de 
las prestaciones económicas y servicios del Sistema de Autonomía y Atención 
a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y demás 
normativa de desarrollo.
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El beneficiario del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia quedará obligado, por la resolución de reconocimiento del 
derecho de acceso al Servicio de Ayuda a Domicilio, a abonar la cantidad que 
corresponda, y, en todo caso con veinte euros mensuales, si la cuantía obtenida 
en la aplicación de la fórmula resultara negativa o inferior a esta cantidad, en 
virtud de lo establecido en el apartado 4 del artículo 12 del Decreto número 
126/2010, de 28 de mayo. 

B)- El Instituto Murciano de Acción Social abonará a la Entidad Local, la 
cantidad que resulte de minorar el importe que deba ser abonado en virtud del 
copago por los usuarios del coste efectivo del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Octava.- Compromisos de las partes firmantes del convenio.

1) El Instituto Murciano de Acción Social se compromete a:

a. Comunicar al Ayuntamiento de Alhama de Murcia las altas y bajas en 
el Servicio, de acuerdo al Convenio de colaboración suscrito entre la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia a través del Instituto Murciano de Acción Social 
y la Consejería de Hacienda y Administraciones Públicas de la Región de Murcia 
y el Ayuntamiento de Alhama de Murcia para regular las condiciones y garantías 
en el intercambio electrónico de datos en entornos cerrados de comunicación de 
todos aquellos beneficiarios con derecho al mismo siempre que exista dotación 
presupuestaria y horas de prestación dotación presupuestaria y horas de prestación. 

b. Ceder al Ayuntamiento de Alhama de Murcia los datos de carácter 
personal que obrando en sus ficheros, correspondan a las personas reconocidas 
con derecho a la prestación y que a tal efecto hayan sido recabados, cediéndose 
dichos datos, con el único y exclusivo fin de dar cumplimiento a la prestación 
del servicio en el marco del presente convenio, debiendo ser cancelados una vez 
finalizada dicha gestión. Los datos cedidos por el IMAS estarán sometidos a la 
normativa aplicable en materia de Protección de Datos de Carácter Personal.

c. Financiar el coste del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en 
situación de dependencia, de acuerdo con lo establecido en el presente Convenio. 
Para ello, tramitará mensualmente el pago del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia, una vez que el representante legal de 
la entidad conveniante presente certificación acreditativa del coste del servicio 
objeto del Convenio y la aportación de los usuarios, acompañada de la relación 
nominal de los mismos con descripción de los servicios efectivamente prestados 
junto con un informe del interventor u órgano equivalente acreditativo de que los 
datos certificados se corresponden con la información reflejada en la contabilidad.

El pago se efectuará como máximo dentro de los dos meses siguientes a 
la fecha de la presentación por el representante de la Entidad Local de la 
certificación acreditativa del coste y cumplimiento del servicio objeto del convenio 
acompañada de la documentación establecida al efecto en el párrafo anterior.

Dicha certificación se expedirá por meses vencidos dentro del plazo máximo 
de 10 días siguientes al periodo que corresponda, tal y como establece la letra f) 
del apartado siguiente.

Si se produjera por parte de éste Instituto demora en el pago, la Entidad 
Local tendrá derecho a percibir los intereses de demora en los términos previstos 
en el apartado 1 del artículo 24 del Decreto Legislativo 1/1999, de 2 de diciembre, 
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de la Región 
de Murcia.
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Para que haya lugar al inicio del cómputo de plazo para el devengo 
de intereses, la Entidad Local deberá de haber cumplido con su obligación 
de presentar la documentación necesaria en el registro administrativo 
correspondiente en tiempo y forma.

d. Seguimiento, supervisión y evaluación del Servicio.

e. Designar a un coordinador técnico y otro administrativo del Servicio de 
Ayuda a Domicilio en el desempeño de las tareas que se deriven del servicio para 
personas en situación de dependencia. Asistirán a las reuniones de coordinación 
técnica que serán convocadas por la Dirección General de Personas Mayores, 
que como mínimo tendrán una periodicidad trimestral. El contenido principal de 
estas reuniones versará sobre las altas y bajas de los beneficiarios, incidencias 
producidas (desistimiento, fallecimiento, modificación de las circunstancias que 
dieron lugar al reconocimiento del servicio); ausencias domiciliarias (vacaciones, 
cambios de domicilio) y cualquier otra circunstancia de interés para el servicio

2) El Ayuntamiento de Alhama de Murcia se compromete a:

a. Prestar el servicio de Ayuda a Domicilio objeto de este Convenio según lo 
establecido en las cláusulas anteriores. 

b. La prestación del Servicio se iniciará, como máximo, en el plazo de 15 
días a contar desde la comunicación a los Servicios Sociales del Ayuntamiento, 
de la Resolución de reconocimiento al derecho del Servicio de Ayuda a Domicilio 
correspondiente. Dicho plazo, solo podrá excederse cuando los motivos por los 
cuales no se ha hecho efectivo el alta en el Servicio, sean por causa imputable al 
interesado, y ésta debe constar en el programa informático de gestión del Servicio 
con su correspondiente incidencia. Por otro lado, en casos de urgencia o extinción 
de otra prestación y/o Servicio derivados de un cambio de Programa Individual 
de Atención se acortará dicho plazo a fin de que se garantice la continuidad de 
su programa anteriormente citado. Igualmente se adjuntarán al citado programa, 
los Certificados de inicio del Servicio activo que deberán contener la distribución 
de tareas de ambas modalidades.

c. La Entidad local remitirá a través del programa informático de gestión 
del servicio, ICC, el documento de Diligencia de inicio en el que constara la 
distribución horaria semanal del beneficiario y su Programa de Atención Individual 
en el que se detallarán las tareas que se prestaran al mismo.

d. Remitir a la Dirección General de Personas Mayores del Instituto Murciano 
de Acción Social las solicitudes de baja de los beneficiarios así como las 
incidencias que puedan producirse, preferentemente a través del programa de 
gestión informático del servicio, o sede electrónica en un plazo máximo de tres 
días naturales.

e. En caso de baja voluntaria se adjuntará documento de renuncia al derecho 
a la prestación del Servicio, firmado por el interesado o representante legal, en su 
caso, haciendo constar el motivo de la misma y pudiéndolo incorporar la Entidad 
Local, al programa de gestión informático.

f. Expedir la certificación acreditativa del coste y cumplimiento del servicio 
objeto del convenio por meses vencidos dentro del plazo máximo de los 10 
días siguientes al periodo que corresponda y se presentará para su pago 
mensualmente a la Dirección General de Personas Mayores del Instituto Murciano 
de Acción Social, reflejando la diferencia resultante entre las cantidades abonadas 
por los usuarios y el coste mensual del servicio.
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g. Recaudar de los usuarios el importe correspondiente de su participación 
en el coste mensual del servicio.

h. Respetar la legislación sobre tratamiento informatizado de datos de 
carácter personal, y asumir las responsabilidades que pudieran corresponderle.

i. Comunicar cualquier propuesta de modificación que pudiera surgir en el 
desarrollo y ejecución del Servicio.

j. Designar a un coordinador técnico y otro administrativo del Servicio de 
Ayuda a Domicilio en el desempeño de las tareas que se deriven del servicio para 
personas en situación de dependencia. Asistirán a las reuniones de coordinación 
técnica con representantes de la Dirección General de Personas Mayores, que 
como mínimo tendrán una periodicidad trimestral. El contenido principal de 
estas reuniones versará sobre las altas y bajas de los beneficiarios, incidencias 
producidas (desistimiento, fallecimiento, modificación de las circunstancias 
que dieron lugar al reconocimiento del servicio...); ausencias domiciliarias 
(vacaciones, cambios de domicilio) y cualquier otra circunstancia de interés para 
el servicio. La entidad adjudicataria aportará a estas reuniones la documentación 
justificativa del contenido de las mismas.

Novena.- Contratación. Responsabilidades.

La Entidad Local podrá contratar el servicio de ayuda a domicilio. Para ello, 
deberá de atenerse a las siguientes estipulaciones:

— La Entidad Local deberá comunicar por escrito al IMAS la intención de 
celebrar los contratos que procedan. Igualmente, y antes de la formalización 
del contrato se deberá acreditar la aptitud del contratista para ejecutarlo por 
referencia a los elementos técnicos y humanos de que dispone y a su experiencia. 
En el caso que el contratista tuviera la clasificación adecuada para realizar el 
objeto de la contratación, la acreditación de esta circunstancia eximirá a la 
Entidad Local de la necesidad de justificar ante el IMAS la aptitud de aquel. 

— La Entidad Local habrá de establecer en el contrato que celebre, como 
mínimo, las mismas condiciones establecidas en el presente Convenio para la 
prestación del servicio de Ayuda a Domicilio.

— La Entidad Local deberá presentar al IMAS copia del contrato firmado con 
el contratista en el plazo de quince días desde su formalización.

Con independencia de la contratación o no de la gestión del Servicio de Ayuda 
a Domicilio, corresponderá a la Entidad Local la responsabilidad patrimonial 
derivada de las acciones u omisiones con resultado dañoso en las que intervenga 
culpa o negligencia, realizadas por los trabajadores o usuarios del Servicio de 
Ayuda a Domicilio. Asimismo corresponderá a la Entidad Local la responsabilidad 
por los hechos derivados de la indebida práctica profesional o de acciones u 
omisiones negligentes de los trabajadores a cargo de esta Entidad, así como las 
responsabilidades de carácter sanitario, fiscal, laboral, de Seguridad Social, y las 
demás que le sean de obligado cumplimiento según las disposiciones establecidas 
por la legislación vigente.

Décima.- Comisión de Seguimiento.

El seguimiento de la ejecución del presente Convenio se llevará a cabo a 
través de una Comisión formada por cinco miembros. La Comisión será presidida 
por el titular de la Dirección Gerencial del Instituto Murciano de Acción Social 
o persona en quien delegue, y se reunirá a convocatoria de su presidente y a 
propuesta de cualquiera de las partes.
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Formarán parte de la misma, en representación de la Administración 
Regional, el titular de la Dirección Gerencial o persona en quien delegue, y dos 
Técnicos de la Dirección General de Personas Mayores. Por parte de la Entidad 
Local, dos representantes designados por la misma.

Serán funciones de la citada Comisión de seguimiento, la vigilancia y 
control de la ejecución del convenio y de los compromisos adquiridos por las 
partes. Resolverá los problemas de interpretación y cumplimiento que pudieran 
plantearse en el presente Convenio; establecer las determinaciones que en su 
caso fueran necesarias para el adecuado desarrollo de las actuaciones objeto del 
Convenio, y cualesquiera otras modificaciones no sustanciales conducentes al 
logro de las actuaciones previstas.

Se reunirá una vez al año, sin perjuicio de que puedan hacerlo más veces si 
así lo estimase necesario cualquiera de las partes. El Presidente de la Comisión 
de Seguimiento dirimirá con su voto los empates a efectos de adoptar acuerdos.

Decimoprimera.- Publicidad.

En cualquier tipo de publicidad realizada sobre el objeto de este Convenio, se 
hará constar la colaboración de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias 
y Política Social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y del IMAS, 
mediante el símbolo de la Red Pública Regional de Servicios Sociales (Decreto 
58/1990, de 26 de julio, del Símbolo de la Red Pública Regional de Servicios 
Sociales).

Decimosegunda.- Control sobre las actuaciones.

Los servicios competentes de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, 
Familias y Política Social podrán, de oficio o a instancia de parte, comprobar el 
cumplimiento de la normativa que le es de aplicación, la veracidad de los datos 
alegados por el Ayuntamiento de Alhama de Murcia y el destino dado a los fondos 
obtenidos, especialmente afectados a su fin.

Decimotercera.- Resolución del convenio.

El Convenio se podrá resolver por cualquiera de las siguientes causas:

a) El transcurso del plazo de vigencia del convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de todos los firmantes.

c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte 
de alguno de los firmantes.

En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora 
un requerimiento para que cumpla en un plazo de diez días con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado 
al responsable del mecanismo de seguimiento, vigilancia y control de la ejecución 
del convenio y a las demás partes firmantes.

Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el 
incumplimiento, la parte que lo dirigió notificará a las partes firmantes la 
concurrencia de la causa de resolución y se entenderá resuelto el convenio. 

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del convenio.

La resolución del convenio dará lugar a la liquidación del mismo con el objeto 
de determinar las obligaciones y compromisos de cada una de las partes, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 52 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público 
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Decimocuarta.- Régimen de modificación del convenio.

A propuesta del IMAS o del Ayuntamiento, y previo acuerdo de las partes, 
se podrá modificar el presente convenio de conformidad con lo dispuesto en el 
apartado g) del artículo 49 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.

Decimoquinta.- Vigencia y prórroga.

El presente Convenio surtirá efectos el día 1 de abril de 2022, (salvo su firma 
posterior) y se extenderá su vigencia hasta el 31 de mayo de 2025. 

En cualquier momento antes de la finalización del plazo de vigencia 
previsto, los firmantes podrán acordar unánimemente su prórroga o extinción de 
conformidad con lo dispuesto en el número 2.ª del apartado h) del artículo 49 de 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Decimosexta.- Jurisdicción competente.

El presente Convenio tiene naturaleza administrativa. Por consiguiente, 
las controversias que pudieran surgir respecto a su interpretación, ejecución, 
modificación, resolución y efectos y que no hubieran podido solventarse por la 
Comisión de Seguimiento, se someterán al Orden Jurisdiccional Contencioso – 
Administrativo.

Decimoséptima.- Transparencia y acceso a la información pública.

El convenio suscrito será puesto a disposición de los ciudadanos en el 
correspondiente Portal de Transparencia, en aplicación de lo dispuesto en la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno, así como en la Ley 12/2014, de 16 de diciembre, de 
Transparencia y Participación Ciudadana de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia y demás normativa de desarrollo de la misma, y en prueba de ello lo 
firman, la Alcaldesa-Presidenta del Excmo. Ayuntamiento de Alhama de Murcia, la 
Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia y el Secretario, en calidad de Fedatario, del 
Excmo. Ayuntamiento de Alhama de Murcia en fecha 30 de marzo de 2022.

Por la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, la Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Políticas Sociales, Isabel Franco Sánchez.—Por el 
Ayuntamiento de Alhama de Murcia, la Alcaldesa, Mariola Guevara Cava.—En 
calidad de fedatario, el Secretario General, David Re Soriano.
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I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social

1856	 Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto 
Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de Blanca, para la 
prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda 
a domicilio para personas dependientes.

Resolución

Visto el “Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el 
Ayuntamiento de Blanca, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, 
del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas dependientes“, y teniendo en 
cuenta que tanto el objeto del Convenio como las obligaciones establecidas en el 
mismo regulan un marco de colaboración que concierne al interés público de esta 
Consejería, y a los efectos de lo dispuesto en el artículo 14 del Decreto Regional 
56/1996, de 24 de julio, sobre tramitación de los Convenios en el ámbito de la 
Administración Regional,

Resuelvo:

Publicar en el Boletín Oficial de la Región de Murcia el texto de “Convenio de 
colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a 
través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de Blanca, para 
la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio 
para personas dependientes”, firmado por el Alcalde-Presidente del Excmo. 
Ayuntamiento de Blanca, por la Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias 
y Política Social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia en fecha 
29 de marzo de 2022 y por la Secretaria, en calidad de Fedataria, del Excmo. 
Ayuntamiento de Blanca en fecha 31 de marzo de 2022.

Murcia, a 31 de marzo de 2022.—La Secretaria General, M.ª Raquel Cancela 
Fernández.
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Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social y 
el Ayuntamiento de Blanca, para la prestación, dentro de su ámbito 

territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes

De una parte, la Excma. Sra. D.ª Isabel Franco Sánchez, Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, que actúa en nombre y representación de la citada Consejería, 
por su nombramiento mediante Decreto de Presidencia n.º 31/2019, de 31 de 
julio, y en virtud de la competencia que tiene atribuida por los artículos 7.2 y 16.2 
a) y ñ) de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de Organización y Régimen Jurídico 
de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
y cuya celebración ha sido autorizada por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 
fecha 24 de marzo de 2022.

De otra, el Ilmo. D. Pedro Luis Molina Cano, Alcalde del Ayuntamiento de 
Blanca, en representación de dicha entidad, con CIF P3001100A, en virtud de 
Resolución de la Alcaldía de fecha 16 de febrero de 2022, asistido por Dª María 
Luisa Jiménez Hernández, Secretaria Acumulada de dicha Corporación, como 
fedataria para la formalización del presente convenio, de conformidad con lo 
dispuesto por el art.3.2.i) del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que 
se regula el Régimen Jurídico de los funcionarios de la Administración Local con 
habilitación de carácter nacional.

Ambas partes se reconocen mutuamente con capacidad suficiente para el 
otorgamiento del presente Convenio, y a tal efecto

Manifiestan:

Primero.- Que el Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia establece, 
en su artículo 10, apartado uno, número 18, la competencia exclusiva de la 
Comunidad Autónoma en materia de asistencia y bienestar social.

Segundo.- Que la Ley 1/2006, de 10 abril, de Creación del Instituto Murciano 
de Acción Social (IMAS), establece que este Organismo Autónomo, se adscribe a 
la Consejería competente en materia de Servicios Sociales, y se constituye con la 
finalidad de ejecutar las competencias de administración y gestión de servicios, 
prestaciones y programas sociales de acuerdo con los principios establecidos en 
la Ley 3/2021, de 29 de julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia.

En este sentido, el artículo 3 de la citada Ley 1/2006 de 10 de abril, atribuye 
al Instituto Murciano de Acción Social, para el cumplimiento de sus fines, la 
posibilidad de celebrar convenios de colaboración y cooperación con cualquier 
persona, pública o privada, cuyos objetivos y actividades sean de interés en la 
gestión de los servicios sociales que tiene encomendados, cuya formalización se 
realizará en los términos previstos en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.

Tercero.- Que las Entidades Locales son competentes en la prestación 
de servicios sociales, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 3/2021, de 29 de 
julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia, en concordancia con la Ley 
7/1985 de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, modificada 
por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de 
la Administración Local (conforme a la Sentencia 41/2016, de 3 de marzo, del 
Tribunal Constitucional).
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Cuarto.- Que la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia 
establece que la atención a las personas en situación de dependencia y la 
promoción de su autonomía personal constituye uno de los principales retos de la 
política social de los países desarrollados al atender las necesidades de aquellas 
personas que, por encontrarse en situación de especial vulnerabilidad, requieren 
apoyos para desarrollar las actividades esenciales de la vida diaria, alcanzar 
una mayor autonomía personal y poder ejercer plenamente sus derechos de 
ciudadanía.

Quinto.- Que la citada Ley establece como su núcleo central, la creación 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD) que, 
sustentado en el respeto al marco competencial establecido constitucional y 
estatutariamente, sirve de cauce para la colaboración y participación de todas 
las Administraciones Públicas, Administración General del Estado, Comunidades 
Autónomas y, en su caso, Entidades Locales, a fin de lograr una optimización de 
los recursos existentes en el marco de dicho Sistema.

Sexto.- Que para el cumplimiento de los objetivos del SAAD, la Ley 
contempla, en su artículo 15, un catálogo de servicios, entre los que se encuentra 
el Servicio de Ayuda a Domicilio, que será proporcionado por las Comunidades 
Autónomas para promover la autonomía personal y atender a las necesidades 
de las personas con dificultades para realizar las actividades básicas de la vida 
diaria.

Séptimo.- Que la colaboración que se plantea en el presente Convenio con el 
Ayuntamiento de Blanca facilitará el cumplimiento de los fines de interés general 
consagrados por la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, procurando mantener a la 
persona dependiente en su propio entorno domiciliario con las garantías de una 
adecuada atención y calidad de vida, al tiempo que se garantiza su igualdad en 
todo el territorio de la Región de Murcia.

Así, el fin público que concurre, justifica la necesidad de llevar a cabo este 
Convenio para la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas 
dependientes, recurso necesario para la consecución de tal finalidad.

De conformidad con lo dispuesto en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, artículos 5 a 8; en el Decreto 56/1996, de 
24 de julio, por el que se regula el Registro General de Convenios y se dictan 
normas para la tramitación de éstos en el ámbito de la Administración Regional, 
y estando ambas partes conformes en la suscripción del mismo, lo llevan a efecto 
conforme a las siguientes 

Cláusulas

Primera.- Objeto

El presente Convenio tiene por objeto establecer la colaboración entre 
Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de Blanca, para la 
prestación, dentro de su ámbito territorial, del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia.
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Segunda.- Contenido del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas 
en situación de dependencia.

El Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación de dependencia 
es un Servicio constituido por el conjunto de actuaciones llevadas a cabo en el 
domicilio que se acredite como residencia habitual de las personas en situación de 
dependencia con el fin de atender las necesidades de la vida diaria e incrementar 
su autonomía, posibilitando la permanencia en el mismo.

Las actuaciones del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia se centraran en las necesidades de la persona dependiente y 
serán las siguientes:

 Servicios relacionados con la atención personal dirigidos a promover y 
mantener autonomía personal del beneficiario, a fomentar hábitos adecuados y a 
adquirir habilidades básicas en la realización de las actividades de la vida diaria.

 Servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o 
del hogar: limpieza, lavado, cocina u otros. Estos servicios sólo podrán prestarse 
conjuntamente con los señalados en el apartado anterior.

Estas actuaciones deberán ser prestadas por entidades o empresas 
debidamente acreditadas por el Servicio de Acreditación e Inspección de la 
Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia para la prestación de dicho servicio.

Tercera.- Beneficiarios del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Serán beneficiarios del Servicio de Ayuda a Domicilio aquellas personas que 
tengan reconocida una situación de dependencia en grado protegible y el derecho 
al Servicio de Ayuda a Domicilio, mediante resolución de reconocimiento del 
derecho de acceso a dicho servicio conforme a lo establecido en su Programa 
Individual de Atención, de acuerdo con lo establecido en la Ley 39/2006, de 14 
de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas 
en situación de dependencia.

Cuarta.- Intensidad del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas 
en situación de dependencia.

La intensidad del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia estará en función de lo establecido en la resolución por la que 
se apruebe el Programa Individual de Atención del beneficiario del servicio, de 
conformidad con lo previsto en la normativa de desarrollo de la Ley 39/2006, 
de 14 de diciembre y Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, por el 
que se regula las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a 
la Dependencia establecidas en la citada Ley, y en aquella otra normativa de 
desarrollo autonómico para tal fin. Así mismo, la prestación del Servicio de Ayuda 
a Domicilio en cuanto a su distribución diaria, se realizará a propuesta de los 
técnicos de Servicios Sociales de Atención Primaria del municipio, teniendo en 
cuenta tanto la intensidad reconocida como las necesidades del beneficiario 
que deben estar contenidas en el Certificado de inicio del servicio, que deberá 
incorporarse a la aplicación informática para tal fin. 

La propuesta de intensidad tendrá en cuenta, tanto los tramos regulados 
para cada grado de dependencia reconocido, como lo regulado en la distribución 
de horas para cubrir las necesidades personales y las de atención domésticas; 
teniendo en cuenta que las atenciones relacionadas con las necesidades 
domésticas o del hogar tienen carácter complementario a la atención personal, 
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por lo tanto sólo podrán prestarse conjuntamente con las de atención personal; 
y que las actuaciones de atención personal tienen carácter prioritario y deben 
suponer como mínimo el 50% de la intensidad reconocida. 

En cuanto al horario para las tareas de aseo y ayuda a la movilidad ( levantar) 
se desarrollaran, con carácter general, en horario de mañana de 7:00 a 11:00 
horas; y las tareas de aseo y ayuda a la movilidad (acostar) se desarrollaran, con 
carácter general, en horario de tarde a partir de las 18:00 horas.

En el caso de considerarse pertinente la prestación Servicio durante 
los sábados tarde, domingos y festivos, deberá tenerse en cuenta que sea 
para la cobertura de tareas personales, exclusivamente para personas con 
reconocimiento de grado 2 y 3 de dependencia y que no dispongan de ninguna 
posibilidad de ayuda y apoyo familiar y/o informal y deberá estar justificado en 
su Certificado de inicio.

Tanto la intensidad como la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio 
para personas en situación de dependencia sólo podrán ser modificadas por 
la Administración Regional, mediante la correspondiente modificación del 
Programa Individual de Atención. Las propuestas de cambios de intensidad de los 
beneficiarios con Resolución de reconocimiento del Servicio de Ayuda a Domicilio, 
deberán estar debidamente motivadas por los Servicios Sociales de Atención 
Primaria, quienes para tal efecto emitirán el correspondiente Informe Social o 
Nota Informativa, según proceda. Esta petición podrá ser, bien a petición del 
beneficiario, para lo cual deberá adjuntarse a la propuesta la solicitud de éste; o 
bien, en el ejercicio del seguimiento del servicio donde los profesionales valoren 
la necesidad de modificación, tanto en cantidad como en distribución de la 
intensidad reconocida, para lo cual, será necesario darle audiencia al interesado. 
El beneficiario del servicio, que deberá estar en alta, y mantendrá el Servicio con 
la intensidad reconocida, hasta que no se emita la correspondiente Resolución de 
revisión de su Programa Individual. 

Quinta.- Suspensión y extinción del Servicio de Ayuda a Domicilio.

La prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia se suspenderá o extinguirá por las causas establecidas en la 
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, en el Decreto 74/2011, de 20 de mayo, por 
el que se regula el procedimiento para el reconocimiento de la situación de 
dependencia y del derecho a los servicios y prestaciones económicas del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia y se establece el régimen de infracciones y sanciones, y demás 
normativa de desarrollo.

Sexta.- Presupuesto del Convenio.

El coste total del presente Convenio incluyendo en dicho importe la 
aportación que corresponda al usuario según la normativa del copago, durante el 
periodo comprendido desde el día 1 de abril de 2022 (salvo firma posterior) hasta 
el 31 de mayo de 2025, asciende a una cantidad máxima de trescientos cuarenta 
y cinco mil ochocientos euros (345.800,00 €), con la siguiente distribución:

PRESUPUESTO HORAS COSTE TOTAL CONVENIO APORTACIÓN USUARIOS APORTACIÓN IMAS

2022(01/04/2022 a 30/11/2022) 5.200 72.800,00 13.104,00 59.696,00

2023 (01/12/2022 a 30/11/2023) 7.800 109.200,00 19.656,00 89.544,00

2024 (01/12/2023 a 30/11/2024) 7.800 109.200,00 19.656,00 89.544,00

2025 (01/12/2024 a 31/05/2025) 3.900 54.600,00 9.828,00 44.772,00

TOTAL 24.700 345.800,00 62.244,00 283.556,00
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La determinación del coste de hora del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia se ha realizado a 14 €. 

Para la determinación de la participación de los beneficiarios en éste servicio, 
se tendrá en consideración el precio de referencia del Servicio de Ayuda a 
Domicilio para personas en situación de dependencia que se fija en 14 €/hora 
para los servicios relacionados para la atención personal y en 9 €/hora para 
los servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o del 
hogar, según establece el apartado 2, del artículo 12 del Decreto 126/2010 de 
28 de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la capacidad 
económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de las 
prestaciones económicas y servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la 
Dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

De conformidad con la normativa vigente, y más concretamente, con el 
Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, la intensidad de la prestación del 
Servicio de Ayuda a Domicilio se determina en número de horas mensuales de 
Atención, diferenciándose dentro de las horas de Ayuda a Domicilio, las horas 
relativas a necesidades de Atención Personal, para la realización de actividades 
de la vida diaria, de las horas relativas a necesidades de Atención Doméstica 
o del Hogar, según grado de dependencia, y de acuerdo a lo establecido en el 
Anexo II del Citado Decreto. Con base en lo anteriormente expuesto, el coste 
económico del presente convenio que para el ejercicio 2022, 2023, 2024 y 2025, 
se ha calculado teniendo en cuenta un máximo de 24.700 horas, lo que permite 
una cobertura real del mismo El precio se calculará multiplicando el número de 
horas que se establezcan en el Programa Individual de Atención por 14 €, coste 
de hora del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Los meses de diciembre de los años 2022, 2023 y 2024, se aplicaran a los 
créditos de los presupuestos vigentes en el ejercicio en el que se expidan las 
correspondientes facturas, para dar cumplimiento a lo estipulado en el convenio 
que determina que mensualmente se tramitará el pago del servicio de Ayuda a 
Domicilio, una vez que el representante legal de la entidad conveniada presente 
certificación acreditativa del coste del servicio y la aportación de los usuarios, 
acompañada de la relación nominal de los mismos con descripción de los servicios 
efectivamente prestados, según lo establecido en el apartado1), letra c de la 
cláusula octava de éste convenio.

La aportación estimada del IMAS será de doscientos ochenta y tres mil 
quinientos cincuenta y seis euros (283.556,00 €) comprendiendo las anualidades 
de 2022, 2023, 2024 y 2025; de acuerdo a lo reflejado en la tabla anterior, y 
se ordenará con cargo a la aplicación económica 51.03.00.313G 260.09, código 
proyecto 45429. 

Séptima.- Financiación del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia.

A)- Los usuarios participarán en el coste del servicio de acuerdo con lo 
establecido en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre. La cuantía correspondiente 
a la participación del beneficiario en la financiación del servicio será abonada por 
este, y se determinará según a lo dispuesto en el Decreto número 126/2010, 
de 28 de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la 
capacidad económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de 
las prestaciones económicas y servicios del Sistema de Autonomía y Atención 
a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y demás 
normativa de desarrollo.
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El beneficiario del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia quedará obligado, por la resolución de reconocimiento del 
derecho de acceso al Servicio de Ayuda a Domicilio, a abonar la cantidad que 
corresponda, y, en todo caso con veinte euros mensuales, si la cuantía obtenida 
en la aplicación de la fórmula resultara negativa o inferior a esta cantidad, en 
virtud de lo establecido en el apartado 4 del artículo 12 del Decreto número 
126/2010, de 28 de mayo. 

B)- El Instituto Murciano de Acción Social abonará a la Entidad Local, la 
cantidad que resulte de minorar el importe que deba ser abonado en virtud del 
copago por los usuarios del coste efectivo del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Octava.- Compromisos de las partes firmantes del Convenio.

1) El Instituto Murciano de Acción Social se compromete a:

a. Comunicar al Ayuntamiento de Blanca las altas y bajas en el Servicio,, de 
acuerdo al Convenio de colaboración suscrito entre la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia a través del Instituto Murciano de Acción Social y la Consejería 
de Hacienda y Administraciones Públicas de la Región de Murcia y el Ayuntamiento 
de Blanca para regular las condiciones y garantías en el intercambio electrónico 
de datos en entornos cerrados de comunicación de todos aquellos beneficiarios 
con derecho al mismo siempre que exista dotación presupuestaria y horas de 
prestación dotación presupuestaria y horas de prestación. 

b. Ceder al Ayuntamiento de Blanca los datos de carácter personal que 
obrando en sus ficheros, correspondan a las personas reconocidas con derecho a 
la prestación y que a tal efecto hayan sido recabados, cediéndose dichos datos, 
con el único y exclusivo fin de dar cumplimiento a la prestación del servicio en el 
marco del presente convenio, debiendo ser cancelados una vez finalizada dicha 
gestión. Los datos cedidos por el IMAS estarán sometidos a la normativa aplicable 
en materia de Protección de Datos de Carácter Personal.

c. Financiar el coste del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en 
situación de dependencia, de acuerdo con lo establecido en el presente Convenio. 
Para ello, tramitará mensualmente el pago del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia, una vez que el representante legal de 
la entidad conveniante presente certificación acreditativa del coste del servicio 
objeto del Convenio y la aportación de los usuarios, acompañada de la relación 
nominal de los mismos con descripción de los servicios efectivamente prestados 
junto con un informe del interventor u órgano equivalente acreditativo de que los 
datos certificados se corresponden con la información reflejada en la contabilidad.

El pago se efectuará como máximo dentro de los dos meses siguientes a 
la fecha de la presentación por el representante de la Entidad Local de la 
certificación acreditativa del coste y cumplimiento del servicio objeto del convenio 
acompañada de la documentación establecida al efecto en el párrafo anterior.

Dicha certificación se expedirá por meses vencidos dentro del plazo máximo 
de 10 días siguientes al periodo que corresponda, tal y como establece la letra f) 
del apartado siguiente.

Si se produjera por parte de éste Instituto demora en el pago, la Entidad 
Local tendrá derecho a percibir los intereses de demora en los términos previstos 
en el apartado 1 del artículo 24 del Decreto Legislativo 1/1999, de 2 de diciembre, 
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de la Región de 
Murcia.
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Para que haya lugar al inicio del cómputo de plazo para el devengo 
de intereses, la Entidad Local deberá de haber cumplido con su obligación 
de presentar la documentación necesaria en el registro administrativo 
correspondiente en tiempo y forma.

d. Seguimiento, supervisión y evaluación del Servicio.

e. Designar a un coordinador técnico y otro administrativo del Servicio de 
Ayuda a Domicilio en el desempeño de las tareas que se deriven del servicio para 
personas en situación de dependencia. Asistirán a las reuniones de coordinación 
técnica que serán convocadas por la Dirección General de Personas Mayores, 
que como mínimo tendrán una periodicidad trimestral. El contenido principal de 
estas reuniones versará sobre las altas y bajas de los beneficiarios, incidencias 
producidas (desistimiento, fallecimiento, modificación de las circunstancias 
que dieron lugar al reconocimiento del servicio...); ausencias domiciliarias 
(vacaciones, cambios de domicilio…) y cualquier otra circunstancia de interés 
para el servicio

2) El Ayuntamiento de Blanca se compromete a:

a. Prestar el servicio de Ayuda a Domicilio objeto de este Convenio según lo 
establecido en las cláusulas anteriores. 

b. La prestación del Servicio se iniciará, como máximo, en el plazo de 15 
días a contar desde la comunicación a los Servicios Sociales del Ayuntamiento, 
de la Resolución de reconocimiento al derecho del Servicio de Ayuda a Domicilio 
correspondiente. Dicho plazo, solo podrá excederse cuando los motivos por los 
cuales no se ha hecho efectivo el alta en el Servicio, sean por causa imputable al 
interesado, y ésta debe constar en el programa informático de gestión del Servicio 
con su correspondiente incidencia. Por otro lado, en casos de urgencia o extinción 
de otra prestación y/o Servicio derivados de un cambio de Programa Individual 
de Atención se acortará dicho plazo a fin de que se garantice la continuidad de 
su programa anteriormente citado. Igualmente se adjuntarán al citado programa, 
los Certificados de inicio del Servicio activo que deberán contener la distribución 
de tareas de ambas modalidades.

c. La Entidad local remitirá a través del programa informático de gestión 
del servicio, ICC, el documento de Diligencia de inicio en el que constara la 
distribución horaria semanal del beneficiario y su Programa de Atención Individual 
en el que se detallarán las tareas que se prestaran al mismo.

d. Remitir a la Dirección General de Personas Mayores del Instituto Murciano 
de Acción Social las solicitudes de baja de los beneficiarios así como las 
incidencias que puedan producirse, preferentemente a través del programa de 
gestión informático del servicio, o sede electrónica en un plazo máximo de tres 
días naturales.

e. En caso de baja voluntaria se adjuntará documento de renuncia al derecho 
a la prestación del Servicio, firmado por el interesado o representante legal, en su 
caso, haciendo constar el motivo de la misma y pudiéndolo incorporar la Entidad 
Local, al programa de gestión informático.

f. Expedir la certificación acreditativa del coste y cumplimiento del servicio 
objeto del convenio por meses vencidos dentro del plazo máximo de los 10 
días siguientes al periodo que corresponda y se presentará para su pago 
mensualmente a la Dirección General de Personas Mayores del Instituto Murciano 
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de Acción Social, reflejando la diferencia resultante entre las cantidades abonadas 
por los usuarios y el coste mensual del servicio.

g. Recaudar de los usuarios el importe correspondiente de su participación 
en el coste mensual del servicio

h. Respetar la legislación sobre tratamiento informatizado de datos de 
carácter personal, y asumir las responsabilidades que pudieran corresponderle.

i. Comunicar cualquier propuesta de modificación que pudiera surgir en el 
desarrollo y ejecución del Servicio.

j. Designar a un coordinador técnico y otro administrativo del Servicio de 
Ayuda a Domicilio en el desempeño de las tareas que se deriven del servicio para 
personas en situación de dependencia. Asistirán a las reuniones de coordinación 
técnica con representantes de la Dirección General de Personas Mayores, que 
como mínimo tendrán una periodicidad trimestral. El contenido principal de 
estas reuniones versará sobre las altas y bajas de los beneficiarios, incidencias 
producidas (desistimiento, fallecimiento, modificación de las circunstancias que 
dieron lugar al reconocimiento del servicio); ausencias domiciliarias (vacaciones, 
cambios de domicilio) y cualquier otra circunstancia de interés para el servicio. 
La entidad adjudicataria aportará a estas reuniones la documentación justificativa 
del contenido de las mismas.

Novena.- Contratación. Responsabilidades.

La Entidad Local podrá contratar el servicio de ayuda a domicilio. Para ello, 
deberá de atenerse a las siguientes estipulaciones:

 La Entidad Local deberá comunicar por escrito al IMAS la intención de 
celebrar los contratos que procedan. Igualmente, y antes de la formalización 
del contrato se deberá acreditar la aptitud del contratista para ejecutarlo por 
referencia a los elementos técnicos y humanos de que dispone y a su experiencia. 
En el caso que el contratista tuviera la clasificación adecuada para realizar el 
objeto de la contratación, la acreditación de esta circunstancia eximirá a la 
Entidad Local de la necesidad de justificar ante el IMAS la aptitud de aquel. 

 La Entidad Local habrá de establecer en el contrato que celebre, como 
mínimo, las mismas condiciones establecidas en el presente Convenio para la 
prestación del servicio de Ayuda a Domicilio.

 La Entidad Local deberá presentar al IMAS copia del contrato firmado con 
el contratista en el plazo de quince días desde su formalización.

Con independencia de la contratación o no de la gestión del Servicio de Ayuda 
a Domicilio, corresponderá a la Entidad Local la responsabilidad patrimonial 
derivada de las acciones u omisiones con resultado dañoso en las que intervenga 
culpa o negligencia, realizadas por los trabajadores o usuarios del Servicio de 
Ayuda a Domicilio. Asimismo corresponderá a la Entidad Local la responsabilidad 
por los hechos derivados de la indebida práctica profesional o de acciones u 
omisiones negligentes de los trabajadores a cargo de esta Entidad, así como las 
responsabilidades de carácter sanitario, fiscal, laboral, de Seguridad Social, y las 
demás que le sean de obligado cumplimiento según las disposiciones establecidas 
por la legislación vigente.

Décima.- Comisión de Seguimiento.

El seguimiento de la ejecución del presente Convenio se llevará a cabo a 
través de una Comisión formada por cinco miembros. La Comisión será presidida 
por el titular de la Dirección Gerencial del Instituto Murciano de Acción Social 
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o persona en quien delegue, y se reunirá a convocatoria de su presidente y a 
propuesta de cualquiera de las partes.

Formarán parte de la misma, en representación de la Administración 
Regional, el titular de la Dirección Gerencial o persona en quien delegue, y dos 
Técnicos de la Dirección General de Personas Mayores. Por parte de la Entidad 
Local, dos representantes designados por la misma.

Serán funciones de la citada Comisión de seguimiento, la vigilancia y 
control de la ejecución del convenio y de los compromisos adquiridos por las 
partes. Resolverá los problemas de interpretación y cumplimiento que pudieran 
plantearse en el presente Convenio; establecer las determinaciones que en su 
caso fueran necesarias para el adecuado desarrollo de las actuaciones objeto del 
Convenio, y cualesquiera otras modificaciones no sustanciales conducentes al 
logro de las actuaciones previstas.

Se reunirá una vez al año, sin perjuicio de que puedan hacerlo más veces si 
así lo estimase necesario cualquiera de las partes. El Presidente de la Comisión 
de Seguimiento dirimirá con su voto los empates a efectos de adoptar acuerdos.

Decimoprimera.- Publicidad.

En cualquier tipo de publicidad realizada sobre el objeto de este Convenio, se 
hará constar la colaboración de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias 
y Política Social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y del IMAS, 
mediante el símbolo de la Red Pública Regional de Servicios Sociales (Decreto 
58/1990, de 26 de julio, del Símbolo de la Red Pública Regional de Servicios 
Sociales).

Decimosegunda.- Control sobre las actuaciones.

Los servicios competentes de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, 
Familias y Política Social podrán, de oficio o a instancia de parte, comprobar el 
cumplimiento de la normativa que le es de aplicación, la veracidad de los datos 
alegados por el Ayuntamiento de Blanca y el destino dado a los fondos obtenidos, 
especialmente afectados a su fin.

Decimotercera.- Resolución del Convenio.

El Convenio se podrá resolver por cualquiera de las siguientes causas:

a) El transcurso del plazo de vigencia del convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de todos los firmantes.

c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte 
de alguno de los firmantes.

En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora 
un requerimiento para que cumpla en un plazo de diez días con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado 
al responsable del mecanismo de seguimiento, vigilancia y control de la ejecución 
del convenio y a las demás partes firmantes.

Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el 
incumplimiento, la parte que lo dirigió notificará a las partes firmantes la 
concurrencia de la causa de resolución y se entenderá resuelto el convenio. 

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del convenio.

La resolución del convenio dará lugar a la liquidación del mismo con el objeto 
de determinar las obligaciones y compromisos de cada una de las partes, de 
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conformidad con lo establecido en el artículo 52 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público 

Decimocuarta.- Régimen de modificación del Convenio.

A propuesta del IMAS o del Ayuntamiento, y previo acuerdo de las partes, 
se podrá modificar el presente convenio de conformidad con lo dispuesto en el 
apartado g) del artículo 49 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.

Decimoquinta.- Vigencia y prórroga.

El presente Convenio surtirá efectos el día 1 de abril de 2022, (salvo su firma 
posterior) y se extenderá su vigencia hasta el 31 de mayo de 2025. 

En cualquier momento antes de la finalización del plazo de vigencia 
previsto, los firmantes podrán acordar unánimemente su prórroga o extinción de 
conformidad con lo dispuesto en el número 2.ª del apartado h) del artículo 49 de 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Decimosexta.- Jurisdicción competente.

El presente Convenio tiene naturaleza administrativa. Por consiguiente, 
las controversias que pudieran surgir respecto a su interpretación, ejecución, 
modificación, resolución y efectos y que no hubieran podido solventarse por la 
Comisión de Seguimiento, se someterán al Orden Jurisdiccional Contencioso – 
Administrativo.

Decimoséptima.- Transparencia y acceso a la información pública.

El convenio suscrito será puesto a disposición de los ciudadanos en el 
correspondiente Portal de Transparencia, en aplicación de lo dispuesto en la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno, así como en la Ley 12/2014, de 16 de diciembre, de 
Transparencia y Participación Ciudadana de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia y demás normativa de desarrollo de la misma, y en prueba de ello lo 
firman, el Alcalde-Presidente del Excmo. Ayuntamiento de Blanca, la Consejera 
de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia en fecha 29 de marzo de 2022 y la Secretaria, en calidad 
de Fedataria, del Excmo. Ayuntamiento de Blanca en fecha 31 de marzo de 2022.

Por la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, la Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Políticas Sociales, Isabel Franco Sánchez.—Por 
el Ayuntamiento de Blanca, el Alcalde, Pedro Luis Molina Cano.—En calidad de 
fedataria, la Secretaria Acumulada, María Luisa Jiménez Hernández.

NPE: A-190422-1856



Página 10693Número 89	 Martes, 19 de abril de 2022

I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social

1857	 Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto 
Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de Lorquí, para la 
prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda 
a domicilio para personas dependientes.

Resolución

Visto el “Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el 
Ayuntamiento de Lorquí, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, 
del servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes“, y teniendo en 
cuenta que tanto el objeto del convenio como las obligaciones establecidas en el 
mismo regulan un marco de colaboración que concierne al interés público de esta 
Consejería, y a los efectos de lo dispuesto en el artículo 14 del Decreto Regional 
56/1996, de 24 de julio, sobre tramitación de los Convenios en el ámbito de la 
Administración Regional,

Resuelvo:

Publicar en el Boletín Oficial de la Región de Murcia el texto de “Convenio de 
colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a 
través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de Lorquí, para 
la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio 
para personas dependientes”, firmado por el Alcalde-Presidente del Excmo. 
Ayuntamiento de Lorqui, por la Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias 
y Política Social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y por la 
Secretaria, en calidad de Fedataria, del Excmo. Ayuntamiento de Lorquí en fecha 
30 de marzo de 2022.

Murcia, 30 de marzo de 2022.—La Secretaria General, M.ª Raquel Cancela 
Fernández.
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Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social y 
el Ayuntamiento de Lorquí, para la prestación, dentro de su ámbito 

territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes

De una parte, la Excma. Sra. D.ª Isabel Franco Sánchez, Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia, que actúa en nombre y representación de la citada Consejería, por su 
nombramiento mediante Decreto de Presidencia n.º 31/2019, de 31 de julio, y en 
virtud de la competencia que tiene atribuida por los artículos 7.2 y 16.2 a) y ñ) 
de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de Organización y Régimen Jurídico de la 
Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y cuya 
celebración ha sido autorizada por Acuerdo del Consejo de Gobierno de fecha 24 de 
marzo de 2022.

De otra, el Ilmo. D. Joaquín Hernández Gomáriz Alcalde del Ayuntamiento 
de Lorquí, en representación de dicha entidad, con CIF P3002500A, en virtud de 
acuerdo de la Junta de Gobierno de fecha 9 de febrero de 2022, asistido por D.ª 
Laura Bastida Chacón, Secretaria General de dicha Corporación, como fedataria 
para la formalización del presente convenio, de conformidad con lo dispuesto por 
el art.3.2.i) del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el 
Régimen Jurídico de los funcionarios de la Administración Local con habilitación 
de carácter nacional.

Ambas partes se reconocen mutuamente con capacidad suficiente para el 
otorgamiento del presente Convenio, y a tal efecto

Manifiestan:

Primero.- Que el Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia establece, 
en su artículo 10, apartado uno, número 18, la competencia exclusiva de la 
Comunidad Autónoma en materia de asistencia y bienestar social.

Segundo.- Que la Ley 1/2006, de 10 abril, de Creación del Instituto Murciano 
de Acción Social (IMAS), establece que este Organismo Autónomo, se adscribe a 
la Consejería competente en materia de Servicios Sociales, y se constituye con la 
finalidad de ejecutar las competencias de administración y gestión de servicios, 
prestaciones y programas sociales de acuerdo con los principios establecidos en 
la Ley 3/2021, de 29 de julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia.

En este sentido, el artículo 3 de la citada Ley 1/2006 de 10 de abril, atribuye 
al Instituto Murciano de Acción Social, para el cumplimiento de sus fines, la 
posibilidad de celebrar convenios de colaboración y cooperación con cualquier 
persona, pública o privada, cuyos objetivos y actividades sean de interés en la 
gestión de los servicios sociales que tiene encomendados, cuya formalización se 
realizará en los términos previstos en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.

Tercero.- Que las Entidades Locales son competentes en la prestación 
de servicios sociales, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 3/2021, de 29 de 
julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia, en concordancia con la Ley 
7/1985 de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, modificada 
por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de 
la Administración Local (conforme a la Sentencia 41/2016, de 3 de marzo, del 
Tribunal Constitucional).
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Cuarto.- Que la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia 
establece que la atención a las personas en situación de dependencia y la 
promoción de su autonomía personal constituye uno de los principales retos de la 
política social de los países desarrollados al atender las necesidades de aquellas 
personas que, por encontrarse en situación de especial vulnerabilidad, requieren 
apoyos para desarrollar las actividades esenciales de la vida diaria, alcanzar 
una mayor autonomía personal y poder ejercer plenamente sus derechos de 
ciudadanía.

Quinto.- Que la citada Ley establece como su núcleo central, la creación 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD) que, 
sustentado en el respeto al marco competencial establecido constitucional y 
estatutariamente, sirve de cauce para la colaboración y participación de todas 
las Administraciones Públicas, Administración General del Estado, Comunidades 
Autónomas y, en su caso, Entidades Locales, a fin de lograr una optimización de 
los recursos existentes en el marco de dicho Sistema.

Sexto.- Que para el cumplimiento de los objetivos del SAAD, la Ley 
contempla, en su artículo 15, un catálogo de servicios, entre los que se encuentra 
el Servicio de Ayuda a Domicilio, que será proporcionado por las Comunidades 
Autónomas para promover la autonomía personal y atender a las necesidades 
de las personas con dificultades para realizar las actividades básicas de la vida 
diaria.

Séptimo.- Que la colaboración que se plantea en el presente Convenio con el 
Ayuntamiento de Lorquí facilitará el cumplimiento de los fines de interés general 
consagrados por la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, procurando mantener a la 
persona dependiente en su propio entorno domiciliario con las garantías de una 
adecuada atención y calidad de vida, al tiempo que se garantiza su igualdad en 
todo el territorio de la Región de Murcia.

Así, el fin público que concurre, justifica la necesidad de llevar a cabo este 
Convenio para la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas 
dependientes, recurso necesario para la consecución de tal finalidad.

De conformidad con lo dispuesto en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, artículos 5 a 8; en el Decreto 56/1996, de 
24 de julio, por el que se regula el Registro General de Convenios y se dictan 
normas para la tramitación de éstos en el ámbito de la Administración Regional, 
y estando ambas partes conformes en la suscripción del mismo, lo llevan a efecto 
conforme a las siguientes 

Cláusulas

Primera.- Objeto

El presente convenio tiene por objeto establecer la colaboración entre 
Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de Lorquí, para la 
prestación, dentro de su ámbito territorial, del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia.

Segunda.- Contenido del servicio de ayuda a domicilio para personas 
en situación de dependencia.

El Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación de dependencia 
es un Servicio constituido por el conjunto de actuaciones llevadas a cabo en el 
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domicilio que se acredite como residencia habitual de las personas en situación de 
dependencia con el fin de atender las necesidades de la vida diaria e incrementar 
su autonomía, posibilitando la permanencia en el mismo.

Las actuaciones del servicio de ayuda a domicilio para personas en situación 
de dependencia se centraran en las necesidades de la persona dependiente y 
serán las siguientes:

 Servicios relacionados con la atención personal dirigidos a promover y 
mantener autonomía personal del beneficiario, a fomentar hábitos adecuados y a 
adquirir habilidades básicas en la realización de las actividades de la vida diaria.

 Servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o 
del hogar: limpieza, lavado, cocina u otros. Estos servicios sólo podrán prestarse 
conjuntamente con los señalados en el apartado anterior.

Estas actuaciones deberán ser prestadas por entidades o empresas 
debidamente acreditadas por el Servicio de Acreditación e Inspección de la 
Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia para la prestación de dicho servicio.

Tercera.- Beneficiarios del servicio de ayuda a domicilio.

Serán beneficiarios del Servicio de Ayuda a Domicilio aquellas personas que 
tengan reconocida una situación de dependencia en grado protegible y el derecho 
al Servicio de Ayuda a Domicilio, mediante resolución de reconocimiento del 
derecho de acceso a dicho servicio conforme a lo establecido en su Programa 
Individual de Atención, de acuerdo con lo establecido en la Ley 39/2006, de 14 
de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas 
en situación de dependencia.

Cuarta.- Intensidad del servicio de ayuda a domicilio para personas 
en situación de dependencia.

La intensidad del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia estará en función de lo establecido en la resolución por la que 
se apruebe el Programa Individual de Atención del beneficiario del servicio, de 
conformidad con lo previsto en la normativa de desarrollo de la Ley 39/2006, 
de 14 de diciembre y Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, por el 
que se regula las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a 
la Dependencia establecidas en la citada Ley, y en aquella otra normativa de 
desarrollo autonómico para tal fin. Así mismo, la prestación del Servicio de Ayuda 
a Domicilio en cuanto a su distribución diaria, se realizará a propuesta de los 
técnicos de Servicios Sociales de Atención Primaria del municipio, teniendo en 
cuenta tanto la intensidad reconocida como las necesidades del beneficiario 
que deben estar contenidas en el Certificado de inicio del servicio, que deberá 
incorporarse a la aplicación informática para tal fin. 

La propuesta de intensidad tendrá en cuenta, tanto los tramos regulados 
para cada grado de dependencia reconocido, como lo regulado en la distribución 
de horas para cubrir las necesidades personales y las de atención domésticas; 
teniendo en cuenta que las atenciones relacionadas con las necesidades 
domésticas o del hogar tienen carácter complementario a la atención personal, 
por lo tanto sólo podrán prestarse conjuntamente con las de atención personal; 
y que las actuaciones de atención personal tienen carácter prioritario y deben 
suponer como mínimo el 50% de la intensidad reconocida. 
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En cuanto al horario para las tareas de aseo y ayuda a la movilidad ( levantar) 
se desarrollaran, con carácter general, en horario de mañana de 7:00 a 11:00 
horas; y las tareas de aseo y ayuda a la movilidad (acostar) se desarrollarán, con 
carácter general, en horario de tarde a partir de las 18:00 horas.

En el caso de considerarse pertinente la prestación Servicio durante los sábados 
tarde, domingos y festivos, deberá tenerse en cuenta que sea para la cobertura de 
tareas personales, exclusivamente para personas con reconocimiento de grado 2 
y 3 de dependencia y que no dispongan de ninguna posibilidad de ayuda y apoyo 
familiar y/o informal y deberá estar justificado en su Certificado de inicio.

Tanto la intensidad como la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio 
para personas en situación de dependencia sólo podrán ser modificadas por 
la Administración Regional, mediante la correspondiente modificación del 
Programa Individual de Atención. Las propuestas de cambios de intensidad de los 
beneficiarios con Resolución de reconocimiento del Servicio de Ayuda a Domicilio, 
deberán estar debidamente motivadas por los Servicios Sociales de Atención 
Primaria, quienes para tal efecto emitirán el correspondiente Informe Social o 
Nota Informativa, según proceda. Esta petición podrá ser, bien a petición del 
beneficiario, para lo cual deberá adjuntarse a la propuesta la solicitud de éste; o 
bien, en el ejercicio del seguimiento del servicio donde los profesionales valoren 
la necesidad de modificación, tanto en cantidad como en distribución de la 
intensidad reconocida, para lo cual, será necesario darle audiencia al interesado. 
El beneficiario del servicio, que deberá estar en alta, y mantendrá el Servicio con 
la intensidad reconocida, hasta que no se emita la correspondiente Resolución de 
revisión de su Programa Individual. 

Quinta.- Suspensión y extinción del servicio de ayuda a domicilio.

La prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia se suspenderá o extinguirá por las causas establecidas en la 
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, en el Decreto 74/2011, de 20 de mayo, por 
el que se regula el procedimiento para el reconocimiento de la situación de 
dependencia y del derecho a los servicios y prestaciones económicas del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia y se establece el régimen de infracciones y sanciones, y demás 
normativa de desarrollo.

Sexta.- Presupuesto del convenio.

El coste total del presente convenio incluyendo en dicho importe la aportación 
que corresponda al usuario según la normativa del copago, durante el periodo 
comprendido desde el día 1 de abril de 2022 (salvo firma posterior) hasta el 31 
de mayo de 2025, asciende a una cantidad máxima de trescientos setenta y dos 
mil cuatrocientos euros (372.400,00 €), con la siguiente distribución:

Presupuesto Horas Coste total convenio Aportación usuarios Aportación IMAS
2022 (01/04/2022 a 30/11/2022) 5.600 78.400,00 14.112,00 64.288,00
2023 (01/12/2022 a 30/11/2023) 8.400 117.600,00 21.168,00 96.432,00
2024 (01/12/2023 a 30/11/2024) 8.400 117.600,00 21.168,00 96.432,00
2025 (01/12/2024 a 31/05/2025) 4.200 58.800,00 10.584,00 48.216,00
TOTAL 26.600 372.400,00 67.032,00 305.368,00

La determinación del coste de hora del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia se ha realizado a 14 €. 
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Para la determinación de la participación de los beneficiarios en este 
servicio, se tendrá en consideración el precio de referencia del Servicio de 
Ayuda a Domicilio para personas en situación de dependencia que se fija en 
14 €/hora para los servicios relacionados para la atención personal y en 9 
€/hora para los servicios relacionados con la atención de las necesidades 
domésticas o del hogar, según establece el apartado 2, del artículo 12 del 
Decreto 126/2010 de 28 de mayo, por el que se establecen los criterios para 
determinar la capacidad económica de los beneficiarios y su participación 
en la financiación de las prestaciones económicas y servicios del Sistema de 
Autonomía y Atención a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia.

De conformidad con la normativa vigente, y más concretamente, con el 
Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, la intensidad de la prestación del 
Servicio de Ayuda a Domicilio se determina en número de horas mensuales de 
Atención, diferenciándose dentro de las horas de Ayuda a Domicilio, las horas 
relativas a necesidades de Atención Personal, para la realización de actividades 
de la vida diaria, de las horas relativas a necesidades de Atención Doméstica 
o del Hogar, según grado de dependencia, y de acuerdo a lo establecido en el 
Anexo II del Citado Decreto. Con base en lo anteriormente expuesto, el coste 
económico del presente convenio que para el ejercicio 2022, 2023, 2024 y 2025, 
se ha calculado teniendo en cuenta un máximo de horas, lo que permite una 
cobertura real del mismo El precio se calculará multiplicando el número de horas 
que se establezcan en el Programa Individual de Atención por 14 €, coste de hora 
del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Los meses de diciembre de los años 2022, 2023 y 2024, se aplicaran a los 
créditos de los presupuestos vigentes en el ejercicio en el que se expidan las 
correspondientes facturas, para dar cumplimiento a lo estipulado en el convenio 
que determina que mensualmente se tramitará el pago del servicio de Ayuda a 
Domicilio, una vez que el representante legal de la entidad conveniada presente 
certificación acreditativa del coste del servicio y la aportación de los usuarios, 
acompañada de la relación nominal de los mismos con descripción de los servicios 
efectivamente prestados, según lo establecido en el apartado1), letra c de la 
cláusula octava de este convenio.

La aportación estimada del IMAS será de trescientos cinco mil trescientos 
sesenta y ocho euros (305.368,00 €) comprendiendo las anualidades de 2022, 
2023, 2024 y 2025; de acuerdo a lo reflejado en la tabla anterior, y se ordenará con 
cargo a la aplicación económica 51.03.00.313G 260.09, código proyecto 46188. 

Séptima.- Financiación del servicio de ayuda a domicilio para personas 
en situación de dependencia.

A)- Los usuarios participarán en el coste del servicio de acuerdo con lo 
establecido en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre. La cuantía correspondiente 
a la participación del beneficiario en la financiación del servicio será abonada por 
este, y se determinará según a lo dispuesto en el Decreto número 126/2010, 
de 28 de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la 
capacidad económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de 
las prestaciones económicas y servicios del Sistema de Autonomía y Atención 
a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y demás 
normativa de desarrollo.
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El beneficiario del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia quedará obligado, por la resolución de reconocimiento del 
derecho de acceso al Servicio de Ayuda a Domicilio, a abonar la cantidad que 
corresponda, y, en todo caso con veinte euros mensuales, si la cuantía obtenida 
en la aplicación de la fórmula resultara negativa o inferior a esta cantidad, en 
virtud de lo establecido en el apartado 4 del artículo 12 del Decreto número 
126/2010, de 28 de mayo. 

B)- El Instituto Murciano de Acción Social abonará a la Entidad Local, la 
cantidad que resulte de minorar el importe que deba ser abonado en virtud del 
copago por los usuarios del coste efectivo del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Octava.- Compromisos de las partes firmantes del convenio.

1) El Instituto Murciano de Acción Social se compromete a:

a. Comunicar al Ayuntamiento de Lorquí las altas y bajas en el Servicio, de 
acuerdo al Convenio de colaboración suscrito entre la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia a través del Instituto Murciano de Acción Social y la Consejería 
de Hacienda y Administraciones Públicas de la Región de Murcia y el Ayuntamiento 
de Lorquí para regular las condiciones y garantías en el intercambio electrónico 
de datos en entornos cerrados de comunicación de todos aquellos beneficiarios 
con derecho al mismo siempre que exista dotación presupuestaria y horas de 
prestación dotación presupuestaria y horas de prestación. 

b. Ceder al Ayuntamiento de Lorquí los datos de carácter personal que 
obrando en sus ficheros, correspondan a las personas reconocidas con derecho a 
la prestación y que a tal efecto hayan sido recabados, cediéndose dichos datos, 
con el único y exclusivo fin de dar cumplimiento a la prestación del servicio en el 
marco del presente convenio, debiendo ser cancelados una vez finalizada dicha 
gestión. Los datos cedidos por el IMAS estarán sometidos a la normativa aplicable 
en materia de Protección de Datos de Carácter Personal.

c. Financiar el coste del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en 
situación de dependencia, de acuerdo con lo establecido en el presente Convenio. 
Para ello, tramitará mensualmente el pago del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia, una vez que el representante legal de 
la entidad conveniante presente certificación acreditativa del coste del servicio 
objeto del Convenio y la aportación de los usuarios, acompañada de la relación 
nominal de los mismos con descripción de los servicios efectivamente prestados 
junto con un informe del interventor ú órgano equivalente acreditativo de que los 
datos certificados se corresponden con la información reflejada en la contabilidad.

El pago se efectuará como máximo dentro de los dos meses siguientes a 
la fecha de la presentación por el representante de la Entidad Local de la 
certificación acreditativa del coste y cumplimiento del servicio objeto del convenio 
acompañada de la documentación establecida al efecto en el párrafo anterior.

Dicha certificación se expedirá por meses vencidos dentro del plazo máximo 
de 10 días siguientes al periodo que corresponda, tal y como establece la letra f) 
del apartado siguiente.

Si se produjera por parte de éste Instituto demora en el pago, la Entidad 
Local tendrá derecho a percibir los intereses de demora en los términos previstos 
en el apartado 1 del artículo 24 del Decreto Legislativo 1/1999, de 2 de diciembre, 
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de la Región de 
Murcia.
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Para que haya lugar al inicio del cómputo de plazo para el devengo 
de intereses, la Entidad Local deberá de haber cumplido con su obligación 
de presentar la documentación necesaria en el registro administrativo 
correspondiente en tiempo y forma.

d. Seguimiento, supervisión y evaluación del Servicio.

e. Designar a un coordinador técnico y otro administrativo del Servicio de 
Ayuda a Domicilio en el desempeño de las tareas que se deriven del servicio para 
personas en situación de dependencia. Asistirán a las reuniones de coordinación 
técnica que serán convocadas por la Dirección General de Personas Mayores, 
que como mínimo tendrán una periodicidad trimestral. El contenido principal de 
estas reuniones versará sobre las altas y bajas de los beneficiarios, incidencias 
producidas (desistimiento, fallecimiento, modificación de las circunstancias que 
dieron lugar al reconocimiento del servicio...); ausencias domiciliarias (vacaciones, 
cambios de domicilio…) y cualquier otra circunstancia de interés para el servicio

2) El Ayuntamiento de Lorquí se compromete a:

a. Prestar el servicio de Ayuda a Domicilio objeto de este Convenio según lo 
establecido en las cláusulas anteriores. 

b. La prestación del Servicio se iniciará, como máximo, en el plazo de 15 
días a contar desde la comunicación a los Servicios Sociales del Ayuntamiento, 
de la Resolución de reconocimiento al derecho del Servicio de Ayuda a Domicilio 
correspondiente. Dicho plazo, solo podrá excederse cuando los motivos por los 
cuales no se ha hecho efectivo el alta en el Servicio, sean por causa imputable al 
interesado, y ésta debe constar en el programa informático de gestión del Servicio 
con su correspondiente incidencia. Por otro lado, en casos de urgencia o extinción 
de otra prestación y/o Servicio derivados de un cambio de Programa Individual 
de Atención se acortará dicho plazo a fin de que se garantice la continuidad de 
su programa anteriormente citado. Igualmente se adjuntarán al citado programa, 
los Certificados de inicio del Servicio activo que deberán contener la distribución 
de tareas de ambas modalidades.

c. La Entidad local remitirá a través del programa informático de gestión 
del servicio, ICC, el documento de Diligencia de inicio en el que constara la 
distribución horaria semanal del beneficiario y su Programa de Atención Individual 
en el que se detallarán las tareas que se prestaran al mismo.

d. Remitir a la Dirección General de Personas Mayores del Instituto Murciano 
de Acción Social las solicitudes de baja de los beneficiarios así como las 
incidencias que puedan producirse, preferentemente a través del programa de 
gestión informático del servicio, o sede electrónica en un plazo máximo de tres 
días naturales.

e. En caso de baja voluntaria se adjuntará documento de renuncia al derecho 
a la prestación del Servicio, firmado por el interesado o representante legal, en su 
caso, haciendo constar el motivo de la misma y pudiéndolo incorporar la Entidad 
Local, al programa de gestión informático.

f. Expedir la certificación acreditativa del coste y cumplimiento del servicio 
objeto del convenio por meses vencidos dentro del plazo máximo de los 10 
días siguientes al periodo que corresponda y se presentará para su pago 
mensualmente a la Dirección General de Personas Mayores del Instituto Murciano 
de Acción Social, reflejando la diferencia resultante entre las cantidades abonadas 
por los usuarios y el coste mensual del servicio.
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g. Recaudar de los usuarios el importe correspondiente de su participación 
en el coste mensual del servicio

h. Respetar la legislación sobre tratamiento informatizado de datos de 
carácter personal, y asumir las responsabilidades que pudieran corresponderle.

i. Comunicar cualquier propuesta de modificación que pudiera surgir en el 
desarrollo y ejecución del Servicio.

j. Designar a un coordinador técnico y otro administrativo del Servicio de 
Ayuda a Domicilio en el desempeño de las tareas que se deriven del servicio para 
personas en situación de dependencia. Asistirán a las reuniones de coordinación 
técnica con representantes de la Dirección General de Personas Mayores, que 
como mínimo tendrán una periodicidad trimestral. El contenido principal de 
estas reuniones versará sobre las altas y bajas de los beneficiarios, incidencias 
producidas (desistimiento, fallecimiento, modificación de las circunstancias 
que dieron lugar al reconocimiento del servicio...); ausencias domiciliarias 
(vacaciones, cambios de domicilio) y cualquier otra circunstancia de interés para 
el servicio. La entidad adjudicataria aportará a estas reuniones la documentación 
justificativa del contenido de las mismas.

Novena.- Contratación. Responsabilidades.

La Entidad Local podrá contratar el servicio de ayuda a domicilio. Para ello, 
deberá de atenerse a las siguientes estipulaciones:

 La Entidad Local deberá comunicar por escrito al IMAS la intención de 
celebrar los contratos que procedan. Igualmente, y antes de la formalización 
del contrato se deberá acreditar la aptitud del contratista para ejecutarlo por 
referencia a los elementos técnicos y humanos de que dispone y a su experiencia. 
En el caso que el contratista tuviera la clasificación adecuada para realizar el 
objeto de la contratación, la acreditación de esta circunstancia eximirá a la 
Entidad Local de la necesidad de justificar ante el IMAS la aptitud de aquel. 

 La Entidad Local habrá de establecer en el contrato que celebre, como 
mínimo, las mismas condiciones establecidas en el presente Convenio para la 
prestación del servicio de Ayuda a Domicilio.

 La Entidad Local deberá presentar al IMAS copia del contrato firmado con 
el contratista en el plazo de quince días desde su formalización.

Con independencia de la contratación o no de la gestión del Servicio de Ayuda 
a Domicilio, corresponderá a la Entidad Local la responsabilidad patrimonial 
derivada de las acciones u omisiones con resultado dañoso en las que intervenga 
culpa o negligencia, realizadas por los trabajadores o usuarios del Servicio de 
Ayuda a Domicilio. Asimismo corresponderá a la Entidad Local la responsabilidad 
por los hechos derivados de la indebida práctica profesional o de acciones u 
omisiones negligentes de los trabajadores a cargo de esta Entidad, así como las 
responsabilidades de carácter sanitario, fiscal, laboral, de Seguridad Social, y las 
demás que le sean de obligado cumplimiento según las disposiciones establecidas 
por la legislación vigente.

Décima.- Comisión de Seguimiento.

El seguimiento de la ejecución del presente convenio se llevará a cabo a 
través de una Comisión formada por cinco miembros. La Comisión será presidida 
por el titular de la Dirección Gerencial del Instituto Murciano de Acción Social 
o persona en quien delegue, y se reunirá a convocatoria de su presidente y a 
propuesta de cualquiera de las partes.
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Formarán parte de la misma, en representación de la Administración 
Regional, el titular de la Dirección Gerencial o persona en quien delegue, y dos 
Técnicos de la Dirección General de Personas Mayores. Por parte de la Entidad 
Local, dos representantes designados por la misma.

Serán funciones de la citada Comisión de seguimiento, la vigilancia y 
control de la ejecución del convenio y de los compromisos adquiridos por las 
partes. Resolverá los problemas de interpretación y cumplimiento que pudieran 
plantearse en el presente Convenio; establecer las determinaciones que en su 
caso fueran necesarias para el adecuado desarrollo de las actuaciones objeto del 
Convenio, y cualesquiera otras modificaciones no sustanciales conducentes al 
logro de las actuaciones previstas.

Se reunirá una vez al año, sin perjuicio de que puedan hacerlo más veces si 
así lo estimase necesario cualquiera de las partes. El Presidente de la Comisión 
de Seguimiento dirimirá con su voto los empates a efectos de adoptar acuerdos.

Decimoprimera.- Publicidad.

En cualquier tipo de publicidad realizada sobre el objeto de este Convenio, se 
hará constar la colaboración de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias 
y Política Social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y del IMAS, 
mediante el símbolo de la Red Pública Regional de Servicios Sociales (Decreto 
58/1990, de 26 de julio, del Símbolo de la Red Pública Regional de Servicios 
Sociales).

Decimosegunda.- Control sobre las actuaciones.

Los servicios competentes de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, 
Familias y Política Social podrán, de oficio o a instancia de parte, comprobar el 
cumplimiento de la normativa que le es de aplicación, la veracidad de los datos 
alegados por el Ayuntamiento de Lorquí y el destino dado a los fondos obtenidos, 
especialmente afectados a su fin.

Decimotercera.- Resolución del convenio.

El convenio se podrá resolver por cualquiera de las siguientes causas:

a) El transcurso del plazo de vigencia del convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de todos los firmantes.

c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte 
de alguno de los firmantes.

En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora 
un requerimiento para que cumpla en un plazo de diez días con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado 
al responsable del mecanismo de seguimiento, vigilancia y control de la ejecución 
del convenio y a las demás partes firmantes.

Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el 
incumplimiento, la parte que lo dirigió notificará a las partes firmantes la 
concurrencia de la causa de resolución y se entenderá resuelto el convenio. 

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del convenio.

La resolución del convenio dará lugar a la liquidación del mismo con el objeto 
de determinar las obligaciones y compromisos de cada una de las partes, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 52 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público 
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Decimocuarta.- Régimen de modificación del convenio.

A propuesta del IMAS o del Ayuntamiento, y previo acuerdo de las partes, 
se podrá modificar el presente convenio de conformidad con lo dispuesto en el 
apartado g) del artículo 49 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.

Decimoquinta.- Vigencia y prórroga.

El presente Convenio surtirá efectos el día 1 de abril de 2022, (salvo su firma 
posterior) y se extenderá su vigencia hasta el 31 de mayo de 2025. 

En cualquier momento antes de la finalización del plazo de vigencia 
previsto, los firmantes podrán acordar unánimemente su prórroga o extinción de 
conformidad con lo dispuesto en el número 2.ª del apartado h) del artículo 49 de 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Decimosexta.- Jurisdicción competente.

El presente Convenio tiene naturaleza administrativa. Por consiguiente, 
las controversias que pudieran surgir respecto a su interpretación, ejecución, 
modificación, resolución y efectos y que no hubieran podido solventarse por la 
Comisión de Seguimiento, se someterán al Orden Jurisdiccional Contencioso – 
Administrativo.

Decimoséptima.- Transparencia y acceso a la información pública.

El convenio subscrito será puesto a disposición de los ciudadanos en el 
correspondiente Portal de Transparencia, en aplicación de lo dispuesto en la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno, así como en la Ley 12/2014, de 16 de diciembre, de 
Transparencia y Participación Ciudadana de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia y demás normativa de desarrollo de la misma, y en prueba de ello lo 
firman, el Alcalde-Presidente del Excmo. Ayuntamiento de Lorqui, la Consejera 
de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia y la Secretaria, en calidad de Fedataria, del Excmo. 
Ayuntamiento de Lorquí en fecha 30 de marzo de 2022.

Por la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, la Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Políticas Sociales, Isabel Franco Sánchez.—Por el 
Ayuntamiento de Lorquí, el Alcalde, Joaquín Hernández Gomariz.—En calidad de 
fedataria, la Secretaria General, Laura Bastida Chacón.
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I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social

1858	 Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto 
Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de San Pedro del 
Pinatar, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del 
servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes.

Resolución

Visto el convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el 
Ayuntamiento de San Pedro del Pinatar, para la prestación, dentro de su ámbito 
territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes, 
y teniendo en cuenta que tanto el objeto del Convenio como las obligaciones 
establecidas en el mismo regulan un marco de colaboración que concierne al 
interés público de esta Consejería, y a los efectos de lo dispuesto en el artículo 14 
del Decreto Regional 56/1996, de 24 de julio, sobre tramitación de los Convenios 
en el ámbito de la Administración Regional,

Resuelvo:

Publicar en el Boletín Oficial de la Región de Murcia el texto de convenio de 
colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, 
a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de San 
Pedro del Pinatar, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio 
de ayuda a domicilio para personas dependientes, firmado por la Alcaldesa-
Presidenta del Excmo. Ayuntamiento de San Pedro del Pinatar, por la Consejera 
de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia en fecha 30 de marzo de 2022 y por el Secretario, en 
calidad de Fedatario, del Excmo. Ayuntamiento de San Pedro del Pinatar en fecha 
31 de marzo de 2022.

Murcia, 31 de marzo de 2022.—La Secretaria General, M.ª Raquel Cancela 
Fernández.
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Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, 

y el Ayuntamiento de San Pedro del Pinatar, para la prestación, dentro 
de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas 

dependientes

De una parte, la Excma. Sra. D.ª Isabel Franco Sánchez, Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, que actúa en nombre y representación de la citada Consejería, 
por su nombramiento mediante Decreto de Presidencia nº 31/2019, de 31 de 
julio, y en virtud de la competencia que tiene atribuida por los artículos 7.2 y  
16.2 a)  y ñ) de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de Organización y Régimen 
Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia y cuya celebración ha sido autorizada por Acuerdo del Consejo de 
Gobierno de fecha 24 marzo de 2022.

De otra, la Ilma. D.ª Visitación Martínez Martínez, Alcaldesa del Ayuntamiento 
de San Pedro del Pinatar, en representación de dicha entidad, con CIF P3003600H, 
en virtud de acuerdo de la Junta de Gobierno  de fecha  10 de febrero de 2022, 
asistida por D. Carlos Balboa de Paz, Secretario General de dicha Corporación, 
como fedatario para la formalización del presente convenio, de conformidad con 
lo dispuesto por el art. 3.2.i) del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el 
que se regula el Régimen Jurídico de los funcionarios de la Administración Local  
con habilitación de carácter nacional.

Ambas partes se reconocen mutuamente con capacidad suficiente para el 
otorgamiento del presente Convenio, y a tal efecto

Manifiestan:

Primero.- Que el Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia establece, 
en su artículo 10, apartado uno, número 18, la competencia exclusiva de la 
Comunidad Autónoma en materia de asistencia y bienestar social.

Segundo.- Que la Ley 1/2006, de 10 abril, de Creación del Instituto Murciano 
de Acción Social (IMAS), establece que este Organismo Autónomo, se adscribe a 
la Consejería competente en materia de Servicios Sociales, y  se constituye con 
la finalidad de ejecutar las competencias de administración y gestión de servicios, 
prestaciones y programas sociales de acuerdo con los principios establecidos en 
la Ley 3/2021, de 29 de julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia.

En este sentido, el artículo 3 de la citada Ley 1/2006 de 10 de abril, atribuye 
al Instituto Murciano de Acción Social, para el cumplimiento de sus fines, la 
posibilidad de celebrar convenios de colaboración y cooperación con cualquier 
persona, pública o privada, cuyos objetivos y actividades sean de interés en la 
gestión de los servicios sociales que tiene encomendados, cuya formalización se 
realizará en los términos previstos en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.

Tercero.-  Que las Entidades Locales son competentes en la prestación 
de servicios sociales, de acuerdo con lo dispuesto en la  Ley 3/2021, de 29 de 
julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia, en concordancia con la  Ley 
7/1985 de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local,  modificada 
por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de 
la Administración Local (conforme a la Sentencia 41/2016 , de 3 de marzo, del 
Tribunal Constitucional).
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Cuarto.- Que la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia 
establece que la atención a las personas en situación de dependencia y la 
promoción de su autonomía personal constituye uno de los principales retos de la 
política social de los países desarrollados al atender las necesidades de aquellas 
personas que, por encontrarse en situación de especial vulnerabilidad, requieren 
apoyos para desarrollar las actividades esenciales de la vida diaria, alcanzar una 
mayor autonomía personal y poder ejercer plenamente sus derechos de ciudadanía.

Quinto.- Que la citada Ley establece como su núcleo central, la creación 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD) que, 
sustentado en el respeto al marco competencial establecido constitucional y 
estatutariamente, sirve de cauce para la colaboración y participación de todas 
las Administraciones Públicas, Administración General del Estado, Comunidades 
Autónomas y, en su caso, Entidades Locales, a fin de lograr una optimización de 
los recursos existentes en el marco de dicho Sistema.

Sexto.- Que para el cumplimiento de los objetivos del SAAD, la Ley contempla, 
en su artículo 15, un catálogo de servicios, entre los que se encuentra el Servicio 
de Ayuda a Domicilio, que será proporcionado por las Comunidades Autónomas 
para promover la autonomía personal y atender a las necesidades de las personas 
con dificultades para realizar las actividades básicas de la vida diaria.

Séptimo.-  Que la colaboración que se plantea en el presente Convenio 
con el Ayuntamiento de San Pedro del Pinatar facilitará el cumplimiento de los 
fines de interés general consagrados por la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, 
procurando mantener a la persona dependiente en su propio entorno domiciliario 
con las garantías de una adecuada atención y calidad de vida, al tiempo que se 
garantiza su igualdad en todo el territorio de la Región de Murcia.

Así, el fin público que concurre, justifica la necesidad de llevar a cabo este 
Convenio para la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas 
dependientes, recurso necesario para la consecución de tal finalidad.

De conformidad con lo dispuesto en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, artículos 5 a 8; en el Decreto 56/1996, de 
24 de julio, por el que se regula el Registro General de Convenios y se dictan 
normas para la tramitación de éstos en el ámbito de la Administración Regional, 
y estando ambas partes conformes en la suscripción del mismo, lo llevan a efecto 
conforme a las siguientes 

Cláusulas

Primera.- Objeto

El presente Convenio tiene por objeto establecer la colaboración entre el 
Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de San Pedro del Pinatar, 
para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del Servicio de Ayuda a 
Domicilio para personas en situación de dependencia.

Segunda.- Contenido del servicio de ayuda a domicilio para personas 
en situación de dependencia.

El  Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación de dependencia 
es un Servicio constituido por el conjunto de actuaciones llevadas a cabo en el 
domicilio que se acredite como residencia habitual de las personas en situación de 
dependencia con el fin de atender las necesidades de la vida diaria e incrementar 
su autonomía, posibilitando la permanencia en el mismo.
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Las actuaciones del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia se centraran en las necesidades de la persona dependiente y  
serán las siguientes:

— Servicios relacionados con la atención personal dirigidos a promover y 
mantener autonomía personal del beneficiario, a fomentar hábitos adecuados y a 
adquirir habilidades básicas en la realización de las actividades de la vida diaria.

— Servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o 
del hogar: limpieza, lavado, cocina u otros. Estos servicios sólo podrán prestarse 
conjuntamente con los señalados en el apartado anterior.

Estas actuaciones deberán ser prestadas por entidades o empresas 
debidamente acreditadas por el Servicio de Acreditación e Inspección de la 
Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia para la prestación de dicho servicio.

Tercera.- Beneficiarios del servicio de ayuda a domicilio.

Serán beneficiarios del Servicio de Ayuda a Domicilio aquellas personas que 
tengan reconocida una situación de dependencia en grado protegible y el derecho 
al Servicio de Ayuda a Domicilio, mediante resolución de reconocimiento del 
derecho de acceso a dicho servicio conforme a lo establecido en su Programa 
Individual de Atención, de acuerdo con lo establecido en la Ley 39/2006, de 14 
de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas 
en situación de dependencia.

Cuarta.- Intensidad del servicio de ayuda a domicilio para personas 
en situación de dependencia.

La intensidad del Servicio de Ayuda a Domicilio  para personas en situación 
de dependencia estará en función de lo establecido en la resolución por la que 
se apruebe el Programa Individual de Atención del beneficiario del servicio, de 
conformidad con lo previsto en la normativa de desarrollo de la Ley 39/2006, 
de 14 de diciembre y Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, por el 
que se regula las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a la 
Dependencia establecidas en la citada Ley, y en  aquella otra normativa de 
desarrollo autonómico para tal fin. Así mismo, la prestación del Servicio de Ayuda 
a Domicilio en cuanto a su distribución diaria, se realizará a propuesta de los 
técnicos de Servicios Sociales de Atención Primaria del municipio, teniendo en 
cuenta tanto la intensidad reconocida como las necesidades del beneficiario 
que deben estar contenidas en el Certificado de inicio del servicio, que deberá 
incorporarse a la aplicación informática para tal fin. 

La propuesta de intensidad tendrá en cuenta, tanto los tramos regulados 
para cada grado de dependencia reconocido, como lo regulado en la distribución 
de horas para cubrir las necesidades personales y las de atención domésticas; 
teniendo en cuenta que las atenciones relacionadas con las necesidades 
domésticas o del hogar tienen carácter complementario a la atención personal, 
por lo tanto sólo podrán prestarse conjuntamente con las de atención personal; 
y que las actuaciones de atención personal tienen carácter prioritario y deben 
suponer como mínimo el 50 % de la intensidad reconocida. 

En cuanto al horario para las tareas de aseo y ayuda a la movilidad (levantar) 
se desarrollaran, con carácter general, en horario de mañana de 7:00 a 11:00 
horas; y las tareas de aseo y ayuda a la movilidad (acostar) se desarrollarán, con 
carácter general, en horario de tarde a partir de las 18:00 horas.
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En el caso de considerarse pertinente la prestación Servicio durante 
los sábados tarde, domingos y festivos, deberá tenerse en cuenta que sea 
para la cobertura de tareas personales, exclusivamente para personas con 
reconocimiento de grado 2 y 3 de dependencia y que no dispongan de ninguna 
posibilidad de ayuda y apoyo familiar y/o informal y deberá estar justificado en 
su Certificado de inicio.

Tanto la intensidad como la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio 
para personas en situación de dependencia sólo podrán ser modificadas por 
la Administración Regional, mediante la correspondiente modificación del 
Programa Individual de Atención. Las propuestas de cambios de intensidad de los 
beneficiarios con Resolución de reconocimiento del Servicio de Ayuda a Domicilio, 
deberán estar debidamente motivadas por los Servicios Sociales de Atención 
Primaria, quienes para tal efecto emitirán el correspondiente Informe Social o 
Nota Informativa, según proceda. Esta petición podrá ser, bien a petición del 
beneficiario, para lo cual deberá adjuntarse a la propuesta la solicitud de éste; o 
bien, en el ejercicio del seguimiento del servicio donde los profesionales valoren 
la necesidad de modificación, tanto en cantidad como en distribución de la 
intensidad reconocida, para lo cual , será necesario darle audiencia al interesado. 
El beneficiario del servicio, que deberá estar en alta, y mantendrá  el Servicio con 
la intensidad reconocida,  hasta que no se emita la correspondiente Resolución de 
revisión de su Programa Individual.  

Quinta.- Suspensión y extinción del servicio de ayuda a domicilio.

La prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia se suspenderá o extinguirá por las causas establecidas en la 
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, en el Decreto 74/2011, de 20 de mayo, por 
el que se regula el procedimiento para el reconocimiento de la situación de 
dependencia y del derecho a los servicios y prestaciones económicas del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia y se establece el régimen de infracciones y sanciones, y demás 
normativa de desarrollo.

Sexta.- Presupuesto del convenio.

El coste total del presente Convenio incluyendo en dicho importe la 
aportación que corresponda al usuario según la normativa del copago, durante el 
periodo comprendido desde el día 1 de abril de 2022 (salvo firma posterior) hasta 
el 31 de mayo de 2025 asciende a una cantidad máxima de un millón ciento 
diecisiete mil doscientos euros (1.117.200,00 €), con la siguiente distribución:

Presupuesto Horas Coste total convenio Aportación usuarios Aportación  IMAS
2022(01/04/2022 a 30/11/2022) 16.800 235.200,00 42.336,00 192.864,00
2023 (01/12/2022 a 30/11/2023) 25.200 352.800,00 63.504,00 289.296,00
2024 (01/12/2023 a 30/11/2024) 25.200 352.800,00 63.504,00 289.296,00
2025 (01/12/2024 a 31/05/2025) 12.600 176.400,00 31.752,00 144.648,00
TOTAL 79.800 1.117.200,00 201.096,00 916.104,00

La determinación del coste de hora del  Servicio de Ayuda a  Domicilio para 
personas en situación de dependencia se ha realizado a 14 €. 

Para la determinación de la participación de los beneficiarios en éste  
servicio, se tendrá en consideración el precio de referencia del Servicio de Ayuda 
a Domicilio para personas en situación de dependencia que se fija en 14 €/hora 
para los servicios relacionados para la atención personal y en 9 €/hora para los 
servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o del hogar, 
según establece el apartado 2, del artículo 12 del Decreto 126/2010 de 28 

NPE: A-190422-1858



Página 10709Número 89	 Martes, 19 de abril de 2022

de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la capacidad 
económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de las 
prestaciones económicas y servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la 
Dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

De conformidad con la normativa  vigente, y más concretamente, con el 
Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre,  la intensidad de la prestación del 
Servicio de Ayuda a Domicilio se  determina en número de horas mensuales de 
Atención, diferenciándose dentro de las horas de Ayuda a Domicilio, las horas 
relativas a necesidades de Atención Personal, para la realización de actividades 
de la vida diaria, de las horas relativas a necesidades de Atención Doméstica  
o del Hogar, según grado de dependencia, y de acuerdo a lo establecido en el 
Anexo II del Citado Decreto.  Con base en lo anteriormente expuesto,  el  coste 
económico del presente convenio que para el ejercicio 2022, 2023, 2024 y 2025,  
se ha calculado teniendo en cuenta  un máximo de 79.800 horas, lo que permite 
una cobertura real del mismo  El precio se calculará multiplicando el número de 
horas que se establezcan en el Programa Individual de Atención por 14 €, coste 
de hora del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Los meses de diciembre de los años 2022, 2023 y 2024, se aplicaran a los 
créditos de los presupuestos vigentes en el ejercicio en el que se expidan las 
correspondientes facturas, para dar cumplimiento a lo estipulado en el convenio 
que determina que mensualmente se tramitará el pago del servicio de Ayuda a 
Domicilio, una vez que el representante legal de la entidad conveniada presente 
certificación acreditativa del coste del servicio y la aportación de los usuarios , 
acompañada de la relación nominal de los mismos con descripción de los servicios 
efectivamente prestados, según lo establecido en el apartado 1), letra c de la 
cláusula octava de éste convenio.

La aportación estimada del IMAS será de novecientos dieciséis mil ciento 
cuatro euros (916.104,00 €)  comprendiendo las anualidades de 2022, 2023, 
2024 y 2025; de acuerdo a lo reflejado en la tabla anterior,  y  se ordenará con 
cargo a la aplicación económica 51.03.00.313G 260.09, código proyecto 41951. 

Séptima.- Financiación del servicio de ayuda a domicilio para 
personas en situación de dependencia.

A)- Los usuarios participarán en el coste del servicio de acuerdo con lo 
establecido en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre. La cuantía correspondiente 
a la participación del beneficiario en la financiación del servicio será abonada por 
este, y se determinará según a lo dispuesto en el Decreto número 126/2010, 
de 28 de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la 
capacidad económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de 
las prestaciones económicas y servicios del Sistema de Autonomía y Atención 
a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y  demás 
normativa de desarrollo.

El beneficiario del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia quedará obligado, por la resolución de reconocimiento del 
derecho de acceso al Servicio de Ayuda a Domicilio, a abonar la cantidad que 
corresponda, y, en todo caso con veinte euros mensuales, si la cuantía obtenida 
en la aplicación de la fórmula resultara negativa o inferior a esta cantidad, en 
virtud de lo establecido en el apartado 4 del artículo 12 del Decreto número 
126/2010, de 28 de mayo. 
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B)- El Instituto Murciano de Acción Social abonará a la Entidad Local, la 
cantidad que resulte de minorar el importe que deba ser abonado en virtud del 
copago por los usuarios del coste efectivo del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Octava.- Compromisos de las partes firmantes del convenio.

1)	 El Instituto Murciano de Acción Social se compromete a:

a.	 Comunicar al Ayuntamiento de San Pedro del Pinatar las altas y bajas en 
el Servicio, de acuerdo al  convenio de colaboración  suscrito entre la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia  a través  del Instituto Murciano de Acción 
Social y la Consejería de Hacienda y Administraciones Públicas de la Región de 
Murcia y el Ayuntamiento de San Pedro del Pinatar  para regular las condiciones 
y garantías en el intercambio electrónico de datos en entornos cerrados de 
comunicación de todos aquellos beneficiarios con derecho al mismo siempre que 
exista dotación presupuestaria y horas de prestación dotación presupuestaria y 
horas de prestación. 

b.	 Ceder al Ayuntamiento de San Pedro del Pinatar  los datos de carácter 
personal que obrando en sus ficheros, correspondan a las personas reconocidas 
con derecho a la prestación y que a tal efecto hayan sido recabados, cediéndose 
dichos datos, con el único y exclusivo fin de dar cumplimiento a la prestación 
del servicio en el marco del presente convenio, debiendo ser cancelados una vez 
finalizada dicha gestión. Los datos cedidos por el IMAS estarán sometidos a la 
normativa aplicable en materia de Protección de Datos de Carácter Personal.

c.	 Financiar el coste del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en 
situación de dependencia, de acuerdo con lo establecido en el presente Convenio. 
Para ello, tramitará mensualmente el pago del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia, una vez que el representante legal de 
la entidad conveniante presente certificación acreditativa del coste del servicio 
objeto del Convenio y la aportación de los usuarios, acompañada de la relación 
nominal de los mismos con descripción de los servicios efectivamente prestados 
junto con un informe del interventor u órgano equivalente acreditativo de que los 
datos certificados se corresponden con la información reflejada en la contabilidad.

El pago se efectuará como máximo dentro de los dos meses siguientes 
a la fecha de la presentación por el representante de la Entidad Local de  la 
certificación acreditativa del coste y cumplimiento del servicio objeto del convenio 
acompañada de la documentación establecida al efecto en el párrafo anterior.

Dicha certificación se expedirá por meses vencidos dentro del plazo máximo 
de 10 días siguientes al periodo que corresponda, tal y como establece la letra f) 
del apartado siguiente.

Si se produjera por parte de éste Instituto demora en el pago, la Entidad 
Local tendrá derecho a percibir los intereses de demora en los términos previstos 
en el apartado 1 del artículo 24 del  Decreto Legislativo 1/1999, de 2 de 
diciembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de la 
Región de Murcia.

Para que haya lugar al inicio del cómputo de plazo para el devengo 
de intereses, la Entidad Local deberá de haber cumplido con su obligación 
de presentar la documentación necesaria en el registro administrativo 
correspondiente en tiempo y forma.

d.	 Seguimiento, supervisión y evaluación del servicio.
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e.	 Designar a un coordinador técnico y otro administrativo del Servicio de 
Ayuda a Domicilio en el desempeño de las tareas que se deriven del servicio  para 
personas en situación de dependencia. Asistirán  a las reuniones de coordinación 
técnica que serán convocadas por la Dirección General de Personas Mayores, 
que como mínimo tendrán una periodicidad trimestral. El contenido principal de 
estas reuniones versará sobre las altas y bajas de los beneficiarios, incidencias 
producidas (desistimiento, fallecimiento, modificación de las circunstancias 
que dieron lugar al reconocimiento del servicio...); ausencias domiciliarias 
(vacaciones, cambios de domicilio…) y cualquier otra circunstancia de interés 
para el servicio

2)	 El Ayuntamiento de San Pedro del Pinatar  se compromete a:

a.	 Prestar el servicio de Ayuda a Domicilio objeto de este Convenio según lo 
establecido en las cláusulas anteriores. 

b.	 La prestación del Servicio se iniciará, como máximo, en el plazo de 15 
días a contar  desde la comunicación a los Servicios Sociales del Ayuntamiento,  
de la Resolución de reconocimiento al derecho del Servicio de Ayuda a Domicilio 
correspondiente. Dicho plazo, solo podrá excederse cuando los motivos por los 
cuales no se ha hecho efectivo el alta en el Servicio, sean por causa imputable al 
interesado, y ésta debe constar en el programa informático de gestión del Servicio 
con su correspondiente incidencia. Por otro lado, en casos de urgencia o extinción 
de otra prestación y/o Servicio derivados de un cambio de Programa Individual 
de Atención se acortará dicho plazo a fin de que se garantice la continuidad de 
su programa anteriormente citado. Igualmente se adjuntarán al citado programa, 
los Certificados de inicio del Servicio activo que deberán contener la distribución 
de tareas de ambas modalidades.

c.	 La Entidad local remitirá a través del programa informático de gestión 
del servicio, ICC, el documento de Diligencia de inicio en el que constara la 
distribución horaria semanal del beneficiario y su Programa de Atención Individual 
en el que se detallarán las tareas que se prestaran al mismo.

d.	 Remitir a la Dirección General de Personas Mayores del Instituto 
Murciano de Acción Social las solicitudes de baja de los beneficiarios así como las 
incidencias que puedan producirse, preferentemente a través del programa de 
gestión informático del servicio,  o sede electrónica en un plazo máximo de tres 
días naturales.

e.	 En caso de baja voluntaria se adjuntará documento de renuncia al 
derecho a la prestación del Servicio, firmado por el interesado o representante 
legal, en su caso, haciendo constar el motivo de la misma y pudiéndolo incorporar 
la Entidad Local, al programa de gestión informático.

f.	 Expedir la certificación acreditativa del coste y cumplimiento del 
servicio objeto del convenio por meses vencidos dentro del plazo máximo de 
los 10 días siguientes al periodo que corresponda y se presentará para su pago 
mensualmente a la Dirección General de Personas Mayores del Instituto Murciano 
de Acción Social, reflejando la diferencia resultante entre las cantidades abonadas 
por los usuarios y el coste mensual del servicio.

g.	 Recaudar de los usuarios el importe correspondiente de su participación 
en el coste mensual del servicio

h.	 Respetar la legislación sobre tratamiento informatizado de datos de 
carácter personal, y asumir las responsabilidades que pudieran corresponderle.
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i.	 Comunicar cualquier propuesta de modificación que pudiera surgir en el 
desarrollo y ejecución del Servicio.

j.	 Designar a un coordinador técnico y otro administrativo del Servicio de 
Ayuda a Domicilio en el desempeño de las tareas que se deriven del servicio  para 
personas en situación de dependencia. Asistirán  a las reuniones de coordinación 
técnica con representantes de la Dirección General de Personas Mayores, que 
como mínimo tendrán una periodicidad trimestral. El contenido principal de 
estas reuniones versará sobre las altas y bajas de los beneficiarios, incidencias 
producidas (desistimiento, fallecimiento, modificación de las circunstancias 
que dieron lugar al reconocimiento del servicio...); ausencias domiciliarias 
(vacaciones, cambios de domicilio…) y cualquier otra circunstancia de interés para 
el servicio. La entidad adjudicataria aportará a estas reuniones la documentación 
justificativa del contenido de las mismas.

Novena.- Contratación. Responsabilidades.

La Entidad Local podrá contratar el servicio de ayuda a domicilio. Para ello, 
deberá de atenerse a las siguientes estipulaciones:

— La Entidad Local deberá comunicar  por escrito al IMAS la intención de 
celebrar los contratos que procedan. Igualmente, y antes de la formalización 
del contrato se deberá acreditar la aptitud del contratista para ejecutarlo por 
referencia a los elementos técnicos y humanos de que dispone y a su experiencia. 
En el caso que el contratista tuviera la clasificación adecuada para realizar el 
objeto de la contratación, la acreditación de esta circunstancia eximirá a la 
Entidad Local de la necesidad de justificar ante el IMAS la aptitud de aquel. 

— La Entidad Local habrá de establecer en el contrato que celebre, como 
mínimo, las mismas condiciones establecidas en el presente Convenio para la 
prestación del servicio de Ayuda a Domicilio.

— La Entidad Local deberá presentar al IMAS copia del contrato firmado con 
el contratista en el plazo de quince días desde su formalización.

Con independencia de la contratación o no de la gestión del Servicio de Ayuda 
a Domicilio, corresponderá a la Entidad Local la responsabilidad patrimonial 
derivada de las acciones u omisiones con resultado dañoso en las que intervenga 
culpa o negligencia, realizadas por los trabajadores o usuarios del Servicio de 
Ayuda a Domicilio. Asimismo corresponderá a la Entidad Local la responsabilidad 
por los hechos derivados de la indebida práctica profesional o de acciones u 
omisiones negligentes de los trabajadores a cargo de esta Entidad, así como las 
responsabilidades de carácter sanitario, fiscal, laboral, de Seguridad Social, y las 
demás que le sean de obligado cumplimiento según las disposiciones establecidas 
por la legislación vigente.

Décima.- Comisión de Seguimiento.

El seguimiento de la ejecución del presente convenio se llevará a cabo a 
través de una Comisión formada por cinco miembros. La Comisión será presidida 
por el titular de la Dirección Gerencial del Instituto Murciano de Acción Social 
o persona en quien delegue, y se reunirá a convocatoria de su presidente y a 
propuesta de cualquiera de las partes.

Formarán parte de la misma, en representación de la Administración 
Regional, el titular de la Dirección Gerencial o persona en quien delegue, y dos 
Técnicos de la Dirección General de Personas Mayores. Por parte de la Entidad 
Local, dos representantes designados por la misma.
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Serán funciones de la citada Comisión de seguimiento, la vigilancia y 
control de la ejecución del convenio y de los compromisos adquiridos por las 
partes. Resolverá  los problemas de interpretación y cumplimiento que pudieran 
plantearse en el presente Convenio; establecer las determinaciones que en su 
caso fueran necesarias para el adecuado desarrollo de las actuaciones objeto del 
Convenio, y cualesquiera otras modificaciones no sustanciales conducentes al 
logro de las actuaciones previstas.

Se reunirá una vez al año, sin perjuicio de que puedan hacerlo más veces si 
así lo estimase necesario cualquiera de las partes. El Presidente de la Comisión 
de Seguimiento dirimirá con su voto los empates a efectos de adoptar acuerdos.

Decimoprimera.- Publicidad.

En cualquier tipo de publicidad realizada sobre el objeto de este Convenio, se 
hará constar la colaboración de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias 
y Política Social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y del IMAS, 
mediante el símbolo de la Red Pública Regional de Servicios Sociales (Decreto 
58/1990, de 26 de julio, del Símbolo de la Red Pública Regional de Servicios 
Sociales).

Decimosegunda.- Control sobre las actuaciones.

Los servicios competentes de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, 
Familias y Política Social podrán, de oficio o a instancia de parte, comprobar el 
cumplimiento de la normativa que le es de aplicación, la veracidad de los datos 
alegados por el Ayuntamiento de San Pedro del Pinatar y el destino dado a los 
fondos obtenidos, especialmente afectados a su fin.

Decimotercera.- Resolución del convenio.

El Convenio se podrá resolver por cualquiera de las siguientes causas:

a) El transcurso del plazo de vigencia del convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de todos los firmantes.

c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte 
de alguno de los firmantes.

En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora 
un requerimiento para que cumpla en un plazo de diez días con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado 
al responsable del mecanismo de seguimiento, vigilancia y control de la ejecución 
del convenio y a las demás partes firmantes.

Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el 
incumplimiento, la parte que lo dirigió notificará a las partes firmantes la 
concurrencia de la causa de resolución y se entenderá resuelto el convenio. 

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del convenio.

La resolución del convenio dará lugar a la liquidación del mismo con el objeto 
de determinar las obligaciones y compromisos de cada una de las partes, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 52 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Decimocuarta.- Régimen de modificación del convenio.

A propuesta del IMAS o del Ayuntamiento, y previo acuerdo de las partes, 
se podrá modificar el presente convenio  de conformidad con lo dispuesto en 
el apartado g) del artículo 49 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.
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Decimoquinta.- Vigencia y prórroga.

El presente convenio surtirá efectos el día 1 de abril  de 2022, (salvo su 
firma posterior) y se extenderá su vigencia hasta  el 31 de mayo de 2025. 

En cualquier momento antes de la finalización del plazo de vigencia 
previsto, los firmantes podrán acordar unánimemente su prórroga o extinción de 
conformidad con lo dispuesto en el número 2ª del apartado h) del artículo 49 de 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Decimosexta.- Jurisdicción competente.

El presente Convenio tiene naturaleza administrativa. Por consiguiente, 
las controversias que pudieran surgir respecto a su interpretación, ejecución, 
modificación, resolución y efectos y que no hubieran podido solventarse por la 
Comisión de Seguimiento, se someterán al Orden Jurisdiccional Contencioso – 
Administrativo.

Decimoséptima.- Transparencia y acceso a la información pública.

El convenio subscrito será puesto a disposición de los ciudadanos en el 
correspondiente Portal de Transparencia, en aplicación de lo dispuesto en la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno, así como en la Ley 12/2014, de 16 de diciembre, de 
Transparencia y Participación Ciudadana de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia y demás normativa de desarrollo de la misma, y en prueba de ello 
lo firman, la Alcaldesa-Presidenta del Excmo. Ayuntamiento de San Pedro del 
Pinatar, la Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia en fecha 30 de marzo de 2022 y el 
Secretario, en calidad de Fedatario, del Excmo. Ayuntamiento de San Pedro del 
Pinatar en fecha 31 de marzo de 2022.

Por la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, la Consejera de 
Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Políticas Sociales, Isabel Franco Sánchez.—
Por el Ayuntamiento de San Pedro del Pinatar, la Alcaldesa, Visitación Martínez 
Martínez.—En calidad de fedatario, el Secretario General, Carlos Balboa de Paz.
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I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social

1859	 Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto 
Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de Torre Pacheco, 
para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio 
de ayuda a domicilio para personas dependientes.

Resolución

Visto el “Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, 
y el Ayuntamiento de Torre Pacheco, para la prestación, dentro de su ámbito 
territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas dependientes“, 
y teniendo en cuenta que tanto el objeto del Convenio como las obligaciones 
establecidas en el mismo regulan un marco de colaboración que concierne al 
interés público de esta Consejería, y a los efectos de lo dispuesto en el artículo 14 
del Decreto Regional 56/1996, de 24 de julio, sobre tramitación de los Convenios 
en el ámbito de la Administración Regional,

Resuelvo:

Publicar en el Boletín Oficial de la Región de Murcia el texto de “Convenio de 
Colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, 
a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de Torre 
Pacheco, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda 
a domicilio para personas dependientes”, firmado por el Alcalde-Presidente del 
Excmo. Ayuntamiento de Torre Pacheco en fecha 28 de marzo de 2022, por la 
Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia en fecha 29 de marzo de 2022 y por el 
Secretario, en calidad de Fedatario, del Excmo. Ayuntamiento de Torre Pacheco 
en fecha 31 de marzo de 2022.

Murcia, a 31 de marzo de 2022.—La Secretaria General, M.ª Raquel Cancela 
Fernández.
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Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, a través del instituto Murciano de Acción Social y 
el Ayuntamiento de Torre Pacheco, para la prestación, dentro de su 
ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio para personas 

dependientes

De una parte, la Excma. Sra. D.ª Isabel Franco Sánchez, Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia, que actúa en nombre y representación de la citada Consejería, 
por su nombramiento mediante Decreto de Presidencia n.º 31/2019, de 31 de 
julio, y en virtud de la competencia que tiene atribuida por los artículos 7.2 y 16.2 
a) y ñ) de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de Organización y Régimen Jurídico 
de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
y cuya celebración ha sido autorizada por Acuerdo del Consejo de Gobierno de 
fecha 24 de marzo de 2022.

De otra, el Ilmo. D. Antonio León Garre, Alcalde del Ayuntamiento de Torre 
Pacheco, en representación de dicha entidad, con CIF P3003700F, en virtud de 
acuerdo de la Junta de Gobierno de fecha 8 de marzo de 2022, asistido por D. 
Jesús Gómez García, Secretario General de dicha Corporación, como fedatario 
para la formalización del presente convenio, de conformidad con lo dispuesto por 
el art.3.2.i) del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el 
Régimen Jurídico de los funcionarios de la Administración Local con habilitación 
de carácter nacional.

Ambas partes se reconocen mutuamente con capacidad suficiente para el 
otorgamiento del presente Convenio, y a tal efecto 

Manifiestan:

Primero.- Que el Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia establece, 
en su artículo 10, apartado uno, número 18, la competencia exclusiva de la 
Comunidad Autónoma en materia de asistencia y bienestar social.

Segundo.- Que la Ley 1/2006, de 10 abril, de Creación del Instituto Murciano 
de Acción Social (IMAS), establece que este Organismo Autónomo, se adscribe a 
la Consejería competente en materia de Servicios Sociales, y se constituye con la 
finalidad de ejecutar las competencias de administración y gestión de servicios, 
prestaciones y programas sociales de acuerdo con los principios establecidos en 
la Ley 3/2021, de 29 de julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia.

En este sentido, el artículo 3 de la citada Ley 1/2006 de 10 de abril, atribuye 
al Instituto Murciano de Acción Social, para el cumplimiento de sus fines, la 
posibilidad de celebrar convenios de colaboración y cooperación con cualquier 
persona, pública o privada, cuyos objetivos y actividades sean de interés en la 
gestión de los servicios sociales que tiene encomendados, cuya formalización se 
realizará en los términos previstos en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.

Tercero.- Que las Entidades Locales son competentes en la prestación 
de servicios sociales, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley 3/2021, de 29 de 
julio, de Servicios Sociales de la Región de Murcia, en concordancia con la Ley 
7/1985 de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, modificada 
por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de Racionalización y Sostenibilidad de 

NPE: A-190422-1859



Página 10717Número 89	 Martes, 19 de abril de 2022

la Administración Local (conforme a la Sentencia 41/2016, de 3 de marzo, del 
Tribunal Constitucional).

Cuarto.- Que la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, de Promoción de la 
Autonomía Personal y Atención a las Personas en Situación de Dependencia 
establece que la atención a las personas en situación de dependencia y la 
promoción de su autonomía personal constituye uno de los principales retos de la 
política social de los países desarrollados al atender las necesidades de aquellas 
personas que, por encontrarse en situación de especial vulnerabilidad, requieren 
apoyos para desarrollar las actividades esenciales de la vida diaria, alcanzar 
una mayor autonomía personal y poder ejercer plenamente sus derechos de 
ciudadanía.

Quinto.- Que la citada Ley establece como su núcleo central, la creación 
del Sistema para la Autonomía y Atención a la Dependencia (SAAD) que, 
sustentado en el respeto al marco competencial establecido constitucional y 
estatutariamente, sirve de cauce para la colaboración y participación de todas 
las Administraciones Públicas, Administración General del Estado, Comunidades 
Autónomas y, en su caso, Entidades Locales, a fin de lograr una optimización de 
los recursos existentes en el marco de dicho Sistema.

Sexto.- Que para el cumplimiento de los objetivos del SAAD, la Ley 
contempla, en su artículo 15, un catálogo de servicios, entre los que se encuentra 
el Servicio de Ayuda a Domicilio, que será proporcionado por las Comunidades 
Autónomas para promover la autonomía personal y atender a las necesidades 
de las personas con dificultades para realizar las actividades básicas de la vida 
diaria.

Séptimo.- Que la colaboración que se plantea en el presente Convenio 
con el Ayuntamiento de Torre Pacheco, facilitará el cumplimiento de los fines de 
interés general consagrados por la Ley 39/2006, de 14 de diciembre, procurando 
mantener a la persona dependiente en su propio entorno domiciliario con las 
garantías de una adecuada atención y calidad de vida, al tiempo que se garantiza 
su igualdad en todo el territorio de la Región de Murcia.

Así, el fin público que concurre, justifica la necesidad de llevar a cabo este 
Convenio para la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas 
dependientes, recurso necesario para la consecución de tal finalidad.

De conformidad con lo dispuesto en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, artículos 5 a 8; en el Decreto 56/1996, de 
24 de julio, por el que se regula el Registro General de Convenios y se dictan 
normas para la tramitación de éstos en el ámbito de la Administración Regional, 
y estando ambas partes conformes en la suscripción del mismo, lo llevan a efecto 
conforme a las siguientes 

Cláusulas

Primera.- Objeto.

El presente Convenio tiene por objeto establecer la colaboración entre el 
Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de Torre Pacheco, para la 
prestación, dentro de su ámbito territorial, del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia.
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Segunda.- Contenido del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas 
en situación de dependencia.

El Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación de dependencia 
es un Servicio constituido por el conjunto de actuaciones llevadas a cabo en el 
domicilio que se acredite como residencia habitual de las personas en situación de 
dependencia con el fin de atender las necesidades de la vida diaria e incrementar 
su autonomía, posibilitando la permanencia en el mismo.

Las actuaciones del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia se centraran en las necesidades de la persona dependiente y 
serán las siguientes:

* Servicios relacionados con la atención personal dirigidos a promover y 
mantener autonomía personal del beneficiario, a fomentar hábitos adecuados y a 
adquirir habilidades básicas en la realización de las actividades de la vida diaria.

* Servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o 
del hogar: limpieza, lavado, cocina u otros. Estos servicios sólo podrán prestarse 
conjuntamente con los señalados en el apartado anterior.

Estas actuaciones deberán ser prestadas por entidades o empresas 
debidamente acreditadas por el Servicio de Acreditación e Inspección de la 
Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia para la prestación de dicho servicio.

Tercera.- Beneficiarios del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Serán beneficiarios del Servicio de Ayuda a Domicilio aquellas personas que 
tengan reconocida una situación de dependencia en grado protegible y el derecho 
al Servicio de Ayuda a Domicilio, mediante resolución de reconocimiento del 
derecho de acceso a dicho servicio conforme a lo establecido en su Programa 
Individual de Atención, de acuerdo con lo establecido en la Ley 39/2006, de 14 
de diciembre, de Promoción de la Autonomía Personal y Atención a las personas 
en situación de dependencia.

Cuarta.- Intensidad del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas 
en situación de dependencia.

La intensidad del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia estará en función de lo establecido en la resolución por la que 
se apruebe el Programa Individual de Atención del beneficiario del servicio, de 
conformidad con lo previsto en la normativa de desarrollo de la Ley 39/2006, 
de 14 de diciembre y Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, por el 
que se regula las prestaciones del Sistema para la Autonomía y Atención a 
la Dependencia establecidas en la citada Ley, y en aquella otra normativa de 
desarrollo autonómico para tal fin. Así mismo, la prestación del Servicio de Ayuda 
a Domicilio en cuanto a su distribución diaria, se realizará a propuesta de los 
técnicos de Servicios Sociales de Atención Primaria del municipio, teniendo en 
cuenta tanto la intensidad reconocida como las necesidades del beneficiario 
que deben estar contenidas en el Certificado de inicio del servicio, que deberá 
incorporarse a la aplicación informática para tal fin. 

La propuesta de intensidad tendrá en cuenta, tanto los tramos regulados 
para cada grado de dependencia reconocido, como lo regulado en la distribución 
de horas para cubrir las necesidades personales y las de atención domésticas; 
teniendo en cuenta que las atenciones relacionadas con las necesidades 
domésticas o del hogar tienen carácter complementario a la atención personal, 
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por lo tanto sólo podrán prestarse conjuntamente con las de atención personal; 
y que las actuaciones de atención personal tienen carácter prioritario y deben 
suponer como mínimo el 50% de la intensidad reconocida. 

En cuanto al horario para las tareas de aseo y ayuda a la movilidad ( levantar) 
se desarrollaran, con carácter general, en horario de mañana de 7:00 a 11:00 
horas; y las tareas de aseo y ayuda a la movilidad (acostar) se desarrollarán, con 
carácter general, en horario de tarde a partir de las 18:00 horas.

En el caso de considerarse pertinente la prestación Servicio durante 
los sábados tarde, domingos y festivos, deberá tenerse en cuenta que sea 
para la cobertura de tareas personales, exclusivamente para personas con 
reconocimiento de grado 2 y 3 de dependencia y que no dispongan de ninguna 
posibilidad de ayuda y apoyo familiar y/o informal y deberá estar justificado en 
su Certificado de inicio.

Tanto la intensidad como la prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio 
para personas en situación de dependencia sólo podrán ser modificadas por 
la Administración Regional, mediante la correspondiente modificación del 
Programa Individual de Atención. Las propuestas de cambios de intensidad de los 
beneficiarios con Resolución de reconocimiento del Servicio de Ayuda a Domicilio, 
deberán estar debidamente motivadas por los Servicios Sociales de Atención 
Primaria, quienes para tal efecto emitirán el correspondiente Informe Social o 
Nota Informativa, según proceda. Esta petición podrá ser, bien a petición del 
beneficiario, para lo cual deberá adjuntarse a la propuesta la solicitud de éste; o 
bien, en el ejercicio del seguimiento del servicio donde los profesionales valoren 
la necesidad de modificación, tanto en cantidad como en distribución de la 
intensidad reconocida, para lo cual, será necesario darle audiencia al interesado. 
El beneficiario del servicio, que deberá estar en alta, y mantendrá el Servicio con 
la intensidad reconocida, hasta que no se emita la correspondiente Resolución de 
revisión de su Programa Individual. 

Quinta.- Suspensión y extinción del Servicio de Ayuda a Domicilio.

La prestación del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia se suspenderá o extinguirá por las causas establecidas en la 
Ley 39/2006, de 14 de diciembre, en el Decreto 74/2011, de 20 de mayo, por 
el que se regula el procedimiento para el reconocimiento de la situación de 
dependencia y del derecho a los servicios y prestaciones económicas del Sistema 
para la Autonomía y Atención a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia y se establece el régimen de infracciones y sanciones, y demás 
normativa de desarrollo.

Sexta.- Presupuesto del Convenio.

El coste total del presente Convenio incluyendo en dicho importe la 
aportación que corresponda al usuario según la normativa del copago, durante el 
periodo comprendido desde el día 1 de abril de 2022 (salvo firma posterior) hasta 
el 31 de mayo de 2025, asciende a una cantidad máxima de seiscientos once mil 
ochocientos euros (611.800,00 €), con la siguiente distribución:

PRESUPUESTO HORAS COSTE TOTAL 
CONVENIO

APORTACIÓN USUARIOS APORTACIÓN IMAS

2022(01/04/2022 a 30/11/2022) 9.200 128.800,00 23.184,00 105.616,00

2023 (01/12/2022 a 30/11/2023) 13.800 193.200,00 34.776,00 158.424,00

2024 (01/12/2023 a 30/11/2024) 13.800 193.200,00 34.776,00 158.424,00

2025 (01/12/2024 a 31/05/2025) 6.900 96.600,00 17.388,00 79.212,00

TOTAL 43.700 611.800,00 110.124,00 501.676,00
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La determinación del coste de hora del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia se ha realizado a 14 €. 

Para la determinación de la participación de los beneficiarios en éste servicio, 
se tendrá en consideración el precio de referencia del Servicio de Ayuda a 
Domicilio para personas en situación de dependencia que se fija en 14 €/hora 
para los servicios relacionados para la atención personal y en 9 €/hora para 
los servicios relacionados con la atención de las necesidades domésticas o del 
hogar, según establece el apartado 2, del artículo 12 del Decreto 126/2010 de 
28 de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la capacidad 
económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de las 
prestaciones económicas y servicios del Sistema de Autonomía y Atención a la 
Dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

De conformidad con la normativa vigente, y más concretamente, con el 
Real Decreto 1051/2013, de 27 de diciembre, la intensidad de la prestación del 
Servicio de Ayuda a Domicilio se determina en número de horas mensuales de 
Atención, diferenciándose dentro de las horas de Ayuda a Domicilio, las horas 
relativas a necesidades de Atención Personal, para la realización de actividades 
de la vida diaria, de las horas relativas a necesidades de Atención Doméstica 
o del Hogar, según grado de dependencia, y de acuerdo a lo establecido en el 
Anexo II del Citado Decreto. Con base en lo anteriormente expuesto, el coste 
económico del presente convenio que para el ejercicio 2022, 2023, 2024 y 2025, 
se ha calculado teniendo en cuenta un máximo de 43.700 horas, lo que permite 
una cobertura real del mismo El precio se calculará multiplicando el número de 
horas que se establezcan en el Programa Individual de Atención por 14 €, coste 
de hora del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Los meses de diciembre de los años 2022, 2023 y 2024, se aplicaran a los 
créditos de los presupuestos vigentes en el ejercicio en el que se expidan las 
correspondientes facturas, para dar cumplimiento a lo estipulado en el convenio 
que determina que mensualmente se tramitará el pago del servicio de Ayuda a 
Domicilio, una vez que el representante legal de la entidad conveniada presente 
certificación acreditativa del coste del servicio y la aportación de los usuarios, 
acompañada de la relación nominal de los mismos con descripción de los servicios 
efectivamente prestados, según lo establecido en el apartado1), letra c de la 
cláusula octava de éste convenio.

La aportación estimada del IMAS será de quinientos un mil seiscientos 
setenta y seis euros (501.676,00 €) comprendiendo las anualidades de 2022, 
2023, 2024 y 2025; de acuerdo a lo reflejado en la tabla anterior, y se ordenará 
con cargo a la aplicación económica 51.03.00.313G 260.09, código proyecto 
46190. 

Séptima.- Financiación del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia.

A)- Los usuarios participarán en el coste del servicio de acuerdo con lo 
establecido en la Ley 39/2006, de 14 de diciembre. La cuantía correspondiente 
a la participación del beneficiario en la financiación del servicio será abonada por 
este, y se determinará según a lo dispuesto en el Decreto número 126/2010, 
de 28 de mayo, por el que se establecen los criterios para determinar la 
capacidad económica de los beneficiarios y su participación en la financiación de 
las prestaciones económicas y servicios del Sistema de Autonomía y Atención 
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a la Dependencia en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y demás 
normativa de desarrollo.

El beneficiario del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en situación 
de dependencia quedará obligado, por la resolución de reconocimiento del 
derecho de acceso al Servicio de Ayuda a Domicilio, a abonar la cantidad que 
corresponda, y, en todo caso con veinte euros mensuales, si la cuantía obtenida 
en la aplicación de la fórmula resultara negativa o inferior a esta cantidad, en 
virtud de lo establecido en el apartado 4 del artículo 12 del Decreto número 
126/2010, de 28 de mayo. 

B)- El Instituto Murciano de Acción Social abonará a la Entidad Local, la 
cantidad que resulte de minorar el importe que deba ser abonado en virtud del 
copago por los usuarios del coste efectivo del Servicio de Ayuda a Domicilio.

Octava.- Compromisos de las partes firmantes del Convenio.

1) El Instituto Murciano de Acción Social se compromete a:

a. Comunicar al Ayuntamiento de Torre Pacheco las altas y bajas en el 
Servicio,, de acuerdo al Convenio de colaboración suscrito entre la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia a través del Instituto Murciano de Acción Social 
y la Consejería de Hacienda y Administraciones Públicas de la Región de Murcia 
y el Ayuntamiento de Torre Pacheco para regular las condiciones y garantías en 
el intercambio electrónico de datos en entornos cerrados de comunicación de 
todos aquellos beneficiarios con derecho al mismo siempre que exista dotación 
presupuestaria y horas de prestación dotación presupuestaria y horas de 
prestación. 

b. Ceder al Ayuntamiento de Torre Pacheco los datos de carácter personal 
que obrando en sus ficheros, correspondan a las personas reconocidas con 
derecho a la prestación y que a tal efecto hayan sido recabados, cediéndose 
dichos datos, con el único y exclusivo fin de dar cumplimiento a la prestación 
del servicio en el marco del presente convenio, debiendo ser cancelados una vez 
finalizada dicha gestión. Los datos cedidos por el IMAS estarán sometidos a la 
normativa aplicable en materia de Protección de Datos de Carácter Personal.

c. Financiar el coste del Servicio de Ayuda a Domicilio para personas en 
situación de dependencia, de acuerdo con lo establecido en el presente Convenio. 
Para ello, tramitará mensualmente el pago del Servicio de Ayuda a Domicilio para 
personas en situación de dependencia, una vez que el representante legal de 
la entidad conveniante presente certificación acreditativa del coste del servicio 
objeto del Convenio y la aportación de los usuarios, acompañada de la relación 
nominal de los mismos con descripción de los servicios efectivamente prestados 
junto con un informe del interventor ú órgano equivalente acreditativo de que los 
datos certificados se corresponden con la información reflejada en la contabilidad.

El pago se efectuará como máximo dentro de los dos meses siguientes a 
la fecha de la presentación por el representante de la Entidad Local de la 
certificación acreditativa del coste y cumplimiento del servicio objeto del convenio 
acompañada de la documentación establecida al efecto en el párrafo anterior.

Dicha certificación se expedirá por meses vencidos dentro del plazo máximo 
de 10 días siguientes al periodo que corresponda, tal y como establece la letra f) 
del apartado siguiente.

Si se produjera por parte de éste Instituto demora en el pago, la Entidad 
Local tendrá derecho a percibir los intereses de demora en los términos previstos 
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en el apartado 1 del artículo 24 del Decreto Legislativo 1/1999, de 2 de diciembre, 
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Hacienda de la Región 
de Murcia.

Para que haya lugar al inicio del cómputo de plazo para el devengo 
de intereses, la Entidad Local deberá de haber cumplido con su obligación 
de presentar la documentación necesaria en el registro administrativo 
correspondiente en tiempo y forma.

d. Seguimiento, supervisión y evaluación del Servicio.

e. Designar a un coordinador técnico y otro administrativo del Servicio de 
Ayuda a Domicilio en el desempeño de las tareas que se deriven del servicio para 
personas en situación de dependencia. Asistirán a las reuniones de coordinación 
técnica que serán convocadas por la Dirección General de Personas Mayores, 
que como mínimo tendrán una periodicidad trimestral. El contenido principal de 
estas reuniones versará sobre las altas y bajas de los beneficiarios, incidencias 
producidas (desistimiento, fallecimiento, modificación de las circunstancias 
que dieron lugar al reconocimiento del servicio...); ausencias domiciliarias 
(vacaciones, cambios de domicilio…) y cualquier otra circunstancia de interés 
para el servicio

2) El Ayuntamiento de Torre Pacheco se compromete a:

a. Prestar el servicio de Ayuda a Domicilio objeto de este Convenio según lo 
establecido en las cláusulas anteriores. 

b. La prestación del Servicio se iniciará, como máximo, en el plazo de 15 
días a contar desde la comunicación a los Servicios Sociales del Ayuntamiento, 
de la Resolución de reconocimiento al derecho del Servicio de Ayuda a Domicilio 
correspondiente. Dicho plazo, solo podrá excederse cuando los motivos por los 
cuales no se ha hecho efectivo el alta en el Servicio, sean por causa imputable al 
interesado, y ésta debe constar en el programa informático de gestión del Servicio 
con su correspondiente incidencia. Por otro lado, en casos de urgencia o extinción 
de otra prestación y/o Servicio derivados de un cambio de Programa Individual 
de Atención se acortará dicho plazo a fin de que se garantice la continuidad de 
su programa anteriormente citado. Igualmente se adjuntarán al citado programa, 
los Certificados de inicio del Servicio activo que deberán contener la distribución 
de tareas de ambas modalidades.

c. La Entidad local remitirá a través del programa informático de gestión 
del servicio, ICC, el documento de Diligencia de inicio en el que constara la 
distribución horaria semanal del beneficiario y su Programa de Atención Individual 
en el que se detallarán las tareas que se prestaran al mismo.

d. Remitir a la Dirección General de Personas Mayores del Instituto Murciano 
de Acción Social las solicitudes de baja de los beneficiarios así como las 
incidencias que puedan producirse, preferentemente a través del programa de 
gestión informático del servicio, o sede electrónica en un plazo máximo de tres 
días naturales.

e. En caso de baja voluntaria se adjuntará documento de renuncia al derecho 
a la prestación del Servicio, firmado por el interesado o representante legal, en su 
caso, haciendo constar el motivo de la misma y pudiéndolo incorporar la Entidad 
Local, al programa de gestión informático.

f. Expedir la certificación acreditativa del coste y cumplimiento del servicio 
objeto del convenio por meses vencidos dentro del plazo máximo de los 10 
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días siguientes al periodo que corresponda y se presentará para su pago 
mensualmente a la Dirección General de Personas Mayores del Instituto Murciano 
de Acción Social, reflejando la diferencia resultante entre las cantidades abonadas 
por los usuarios y el coste mensual del servicio.

g. Recaudar de los usuarios el importe correspondiente de su participación 
en el coste mensual del servicio.

h. Respetar la legislación sobre tratamiento informatizado de datos de 
carácter personal, y asumir las responsabilidades que pudieran corresponderle.

i. Comunicar cualquier propuesta de modificación que pudiera surgir en el 
desarrollo y ejecución del Servicio.

j. Designar a un coordinador técnico y otro administrativo del Servicio de 
Ayuda a Domicilio en el desempeño de las tareas que se deriven del servicio para 
personas en situación de dependencia. Asistirán a las reuniones de coordinación 
técnica con representantes de la Dirección General de Personas Mayores, que 
como mínimo tendrán una periodicidad trimestral. El contenido principal de 
estas reuniones versará sobre las altas y bajas de los beneficiarios, incidencias 
producidas (desistimiento, fallecimiento, modificación de las circunstancias 
que dieron lugar al reconocimiento del servicio...); ausencias domiciliarias 
(vacaciones, cambios de domicilio…) y cualquier otra circunstancia de interés para 
el servicio. La entidad adjudicataria aportará a estas reuniones la documentación 
justificativa del contenido de las mismas.

Novena.- Contratación. Responsabilidades.

La Entidad Local podrá contratar el servicio de ayuda a domicilio. Para ello, 
deberá de atenerse a las siguientes estipulaciones:

* La Entidad Local deberá comunicar por escrito al IMAS la intención de 
celebrar los contratos que procedan. Igualmente, y antes de la formalización 
del contrato se deberá acreditar la aptitud del contratista para ejecutarlo por 
referencia a los elementos técnicos y humanos de que dispone y a su experiencia. 
En el caso que el contratista tuviera la clasificación adecuada para realizar el 
objeto de la contratación, la acreditación de esta circunstancia eximirá a la 
Entidad Local de la necesidad de justificar ante el IMAS la aptitud de aquel. 

* La Entidad Local habrá de establecer en el contrato que celebre, como 
mínimo, las mismas condiciones establecidas en el presente Convenio para la 
prestación del servicio de Ayuda a Domicilio.

* La Entidad Local deberá presentar al IMAS copia del contrato firmado con 
el contratista en el plazo de quince días desde su formalización.

Con independencia de la contratación o no de la gestión del Servicio de Ayuda 
a Domicilio, corresponderá a la Entidad Local la responsabilidad patrimonial 
derivada de las acciones u omisiones con resultado dañoso en las que intervenga 
culpa o negligencia, realizadas por los trabajadores o usuarios del Servicio de 
Ayuda a Domicilio. Asimismo corresponderá a la Entidad Local la responsabilidad 
por los hechos derivados de la indebida práctica profesional o de acciones u 
omisiones negligentes de los trabajadores a cargo de esta Entidad, así como las 
responsabilidades de carácter sanitario, fiscal, laboral, de Seguridad Social, y las 
demás que le sean de obligado cumplimiento según las disposiciones establecidas 
por la legislación vigente.
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Décima.- Comisión de Seguimiento.

El seguimiento de la ejecución del presente Convenio se llevará a cabo a 
través de una Comisión formada por cinco miembros. La Comisión será presidida 
por el titular de la Dirección Gerencial del Instituto Murciano de Acción Social 
o persona en quien delegue, y se reunirá a convocatoria de su presidente y a 
propuesta de cualquiera de las partes.

Formarán parte de la misma, en representación de la Administración 
Regional, el titular de la Dirección Gerencial o persona en quien delegue, y dos 
Técnicos de la Dirección General de Personas Mayores. Por parte de la Entidad 
Local, dos representantes designados por la misma.

Serán funciones de la citada Comisión de seguimiento, la vigilancia y 
control de la ejecución del convenio y de los compromisos adquiridos por las 
partes. Resolverá los problemas de interpretación y cumplimiento que pudieran 
plantearse en el presente Convenio; establecer las determinaciones que en su 
caso fueran necesarias para el adecuado desarrollo de las actuaciones objeto del 
Convenio, y cualesquiera otras modificaciones no sustanciales conducentes al 
logro de las actuaciones previstas.

Se reunirá una vez al año, sin perjuicio de que puedan hacerlo más veces si 
así lo estimase necesario cualquiera de las partes. El Presidente de la Comisión 
de Seguimiento dirimirá con su voto los empates a efectos de adoptar acuerdos.

Decimoprimera.- Publicidad.

En cualquier tipo de publicidad realizada sobre el objeto de este Convenio, se 
hará constar la colaboración de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias 
y Política Social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia y del IMAS, 
mediante el símbolo de la Red Pública Regional de Servicios Sociales (Decreto 
58/1990, de 26 de julio, del Símbolo de la Red Pública Regional de Servicios 
Sociales).

Decimosegunda.- Control sobre las actuaciones.

Los servicios competentes de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, 
Familias y Política Social podrán, de oficio o a instancia de parte, comprobar el 
cumplimiento de la normativa que le es de aplicación, la veracidad de los datos 
alegados por el Ayuntamiento de Torre Pacheco y el destino dado a los fondos 
obtenidos, especialmente afectados a su fin.

Decimotercera.- Resolución del Convenio.

El Convenio se podrá resolver por cualquiera de las siguientes causas:

a) El transcurso del plazo de vigencia del convenio sin haberse acordado la 
prórroga del mismo.

b) El acuerdo unánime de todos los firmantes.

c) El incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por parte 
de alguno de los firmantes.

En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la parte incumplidora 
un requerimiento para que cumpla en un plazo de diez días con las obligaciones o 
compromisos que se consideran incumplidos. Este requerimiento será comunicado 
al responsable del mecanismo de seguimiento, vigilancia y control de la ejecución 
del convenio y a las demás partes firmantes.
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Si trascurrido el plazo indicado en el requerimiento persistiera el 
incumplimiento, la parte que lo dirigió notificará a las partes firmantes la 
concurrencia de la causa de resolución y se entenderá resuelto el convenio. 

d) Por decisión judicial declaratoria de la nulidad del convenio.

La resolución del convenio dará lugar a la liquidación del mismo con el objeto 
de determinar las obligaciones y compromisos de cada una de las partes, de 
conformidad con lo establecido en el artículo 52 de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público 

Decimocuarta.- Régimen de modificación del Convenio.

A propuesta del IMAS o del Ayuntamiento, y previo acuerdo de las partes, 
se podrá modificar el presente convenio de conformidad con lo dispuesto en el 
apartado g) del artículo 49 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.

Decimoquinta.- Vigencia y prórroga.

El presente Convenio surtirá efectos el día 1 de abril de 2022, (salvo su firma 
posterior) y se extenderá su vigencia hasta el 31 de mayo de 2025. 

En cualquier momento antes de la finalización del plazo de vigencia 
previsto, los firmantes podrán acordar unánimemente su prórroga o extinción de 
conformidad con lo dispuesto en el número 2.ª del apartado h) del artículo 49 de 
la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Decimosexta.- Jurisdicción competente.

El presente Convenio tiene naturaleza administrativa. Por consiguiente, 
las controversias que pudieran surgir respecto a su interpretación, ejecución, 
modificación, resolución y efectos y que no hubieran podido solventarse por la 
Comisión de Seguimiento, se someterán al Orden Jurisdiccional Contencioso – 
Administrativo.

Decimoséptima.- Transparencia y acceso a la información pública.

El convenio subscrito será puesto a disposición de los ciudadanos en el 
correspondiente Portal de Transparencia, en aplicación de lo dispuesto en la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno, así como en la Ley 12/2014, de 16 de diciembre, de 
Transparencia y Participación Ciudadana de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia y demás normativa de desarrollo de la misma, y en prueba de ello lo 
firman, el Alcalde-Presidente del Excmo. Ayuntamiento de Torre Pacheco en fecha 
28 de marzo de 2022, la Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política 
Social de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia en fecha 29 de marzo 
de 2022 y el Secretario, en calidad de Fedatario, del Excmo. Ayuntamiento de 
Torre Pacheco en fecha 31 de marzo de 2022.

Por la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, la Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Políticas Sociales, Isabel Franco Sánchez.—Por el 
Ayuntamiento de Torre Pacheco, el Alcalde, Antonio León Garre.—En calidad de 
fedatario, el Secretario General, Jesús Gómez García.
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I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social

1860	 Orden de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y 
Política Social, por la que se convoca procedimiento para el 
otorgamiento de la autorización demanial de uso del Centro 
de Promoción Juvenil de Espinardo, a favor de entidades con 
implantación regional y sin ánimo de lucro, para fines de 
utilidad pública, en base a la Resolución de 2 de noviembre 
de 2017, del Director General de Informática, Patrimonio 
y telecomunicaciones de la Consejería de Hacienda y 
Administraciones Públicas (BORM n.º 266, de 17 de noviembre 
de 2017).

Mediante Resolución de 2 de noviembre de 2017, del Director General de 
Informática, Patrimonio y Telecomunicaciones de la Consejería de Hacienda 
y Administraciones Públicas, por la que se dispone la publicación en el Boletín 
Oficial de la Región de Murcia del Acuerdo, de 25 de octubre de 2017, por el que 
se aprueban las directrices generales para la cesión de uso de bienes inmuebles 
patrimoniales o para el otorgamiento de autorizaciones demaniales sobre bienes 
de dominio público de titularidad de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia a favor de entidades sin ánimo de lucro, para fines de utilidad pública o 
interés social.

El objeto de dichas directrices es establecer criterios para la gestión de las 
autorizaciones o cesiones de uso gratuitas que tengan por finalidad proporcionar 
a las fundaciones y asociaciones ciudadanas, con implantación regional y sin 
ánimo de lucro, un espacio donde puedan desarrollar proyectos con fines de 
utilidad pública o interés social en beneficio de la comunidad con vocación de 
estabilidad y continuidad.

Se consideran a estos efectos fines de utilidad pública o interés social los 
siguientes:

- El ejercicio de actividades que contribuyan al desarrollo comunitario y el 
bienestar social de los ciudadanos de la Región de Murcia;

- La promoción de actividades socio-culturales, formativas, informativas, 
educativas, deportivas, de economía social y de sensibilización ciudadana con el 
medio ambiente.

- El impulso de actividades de voluntariado y solidaridad social, de 
dinamización de la vida pública, de la participación ciudadana y de la integración 
social.

Las autorizaciones demaniales de uso de locales e inmuebles serán otorgadas 
por los titulares de las Consejerías y organismos públicos a los que se haya 
adscrito el bien, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 33 de la Ley 3/1992, de 
30 de julio, de Patrimonio de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.

El Centro de Promoción Juvenil de Espinardo está adscrito a la Consejería 
de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social, siendo gestionado por la 
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Dirección General de Familias y Protección de Menores a través del Servicio de 
Ejecución de Medidas Judiciales de Menores.

De acuerdo con los expuesto, y en virtud de las atribuciones conferidas a 
la Consejería competente en materia de servicios sociales por el Decreto del 
Presidente n.º 3/2022, de 8 de febrero, de reorganización de la Administración 
Regional, y del artículo 16.2 de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la administración pública de la comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.

Dispongo:

Artículo 1. Objeto y régimen jurídico.

1. Es objeto de la presente Orden la convocatoria para el ejercicio 2022, en 
régimen de concurrencia competitiva, procedimiento para el otorgamiento de la 
autorización demanial de uso del Centro de Promoción Juvenil de Espinardo, a 
favor de entidades con implantación regional y sin ánimo de lucro, para fines de 
utilidad pública.

2. El procedimiento de esta convocatoria se rige por:

a) La Resolución de 2 de noviembre de 2017, del Director General de 
Informática, Patrimonio y Telecomunicaciones de la Consejería de Hacienda 
y Administraciones Públicas, por la que se dispone la publicación en el Boletín 
Oficial de la Región de Murcia del Acuerdo, de 25 de octubre de 2017, por el que 
se aprueban las directrices generales para la cesión de uso de bienes inmuebles 
patrimoniales o para el otorgamiento de autorizaciones demaniales sobre bienes 
de dominio público de titularidad de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia a favor de entidades sin ánimo de lucro, para fines de utilidad pública o 
interés social.

b) La Ley 3/1992, de 30 de julio, de Patrimonio de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia.

c) La Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las Administraciones 
Públicas y su Reglamento General establecido en el Real Decreto 1373/2009, de 
28 de agosto.

d) La Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común 
de las Administraciones Públicas así como por cualquier otra disposición o norma 
del ordenamiento jurídico que resulte de aplicación.

Artículo 2. Características físicas del inmueble.

Centro de Promoción Juvenil de Espinardo situado en Carretera de Madrid s/n 
Espinardo en el término municipal de Murcia.

El Centro de Promoción Juvenil de Espinardo está adscrito a la Consejería 
de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social, siendo gestionado por la 
Dirección General de Familias y Protección de Menores a través del Servicio de 
Ejecución de Medidas Judiciales de Menores.

Artículo 3. Plazo de presentación de solicitudes.

El plazo de presentación de solicitudes será de 10 días hábiles a partir del día 
siguiente a la publicación de la presente convocatoria en el Boletín Oficial de la 
Región de Murcia (BORM).

Artículo 4. Documentación requerida.

1. Las solicitudes se presentarán, por vía telemática, a través de la Sede 
Electrónica en el portal web de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, 
https://sede.carm.es, utilizando el procedimiento con código 1609 (“Presentación 
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Electrónica de solicitudes, escritos y comunicaciones no disponibles en la Guía 
de Procedimientos y Servicios”), y dirigido a la Dirección General de Familias y 
Protección de Menores a través del Servicio de Ejecución de Medidas Judiciales de 
Menores, siendo la documentación a aportar la siguiente:

a) 	Estatutos de la entidad.

b) 	Declaración responsable relativa a no estar incursos en prohibiciones e 
incompatibilidades para contratar con la Administración, de estar al corriente en 
el cumplimiento de obligaciones tributarias y con la Seguridad Social y de que no 
existen deudas de naturaleza tributaria en período ejecutivo con la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia.

c)	 Declaración de utilidad pública o certificado de inscripción en Registros 
Públicos, en su caso.

d)	 Memoria de la actividad desarrollada por la entidad en el último año, 
detallando el número de asociados.

e)	 Proyecto de las actividades, que deberá justificar la adecuación del tipo 
de autorización solicitada a las actividades que se pretenden desarrollar. Dichas 
actividades debe estar relacionadas con Programas Formativos Profesionales 
o iniciación a la formación de operaciones básicas.  Dicho proyecto deberá 
especificar el carácter gratuito o no así como los compromisos de contratación de 
personal con presencia  en las instalaciones, especificando la dedicación horaria.

f)	 Si se van a realizar obras en el bien objeto de autorización o cesión, 
memoria de las mismas, con planos y presupuesto estimado.

g)	 Tipo de uso en el espacio que se solicita.

h)	 Certificado emitido por una Administración Pública que acredite la 
experiencia en acciones relacionadas con el objeto de la convocatoria.

2.	 Las entidades no vendrán obligadas a presentar la documentación 
obrante    en poder de la Administración Regional. La presentación de la solicitud 
supondrá la autorización, salvo oposición expresa, a la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia para la obtención de los correspondientes documentos en 
poder de las demás administraciones públicas.

Artículo 5. Periodo de utilización y requisitos de las entidades 
solicitantes.

El periodo de utilización del inmueble será de cuatro años, computándose 
el plazo a partir del día siguiente al de la suscripción por las partes del acta de 
ocupación de los bienes, a la que se acompañará un informe de reconocimiento 
del estado general del espacio autorizado o del inmueble cedido.

Podrá solicitar la autorización de uso del inmueble cualquier entidad con 
implantación regional legalmente constituida e inscrita en el Registro público 
correspondiente que carezca de ánimo de lucro y cuyo objeto esté relacionado 
con la naturaleza propia de la presente convocatoria.

A estos efectos, se considerará que una entidad no tiene ánimo de 
lucro cuando así figure en sus estatutos y cuando no desarrolle actividad 
económica alguna o que, de desarrollarla, el fruto de esa actividad se destine 
única y exclusivamente al cumplimiento de las finalidades de interés general 
establecidas en sus estatutos, sin reparto de beneficios, directos o indirectos, 
entre sus asociados o terceros. Cualquier beneficio derivado de la actividad 
que se desarrolle en el local o inmueble deberá revertir en la entidad o en sus 
actividades.
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Artículo 6. Condiciones y criterios de adjudicación.

La autorización de uso que se otorgue lo será a título gratuito sin sujeción 
a tasa, dado que las condiciones de la misma no llevan aparejada utilidad 
económica para las entidades beneficiarias, conforme a lo prevenido en 
el artículo 92.5 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio de las 
Administraciones Públicas.

La autorización demanial no implicará en ningún caso cesión de dominio 
público ni de las facultades dominicales de la Administración Regional sobre los 
espacios de los inmuebles objeto de autorización.

No podrán destinarse los inmuebles incluidos en el objeto de esta Orden a 
usos diferentes de los autorizados, ni podrán ser arrendados, traspasados, ni 
cedidos a terceros, ni siquiera temporalmente ni a título de precario, ni constituir 
sobre los mismos derechos reales de ninguna clase.

Los criterios para la adjudicación de la autorización de uso gratuita de 
acuerdo a lo recogido en el apartado cuarto de la Resolución de 2 de noviembre 
de 2017, se considerarán los siguientes criterios, siendo la puntuación máxima a 
obtener de 100 puntos:

Criterio a. El arraigo y las actividades que la entidad desarrolla en el ámbito 
de la región de Murcia: 

Años de experiencia acreditada en la prestación del servicio. 5 puntos por 
cada año de experiencia contrastada. Máximo 30 puntos. 

Criterio b. Alcance del proyecto presentado, número y características de los 
beneficiarios y fines de interés social que persigue: 

Si los programas van dirigidos a menores/ jóvenes que se hallan 
cumpliendo medidas judiciales, 20 puntos, de protección 10 puntos o menores 
extutelados, 10 puntos con un total de 40 puntos. 

Si los programas a presentar son Programas laborales o prelaborales, y 
programas de competencias básicas: 2 puntos por programa con un total de 10 
puntos. 

Si el programa atiende a una población superior a 40 usuarios: 10 puntos. 
Si se comprende entre 21 y 40: 8 puntos. Si está comprendida entre 10 y 20 
usuarios: 4 puntos. Con un total de 10 puntos. 

Criterio c. inversión de fondos propios de la entidad en la financiación del 
proyecto. 

Si existe inversión de fondos propios para garantizar el cumplimiento de 
las obligaciones derivadas de la autorización demanial 5 puntos de un total de 
5 puntos.

Criterio d. gratuidad y el carácter inclusivo de las actividades a desarrollar. 

Gratuidad y carácter inclusivo de las actividades a desarrollar. Se valorará a 
razón de 5 puntos (máximo 5 puntos):

Carácter no gratuito de la formación e intervención desarrolladas: 0 puntos.

5. En caso de empate en las puntuaciones obtenidas por dos o más 
solicitantes se autorizará el uso a aquel solicitante que haya propuesto un mayor 
número de proyectos en primer lugar (según lo indicado en el criterio b) y si 
aún existiera empate se le asignará a aquel que vaya a invertir mayor cuantía 
económica (según lo indicado en el criterio c).
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Artículo 7. Instrucción, valoración y resolución del procedimiento.

1.	 Corresponde a la Dirección General de Familias y Protección de Menores a 
través del Servicio de Ejecución de Medidas Judiciales de Menores, la instrucción 
de este procedimiento de autorización de uso.

2.	 La valoración y examen de las solicitudes se llevará a cabo por una 
Comisión de Valoración que se regirá por lo previsto en la subsección 1.ª de 
la sección 3.ª del capítulo II del Título preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, y estará constituida por los 
siguientes miembros:

Presidente: Jefe de Servicio de Ejecución de Medidas Judiciales de Menores.

Vocales: 3 Técnicos pertenecientes al Servicio de Ejecución de Medidas 
Judiciales de Menores.

Secretario: Un funcionario del Servicio de Ejecución de Medidas Judiciales de 
Menores, con voz y sin voto

El régimen de suplencias para los supuestos de ausencia, vacante o 
enfermedad de los miembros titulares, se establecerá por Resolución de la 
Dirección General de Familias y Protección de Menores.

3.	 Se establece un proceso de valoración en el que la Comisión de 
Valoración, haciendo uso de los criterios establecidos en la base cuarta, puntuará 
las   solicitudes. Una vez evaluadas las solicitudes, la Comisión de Valoración 
emitirá un informe sobre el resultado de la evaluación efectuada.

4.	 El Servicio de Ejecución de Medidas Judiciales de Menores, a la vista 
del expediente y el informe de la Comisión de Valoración, elevará el informe-
propuesta    a la Dirección General de Familias y Protección de Menores. La 
propuesta deberá contener la entidad seleccionada y la puntuación obtenida, así 
como la relación de solicitudes para las que se propone la denegación del uso.

5.	 El procedimiento de autorización de uso se tramitará en régimen de 
concurrencia competitiva.

6.	 La Dirección General de Familias y Protección de Menores, a la vista 
del expediente, formulará la propuesta de resolución provisional, debidamente 
motivada, que se notificará a los interesados, concediéndose un plazo de diez 
días para presentar las alegaciones que estimen oportunas. Podrá prescindirse de 
este trámite si, de conformidad con el artículo 82.4 de la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, no figuran en el procedimiento ni son tenidos en cuenta en la resolución 
otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que las aducidas por los interesados.

7.	 Examinadas las alegaciones presentadas en su caso, se elaborará por 
parte de la Dirección General de Familias y Protección de Menores, propuesta 
definitiva de adjudicatarios y no adjudicatarios que queden excluidos, 
especificando su evaluación y los criterios de valoración seguidos para efectuarla, 
así como de los excluidos del procedimiento de adjudicación.

8.	 A la vista de la propuesta definitiva, la persona titular de la Consejería 
de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social dictará la correspondiente 
Orden de autorización de uso, en la que se hará constar los solicitantes que 
resulten adjudicatarios de los inmuebles, así como la desestimación del resto 
de solicitudes, concretando la duración de la autorización, la superficie del 
inmueble, el horario de utilización en su caso, las condiciones generales de uso, 
las obligaciones de las partes y las condiciones de extinción.

9.	 El plazo máximo para resolver y notificar la resolución del procedimiento, 
de acuerdo con el artículo 96 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, no podrá 
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exceder de seis meses contados desde la fecha de finalización del plazo de 
presentación de solicitudes. Se entenderá desestimada la solicitud por silencio 
administrativo si al vencimiento del plazo máximo no ha sido notificada la 
resolución a los interesados.

10.	Contra la Orden de la Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y 
Política Social resolviendo el procedimiento, que pone fin a la vía administrativa, 
cabe interponer, con carácter potestativo, recurso de reposición ante la misma 
en el plazo de un mes contado a partir del día siguiente a su notificación, o 
bien recurso contencioso-administrativo, ante la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa, en el plazo de dos meses contados a partir del día siguiente al de 
la mencionada notificación.

Artículo 8. Condiciones de utilización.

1.	 El inmueble objeto de autorización se deberá utilizar por la entidad 
autorizada para el desarrollo de actividades de formativas y de inserción socio 
laboral, teniendo en cuenta el proyecto presentado y los fines estatutarios 
de la entidad. La Comisión de Coordinación y Seguimiento a que se refiere la 
base Décima de la presente Orden, concretará los planes de actuación en cada 
inmueble, desarrollando asimismo las actuaciones de coordinación que considere 
necesarias.

2.	 Corresponderá a la entidad autorizada la obtención de cuantas licencias 
y autorizaciones sean necesarias para el uso del inmueble o el ejercicio de sus 
actividades. La Comunidad Autónoma de la Región de Murcia queda exonerada 
de toda responsabilidad si, por cualquier causa, los organismos y autoridades 
competentes se demorasen en facilitar las autorizaciones precisas o no 
permitiesen o limitasen dichas actividades.

Artículo 9. Obligaciones de la entidad adjudicataria.

1.	 La entidad autorizada deberán hacerse cargo de los gastos por consumo 
de agua, luz, electricidad o cualquier otro suministro o servicio que requiera la 
utilización del local o inmueble, los cuales deberán ser contratados directamente y 
puestos a su nombre, siempre que ello sea posible, siendo por su cuenta y cargo 
todos los gastos de contratación, aparatos, instalaciones y demás desembolsos 
que pudieren exigir las compañías suministradoras correspondientes.

2.	 Asimismo asumirá los gastos de mantenimiento y acondicionamiento del 
local o inmueble que deriven de su utilización, siendo responsables de su perfecto 
estado de conservación. También deberán hacerse cargo de los impuestos, tasas 
o demás tributos exigibles en relación a dicho local o inmueble, conforme a la 
legislación vigente y, en particular, del impuesto sobre bienes inmuebles y de la 
tasa de recogida de basuras.

3.	 Los gastos derivados de la utilización del inmueble referidos en los 
apartados anteriores, serán asumidos por la entidad autorizada, sin perjuicio 
de su prorrateo en caso de uso parcial del inmueble por parte de la Consejería 
autorizante, de conformidad con lo recogido en el apartado decimo.

4.	 Corresponde a la entidad autorizada asumir la responsabilidad laboral 
del personal que desarrolle su actividad en los espacios autorizados, personal 
respecto del cual en ningún caso se establecerá relación alguna con la 
Administración Regional.

5.	 La entidad autorizada quedará obligada al cumplimiento de toda aquella 
legislación aplicable a los trabajos a desarrollar y en especial los relacionados con 
la prevención de riesgos laborales.
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6.	 La entidad autorizada quedará obligada a formalizar la correspondiente 
póliza de seguro de responsabilidad civil que garantice las responsabilidades que 
puedan derivarse de daños materiales y a personas ocasionados por el uso de los 
espacios o inmuebles.

Artículo 10. Comisiones de Seguimiento.

1.	 Se creará una Comisión de Seguimiento paritaria, compuesta por cuatro 
miembros, dos en representación de la Administración Regional, personal del 
Servicio de Ejecución de Medidas Judiciales de Menores, designados por la 
persona titular de la Director General al que esté adscrito dicho Servicio, uno de 
los cuales presidirá la Comisión, y dos en representación de la entidad autorizada.

2.	 La Secretaría de la Comisión, con voz y sin voto, estará a cargo del 
Servicio de Ejecución de Medidas Judiciales de Menores.

3.	 La Comisión se constituirá en el plazo de dos meses, a partir de la 
autorización de uso y se reunirá, al menos una vez al año, pudiendo ser 
asistida por el personal técnico que se considere necesario. También se reunirá 
con carácter extraordinario cuando así lo solicite cualquiera de las partes o, 
a convocatoria de la Presidencia. Para ello, dentro del citado plazo, las partes 
comunicarán por escrito las personas designadas por cada una de ellas para 
formar parte de dicha Comisión.

4.	 Dicha Comisión se reunirá a propuesta de cada una de las partes, 
rigiéndose en su organización y funcionamiento por lo dispuesto en el capítulo II 
del Título Preliminar de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público.

5.	 Las funciones de la Comisión de Seguimiento serán resolver las 
cuestiones relativas a la interpretación y cumplimiento de la autorización de uso, 
evaluando su aplicación y promoviendo las líneas de trabajo, así como todas 
aquellas actuaciones de coordinación que se consideren necesarias.

Artículo 11. Actuaciones de la Administración autorizante.

1.	 La Consejería autorizante podrá realizar todas las inspecciones que 
estimen necesarias para garantizar que los inmuebles autorizados se destinan 
a los fines previstos. La negativa u obstrucción al ejercicio de esta facultad por 
parte de la entidad dará lugar a la extinción de la autorización o cesión acordada.

Artículo 12. Obras.

En caso de que el local o inmueble requiera de obras de acondicionamiento, 
éstas se realizarán por la entidad autorizada atendiendo a criterios sociales, 
de sostenibilidad medioambiental y de eficiencia energética. Las entidades 
beneficiarias no podrán realizar en el local o inmueble ningún tipo de obra o 
actuación sin la autorización previa del órgano autorizante y en su caso, de 
la Dirección General competente en materia de Patrimonio, y requerirán la 
pertinente comunicación previa, declaración responsable o licencia municipal.

Las obras o actuaciones realizadas por la entidad autorizada redundarán en 
beneficio del inmueble, sin que la entidad autorizada ostente derecho alguno 
a percibir ningún tipo de indemnización o compensación económica por su 
realización.

Artículo 13. Extinción de la autorización demanial. Procedimiento de 
devolución de espacios o inmuebles a la extinción de la autorización o 
cesión de uso.

1.	 Las causas que determinarán la extinción de la autorización demanial de 
uso, sin derecho a indemnización alguna, serán las siguientes:
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-	 Vencimiento del plazo máximo de la autorización o cesión;

-	 Renuncia de la entidad;

-	 Mutuo acuerdo entre las partes;

-	 Extinción de la personalidad jurídica de la entidad;

-	 Incumplimiento por la entidad de las obligaciones establecidas en el 
instrumento jurídico de autorización o cesión de uso;

-	 Revocación unilateral por la administración autorizante o cedente por 
razones de interés público en los supuestos previstos en la Ley de Patrimonio de 
las Administraciones Públicas;

-	 Desafectación del bien de dominio público, en su caso.

-	 Cualesquiera otras que figuren en el acuerdo de autorización o cesión.

-	 Cualquier otra causa de extinción prevista en la legislación vigente.

2.	 En los supuestos de extinción de la autorización por culpa o negligencia 
de la entidad, serán de su cuenta, previa tasación pericial, los daños y perjuicios 
causados así como el detrimento o deterioro sufrido en el local o inmueble 
ocupado o cedido, sin que sean indemnizables los gastos en que se haya incurrido 
para cumplir las cargas o condiciones impuestas.

Producida alguna de las causas de extinción establecidas se ordenará 
por el órgano al que esté adscrito el bien o por la Consejería de Hacienda y 
Administraciones Públicas, en su caso, previa tramitación de expediente 
administrativo con audiencia de la entidad interesada, el desalojo o desahucio 
en el plazo de dos meses desde el acuerdo de extinción de la autorización o 
cesión, salvo que concurra alguna causa excepcional libremente apreciada, previa 
solicitud escrita del autorizado o cesionario, en cuyo caso se podrá prorrogar la 
ocupación hasta un máximo de seis meses.

Concluido el procedimiento sin que el desalojo se hubiera producido, 
se realizarán los trámites para proceder a la ejecución forzosa del acto 
administrativo, sin perjuicio de la exigencia a la entidad de las responsabilidades 
de todo orden a que, en su caso, hubiera lugar.

Contra la presente Orden, que pone fin a la vía administrativa, se podrá 
interponer recurso potestativo de reposición, ante la Consejera de Mujer, 
Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social, en el plazo de un mes contado 
desde el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial de la Región 
de Murcia», o, directamente, recurso contencioso-administrativo, ante la Sala de 
lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de la Región de 
Murcia, en el plazo de dos meses contados desde el citado día, en los términos 
previsto en la Ley 39/2015,de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones públicas y en la Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, y sin perjuicio de que 
las entidades interesadas puedan ejercitar cualquier otro que estimen procedente. 
No se podrá interponer recurso contencioso-administrativo hasta que sea resuelto 
expresamente o se haya producido la desestimación presunta del recurso de 
reposición interpuesto.

Murcia, 5 de abril de 2022.—La Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias 
y Política Social, Isabel Franco Sánchez.
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I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social

1861	 Orden de 8 de abril de 2022 de la Consejería de Mujer, Igualdad, 
LGTBI, Familias y Política Social por la que se modifica la Orden 
de 28 de diciembre de 2021 de la Consejería de Mujer, Igualdad, 
LGTBI, Familias y Política Social por la que se establecen las 
bases reguladoras de subvenciones dirigidas a corporaciones 
locales y entidades sin fin de lucro para la adquisición, 
construcción, remodelación y equipamiento de recursos 
residenciales del sector de personas con discapacidad en el 
marco del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia 
del mecanismo de recuperación y resiliencia Next Generation EU, 
en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 

Con fecha 28 de diciembre de 2021 se aprobó la Orden de la Consejería de 
Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social, por la que se establecen las 
bases reguladoras de subvenciones dirigidas a corporaciones locales y entidades 
sin fin de lucro para la adquisición, construcción, remodelación y equipamiento de 
recursos residenciales del sector de personas con discapacidad en el marco del Plan 
de Recuperación, Transformación y Resiliencia del mecanismo de recuperación y 
resiliencia Next Generation EU, en la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, 
publicada en el BORM número 301, de fecha 31 de diciembre de 2021. 

Posteriormente, con fecha 29 de enero de 2022 se publicó en el BORM 
número 23 la Resolución de 13 de enero de 2022 de la Secretaría General de la 
Consejería de Transparencia, Seguridad y Emergencias por la que se da publicidad 
al acuerdo de Consejo de Gobierno de aprobación del Código de conducta en 
materia de subvenciones y ayudas públicas de la Región de Murcia, adoptado en 
su sesión de 29 de diciembre de 2021. 

Asimismo, la Dirección General de Estrategia Económica de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Administración Digital ha elaborado y difundido en 
enero de 2022 una Guía básica para órganos gestores del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia en la Región de Murcia con el objetivo de facilitar a 
los órganos gestores de la Administración regional la aplicación de los sistemas 
de gestión y seguimiento exigidos para las actuaciones financiadas por fondos 
europeos del MRR dentro del PRTR del Gobierno de España.

Ambas publicaciones contienen principios, normas y orientaciones que deben 
regir en la gestión de ayudas y subvenciones públicas y que por tanto afectan 
al contenido de la citada Orden de bases de 28 de diciembre de 2021, lo cual 
hace necesaria su modificación. Asimismo, a través de esta Orden se modifica 
el nombre de dos de los proyectos de acuerdo con la literalidad del convenio, así 
como otros aspectos de la Orden a fin de mejorar su tramitación. 

En consecuencia, de acuerdo con el artículo 13 de la Ley 7/2005, de 18 de 
noviembre, de Subvenciones de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
y en uso de las facultades que me confiere el artículo 16 de la Ley 7/2004, de 28 
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de diciembre, de Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública 
de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a propuesta del Instituto 
Murciano de Acción Social.

Dispongo:

Artículo 1. Modificación del artículo 1 de la Orden de bases.

Se modifica la redacción del punto 2 del artículo 1 de la Orden de bases, que 
queda redactado en los siguientes términos:

• Proyecto 12. Adquisición de nuevos equipamientos para alumnado con 
discapacidad y con alteraciones graves del comportamiento.

• Proyecto 13. Adquisición de nuevos equipamientos en la comunidad para 
personas con discapacidad.

Artículo 2. Modificación del artículo 4 de la Orden de bases.

Se añade un nuevo apartado al artículo 4 de la Orden de bases, que regula 
las obligaciones de las entidades que resulten beneficiarias de las subvenciones 
reguladas por la Orden, en los siguientes términos:

3. Los límites presupuestarios establecidos en el apartado 1 del presente 
artículo, podrán verse modificados al alza en función de la disponibilidad de 
nuevos créditos.

Artículo 3. Modificación del artículo 6 de la Orden de bases.

Uno. Se modifica el apartado c) del punto 5 del artículo 6 de la Orden de 
bases que queda redactado en los siguientes términos: c) Solicitar y obtener la 
autorización administrativa correspondiente del Registro de Centros y Servicios 
Sociales, con anterioridad al inicio de la obra de construcción o reforma.

Dos. Se añade un nuevo apartado al punto 5 del artículo 6 de la Orden de 
bases, que regula las obligaciones de las entidades que resulten beneficiarias de 
las subvenciones reguladas por la Orden, en los siguientes términos:

o) Las establecidas en la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por la 
que se configura el sistema de gestión del Plan de Recuperación, Transformación 
y Resiliencia, en especial pero no de forma excluyente lo referido a los Planes 
Antifraude. Para las Corporaciones locales, además, las establecidas en la Orden 
HFP 1031/2021, de 29 de septiembre, por la que se establece el procedimiento 
y formato de la información a proporcionar por las entidades del sector público 
estatal, autonómico y local para el seguimiento del cumplimiento de hitos 
y objetivos y de ejecución presupuestaria y contable de las medidas de los 
componentes del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia.

Tres. Se modifica la redacción del punto 10 del artículo 6 de la Orden de 
bases, que queda redactado en los siguientes términos:

La entidad que pretenda acceder a las subvenciones se compromete a 
adoptar todas las medidas necesarias y aplicar los principios éticos más exigentes 
para prevenir cualquier riesgo de fraude, corrupción o conflicto de intereses. 
Igualmente se compromete a denunciar cualquier hecho constitutivo de fraude, 
corrupción o conflicto de interés ante las autoridades competentes. Asimismo 
manifiesta conocer el Código de Conducta en materia de subvenciones y ayudas 
públicas de la Región de Murcia, adoptado por Consejo de Gobierno en su sesión 
de 29 de diciembre de 2021, que se incluye como Anexo III a la presente Orden, 
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y cuya cláusula de compromiso de cumplimiento del apartado IV se incluirá en la 
solicitud de subvención.

Artículo 4. Modificación del artículo 13 de la Orden de bases.

Se modifica la redacción del punto 2 del artículo 13 de la Orden de bases, 
que queda redactado en los siguientes términos:

La Comisión estará presidida por la persona titular de la Subdirección General 
de Personas con Discapacidad o persona en quien ésta delegue, e integrada por 
un mínimo de tres miembros designados por aquella de entre el personal técnico 
empleado público de la CARM, actuando uno de ellos en calidad de secretario. Se 
hará consulta previa entre las personas candidatas a formar parte de la Comisión 
para verificar la ausencia de conflictos de interés de las personas seleccionadas.

Artículo 5. Modificación del artículo 14 de la Orden de bases.

Se modifica la redacción del punto 1 del artículo 14 de la orden de bases, 
que queda redactado en los siguientes términos:

Una vez distribuidos todos los créditos disponibles para cada línea entre las 
entidades que cumplan los requisitos, siguiendo el orden de puntuación obtenido 
por los proyectos en aplicación del baremo del artículo 30 y siguientes de la Orden 
de bases, hasta agotar los mismos, la Comisión de Evaluación emitirá informe 
motivado sobre la distribución de los importes entre los proyectos seleccionados, 
así como acerca de los expedientes propuestos para denegación.

Artículo 6. Modificación del artículo 21 de la Orden de bases.

Se modifica la redacción del punto 1 del artículo 21 de la Orden de bases, 
que queda redactado en los siguientes términos:

Se entenderá por subcontratación el hecho de que la actividad objeto 
de la subvención, la ejecuten personas físicas o jurídicas distintas de las 
subvencionadas, siempre que dicha actividad sea habitual, cotidiana o propia de 
la entidad subvencionada.

Artículo 7. Modificación del artículo 28 de la Orden de bases.

Uno. Se añade un nuevo apartado 3 al artículo 28 de la Orden de bases:

3.- Requisitos que habrán de reunir los proyectos:

3.1.- El proyecto habrá de incluir un plan para garantizar que, al finalizar la 
adquisición, reforma y equipamiento, el personal de las viviendas dispondrá de 
la formación adecuada para implantar el modelo de cuidados de larga duración 
basado en la atención integral centrada en la persona, la autonomía personal y 
el derecho de elección. Esta formación no podrá ser financiada con cargo a estos 
proyectos.

3.2.- El proyecto habrá de incluir el compromiso formal de la entidad de 
adecuar su Reglamento de Régimen Interior y normas de funcionamiento interno 
para garantizar el cumplimiento de los derechos de las personas con discapacidad 
reconocidos en la normativa, así como los principios de funcionamiento y 
características de los recursos recogidos en el artículo 5 de la presente Orden de 
bases.

3.3.- El proyecto habrá de incluir el compromiso formal de la entidad de 
poner a disposición de la Administración regional las plazas, adquiridas con las 
subvenciones reguladas por la presente Orden de bases, que ésta solicite concertar. 

3.4.- Será causa de exclusión del proyecto el incumplimiento de alguno de 
los requisitos de los apartados anteriores.
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Dos. Donde dice 7.-, debe decir 4.-

Tres. Donde dice 8.-, debe decir 5.-

Cuatro. Donde dice 9.- debe decir 6.-

Artículo 8. Modificación del artículo 29 de la Orden de bases.

Se añade un nuevo apartado 3 al artículo 29 de la Orden de bases:

3.- Requisitos que habrán de reunir los proyectos:

3.1.- El proyecto habrá de incluir un plan para garantizar que, al finalizar la 
adquisición, reforma y equipamiento, el personal de las viviendas dispondrá de la 
formación adecuada para implantar el modelo de cuidados de larga duración basado 
en la atención integral centrada en la persona, la autonomía personal y el derecho de 
elección. Esta formación no podrá ser financiada con cargo a estos proyectos.

3.2.- El proyecto habrá de incluir el compromiso formal de la entidad de 
adecuar su Reglamento de Régimen Interior y normas de funcionamiento 
interno para garantizar el cumplimiento de los derechos de las personas 
con discapacidad reconocidos en la normativa, así como los principios de 
funcionamiento y características de los recursos recogidos en el artículo 5 de la 
presente Orden de bases.

3.3.- El proyecto habrá de incluir el compromiso formal de la entidad de 
poner a disposición de la Administración regional las plazas, adquiridas con las 
subvenciones reguladas por la presente Orden de bases, que ésta solicite concertar. 

3.4.- Será causa de exclusión del proyecto el incumplimiento de alguno de 
los requisitos de los apartados anteriores.

Artículo 9. Modificación del artículo 31 de la Orden de bases. 

Se añade un nuevo apartado d) al artículo 31.1 de la Orden de bases:

d) Emplea a personas con discapacidad (para entidades con menos de 50 
trabajadores): 2 puntos

Artículo 10. Modificación del artículo 33 de la Orden de bases.

Se añade un nuevo apartado d) al artículo 33.1 de la Orden de bases:

d) Emplea a personas con discapacidad (para entidades con menos de 50 
trabajadores): 2 puntos

Artículo 11. Se adjuntan a la Orden de bases los Anexos I y II citados en los 
artículos 5 y 25 de la citada Orden, respectivamente.

Disposición adicional primera

Se incluye un nuevo Anexo III a la Orden de bases que recoge la 
Resolución de 13 de enero de 2022 de la Secretaría General de la Consejería de 
Transparencia, Seguridad y Emergencias por la que se da publicidad al acuerdo 
de Consejo de Gobierno de aprobación del Código de conducta en materia de 
subvenciones y ayudas públicas de la Región de Murcia, adoptado en su sesión 
de 29 de diciembre de 2021.

Disposición final. Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el 
“Boletín Oficial de la Región de Murcia”.

En Murcia, a 8 de abril de 2022.—La Consejera de Mujer, Igualdad, LGTBI, 
Familias y Política Social, Isabel Franco Sánchez.
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Anexo I

Guía técnica sobre la aplicación del principio de «no causar un perjuicio 
significativo» en virtud del Reglamento relativo al Mecanismo de 

Recuperación y Resiliencia

(2021/C 58/01)

Este documento se basa en el texto del Reglamento relativo al Mecanismo de 
Recuperación y Resiliencia, en virtud del acuerdo político del Parlamento Europeo 
y el Consejo de diciembre de 2020 [2020/0104(COD)]1.

Esta guía técnica se ha confeccionado para ayudar a las autoridades 
nacionales en la preparación de los planes de recuperación y resiliencia en 
virtud del Reglamento relativo al Mecanismo de Recuperación y Resiliencia. 
Solo el Tribunal de Justicia de la Unión Europea es competente para formular 
interpretaciones vinculantes del Derecho de la Unión.

El Reglamento por el que se establece un Mecanismo de Recuperación y 
Resiliencia (MRR) dispone que las medidas incluidas en un plan de recuperación 
y resiliencia (PRR) no deben ocasionar un perjuicio significativo a objetivos 
medioambientales en el sentido del artículo 17 del Reglamento de taxonomía2 3. 
Según el Reglamento del MRR, la evaluación de los PRR debe garantizar que 
todas y cada una de las medidas (es decir, cada reforma y cada inversión) 
comprendidas en el plan cumplen con el principio de «no causar un perjuicio 
significativo» [en lo sucesivo, principio DNSH, por sus siglas en inglés (do no 
significant harm)]4.

(1)	 https://data.consilium.europa.eu/doc/document/ST-14310-2020-INIT/en/
pdf. La numeración y la redacción de las disposiciones están sujetas a modificación durante la revisión 
jurídica en curso.
(2)	 Véase el artículo 4 bis (Principios horizontales) del Reglamento del MRR (que afirma que el 
MRR solo puede apoyar las medidas que respeten el principio DNSH) y los artículos 15 y 16 (Plan 
de recuperación y resiliencia y Evaluación de la Comisión) [que prevén a continuación que los PRR 
deben explicar «cómo el plan asegura que ninguna medida destinada a la aplicación de las reformas e 
inversiones incluidas en el plan cause un perjuicio significativo a los objetivos medioambientales, según 
lo dispuesto en el artículo 17 del Reglamento (UE) 2020/852 (“no causar un perjuicio significativo”)», 
y evaluarse en función de la respuesta a esta pregunta.]
(3)	 El «Reglamento de taxonomía» hace referencia al Reglamento (UE) 2020/852 relativo al 
establecimiento de un marco para facilitar las inversiones sostenibles mediante la implantación de 
un sistema de clasificación (o «taxonomía») de las actividades económicas medioambientalmente 
sostenibles.
(4)	  La Guía para la evaluación del Mecanismo, que se adjunta en anexo al Reglamento del MRR, 
establece una serie de directrices de evaluación en las que la Comisión pueda basarse para evaluar las 
propuestas de PRR presentadas por los Estados miembros. En dicho anexo, se solicita a la Comisión 
que emplee un sistema de calificación, de la A a la C, para todos los criterios de evaluación de la 
Comisión enumerados en el artículo 16, apartado 3, del Reglamento. El criterio de evaluación d) señala 
que, para la evaluación basada en el principio DNSH, la Comisión solo puede asignar dos calificaciones 
posibles, A o C: se asigna «A» si ninguna medida del PRR ocasiona un perjuicio significativo a objetivos 
medioambientales, y «C» si una o más medidas sí provocan dicho perjuicio significativo, en el sentido 
de lo dispuesto en el artículo 17 (Perjuicio significativo a objetivos medioambientales) del Reglamento 
de taxonomía. El anexo establece que, desde el momento en que un PRR obtenga una sola «C», se 
considerará que no cumple satisfactoriamente con los criterios de evaluación, en cuyo caso no contará 
con el respaldo de la Comisión.
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El Reglamento del MRR también dispone que la Comisión debe facilitar una 
guía técnica acerca de la manera en que debe aplicarse el principio DNSH en 
el contexto del MRR5. Por medio del presente documento, se proporciona dicha 
guía. Esta guía se limita a determinar las distintas formas de aplicar el principio 
DNSH únicamente en el contexto del MRR, teniendo en cuenta sus características 
específicas, sin perjuicio de la aplicación del Reglamento de taxonomía y de otros 
actos legislativos adoptados en relación con otros fondos de la UE. Asimismo, 
tiene por objeto esclarecer el significado de tal principio y la manera en que debe 
aplicarse en el contexto del MRR, así como la forma en que los Estados miembros 
pueden demostrar si las medidas que han propuesto en el PRR respetan el 
principio DNSH. En el anexo IV de la presente guía, pueden consultarse ejemplos 
concretos y resueltos de cómo debe demostrarse el cumplimiento del principio 
DNSH en los planes.

1. ¿En qué consiste el principio de «no causar un perjuicio significativo»?

A efectos del Reglamento del MRR, el principio DNSH debe interpretarse 
según lo previsto en el artículo 17 del Reglamento de taxonomía. Dicho 
artículo define qué constituye un «perjuicio significativo» a los seis objetivos 
medioambientales que comprende el Reglamento de taxonomía:

1. se considera que una actividad causa un perjuicio significativo a la 
mitigación del cambio climático si da lugar a considerables emisiones de gases de 
efecto invernadero (GEI);

2. se considera que una actividad causa un perjuicio significativo a la 
adaptación al cambio climático si provoca un aumento de los efectos adversos de 
las condiciones climáticas actuales y de las previstas en el futuro, sobre sí misma 
o en las personas, la naturaleza o los activos6;

3. se considera que una actividad causa un perjuicio significativo a la 
utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos y marinos si va en 
detrimento del buen estado o del buen potencial ecológico de las masas de agua, 
incluidas las superficiales y subterráneas, y del buen estado ecológico de las 
aguas marinas;

4. se considera que una actividad causa un perjuicio significativo a la 
economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de residuos, si genera 
importantes ineficiencias en el uso de materiales o en el uso directo o indirecto 
de recursos naturales; si da lugar a un aumento significativo de la generación, 
incineración o eliminación de residuos; o si la eliminación de residuos a largo 
plazo puede causar un perjuicio significativo y a largo plazo para el medio 
ambiente;

(5)	 El presente documento técnico de orientación complementa las orientaciones iniciales que 
la Comisión ha facilitado ya en la Estrategia Anual de Crecimiento Sostenible 2021, así como en el 
documento de trabajo de los servicios de la Comisión que la acompaña y en las actualizaciones de este.
(6)	 Este punto hace referencia específicamente al perjuicio significativo ocasionado al objetivo 
de adaptación al cambio climático i) al no adaptar una actividad a los efectos adversos del cambio 
climático cuando esa actividad corre el riesgo de sufrir dichos efectos (como la construcción en una 
zona propensa a las inundaciones) o ii) al adaptarla de manera incorrecta, pues se aplica una solución 
de adaptación que protege un ámbito (las personas, la naturaleza o los activos), a la vez que potencia los 
riesgos que amenazan a otro ámbito (como la construcción de un dique alrededor de un terreno situado 
en una llanura de inundación, lo que provoca la transferencia de los daños a otro terreno colindante no 
protegido).
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5. se considera que una actividad causa un perjuicio significativo a la 
prevención y el control de la contaminación cuando da lugar a un aumento 
significativo de las emisiones de contaminantes a la atmósfera, el agua o el suelo;

6. se considera que una actividad causa un perjuicio significativo a la 
protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas cuando va en 
gran medida en detrimento de las buenas condiciones y la resiliencia de los 
ecosistemas, o va en detrimento del estado de conservación de los hábitats y las 
especies, en particular de aquellos de interés para la Unión.

2. ¿Cómo debe aplicarse el principio DNSH en el contexto del MRR?

En esta sección se facilitan orientaciones sobre ciertos aspectos 
fundamentales de la evaluación según el principio DNSH: el que todas las 
medidas deban abordarse como parte de la evaluación según el principio DNSH 
(sección 2.1), aunque para ciertas medidas dicha evaluación pueda adoptar una 
forma simplificada (sección 2.2); la pertinencia de la legislación medioambiental 
de la UE y de las evaluaciones de impacto (sección 2.3); los principios rectores 
fundamentales de la evaluación (sección 2.4); y la aplicabilidad de los criterios 
técnicos de selección del Reglamento de taxonomía (sección 2.5).

2.1. Todas las medidas deben abordarse en el marco de la evaluación 
según el principio DNSH

Los Estados miembros deben someter todas y cada una de las medidas7 de 
su PRR a una evaluación según el principio DNSH. De acuerdo con el Reglamento 
del MRR, ninguna medida de un PRR debe causar perjuicio significativo a los 
objetivos medioambientales, y la Comisión no puede emitir una evaluación 
positiva del PRR si una o más medidas no cumplen con el principio DNSH. En 
consecuencia, los Estados miembros deben facilitar una evaluación individual 
según el principio DNSH para cada medida dentro de cada componente del plan8. 
Por lo tanto, la evaluación no debe llevarse a cabo a nivel del plan en general ni 
de los componentes individuales de este, sino a nivel de las medidas. Este punto 
se aplica igualmente a las medidas que se considera contribuyen a la transición 
ecológica y a las demás medidas incluidas en los PRR9.

Los Estados miembros deben evaluar tanto las reformas como las 
inversiones. En el marco del MRR, los Estados miembros deben proponer 
paquetes de medidas coherentes, que incluyan tanto reformas como inversiones 
(según lo previsto en el artículo 14, apartado 1, del Reglamento del MRR). 
La evaluación según el principio DNSH debe aplicarse no solamente a las 

(7)	 De conformidad con el artículo 14 («Admisibilidad») del Reglamento del MRR, «los planes 
de recuperación y resiliencia que pueden optar a la financiación con arreglo al presente mecanismo 
incluirán medidas de ejecución de las reformas y de inversión pública».
(8)	 El cumplimiento del principio DNSH se valora a nivel de cada «medida» en el contexto del MRR, 
sin embargo, el artículo 17 («Perjuicio significativo a objetivos medioambientales») del Reglamento 
de taxonomía alude a las «actividades económicas». Una medida en el marco del MRR (es decir, una 
inversión o una reforma) es una intervención que puede constituir una actividad económica o que puede 
dar lugar a actividades económicas (o provocar cambios en ellas). Por lo tanto, a efectos del MRR, las 
«actividades económicas» establecidas en el artículo 17 del Reglamento por el que se establece una 
taxonomía se interpretan como «medidas» en la presente guía.
(9)	 Por tanto, el alcance de las actividades que engloba la evaluación según el principio DNSH en 
virtud del Reglamento del MRR es diferente y considerablemente más amplio que el del Reglamento 
de taxonomía, que tiene por objeto identificar las actividades económicas medioambientalmente 
sostenibles. Así pues, El Reglamento de taxonomía, clasifica y fija criterios aplicables a las actividades 
económicas que contribuyen de manera sustancial a los objetivos medioambientales enumerados en sus 
artículos 10 a 15 y que no causan un perjuicio significativo a estos objetivos. Este enfoque difiere del 
presente en el Reglamento del MRR, que tiene por objeto demostrar que un amplio abanico de medidas 
no ocasiona un perjuicio significativo a ninguno de los objetivos medioambientales.
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inversiones, sino también a las reformas. Si bien las reformas ejecutadas en 
algunos sectores, como la industria, el transporte y la energía, pueden contribuir 
a la transición ecológica de manera significativa, también pueden conllevar un 
riesgo significativo de perjudicar a varios objetivos medioambientales en función 
de su diseño10. Por otra parte, es probable que las reformas en otros sectores 
(por ejemplo, la educación y formación, la administración pública, y las artes 
y la cultura) entrañen un riesgo limitado de perjuicio medioambiental (véase el 
enfoque simplificado en las secciones 2.2 y 3), independientemente de su posible 
contribución a la transición ecológica, que podría ser, con todo, significativa. La 
presente guía pretende ayudar a los Estados miembros a someter las inversiones 
y reformas a la evaluación según el principio DNSH. El hecho de que esta 
evaluación deba aplicarse a las reformas no debería ser óbice para incluir en los 
PRR reformas de gran calado en materia de industria, transporte y energía, pues 
dichas medidas albergan un enorme potencial de cara a impulsar la transición 
ecológica y fomentar la recuperación.

2.2. En relación con algunas medidas, la evaluación según el principio 
DNSH puede adoptar una forma simplificada

Si bien todas las medidas deben someterse a una evaluación según el 
principio DNSH, puede adoptarse una estrategia simplificada para aquellas que 
no tengan un efecto previsible, o cuyo efecto previsible sea insignificante, en 
todos o alguno de los objetivos medioambientales. Por su propio diseño, ciertas 
medidas podrían tener un efecto limitado sobre uno o varios de los objetivos 
medioambientales. En este caso, los Estados miembros pueden facilitar una breve 
motivación en relación con tales objetivos y centrar la evaluación sustantiva según 
el principio DNSH en aquellos objetivos medioambientales que sí puedan verse 
afectados en gran medida (véase la sección 3, paso 1). Por ejemplo, una reforma 
del mercado laboral destinada a incrementar el nivel general de protección social 
de los trabajadores autónomos tendría, en principio, un impacto previsible nulo 
o insignificante en cualquiera de los seis objetivos medioambientales, por lo 
que bastaría con adjuntar una breve justificación para todos ellos. Del mismo 
modo, en relación con algunas medidas sencillas de eficiencia energética, como 
la sustitución de unas ventanas por otras nuevas y eficientes desde el punto de 
vista energético, podría utilizarse una breve justificación por lo que se refiere 
al cumplimiento del principio DNSH en relación con el objetivo de mitigación 
del cambio climático. En cambio, es poco probable que se aplique el enfoque 
simplificado a ciertas inversiones y reformas en una serie de sectores (por 
ejemplo, energía, transporte, gestión de residuos e industria), que entrañan un 
mayor riesgo de afectar a uno o más de los objetivos medioambientales.

Cuando el seguimiento de una medida indica que su apoyo a uno de los 
seis objetivos medioambientales es del 100%, se considera que dicha medida 
cumple con el principio DNSH en relación con tal objetivo11. El seguimiento de 

(10)	 Por ejemplo, puede considerarse que una reforma que conduzca eventualmente a un aumento de la 
financiación de combustibles fósiles a través de bancos e instituciones financieras de propiedad estatal, 
o a un incremento de las subvenciones explícitas o implícitas a combustibles fósiles, corre el riesgo de 
causar un perjuicio significativo a los objetivos de mitigación del cambio climático y de prevención 
y control de la contaminación. Estas consideraciones deberían plasmarse en la evaluación según el 
principio DNSH.
(11)	 Para reflejar el grado en que una medida contribuye a alcanzar los objetivos climáticos generales 
establecidos en el Reglamento del MRR y calcular la proporción general de la asignación total del plan 
en relación con el clima, los Estados miembros deben usar la metodología, los campos de intervención y 
los coeficientes conexos para el seguimiento climático, de acuerdo con la «Metodología de seguimiento 
climático», adjunta como anexo al Reglamento del MRR. En caso de que la Comisión no haya validado 
el campo de intervención elegido y el coeficiente propuesto por un Estado miembro, la medida no se 
considerará automáticamente conforme con el principio DNSH para el objetivo u objetivos pertinentes, 
y seguirá siendo necesario llevar a cabo la evaluación a la luz de dicho principio.NPE: A-190422-1861
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ciertas medidas indica que apoyan los objetivos medioambientales relacionados 
con el cambio climático o de otro tipo en el marco del MRR, de acuerdo con la 
«Metodología de seguimiento climático», adjunta como anexo al Reglamento del 
MRR. Cuando se hace un seguimiento del apoyo de una medida a los objetivos 
relativos al cambio climático y se obtiene un coeficiente del 100%, se considera 
que cumple con el principio DNSH en relación con el objetivo pertinente (por 
ejemplo, la mitigación del cambio climático o la adaptación a él)12. Si se hace un 
seguimiento del apoyo de una medida a objetivos medioambientales distintos de 
aquellos relativos al cambio climático y se obtiene un coeficiente del 100%, se 
considera que la medida cumple con el principio DNSH en relación con el objetivo 
medioambiental pertinente (es decir, recursos hídricos y marinos, economía 
circular, prevención y control de la contaminación, o biodiversidad y ecosistemas). 
En cada caso, los Estados miembros tendrán que identificar y argumentar a cuál 
de los seis objetivos medioambientales del Reglamento de taxonomía apoya la 
medida. Sin embargo, también deben demostrar que esta no causa un perjuicio 
significativo a los objetivos medioambientales restantes13.

De igual manera, cuando una medida «contribuye sustancialmente»14, 
según lo previsto en el Reglamento de taxonomía, a uno de los seis objetivos 
medioambientales, se considera que cumple con el principio DNSH en relación 
con tal objetivo15. Por ejemplo, un Estado miembro que presente una medida que 
contribuya a la fabricación de equipos de eficiencia energética para edificios (por 
ejemplo, controles de presencia y de luz diurna para sistemas de iluminación) no 
tendrá que llevar a cabo una evaluación sustantiva según el principio DNSH para 
el objetivo de mitigación del cambio climático si puede demostrar que la medida 
propuesta «contribuye sustancialmente» a ese objetivo medioambiental, de 

(12)	 Por ejemplo, podría inscribirse en esta categoría un régimen de apoyo/renovación para la 
sustitución del material rodante obsoleto por material rodante con cero emisiones de gases de escape.
(13)	 El enfoque mencionado en este apartado no es aplicable a las medidas objeto de seguimiento 
cuyo coeficiente sea del 40%. Por lo que respecta a dichas medidas, los Estados miembros tendrán que 
explicar la razón por la cual la medida se atiene al principio DNSH, teniendo en cuenta los principios 
generales expuestos en el resto de la presente guía (por ejemplo, los Estados miembros tendrán que 
confirmar que no lleva aparejada la utilización de combustibles fósiles, o que se cumplen los criterios 
establecidos en el anexo III para el objetivo de mitigación del cambio climático). Cuando las medidas 
objeto de seguimiento con un coeficiente del 40% tengan un impacto previsible nulo o insignificante en 
un objetivo ambiental específico, o cuando «contribuyan sustancialmente» a un objetivo medioambiental 
específico con arreglo al Reglamento de taxonomía, los Estados miembros podrán seguir aplicando un 
enfoque simplificado para ese objetivo medioambiental (de conformidad con los párrafos primero y 
tercero de la sección 2.2).
(14)	 En los artículos 10 a 16 del Reglamento de taxonomía, se define qué se entiende por «contribución 
sustancial» para cada uno de los seis objetivos medioambientales, así como para las «actividades 
facilitadoras». Para poder aplicar el enfoque simplificado que se describe de manera general en el 
presente apartado, los Estados miembros deben justificar que la medida «contribuye sustancialmente» 
a uno o más de los objetivos medioambientales en virtud de los artículos 10 a 16 del Reglamento de 
taxonomía (véase asimismo la sección 2.5).
(15)	 Esta opción reviste particular importancia para las actividades que se considera que contribuyen 
de manera sustancial a un objetivo medioambiental en virtud del Reglamento de taxonomía, pero 
que no obtienen un coeficiente del 100% en el seguimiento de su apoyo a los objetivos climáticos o 
medioambientales según la «Metodología de seguimiento climático», adjunta en anexo al Reglamento 
del MRR. En el ámbito de la mitigación del cambio climático, entre estas actividades se cuentan 
las siguientes: los vehículos ligeros específicos de bajas emisiones o de emisión cero, los buques 
específicos para el transporte marítimo y fluvial de bajas emisiones o de emisión cero, los vehículos 
pesados específicos de bajas emisiones o de emisión cero, la infraestructura de transporte y distribución 
de energía eléctrica, las redes de transporte y distribución de hidrógeno, las actividades específicas de 
gestión de residuos (por ejemplo, de residuos no peligrosos que se recogen por separado, se separan en 
origen y se preparan para su reutilización o reciclaje), y la investigación, el desarrollo y la innovación 
pioneros en materia de economía circular.
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acuerdo con el Reglamento de taxonomía. En casos como el citado, los Estados 
miembros solo tendrían que probar que no se ocasiona un perjuicio significativo a 
los otros cinco objetivos medioambientales.

2.3. Pertinencia de la legislación de la UE y de las evaluaciones de 
impacto

El cumplimiento del Derecho medioambiental vigente nacional y de la UE 
es una obligación independiente y no suspende la necesidad de una evaluación 
según el principio DNSH. Todas las medidas propuestas en los PRR deben cumplir 
con el Derecho de la UE pertinente, incluida la legislación medioambiental 
relevante de la Unión. Aunque el cumplimiento de la legislación vigente de la UE 
es un indicio muy sólido de que la medida no causa un perjuicio medioambiental, 
no conlleva automáticamente su conformidad con el principio DNSH, en particular 
debido a que algunos de los objetivos que engloba el artículo 17 no se han 
reflejado todavía por completo en la legislación medioambiental de la UE.

Las evaluaciones de impacto relacionadas con las dimensiones 
medioambientales o la prueba de sostenibilidad de una medida deben tenerse 
en cuenta en la evaluación con arreglo al principio DNSH. Si bien no implican 
de forma automática que no haya perjuicio significativo alguno, constituyen un 
claro indicio de la ausencia del mismo en relación con varios de los objetivos 
medioambientales pertinentes. Por tanto, el hecho de que en relación con una 
medida concreta incluida en el PRR un Estado miembro haya llevado a cabo 
una evaluación del impacto ambiental (EIA) según lo previsto en la Directiva 
2011/92/UE, una evaluación estratégica medioambiental (EEM) de acuerdo con 
la Directiva 2001/42/CE16 o una verificación de la sostenibilidad o la protección 
contra el cambio climático, según lo dispuesto en las orientaciones de la Comisión 
sobre la verificación de sostenibilidad de acuerdo con el Reglamento del Programa 
InvestEU, servirá de respaldo a los argumentos presentados por dicho Estado 
miembro en el contexto de la evaluación según el principio DNSH. Por ejemplo, 
dependiendo de la naturaleza exacta de la medida, llevar a cabo una EIA y aplicar 
las medidas de mitigación necesarias para proteger el medio ambiente puede, 
en algunos casos y en particular cuando se trata de inversión en infraestructura, 
ser prueba suficiente para que el Estado miembro demuestre el cumplimiento del 
principio DNSH en lo relativo a ciertos objetivos medioambientales pertinentes 
(sobre todo, el uso sostenible y la protección de los recursos hídricos y 
marítimos17, así como la protección y recuperación de la biodiversidad y de los 
ecosistemas18). Sin embargo, ello no exime al Estado miembro de someter esa 
medida a una evaluación según el principio DNSH, puesto que una EIA, una EEM 
o una verificación no abarcan todos los aspectos necesarios que forman parte de 
una evaluación según el principio DNSH19. Esto se debe a que ni las obligaciones 
(16)	 Una evaluación ambiental es un procedimiento mediante el que se garantiza que, antes de tomar una 
decisión, se han tenido en cuenta las repercusiones ambientales de los planes, programas o proyectos. 
Pueden emprenderse evaluaciones ambientales respecto de proyectos individuales como una presa, una 
autopista, un aeropuerto o una fábrica, sobre la base de la Directiva 2011/92/UE la Directiva 2001/42/
CE [conocida como la Directiva de la «evaluación estratégica medioambiental» (EEM)]. o respecto de 
planes o programas públicos en virtud de la Directiva 2001/42/CE [conocida como la Directiva de la 
«evaluación estratégica medioambiental» (EEM)].
(17)	 Si la EIA incluye una valoración de las repercusiones sobre el estado del agua de conformidad con 
la Directiva 2000/60/CE y los riesgos identificados se han subsanado al diseñar la medida.
(18)	 Sin perjuicio a las evaluaciones adicionales requeridas de conformidad con las Directivas 
2009/147/CE y 92/43/CEE si la operación se sitúa en zonas sensibles para la biodiversidad o cerca 
de ellas (por ejemplo, la red Natura 2000 de áreas protegidas, los lugares declarados Patrimonio de la 
Humanidad por la UNESCO y las Áreas Clave para la Biodiversidad, así como otras zonas protegidas).
(19)	 A la inversa, la evaluación según el principio DNSH no exime de la obligación de realizar 
una EIA, una EEM o una verificación medioambiental, de sostenibilidad o de protección frente al 
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legales previstas en las Directivas de la EIA y de la EEM, ni el enfoque establecido 
en las correspondientes orientaciones de la Comisión relativas a la verificación 
coinciden con lo dispuesto en el artículo 17 (Perjuicio significativo a objetivos 
medioambientales) del Reglamento de taxonomía20.

2.4. Principios rectores para la evaluación según el principio DNSH

En el contexto del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, los impactos 
directos e indirectos primarios de una medida son pertinentes para la evaluación 
según el principio DNSH21. Los impactos directos pueden reflejar efectos de la 
medida a nivel del proyecto (p. ej., planta de producción o área protegida) o a 
nivel del sistema (p. ej., red ferroviaria o sistema de transporte público), y que se 
producen en el momento de la aplicación de la medida. Los impactos indirectos 
primarios pueden reflejar efectos de la medida que se producen fuera de esos 
proyectos o sistemas y que pueden materializarse tras la aplicación de la medida 
o una vez finalizado el calendario del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia, 
pero que son razonablemente previsibles y pertinentes. Un ejemplo de impacto 
directo en el área del transporte por carretera sería el uso de materiales durante 
la construcción de la carretera. Un ejemplo de impacto indirecto primario serían 
las futuras emisiones de gases de efecto invernadero esperadas debido a un 
aumento del tráfico general durante la fase de uso de la carretera.

La evaluación según el principio DNSH debe considerar el ciclo de vida 
de la actividad derivada de la medida. Sobre la base del artículo 17 (Perjuicio 
significativo a objetivos medioambientales) del Reglamento de taxonomía, el 
«perjuicio significativo» en el contexto del MRR se evalúa teniendo en cuenta 
el ciclo de vida. La aplicación de consideraciones sobre el ciclo de vida, en lugar 
de realizar una evaluación del ciclo de vida, es suficiente para los fines de la 
evaluación según el principio DNSH, en el contexto del MRR22. La evaluación 
debería abarcar las fases de producción, utilización y final de la vida útil, 
centrándose en aquellas en que espere el mayor perjuicio. Por ejemplo, en 
relación con una medida que apoya la compra de vehículos, la evaluación debería 
tener en cuenta, entre otras cosas, la contaminación (p. ej., las emisiones a la 
atmósfera) generada durante el montaje, el transporte y el uso de los vehículos, 
y la gestión adecuada de los vehículos al final de su vida útil. En concreto, una 

cambio climático, por ejemplo, para los proyectos financiados por medio del Programa InvestEU o el 
Mecanismo «Conectar Europa».
(20)	 Por ejemplo, se necesita una EIA para la construcción de refinerías de crudo, centrales térmicas 
de carbón y proyectos que impliquen la extracción de petróleo o gas natural. Sin embargo, esa clase 
de medidas no cumplirían con el principio de «no causar un perjuicio significativo aplicado a la 
mitigación del cambio climático del artículo 17 (Perjuicio significativo a objetivos medioambientales) 
del Reglamento de taxonomía, que especifica que se causará un perjuicio significativo si una actividad 
da lugar a «considerables emisiones de gases de efecto invernadero». De manera similar, aunque la 
construcción de un nuevo aeropuerto exige una EIA, sobre la base del principio DNSH aplicado a la 
mitigación del cambio climático, lo más probable es que solo respeten tal principio las medidas relativas 
a la infraestructura aeroportuaria hipocarbónica, como por ejemplo las inversiones en edificios de bajo 
consumo energético, la mejora in situ de infraestructuras aeroportuarias con vistas a su conexión a una 
red de energías renovables y los servicios conexos.
(21)	 Este enfoque sigue el artículo 17 (Perjuicio significativo a objetivos medioambientales) del 
Reglamento de taxonomía, que exige tener en cuenta el impacto medioambiental de la actividad y de 
los productos y servicios generados por ella a lo largo de todo su ciclo de vida.
(22)	 En la práctica, esto significa que no se requiere ni un análisis atributivo del ciclo de vida ni un 
análisis de consecuencias del ciclo de vida (por ejemplo los impactos medioambientales indirectos 
de los cambios tecnológicos, económicos o sociales derivados de la medida). Sin embargo, podrían 
utilizarse pruebas procedentes de análisis ya existentes del ciclo de vida para fundamentar la evaluación 
según el principio DNSH.
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gestión adecuada del final de la vida útil de la batería y de los componentes 
electrónicos (p. ej., su reutilización o el reciclaje de las materias primas críticas 
que contienen) debería garantizar que no se produzca un perjuicio significativo al 
objetivo medioambiental de la economía circular.

Las medidas que promueven una mayor electrificación (por ejemplo 
en los sectores de la industria, el transporte y la construcción) se consideran 
compatibles con la evaluación según el principio DNSH para el objetivo 
medioambiental de mitigación del cambio climático. Para permitir el cambio a 
una economía climáticamente neutra efectiva, deben fomentarse medidas que 
conduzcan a una mayor electrificación de sectores clave como la industria, el 
transporte y los edificios (p. ej., inversiones en infraestructura de transmisión 
y distribución de electricidad, infraestructura eléctrica en las carreteras, 
almacenamiento de electricidad baterías para movilidad; y bombas de calor). 
La generación de electricidad todavía no es una actividad climáticamente neutra 
en la UE (la intensidad de CO2 de la combinación de electricidad difiere entre 
los Estados miembros) y, en principio, el aumento del consumo de electricidad 
con altas emisiones de carbono representa un efecto indirecto primario de dichas 
medidas, al menos a corto plazo. Sin embargo, es necesario el despliegue de 
estas tecnologías e infraestructura para una economía climáticamente neutra, 
combinado con medidas para lograr los objetivos en materia de reducción de 
emisiones de gases de efecto invernadero para 2030 y 2050, y la UE cuenta ya 
con un marco político para la descarbonización de la electricidad y el desarrollo 
de las energías renovables. En este contexto, debe considerarse que estas 
inversiones cumplen con el principio DNSH en el ámbito de mitigación del cambio 
climático en el marco del MRR, siempre que los Estados miembros justifiquen 
que una mayor electrificación va acompañada de un aumento de la capacidad 
de generación de energías renovables a nivel nacional. Por otro lado, los Estados 
miembros deberían demostrar no obstante que estas medidas no perjudican 
significativamente a los otros cinco objetivos medioambientales.

En el caso de las actividades económicas con respecto a las cuales exista 
una alternativa viable desde el punto de vista tecnológico y económico con 
un bajo impacto ambiental, la evaluación del impacto ambiental negativo de 
cada medida deberá llevarse a cabo frente a un escenario de «ausencia de 
intervención», teniendo en cuenta el efecto medioambiental de la medida en 
términos absolutos23. Este enfoque consiste en considerar el impacto ambiental 
de la medida, en comparación con una situación sin impacto ambiental negativo. 
El impacto de una medida no se evalúa en comparación con el impacto de 
otra actividad existente o prevista que la medida en cuestión pueda estar 
sustituyendo24. Por ejemplo, si se evaluara una central hidroeléctrica cuya 

(23)	 Este enfoque se aplica, en especial, a las medidas del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia 
relacionadas con inversiones públicas o que implican directamente un gasto público. Por lo que respecta 
a las medidas relacionadas con la aplicación de reformas, por regla general, la evaluación según el 
principio DNSH debe realizarse con referencia al statu quo antes de la aplicación de la medida.
(24)	 Este enfoque está en consonancia con la lógica del Reglamento de taxonomía: con arreglo a la 
propuesta de acto delegado, varios de los criterios técnicos de selección en relación con el principio 
DNSH se basan en criterios absolutos, como umbrales de emisiones específicos (p. ej., límites de 
emisiones de CO2 para las soluciones de adaptación en las actividades de generación de electricidad 
o para los vehículos de turismo). El enfoque está respaldado, además, por el principio de precaución, 
que es uno de los principios rectores del Derecho en materia de medio ambiente de la UE, incluido el 
Reglamento de taxonomía [considerando 40 y artículo 19, apartado 1, letra f)], y deriva del hecho de 
que el perjuicio al medio ambiente debe analizarse desde una perspectiva absoluta y no relativa (p. 
ej., el calentamiento global surge debido al nivel absoluto de la carga de emisiones de gases de efecto 
invernadero).
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implantación exige la construcción de una presa en un área virgen, el impacto 
de la presa se evaluaría frente a un escenario en el que el río en cuestión 
permaneciera en su estado natural y no considerando un posible uso alternativo 
diferente de dicha área. Del mismo modo, si un plan de desguace pretendiera 
sustituir vehículos ineficientes por otros más eficientes propulsados por motores 
de combustión interna, el impacto de esos nuevos vehículos se evaluaría en 
términos absolutos, ya que existen alternativas con un bajo impacto (como los 
automóviles de cero emisiones), en lugar de compararlo con el impacto de los 
vehículos ineficientes a los que sustituyen (véase, en el anexo IV, el ejemplo 5, 
en el que se muestra un ejemplo de incumplimiento del principio DNSH).

En el caso de las actividades económicas con respecto a las cuales no exista 
una alternativa viable desde el punto de vista tecnológico y económico25 con un 
bajo impacto ambiental, los Estados miembros pueden demostrar que la medida 
no causa un perjuicio significativo adoptando los mejores niveles disponibles de 
desempeño ambiental en el sector. En ese caso, el principio DNSH se evaluaría 
en comparación con los mejores niveles disponibles de desempeño ambiental en 
el sector. Para que este enfoque sea válido, es preciso que se cumplan diversas 
condiciones, entre las que cabe citar el hecho de que la actividad conduzca a un 
desempeño ambiental significativamente mejor que las alternativas disponibles, 
que evite efectos de bloqueo perjudiciales para el medio ambiente y que no 
obstaculice el desarrollo e implantación de alternativas de bajo impacto26, 27. Este 
enfoque debería aplicarse a nivel sectorial, es decir, deberían explorarse todas las 
alternativas dentro del sector28.

A la luz de las condiciones expuestas, no debería considerarse, por regla 
general, que las medidas relacionadas con la generación de electricidad y/o 
calor utilizando combustibles fósiles y las relacionadas con la infraestructura de 
transporte y distribución cumplen el principio DNSH a los efectos del MRR, dado 
que existen alternativas bajas en carbono. Desde una perspectiva de mitigación 
del cambio climático, pueden introducirse excepciones limitadas a esta regla 
(25)	 A fin de demostrar que una alternativa con un bajo impacto ambiental no es viable económicamente, 
es preciso que los Estados miembros tengan en cuenta los costes generados a lo largo de todo el ciclo 
de vida de la medida. Estos costes incluyen las externalidades ambientales negativas y las necesidades 
futuras de inversión que se requieren para pasar a una alternativa de sustitución con un bajo impacto 
ambiental, evitando bloqueos u obstáculos al desarrollo y la implantación de alternativas de bajo 
impacto.
(26)	 Los considerandos 39 y 41, así como el artículo 10, apartado 2, del Reglamento de taxonomía, 
establecen la definición de «actividades de transición». Las condiciones aquí descritas se basan en 
esa definición, pero no son las mismas, dado que el Reglamento de taxonomía define criterios para 
las actividades de transición que realizan una contribución sustancial, mientras que la presente guía 
establece criterios únicamente en relación con el principio DNSH y, como tal, es aplicable a un conjunto 
más amplio de medidas y aplica una prueba sustantiva diferente.
(27)	 Este enfoque, así como la evaluación global del principio DNSH, se entienden sin perjuicio de 
otras consideraciones que afecten a la evaluación de las medidas en el contexto de los PRR, incluidas 
las consideraciones vinculadas al control de las ayudas estatales, la coherencia con otros fondos de la 
UE y la posible exclusión de la inversión privada. Por lo que respecta, en particular, a las medidas de 
apoyo a las actividades cubiertas por el régimen de comercio de derechos de emisión de la UE (RCDE), 
a fin de no falsear las señales del mercado establecidas por dicho régimen y en consonancia con el 
enfoque previsto por el Fondo de Transición Justa, las actividades en relación con las cuales se prevean 
emisiones equivalentes de CO2 que no sean sustancialmente inferiores a los parámetros de referencia 
pertinentes establecidos para la asignación gratuita no deben, en general, recibir apoyo en el marco del 
MRR.
(28)	 En los casos en que incluso el mejor nivel de desempeño ambiental daría lugar a efectos de 
bloqueo perjudiciales para el medioambiente, debería considerarse la adopción de medidas de apoyo 
a la investigación y el desarrollo destinadas a lograr alternativas de menor impacto, en consonancia 
con los campos de intervención 022 y 023, establecidos en la «Metodología de seguimiento climático» 
anexa al Reglamento del MRR.
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general, y siempre caso por caso, respecto de las medidas relacionadas con 
la generación de electricidad y/o calor utilizando gas natural, así como con la 
infraestructura de transporte y distribución conexa. Ello tiene una relevancia 
específica para aquellos Estados miembros que se enfrentan a desafíos 
importantes en la transición desde fuentes de energía intensivas en carbono 
(como el carbón, el lignito o el petróleo), y donde una medida o una combinación 
de medidas puede dar lugar a una reducción especialmente grande y rápida 
de las emisiones de gases de efecto invernadero. Dichas excepciones deberán 
cumplir una serie de condiciones establecidas en el anexo III, a fin de evitar los 
efectos de bloqueo que propicien actividades intensivas en carbono y estar en 
consonancia con los objetivos de descarbonización de la UE para 2030 y 2050. 
Además, los Estados miembros deberán demostrar el cumplimiento del principio 
DNSH de estas medidas para los cinco objetivos medioambientales restantes.

Podrían resultar necesarias reformas e inversiones complementarias para 
garantizar que las medidas presentan perspectivas de futuro y no conducen a 
efectos de bloqueo perjudiciales, así como para promover efectos dinámicos 
beneficiosos. Entre los ejemplos de medidas de acompañamiento de este 
tipo cabe citar el equipamiento de las carreteras con infraestructura de bajas 
emisiones de carbono (p. ej., estaciones de carga para vehículos eléctricos 
o estaciones de repostaje de hidrógeno) y la fijación de tasas adecuadas de 
acceso a carreteras o por congestión, o reformas e inversiones más amplias para 
descarbonizar los sistemas de transporte o las combinaciones de electricidad 
nacionales. Si bien estas reformas e inversiones adicionales podrían abordarse 
dentro de la misma medida, a través de una submedida, esto no siempre podría 
ser posible. Por lo tanto, en circunstancias limitadas y siempre caso por caso, 
debe concederse flexibilidad para permitir que los Estados miembros puedan 
demostrar que evitan los efectos de bloqueo perjudiciales basándose en las 
medidas de acompañamiento del PRR.

En el diseño de las medidas debería integrarse el cumplimiento del principio 
DNSH, junto con estos principios rectores, incluso a nivel de hitos y metas. La 
descripción de las medidas dentro del PRR debería reflejar desde un principio las 
consideraciones pertinentes respecto del principio DNSH. Esto puede significar 
integrar las consideraciones respecto del principio DNSH y los pasos de mitigación 
necesarios que deben tomarse para garantizar el cumplimiento en los hitos y 
objetivos correspondientes o en los procesos de licitación y adjudicación de 
contratos públicos29. Por ejemplo, una medida que establezca inversiones en un 
gran proyecto de infraestructura de carreteras, y que haya requerido la ejecución 
de una evaluación del impacto ambiental previa a la concesión de los permisos 
pertinentes, podría especificar como hito la aplicación de los pasos de mitigación 
necesarios para la protección del medio ambiente que se hayan derivado de 
dicha evaluación. En lo que respecta al proceso de licitación o contratación para 
este tipo de proyecto, el diseño de la medida podría establecer que el pliego 
de condiciones incluya condiciones específicas relacionadas con principio DNSH. 
Esto podría incluir, por ejemplo, la condición de que un porcentaje mínimo de 
residuos de construcción y demolición se prepare para su reutilización y reciclado. 
Asimismo, deberían integrarse en la descripción de la medida aquellas otras 
medidas de acompañamiento que apoyan el cambio a modos de transporte más 

(29)	 Los hitos y metas, incluidos los que reflejan el cumplimiento del principio DNSH, están sujetos, 
como todos los demás hitos y metas, al artículo 19 bis del Reglamento del MRR (Normas sobre pagos, 
suspensión y rescisión de los acuerdos relativos a las contribuciones financieras y a la asistencia en 
forma de préstamo).	
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limpios, como las reformas relacionadas con la tarificación vial, las inversiones 
que apoyan el cambio al modo de transporte por ferrocarril o por vías navegables 
interiores o los incentivos para el uso del transporte público. Las medidas de 
naturaleza más general, como los planes generales de apoyo a la industria (p. ej., 
instrumentos financieros que contemplan inversiones en empresas de múltiples 
sectores), deben diseñarse de modo que garanticen la conformidad de las 
inversiones pertinentes con el principio DNSH.

2.5. Aplicabilidad de los criterios técnicos de selección del 
Reglamento de taxonomía

Los Estados miembros no están obligados a hacer referencia a los «criterios 
técnicos de selección» (criterios cuantitativos y/o cualitativos) del Reglamento de 
taxonomía para justificar el cumplimiento del principio DNSH. De acuerdo con el 
Reglamento del MRR30, la entrada en vigor de los actos delegados que contienen 
criterios técnicos de selección31 no debe afectar a las directrices técnicas emitidas 
por la Comisión. Sin embargo, cuando se evalúa el cumplimiento del principio 
DNSH, los Estados miembros tienen la opción de basarse en los criterios técnicos 
de selección en los actos delegados en virtud de dicho Reglamento. Los Estados 
miembros también pueden hacer referencia a los proyectos de actos delegados.

3. ¿Cómo deberían mostrar los Estados miembros en sus planes de 
forma concreta que las medidas cumplen con el principio DNSH?

Para facilitar la evaluación y la presentación por parte de los Estados 
miembros del principio DNSH en sus PRR, la Comisión ha preparado una lista 
de verificación (véase el anexo I) que estos deben utilizar para respaldar su 
análisis de la vinculación de cada medida con el principio DNSH. Posteriormente, 
la Comisión utilizará esta información para evaluar si cada una de las medidas de 
los PRR respeta el principio DNSH y de qué manera, de acuerdo con los criterios 
establecidos en el Reglamento del MRR.

La Comisión invita a los Estados miembros a responder a las preguntas 
planteadas en la lista de verificación y a incluir las respuestas en sus planes 
de recuperación y resiliencia como parte de la descripción de cada medida 
(véase la sección 8, parte 2, de la plantilla de la Comisión «no causar un 
perjuicio significativo»). Se invita también a los Estados miembros, cuando sea 
necesario para respaldar la evaluación proporcionada en la lista de verificación, a 
proporcionar análisis adicionales y/o documentos justificativos, de forma concreta 
y limitada, para fundamentar aún más sus respuestas a la lista de preguntas.

La lista de verificación se basa en el siguiente gráfico de decisiones, que 
debe utilizarse para cada una de las medidas establecidas en el PRR. La siguiente 

(30)	 Considerando 11 ter del Reglamento del MRR.
(31)	 Sobre la base del artículo 3, letra d), del Reglamento de taxonomía (Criterios aplicables a las 
actividades económicas medioambientalmente sostenibles), la Comisión está facultada para adoptar 
actos delegados que contengan criterios técnicos de selección detallados (criterios cuantitativos 
y/o cualitativos) para determinar las condiciones en virtud de las cuales una actividad económica 
específica i) cumple los requisitos de contribución de forma sustancial a alguno de los seis objetivos 
medioambientales, y ii) no causa un perjuicio significativo a ninguno de los otros objetivos 
medioambientales. Hasta el momento, se ha publicado para consulta un acto delegado relacionado 
con la mitigación del cambio climático y la adaptación al cambio climático. Dicho acto se encuentra 
disponible en la siguiente dirección: https://ec.europa.eu/info/law/better-regulation/
have-your-say/initiatives/12302-Climate-change-mitigation-and-adaptation-taxonomy#ISC_
WORKFLOW
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sección ofrece más información acerca de los dos pasos de que consta el gráfico 
de decisiones.

Paso 1: filtrar los seis objetivos medioambientales para identificar 
los que requieren una evaluación sustantiva

Como primer paso, se invita a los Estados miembros a completar la parte 
1 de la lista de verificación (véase el anexo I), para identificar cuáles de los 
seis objetivos medioambientales requieren una evaluación sustantiva según el 
principio DNSH de la medida en cuestión. Esta primera comprobación previa de 
alto nivel facilitará el análisis de los Estados miembros, al distinguir entre los 
objetivos medioambientales para los que la evaluación según el principio DNSH 
requerirá una evaluación sustantiva y aquellos para los que puede ser suficiente 
un enfoque simplificado (véase la sección 2.2).

Parte 1 de la lista de verificación
Indique cuáles de los siguientes objetivos medioambientales requieren 

una evaluación sustantiva según el principio DNSH de la medida Sí No Si ha seleccionado «No», 
explique los motivos

Mitigación del cambio climático

Adaptación al cambio climático

Uso sostenible y protección de los recursos hídricos y marinos

Economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de residuos

Prevención y control de la contaminación a la atmósfera, el agua o el suelo

Protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas

Cuando la respuesta sea «No», los Estados miembros deben proporcionar 
una breve justificación (en la columna derecha) sobre el motivo por el que el 
objetivo medioambiental no requiere una evaluación sustantiva según el principio 
DNSH de la medida, sobre la base de uno de los siguientes casos (que el Estado 
miembro deberá indicar) (véase la sección 2.2):

a. La medida tiene un impacto previsible nulo o insignificante sobre el 
objetivo medioambiental relacionado con los efectos directos e indirectos 
primarios de la medida a lo largo de su ciclo de vida, dada su naturaleza y, en 
consecuencia, se considera que cumple el principio DNSH por lo que respecta al 
objetivo en cuestión;

b. el seguimiento de la medida indica que su apoyo a un objetivo de cambio 
climático o a un objetivo medioambiental obtiene un coeficiente del 100% y, en 
consecuencia, se considera que cumple con el principio DNSH por lo que respecta 
al objetivo en cuestión;
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c. la medida «contribuye sustancialmente» a un objetivo medioambiental, de 
conformidad con el Reglamento de taxonomía y, en consecuencia, se considera 
que cumple con el principio DNSH por lo que respecta al objetivo en cuestión.

Para las medidas del PRR para las que sería suficiente el enfoque simplificado, 
las explicaciones solicitadas (columna derecha) pueden limitarse al mínimo y, si 
resultan útiles, agruparse, permitiendo a los Estados miembros centrarse en la 
demostración de la evaluación según el principio DNSH para aquellas medidas 
para las que se requiere un análisis sustantivo de posibles perjuicios significativos.

Cuando la respuesta sea «Sí», se invita a los Estados miembros a continuar 
con el paso 2 de la lista de verificación para los objetivos medioambientales 
correspondientes.

Para los ejemplos resueltos relacionados con este paso, consulte el anexo IV.

Paso 2: ofrecer una evaluación sustantiva según el principio DNSH 
para los objetivos medioambientales que lo requieran

Como segundo paso, para cada una de las medidas del plan, se invita a los 
Estados miembros a usar la parte 2 de la lista de verificación (véase el anexo I) 
para realizar una evaluación sustantiva según el principio DNSH de los objetivos 
medioambientales para los que se seleccionó «Sí» en el paso 1. La parte 2 de la 
lista de verificación recopila, para cada uno de los seis objetivos, las preguntas 
correspondientes a las disposiciones legales de la evaluación según el principio 
DNSH. Las medidas que se incluyan en el plan deben cumplir con el principio 
DNSH. Por lo tanto, la respuesta a las preguntas de la parte 2 de la lista de 
verificación debe ser «No», a fin de indicar que no se está causando un perjuicio 
significativo al objetivo medioambiental en cuestión.

Parte 2 de la lista de verificación — Ejemplo para el objetivo medioambiental 
«mitigación del cambio climático»

Preguntas No Justificación sustantiva

Mitigación del cambio climático: ¿Se espera que la medida dé lugar a emisiones significativas 
de gases de efecto invernadero?

Se solicita a los Estados miembros que confirmen que la respuesta es 
«No» y que proporcionen una explicación y una justificación sustantivas 
de su razonamiento en la columna derecha, basándose en las preguntas 
correspondientes. Cuando sea necesario, como complemento al cuadro, se invita 
también a los Estados miembros a proporcionar más análisis y/o documentos 
justificativos, de forma concreta y limitada, para fundamentar aún más sus 
respuestas a la lista de preguntas.

Cuando los Estados miembros no puedan ofrecer una justificación sustantiva 
suficiente, la Comisión puede considerar que una medida determinada se 
asocia con un posible perjuicio significativo para algunos de los seis objetivos 
medioambientales. De ser así, la Comisión tendría que conceder una calificación 
de «C» al PRR con arreglo al criterio establecido en el punto 2.4 del anexo II 
del Reglamento del MRR. Esto se entiende sin perjuicio del proceso descrito en 
los artículos 16 y 17 del Reglamento del MRR y, en particular, de la posibilidad 
de nuevos intercambios entre el Estado miembro y la Comisión que figura en el 
artículo 16, apartado 1.

Para los ejemplos resueltos relacionados con este paso, consulte el anexo IV.

Cuando resulte útil, al proporcionar una evaluación sustantiva según el 
principio DNSH en el contexto del paso 2, los Estados miembros pueden apoyarse 
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en la lista de elementos basados en pruebas justificativas proporcionada en el 
anexo II. La Comisión proporciona esta lista para facilitar la evaluación caso por 
caso por parte del Estado miembro como parte de la evaluación sustantiva en 
el contexto del paso 2 de la lista de verificación. Si bien el uso de esta lista 
es opcional, los Estados miembros pueden consultarla para identificar el tipo de 
pruebas que pueden justificar su razonamiento para determinar que una medida 
cumple con el principio DNSH, complementando así las preguntas generales 
incluidas en la parte 2 de la lista de verificación.
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Anexo I

Lista de verificación según el principio de «no causar un perjuicio 
significativo» (en lo sucesivo, «principio DNSH», por sus siglas en inglés)

1. Parte 1: Los Estados miembros deben filtrar los seis objetivos ambientales 
para identificar aquellos que requieren una evaluación sustantiva. Indique, 
para cada medida, cuáles de los siguientes objetivos medioambientales, según 
los define el artículo 17 del Reglamento de taxonomía («Perjuicio significativo 
a objetivos medioambientales»), requieren una evaluación sustantiva según el 
«principio DNSH» de la medida en cuestión:

Indique cuáles de los siguientes objetivos medioambientales requieren una evaluación 
sustantiva según el «principio DNSH» de la medida Sí No Si ha seleccionado «No», 

explique los motivos
Mitigación del cambio climático

Adaptación al cambio climático

Utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos y marinos

Economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de residuos

Prevención y control de la contaminación a la atmósfera, el agua o el suelo

Protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas

2. Parte 2: Los Estados miembros deben realizar una evaluación sustantiva 
según el «principio DNSH» de los objetivos medioambientales que así lo 
requieran. Para cada medida, responda a las siguientes preguntas para aquellos 
objetivos ambientales para los que, en la Parte 1, indicó que requieren una 
evaluación sustantiva:

Preguntas No Justificación 
sustantiva

Mitigación del cambio climático: ¿Se espera que la medida genere emisiones importantes de gases de efecto 
invernadero?

Adaptación al cambio climático: ¿Se espera que la medida dé lugar a un aumento de los efectos adversos de las 
condiciones climáticas actuales y de las previstas en el futuro, sobre sí misma o en las personas, la naturaleza o los 
activos?

Utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos y marinos: ¿Se espera que la medida sea perjudicial:

i) del buen estado o del buen potencial ecológico de las masas de agua, incluidas las superficiales y subterráneas; o

ii) para el buen estado medioambiental de las aguas marinas?

Transición a una economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de residuos: ¿Se espera que la medida

i) dé lugar a un aumento significativo de la generación, incineración o eliminación de residuos, excepto la 
incineración de residuos peligrosos no reciclables; o

ii) genere importantes ineficiencias en el uso directo o indirecto de recursos naturales(1) en cualquiera de las fases de 
su ciclo de vida, que no se minimicen con medidas adecuadas(2); o

iii) dé lugar a un perjuicio significativo y a largo plazo para el medio ambiente en relación a la economía circular(3)?

Prevención y el control de la contaminación: ¿Se espera que la medida dé lugar a un aumento significativo de las 
emisiones de contaminantes (4) a la atmósfera, el agua o el suelo?

Protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas ¿Se espera que la medida

i) vaya en gran medida en detrimento de las buenas condiciones(5) y la resiliencia de los ecosistemas; o

ii) vaya en detrimento del estado de conservación de los hábitats y las especies, en particular de aquellos de interés 
para la Unión?

(1) Los recursos naturales incluyen la energía, los materiales, los metales, el agua, la biomasa, el aire 
y la tierra.
(2) Por ejemplo, las ineficiencias pueden reducirse al mínimo si se aumenta de forma significativa 
la durabilidad, la posibilidad de reparación, de actualización y de reutilización de los productos, o 
reduciendo significativamente el uso de los recursos mediante el diseño y la elección de materiales, 
facilitando la reconversión, el desmontaje y la deconstrucción, en especial para reducir el uso de 
materiales de construcción y promover su reutilización. Asimismo, la transición hacia modelos de 
negocio del tipo «producto como servicio» y cadenas de valor circulares, con objeto de mantener 
los productos, componentes y materiales en su nivel máximo de utilidad y valor durante el mayor 
tiempo posible. Esto incluye también una reducción significativa del contenido de sustancias peligrosas 
en materiales y productos, incluida su sustitución por alternativas más seguras. Por último, también 
comprende una reducción importante de los residuos alimentarios en la producción, la transformación, 
la fabricación o la distribución de alimentos.
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(3) Para obtener más información sobre el objetivo de la economía circular, consulte el considerando 
27 del Reglamento de taxonomía.
(4) Por «contaminante» se entiende la sustancia, vibración, calor, ruido, luz u otros contaminantes 
presentes en la atmósfera, el agua o el suelo, que pueda tener efectos perjudiciales para la salud humana 
o el medio ambiente.
(5) De conformidad con el artículo 2, apartado 16, del Reglamento relativo a las inversiones sostenibles, 
«buenas condiciones» significa, en relación con un ecosistema, el hecho de que el ecosistema se encuentre 
en buen estado físico, químico y biológico o que tenga una buena calidad física, química y biológica, 
capaz de autorreproducirse o autorregenerarse, y en el que no se vean alteradas la composición de las 
especies, la estructura ecosistémica ni las funciones ecológicas.
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Anexo II

Pruebas que respaldan la evaluación sustantiva según el «principio 
DNSH» en el contexto de la parte 2 de la lista de verificación

Siempre que sea de ayuda, los Estados miembros pueden apoyarse en la 
lista (no exhaustiva) de elementos basados en pruebas justificativas que figura a 
continuación al proporcionar una evaluación sustantiva según el «principio DNSH» 
para una medida en el contexto de la parte 2 de la lista de verificación (véase la 
sección 3). La Comisión proporciona dicha lista para facilitar la evaluación caso 
por caso por parte del Estado miembro como parte de la evaluación sustantiva 
en el contexto de la parte 2 de la lista de verificación. Si bien el uso de esta lista 
es opcional, los Estados miembros pueden consultarla para identificar el tipo de 
prueba que puede respaldar su razonamiento para determinar que una medida 
cumple con el «principio DNSH», complementando las preguntas generales 
incluidas en la parte 2 de la lista de verificación.

Pruebas justificativas cruzadas

- Se ha cumplido la parte aplicable de la legislación ambiental de la UE 
(en concreto, las evaluaciones ambientales) y se han concedido los permisos o 
autorizaciones pertinentes.

- La medida incluye elementos que requieren la aplicación por parte de las 
empresas de un sistema de gestión medioambiental reconocido, como puede 
ser el sistema comunitario de gestión y auditoría medioambientales, o EMAS (o, 
alternativamente, ISO 14001 o equivalente), o que utilicen y/o produzcan bienes 
o servicios a los que se haya concedido una etiqueta ecológica de la UE32 u otra 
etiqueta medioambiental de tipo I33.

- La medida se refiere a la aplicación de las mejores prácticas ambientales 
o al logro de parámetros comparativos de excelencia establecidos en los 
documentos de referencia sectoriales34 adoptados en virtud del artículo 46, 
apartado 1, del Reglamento (CE) n.º 1221/2009 relativo a la participación 
voluntaria de organizaciones en un sistema comunitario de gestión y auditoría 
medioambientales (EMAS).

- Por lo que respecta a las inversiones públicas, la medida respeta los 
criterios de contratación pública ecológica35.

- En cuanto a las inversiones en infraestructura, la inversión se ha sometido 
a verificación climática y ambiental.

Mitigación del cambio climático

- Para una medida en un área no abarcada por los parámetros comparativos 
de los derechos de emisión, esta es compatible con la consecución del objetivo 

(1) El Reglamento (CE) n. 66/2010 establece el sistema de la etiqueta ecológica de la UE. En el siguiente 
enlace está disponible la lista de grupos de productos para los que se han establecido criterios de 
etiquetado ecológico de la UE: https://ec.europa.eu/environment/ecolabel/products-
groups-and-criteria.html
(2) La norma ISO 14024:2018 establece las etiquetas ambientales de tipo I.
(3)Disponibles en: https://ec.europa.eu/environment/emas/emas_publications/
sectoral_reference_documents_en.htm
(4) La Comisión Europea ha establecido los criterios de contratación pública ecológica de la UE para 
un gran número de grupos de productos: https://ec.europa.eu/environment/gpp/eu_gpp_
criteria_en.htm
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de reducción de las emisiones de gases de efecto invernadero para 2030 y con el 
objetivo de alcanzar la neutralidad climática para 2050.

- Para una medida que promueve la electrificación, esta se complementa con 
pruebas de que la combinación energética está en camino de la descarbonización, 
en línea con los objetivos de reducción de las emisiones de gases de efecto 
invernadero para 2030 y 2050, y va acompañada de un aumento de la capacidad 
de generación de energías renovables.

Adaptación al cambio climático

- Se ha realizado una evaluación del riesgo climático proporcionada.

- En caso de que una inversión supere los 10 millones EUR, se ha realizado o 
está prevista una evaluación de la vulnerabilidad y el riesgo climáticos36 que lleve 
a la identificación, valoración y aplicación de medidas de adaptación pertinentes.

Utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos y marinos

- Se han identificado y abordado los riesgos de degradación ambiental 
relacionados con la conservación de la calidad del agua y la prevención del estrés 
hídrico, de acuerdo con los requisitos en virtud de la Directiva marco sobre el 
agua y un plan hidrológico de cuenca.

- En el caso de una medida relacionada con el medio marino y costero, esta 
no impide ni compromete de forma permanente la consecución de un buen estado 
medioambiental, tal como se define en la Directiva marco sobre la estrategia 
marina, a nivel de la región o subregión marina de que se trate o en las aguas 
marinas de otros Estados miembros.

- La medida no tiene un impacto significativo sobre i) las masas de agua 
afectadas (ni impide que la masa de agua específica a la que se refiere ni otras 
masas de agua de la misma cuenca hidrográfica alcancen un buen estado o un 
buen potencial, de acuerdo con los requisitos de la Directiva marco sobre el agua) 
o ii) hábitats y especies protegidos que dependen directamente del agua.

Economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de residuos

- La medida está en consonancia con el plan de gestión de residuos y el 
programa de prevención de residuos nacionales o regionales pertinentes, de 
conformidad con el artículo 28 de la Directiva 2008/98/CE modificada por la 
Directiva 2018/851/UE y, cuando exista, con la estrategia nacional, regional o 
local de economía circular correspondiente.

- La medida está en consonancia con los principios de productos sostenibles 
y con la jerarquía de residuos, priorizando la prevención de residuos.

- La medida garantiza la utilización eficiente de los recursos para los 
principales recursos utilizados. Se abordan las ineficiencias37 en el uso de los 
recursos, lo que incluye garantizar que los productos, edificios y activos se 
utilicen de manera eficiente y sean duraderos.

(5) Se anima a los Estados miembros a utilizar las orientaciones de la Comisión sobre la comprobación 
de la sostenibilidad de las inversiones en el marco del Fondo InvestEU, incluida la orientación relativa 
a infraestructuras a prueba del cambio climático para 2021-2027. No obstante, los Estados miembros 
están autorizados a aplicar sus propios criterios y marcadores para la verificación de la sostenibilidad, 
siempre que se basen en los objetivos climáticos de la UE y contribuyan sustancialmente a los objetivos 
climáticos y medioambientales en el sentido del Reglamento (UE) 2020/852 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 18 de junio de 2020, relativo al establecimiento de un marco para facilitar las inversiones 
sostenibles, y por el que se modifica el Reglamento (UE) 2019/2088.
(6) Véase la nota a pie de página n.º 2 del anexo I de las presentes orientaciones.
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- La medida garantiza la recogida separada eficaz y eficiente de los residuos 
en origen, así como que las fracciones separadas en origen se envían para la 
preparación para su reutilización o reciclaje.

Prevención y control de la contaminación

- La medida está en consonancia con los planes existentes a nivel mundial, 
nacional, regional o local de reducción de la contaminación.

- La medida cumple con las conclusiones relativas a las mejores técnicas 
disponibles (MTD) pertinentes o con los documentos de referencia sobre las 
mejores técnicas disponibles (BREF)38 del sector.

- Se aplicarán soluciones alternativas al uso de sustancias peligrosas39.

- La medida está en consonancia con el uso sostenible de los plaguicidas40.

- La medida está en consonancia con las mejores prácticas para combatir la 
resistencia a los antimicrobianos41.

Protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas

- La medida respeta la jerarquía de mitigación42 y otros requisitos pertinentes 
en virtud de la Directiva de aves silvestres y la Directiva de conservación de los 
hábitats naturales.

- Se ha realizado una evaluación del impacto ambiental y se han aplicado las 
conclusiones.

(7) El tipo de documentación justificativa es aplicable a las actividades incluidas en el ámbito de 
aplicación de la Directiva 2010/75/UE («Directiva sobre las emisiones industriales»). La lista de las 
conclusiones disponibles sobre las MTD y los BREF puede consultarse en la siguiente dirección: 
https://eippcb.jrc.ec.europa.eu/reference
(8) Esta cuestión aborda la prevención y el control de la contaminación derivada de las actividades 
industriales. El artículo 3, apartado 18, de la Directiva 2010/75/UE («Directiva sobre las emisiones 
industriales») define las «sustancias peligrosas» como: «sustancias o mezclas definidas en el artículo 
3, del Reglamento (CE) n.o 1272/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre de 
2008, sobre clasificación, etiquetado y envasado de sustancias y mezclas». Además, el artículo 58 de 
la Directiva sobre las emisiones industriales establece que: las sustancias o mezclas que, debido a su 
contenido en compuestos orgánicos volátiles, son clasificadas como carcinógenas, mutágenas o tóxicas 
para la reproducción con arreglo al Reglamento (CE) n.o 1272/2008, y tengan asignadas o necesiten 
llevar las indicaciones de peligro H340, H350, H350i, H360D o H360F, deberán ser sustituidas, en la 
medida de lo posible, por sustancias o mezclas menos peligrosas en el plazo más breve posible.
(9) Tal como se establece en la Directiva 2009/128/CE sobre el uso sostenible.
(10) Conclusiones del Consejo sobre los próximos pasos para hacer de la UE una región modelo en 
materia de buenas prácticas en la lucha contra la resistencia a los antimicrobianos (2019/C 214/01).
(11) De conformidad con la orientación metodológica sobre las disposiciones del artículo 6, apartados 
3 y 4, de la Directiva 92/43/CEE de conservación de los hábitats naturales.
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Anexo III

Condiciones específicas para el cumplimiento del objetivo de mitigación 
del cambio climático del «principio DNSH» en el marco del Plan de 

Recuperación y Resiliencia para las medidas relacionadas con la 
generación de electricidad y/o calor, así como la infraestructura de 

transporte y distribución conexa, utilizando gas natural

— Puede ofrecerse apoyo a medidas relacionadas con la generación de 
electricidad y/o calor a base de gas natural, de manera excepcional y caso por 
caso, en los Estados miembros que se enfrentan a desafíos importantes en la 
transición desde las fuentes de energía intensivas en carbono, siempre que este 
apoyo contribuya a los objetivos de descarbonización de la UE para 2030 y 2050, 
y si:

	 — las medidas se relacionan con la producción de electricidad flexible, 
eficiente y con perspectivas de futuro utilizando gas o la producción combinada 
de calor y electricidad utilizando gas, con emisiones de gases de efecto 
invernadero por debajo de 250 gCO2e/kWh a lo largo del ciclo de vida económica 
de la instalación;

	 — las medidas se relacionan con la producción de electricidad flexible, 
eficiente y con perspectivas de futuro utilizando gas o la producción combinada 
de calor y electricidad utilizando gas, habilitada para el uso de gases renovables y 
con bajas emisiones de carbono y:

	 - el PRR incluye planes creíbles o compromisos para aumentar el uso de 
gases renovables y con bajas emisiones de carbono; y

	 - dan lugar al cierre simultáneo de una central eléctrica y/o instalación 
de generación de calor significativamente más intensiva en carbono (por 
ejemplo, carbón, lignito o petróleo) que tenga al menos la misma capacidad, lo 
que conduce a una reducción significativa de las emisiones de gases de efecto 
invernadero; y

	 - el Estado miembro en cuestión puede demostrar que cuenta con una 
trayectoria creíble para aumentar la proporción de energías renovables hacia su 
objetivo de energías renovables para 2030; y

	 - el plan de recuperación y resiliencia incluye reformas e inversiones 
concretas para aumentar la proporción de energías renovables.

— Puede ofrecerse apoyo de manera excepcional a medidas relacionadas 
con instalaciones de generación a base de gas natural en sistemas urbanos 
eficientes de calefacción y refrigeración, si la instalación cumple con los requisitos 
de «sistemas urbanos eficientes de calefacción y refrigeración» (tal y como los 
define el artículo 2, punto 41), de la Directiva 2012/27/UE) y cumple con las 
condiciones para la generación de calor/energía a base de gas natural, tal y como 
se describe en el primer punto del presente anexo.

NPE: A-190422-1861



Página 10758Número 89	 Martes, 19 de abril de 2022

— Puede ofrecerse apoyo de manera excepcional a medidas relacionadas 
con redes urbanas de calefacción y refrigeración que obtienen el calor/frío de 
instalaciones que usan gas natural, si:

	 - forman parte de «sistemas urbanos eficientes de calefacción y 
refrigeración» (tal y como los define el artículo 2, apartado 41, de la Directiva 
2012/27/UE) que obtienen el calor/frío de instalaciones existentes que cumplen 
con las condiciones para la generación de calor/electricidad a base de gas natural, 
tal y como se describe en el primer punto del presente anexo;

	 - las inversiones en la instalación de generación de calor/electricidad 
comienzan en los tres años posteriores a la modernización de la red, tienen 
como objetivo hacer que todo el sistema sea eficiente (según la definición del 
artículo 2, punto 41), de la Directiva 2012/27/UE) y cumplen las condiciones 
para la generación de calor/energía a base de gas natural, tal y como se describe 
en el primer punto del presente anexo.

— Puede ofrecerse apoyo a medidas relacionadas con infraestructuras de 
transporte y de distribución de combustibles gaseosos si, en el momento de 
la construcción, permiten el transporte (y/o el almacenamiento) de gases 
renovables y con bajas emisiones de carbono.

— Puede ofrecerse apoyo, de manera excepcional y caso por caso, a medidas 
relacionadas con calderas y sistemas de calefacción a base de gas natural (y la 
infraestructura de distribución conexa), si:

	 - Se ajustan al artículo 7, apartado 2, del Reglamento (UE) 2017/1369 
por el que se establece el marco para el etiquetado energético43 o se instalan en 
edificios que forman parte de un programa más amplio de eficiencia energética o 
renovación de edificios, en consonancia con las estrategias de renovación a largo 
plazo en virtud de la Directiva relativa a la eficiencia energética de los edificios, 
dando lugar a una mejora considerable de la eficiencia energética, y

	 - dan lugar a una reducción significativa de las emisiones de gases de 
efecto invernadero; y

	 - dan lugar a una mejora significativa del medio ambiente (especialmente 
debido a la reducción de la contaminación) y la salud pública, en concreto en 
áreas donde se sobrepasan las normas de calidad del aire de la UE establecidas 
por la Directiva 2008/50/UE o se corre el riesgo de sobrepasarlas, como cuando 
se sustituyen sistemas de calefacción y calderas a base de carbón o petróleo.

(1) El artículo 7, apartado 2, del Reglamento (UE) 2017/1369 por el que se establece un marco para 
el etiquetado energético establece que cuando los Estados miembros ofrezcan incentivos, dichos 
incentivos tratarán de alcanzar las dos clases de eficiencia energética más elevadas y que contengan más 
productos, o las clases más elevadas, previstas en dicho acto delegado. En el caso de los calentadores 
de agua y los aparatos de calefacción, los productos alimentados con combustibles fósiles generalmente 
no se incluyen en estas clases, con la posible excepción de los productos de microcogeneración a gas.
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Anexo IV

Ejemplos resueltos de cómo aplicar la evaluación según el 
«Principio DNSH»

Esta sección ofrece ejemplos resueltos de medidas hipotéticas y de 
los elementos generales que podrían formar parte de la evaluación según el 
«principio DNSH», usando los dos pasos de la lista de verificación descritos 
en la sección 3. Estos ejemplos se ofrecen sin perjuicio del nivel de detalle 
o contenido necesario en la descripción de la medida y la evaluación según 
el «principio DNSH» real que se realizará en los planes de recuperación y 
resiliencia (PRR). La evaluación según el «principio DNSH» que se requerirá 
en última instancia depende de la naturaleza y de las características de cada 
medida, y no puede cubrirse de manera exhaustiva para los fines del presente 
documento.

Ejemplo 1: medidas de eficiencia energética en edificios existentes, 
incluida la sustitución de sistemas de calefacción y refrigeración

Descripción de la medida

Inversiones en un amplio programa de renovación de la eficiencia energética 
en edificios, que den lugar a una mejora sustancial del rendimiento energético, 
destinadas a la renovación del parque de viviendas residenciales existente a 
través de diversas medidas de eficiencia energética, que incluyen aislamiento, 
ventanas eficientes, sustitución de sistemas de calefacción y refrigeración, techos 
verdes e instalación de equipos de generación de energía renovable (por ejemplo, 
paneles solares fotovoltaicos).

Parte 1 de la lista de verificación según el «principio DNSH»
Indique cuáles de los siguientes objetivos medioambientales 

requieren una evaluación sustantiva según el «principio DNSH» de 
la medida

Sí No Si ha seleccionado «No», explique los motivos

Mitigación del cambio climático X

Adaptación al cambio climático X

Utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos y marinos X La actividad apoyada por la medida tiene un 
impacto previsible insignificante en este objetivo 
medioambiental, teniendo en cuenta tanto los efectos 
directos como los principales efectos indirectos a lo 
largo del ciclo de vida. No se identifican riesgos de 
degradación medioambiental relacionados con la 
conservación de la calidad del agua y el estrés hídrico, 
ya que no se están instalando grifos de agua ni aparatos 
que demanden agua.

Economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de residuos X

Prevención y control de la contaminación a la atmósfera, el agua o el suelo X

Protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas X La actividad apoyada por la medida tiene un 
impacto previsible insignificante en este objetivo 
medioambiental, teniendo en cuenta tanto los efectos 
directos como los principales efectos indirectos a lo 
largo del ciclo de vida. El programa de renovación de 
edificios no incluye los edificios ubicados en zonas 
sensibles en cuanto a la biodiversidad o cerca de ellas 
[incluida la red Natura 2000 de zonas protegidas, los 
lugares declarados Patrimonio de la Humanidad por la 
UNESCO y las áreas clave de biodiversidad («KBA»), así 
como otras zonas protegidas].
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Parte 2 de la lista de verificación según el «principio DNSH»

Preguntas No Justificación sustantiva

Mitigación del cambio climático: ¿Se espera que la medida genere emisiones 
importantes de gases de efecto invernadero?

X La medida puede acogerse al campo de intervención 
025 del anexo del Reglamento relativo al Mecanismo de 
Recuperación y Resiliencia (MRR) con un coeficiente de 
cambio climático del 40%. 

No se espera que la medida genere emisiones de gases de 
efecto invernadero significativas, porque:

— El edificio no está dedicado a la extracción, 
almacenamiento, transporte o fabricación de combustibles 
fósiles. 

El programa de renovación tiene el potencial de reducir el 
uso de energía y aumentar la eficiencia energética dando 
lugar, así, a una mejora significativa en el rendimiento 
energético de los edificios afectados y a una reducción 
significativa de las emisiones de gases de efecto 
invernadero (consulte las especificaciones de la medida 
en la página X del PRR, así como las especificaciones 
en el punto a continuación). Como tal, contribuirá al 
objetivo nacional de aumento de la eficiencia energética 
por año, establecido de acuerdo con la Directiva de 
eficiencia energética (2012/27/UE) y a las contribuciones 
determinadas a nivel nacional al Acuerdo de París sobre el 
Cambio Climático. 

— Esta medida dará lugar a una reducción significativa 
de las emisiones de gases de efecto invernadero, es 
decir, una estimación de XX kt de emisiones de gases de 
efecto invernadero por año, lo que corresponde al X% de 
las emisiones nacionales de gases de efecto invernadero 
procedentes del sector residencial (véase el análisis en la 
página X del PRR).

— Entre otras cosas, el programa de renovación incluirá la 
sustitución de sistemas de calefacción a base de carbón/
petróleo por calderas de gas de condensación:

— Estas calderas corresponden a la clase A, que está 
por debajo de las dos clases de eficiencia energética 
más frecuentes en este Estado miembro. Se tuvieron 
en consideración alternativas más eficientes y con bajas 
emisiones de carbono (en concreto, bombas de calor 
de las clases A++ y A+), pero debido a la arquitectura 
de los edificios cubiertos por el programa no pueden 
instalarse bombas de calor comunes, y las calderas de 
gas de condensación de clase A constituyen la alternativa 
tecnológicamente viable que ofrece mejor rendimiento. 

— Además, las inversiones en calderas de gas de 
condensación forman parte de un programa de renovación 
de la eficiencia energética en edificios más amplio, 
alineado con las estrategias de renovación a largo plazo en 
virtud de la Directiva relativa a la eficiencia energética de 
los edificios, y que conducen a una mejora sustancial del 
rendimiento energético. 

— Junto a la instalación de estas calderas, la medida 
también incluye la instalación de paneles solares 
fotovoltaicos, como parte de las renovaciones de estos 
edificios. 

— Para no obstaculizar el despliegue de alternativas con 
bajas emisiones de carbono, en concreto de las bombas 
de calor, en todo el Estado miembro la reforma X de este 
componente (véase la página Y del plan de recuperación 
y resiliencia) dará lugar a una revisión del precio 
correspondiente del combustible. 

Adaptación al cambio climático. ¿Se espera que la medida dé lugar a un aumento 
de los efectos adversos de las condiciones climáticas actuales y de las previstas en 
el futuro, sobre sí misma o en las personas, la naturaleza o los activos?

X Como parte de un análisis de exposición, que cubre las 
condiciones climáticas actuales y futuras, se evaluaron los 
riesgos climáticos físicos que podrían ser pertinentes para 
esta medida. Dicha evaluación demostró que los edificios 
de la zona climática en cuestión estarán expuestos a olas 
de calor. La medida exige a los operadores económicos 
que velen por que las instalaciones técnicas de los edificios 
renovados se optimicen para proporcionar confort térmico 
a los ocupantes incluso en esas temperaturas extremas. 
Por lo tanto, no hay pruebas de efectos negativos directos 
e indirectos primarios significativos de la medida a lo largo 
de su ciclo de vida sobre este objetivo medioambiental. 
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Preguntas No Justificación sustantiva

Transición hacia una economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de 
residuos: ¿Se espera que la medida

i) dé lugar a un aumento significativo de la generación, incineración o eliminación 
de residuos, excepto la incineración de residuos peligrosos no reciclables; o

ii) genere importantes ineficiencias en el uso directo o indirecto de recursos 
naturales en cualquiera de las fases de su ciclo de vida, que no se minimicen con 
medidas adecuadas; o

iii) dé lugar a un perjuicio significativo y a largo plazo para el medio ambiente en 
relación a la economía circular?

X La medida requiere que los agentes económicos que 
realizan la renovación de los edificios garanticen, al 
menos, el 70% (en peso) de los residuos no peligrosos 
de construcción y demolición (excluyendo los materiales 
naturales mencionados en la categoría 17 05 04 de la 
lista de residuos establecida por la Decisión 2000/532/
CE de la Comisión) generados en la obra de construcción 
se preparen para la reutilización, el reciclaje y la 
revalorización de otros materiales, incluidas las 
operaciones de relleno utilizando residuos para sustituir 
otros materiales, de conformidad con la jerarquía 
de residuos y el Protocolo de gestión de residuos de 
construcción y demolición en la UE. 

La medida incluye especificaciones técnicas sobre la 
durabilidad, reparabilidad y reciclabilidad de los equipos de 
generación de energías renovables que pueden instalarse, 
como se especifica en la página X del PRR. En concreto, 
los agentes limitarán la generación de residuos en los 
procesos relacionados con la construcción y la demolición, 
de acuerdo con el Protocolo de gestión de residuos 
de construcción y demolición en la UE. Los diseños de 
los edificios y las técnicas de construcción apoyarán la 
circularidad y, en concreto, demostrarán, con referencia 
a la norma ISO 20887 u otras normas para evaluar la 
capacidad de desmontaje o adaptabilidad de los edificios, 
cómo estos están diseñados para ser más eficientes en el 
uso de los recursos, adaptables, flexibles y desmontables 
para permitir la reutilización y el reciclaje. 

Prevención y el control de la contaminación: ¿Se espera que la medida dé lugar 
a un aumento significativo de las emisiones de contaminantes a la atmósfera, el 
agua o el suelo?

X No se espera que la medida dé lugar a un aumento 
significativo de las emisiones de contaminantes a la 
atmósfera, el agua o el suelo porque:

— La sustitución de los sistemas de calefacción a base 
de petróleo, en concreto, conducirá a reducciones 
significativas de las emisiones a la atmósfera y a una 
consiguiente mejora de la salud pública, en un área en la 
que se sobrepasan o es probable que se sobrepasen las 
normas de calidad del aire de la UE establecidas por la 
Directiva 2008/50/UE. 

— Como se describe en la justificación del objetivo 
de mitigación del cambio climático, se consideraron 
a l ternat ivas de menor impacto,  pero no son 
tecnológicamente viables en el contexto de este programa. 
Además, la vida útil media prevista de las calderas a 
instalar es de doce años. 

— Los agentes que realizan la renovación de los edificios 
deben garantizar que los componentes y materiales 
empleados en la renovación de los edificios no contienen 
amianto ni sustancias extremadamente preocupante 
identificadas en base a la lista de sustancias sujetas a 
autorización que figura en el anexo XIV del Reglamento 
(CE) n.o 1907/2006. 

— Los agentes que realizan la renovación de los edificios 
deben garantizar que los componentes y materiales 
empleados en la renovación de los edificios que pueden 
entrar en contacto con los ocupantes emiten menos 
de 0,06 mg de formaldehído por m3 de material o 
componente y menos de 0,001 mg de compuestos 
orgánicos volátiles cancerígenos de las categorías 1A y 1B 
por m3 de material o componente, después de realizar las 
pruebas pertinentes de acuerdo con CEN/TS 16516 e ISO 
16000-3 u otras condiciones de ensayo estandarizadas y 
métodos de determinación comparables. 

— Se adoptarán medidas para reducir el ruido, el polvo 
y las emisiones contaminantes durante las obras de 
renovación, como se describe en la página X del plan de 
recuperación y resiliencia. 

Ejemplo 2: gestión de residuos (tratamiento de residuos procedentes 
de construcción y demolición)

Descripción de la medida

Esta medida es una inversión para apoyar la construcción de instalaciones de 
reciclaje destinadas a los residuos de construcción y demolición. En específico, 
las instalaciones clasifican y procesan flujos de residuos sólidos, no peligrosos 
y recogidos selectivamente, incluido el componente de renovación de edificios 
del plan de recuperación y resiliencia. Las instalaciones reciclan los residuos 
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sólidos no peligrosos en materias primas secundarias mediante un proceso 
de transformación mecánica. El objetivo de la medida es convertir más del 
50% (en términos de peso) de los residuos sólidos, no peligrosos y recogidos 
selectivamente procesados en materias primas secundarias aptas para la 
sustitución de materiales de construcción primarios.

Parte 1 de la lista de verificación según el «principio DNSH»
Indique cuáles de los siguientes objetivos medioambientales 

requieren una evaluación sustantiva según el «principio 
DNSH» de la medida

Sí No Si ha seleccionado «No», explique los motivos

Mitigación del cambio climático X La medida puede acogerse al campo de intervención 045 
bis del anexo del Reglamento del MRR con un coeficiente 
de cambio climático del 100%, ya que las especificaciones 
técnicas del apoyo a las instalaciones de reciclado están 
condicionadas a alcanzar una tasa de conversión del 50%. 
El objetivo de la medida y la naturaleza del campo de 
intervención apoyan directamente el objetivo de mitigación del 
cambio climático.

Adaptación al cambio climático X

Utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos y marinos X La actividad apoyada por la medida tiene un impacto previsible 
insignificante en este objetivo medioambiental, teniendo en 
cuenta tanto los efectos directos como los principales efectos 
indirectos a lo largo del ciclo de vida. No se han identificado 
riesgos de degradación medioambiental relacionados con 
la conservación de la calidad del agua y el estrés hídrico. 
De conformidad con la Directiva 2011/92/UE, la fase de 
comprobación previa del proceso de evaluación del impacto 
ambiental concluyó que no se esperan efectos significativos. 
Los lugares donde se almacenen residuos de construcción 
y demolición en espera de ser procesados deberán estar 
cubiertos y se gestionará la infiltración de agua en el sitio para 
evitar que los contaminantes de los residuos tratados puedan 
ser arrastrados al acuífero local en caso de lluvia.

Economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de residuos X La medida puede acogerse al campo de intervención 045 
bis del anexo del Reglamento del MRR con un coeficiente 
medioambiental del 100%, ya que las especificaciones técnicas 
del apoyo a las instalaciones de reciclado están condicionadas 
a alcanzar una tasa de conversión del 50%. El objetivo de 
la medida y la naturaleza del campo de intervención apoyan 
directamente el objetivo de la economía circular. La medida 
es coherente con el plan de gestión de residuos (nacional/
regional/local).

Prevención y control de la contaminación a la atmósfera, el agua o 
el suelo

X La actividad apoyada por la medida tiene un impacto previsible 
insignificante en este objetivo medioambiental, teniendo 
en cuenta tanto los efectos directos como los principales 
efectos indirectos a lo largo del ciclo de vida. De acuerdo con 
la Directiva 2011/92/UE, la fase de comprobación previa del 
proceso de evaluación del impacto ambiental concluyó que no 
se esperan efectos significativos, sobre la base de las medidas 
adoptadas para reducir el ruido, el polvo y las emisiones 
contaminantes durante la construcción de la planta de reciclaje 
y su funcionamiento (clasificación y tratamiento de residuos). 
Las instalaciones a las que la medida apoya aplican las mejores 
técnicas disponibles descritas en el BREF para las industrias de 
tratamiento de residuos. En la página X del PRR, se describen 
las medidas adoptadas para reducir el ruido, el polvo y las 
emisiones contaminantes durante las obras de construcción.

Protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas X La actividad apoyada por la medida tiene un impacto previsible 
insignificante en este objetivo medioambiental, teniendo en 
cuenta tanto los efectos directos como los principales efectos 
indirectos a lo largo del ciclo de vida. La operación no está 
ubicada en zonas sensibles en cuanto a la biodiversidad, o 
cerca de ellas (incluida la red Natura 2000 de zonas protegidas, 
los lugares declarados Patrimonio de la Humanidad por la 
UNESCO y las áreas clave de biodiversidad, así como otras 
zonas protegidas). De acuerdo con las Directivas 2011/92/
UE y 92/43/CEE, la fase de comprobación previa del proceso 
de evaluación del impacto ambiental (EIA) concluyó que no se 
esperan efectos significativos.
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Parte 2 de la lista de verificación según el «principio DNSH»
Preguntas No Justificación sustantiva

Adaptación al cambio climático: ¿Se espera que la medida dé lugar 
a un aumento de los efectos adversos de las condiciones climáticas 
actuales y de las previstas en el futuro, sobre sí misma o en las 
personas, la naturaleza o los activos?

X Dado que la medida se refiere a la construcción de dos instalaciones 
en las proximidades de áreas propensas a inundaciones y la vida útil 
prevista de las instalaciones supera los diez años, se ha realizado una 
sólida evaluación del riesgo y de la vulnerabilidad climáticos, utilizando 
proyecciones climáticas de alta resolución y de última generación en una 
variedad de escenarios futuros coherentes con la vida útil esperada de 
las instalaciones. Las conclusiones de la evaluación se han incorporado al 
diseño de la medida (véase la página X del PRR).

Además, la medida especifica la obligación para los agentes 
económicos de elaborar un plan para la aplicación de soluciones 
de adaptación para reducir los riesgos climáticos físicos materiales 
en las instalaciones de reciclaje (véase la página X del PRR). Dicha 
obligación especifica que las soluciones de adaptación no deben 
afectar negativamente a los esfuerzos de adaptación ni al nivel de 
resiliencia a los riesgos climáticos físicos de otras personas, de la 
naturaleza, de los activos y de otras actividades económicas, y que 
sean consistentes con los esfuerzos de adaptación a nivel local, 
sectorial, regional o nacional.

Ejemplo 3: instalación de incineración de residuos (ejemplo de 
incumplimiento del «principio DNSH»)

Descripción de la medida

Esta medida es una inversión para apoyar la construcción de nuevas 
instalaciones de incineración de residuos para aumentar la capacidad existente 
en el país. El objetivo de la medida es reducir el vertido de residuos sólidos 
urbanos no peligrosos y generar energía mediante la incineración de los residuos 
(transformación de los residuos en energía).

Parte 1 de la lista de verificación según el «principio DNSH»

Indique cuáles de los siguientes objetivos 
medioambientales requieren una evaluación 

sustantiva según el «principio DNSH» de la medida
Sí No Si ha seleccionado «No», explique los motivos

Mitigación del cambio climático X

Adaptación al cambio climático X

Utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos 
y marinos

X En este caso concreto, la actividad apoyada por la medida tiene un impacto 
previsible insignificante en este objetivo medioambiental, teniendo en 
cuenta tanto los efectos directos como los principales efectos indirectos a 
lo largo del ciclo de vida. Existen pruebas de que la medida no dará lugar 
a riesgos de degradación medioambiental relacionados con la preservación 
de la calidad del agua y el estrés hídrico, de conformidad con la Directiva 
marco sobre el agua (2000/60/CE). De acuerdo con la Directiva 2011/92/
UE, la fase de comprobación previa del proceso de evaluación del impacto 
ambiental (EIA) concluyó que no se esperan efectos significativos.

Economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de 
residuos

X

Prevención y control de la contaminación a la atmósfera, 
el agua o el suelo

X

Protección y restauración de la biodiversidad y los 
ecosistemas

X

Parte 2 de la lista de verificación según el «principio DNSH»

Preguntas No Justificación sustantiva

Mitigación del cambio climático: ¿Se espera que la medida genere 
emisiones importantes de gases de efecto invernadero?

X Las instalaciones apoyadas por la medida tienen por objeto 
minimizar las emisiones de CO2 de origen fósil. Esto se 
garantiza incinerando solo material de biomasa (y no fósil). 
Este punto está justificado (véase la página X del PRR) y se 
incorpora a los objetivos pertinentes relacionados con el 
Componente Y.

En cada instalación, existe un plan de supervisión para las 
fugas de emisiones de gases de efecto invernadero, en 
particular de los residuos almacenados que deben tratarse, tal 
y como se refleja en el diseño de la medida en la página X 
del PRR.
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Preguntas No Justificación sustantiva

Adaptación al cambio climático: ¿Se espera que la medida dé lugar 
a un aumento de los efectos adversos de las condiciones climáticas 
actuales y de las previstas en el futuro, sobre sí misma o en las 
personas, la naturaleza o los activos?

X Dado que los tres incineradores de residuos que recibirán 
ayuda de la medida están situados en áreas propensas a 
desprendimiento de tierras y con una vida útil prevista de 
veinticinco a treinta años, se ha realizado una sólida evaluación 
del riesgo y de la vulnerabilidad climáticos, utilizando 
proyecciones climáticas de alta resolución y de última 
generación en una variedad de escenarios futuros coherentes 
con la vida útil esperada de las instalaciones. Las conclusiones 
de la evaluación se han incorporado al diseño de la medida 
(véase la página X del PRR).

Además, la medida especifica la obligación para los agentes 
económicos de elaborar un plan para la aplicación de soluciones 
de adaptación para reducir los riesgos climáticos físicos 
materiales en las instalaciones de incineración de residuos 
(véase la página X del PRR). Dicha obligación especifica 
también que las soluciones de adaptación no deben afectar 
negativamente a los esfuerzos de adaptación ni al nivel de 
resiliencia a los riesgos climáticos físicos de otras personas, de 
la naturaleza, de los activos y de otras actividades económicas, 
y que sean consistentes con los esfuerzos de adaptación a nivel 
local, sectorial, regional o nacional.

Transición hacia una economía circular, incluidos la prevención y el 
reciclado de residuos: ¿Se espera que la medida

(i) dé lugar a un aumento significativo de la generación, incineración 
o eliminación de residuos, excepto la incineración de residuos 
peligrosos no reciclables; o

(ii) genere importantes ineficiencias en el uso directo o indirecto de 
recursos naturales en cualquiera de las fases de su ciclo de vida, que 
no se minimicen con medidas adecuadas; o

(iii) dé lugar a un perjuicio significativo y a largo plazo para el medio 
ambiente en relación a la economía circular?

E j e m p l o  d e 
incumplimiento 
del «principio 
DNSH»

Si bien el objetivo de la medida es desviar, entre otros, 
los residuos combustibles no reciclables de los vertederos, 
la Comisión probablemente consideraría que esta medida 
desarrolla o «da lugar a un aumento significativo de la 
generación, incineración o eliminación de residuos, excepto 
la incineración de residuos peligrosos no reciclables» por las 
siguientes razones.

La construcción de nuevas instalaciones de incineración de 
residuos para aumentar la capacidad existente de incineración 
del país conlleva un aumento significativo de la incineración de 
residuos, que no entran en la categoría de residuos peligrosos 
no reciclables. Por lo tanto, es una infracción directa del artículo 
17, apartado 1, letra d), inciso ii) («Perjuicio significativo a 
objetivos medioambientales») del Reglamento de taxonomía.

La medida obstaculiza el desarrollo y despliegue de alternativas 
disponibles de bajo impacto con niveles más elevados de 
desempeño ambiental (por ejemplo, reutilización y reciclaje) y 
podría conducir a una inmovilización de activos de alto impacto, 
considerando su vida útil y su capacidad. Podrían utilizarse 
como materia prima cantidades significativas de residuos 
no peligrosos (reciclables y no reciclables, indistintamente), 
dificultando así, en lo que respecta a los residuos reciclables, 
el tratamiento que ocupa un lugar más alto en la jerarquía de 
residuos, incluido el reciclaje. Esto socavaría la consecución 
de los objetivos de reciclaje a nivel nacional/regional y el plan 
de gestión de residuos nacional/regional/local adoptado de 
conformidad con la Directiva marco sobre residuos modificada.

Prevención y el control de la contaminación: ¿Se espera que la 
medida dé lugar a un aumento significativo de las emisiones de 
contaminantes a la atmósfera, el agua o el suelo?

X La medida requiere que las instalaciones apoyadas apliquen las 
mejores técnicas disponibles establecidas en las conclusiones 
sobre las MTD para la incineración de residuos [Decisión de 
Ejecución (UE) 2019/2010 de la Comisión]. El diseño de la 
medida garantiza este requerimiento (véase la página X del 
PRR).

Las instalaciones a las que la medida apoya cuentan con 
el correspondiente permiso medioambiental e incluyen la 
mitigación y seguimiento de los impactos ambientales, 
basándose en las medidas adoptadas para reducir y controlar el 
nivel de ruido, polvo y otras emisiones contaminantes en obras 
de construcción, trabajos de mantenimiento y operaciones 
(véase la página X del PRR).

Protección y recuperación de la biodiversidad y de los ecosistemas: 
¿Se espera que la medida

(i) vaya en gran medida en detrimento de las buenas condiciones y la 
resiliencia de los ecosistemas; o

(ii) vaya en detrimento del estado de conservación de los hábitats 
y las especies, en particular de aquellos de interés para la Unión?

X Se ha completado una evaluación del impacto ambiental 
(EIA) o comprobación previa, de conformidad con la Directiva 
2011/92/UE, y se han aplicado o se aplicarán las medidas de 
mitigación requeridas para la protección del medio ambiente, 
que se reflejan en los hitos y objetivos de la medida X en el 
Componente Y (véase la página X del PRR).

Las instalaciones de incineración no estarán situadas en zonas 
sensibles en cuanto a la biodiversidad, o cerca de ellas [incluida 
la red Natura 2000 de zonas protegidas, los lugares declarados 
Patrimonio de la Humanidad por la UNESCO y las áreas clave 
de biodiversidad, así como otras zonas protegidas).
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Ejemplo 4: infraestructura de transportes (carreteras)

Descripción de la medida

Esta medida consistiría en inversiones en dos submedidas:

— Construcción de una nueva carretera, parte de la red transeuropea de 
transporte TEN-T básica, destinada a i) conectar mejor una región remota de un 
Estado miembro con el resto del país y ii) mejorar la seguridad vial.

— Construcción de puntos de carga eléctrica (un punto de carga cada diez 
vehículos) y puntos de repostaje de hidrógeno (un punto de repostaje cada X 
km) a lo largo de la nueva carretera.

Parte 1 de la lista de verificación según el «principio DNSH»
Indique cuáles de los siguientes objetivos medioambientales requieren 

una evaluación sustantiva según el «principio DNSH» de la medida Sí No Si ha seleccionado «no» explique los 
motivos

Mitigación del cambio climático Construcción de la nueva carretera X

Construcción de infraestructura de carga 
y repostaje

X Esta submedida puede acogerse al campo de 
intervención 077 del anexo del Reglamento 
relativo al Mecanismo de Recuperación y 
Resiliencia (MRR) con un coeficiente de cambio 
climático del 100%.

Además, la infraestructura de carga eléctrica 
y repostaje de hidrógeno (que se basará en el 
hidrógeno limpio producido por electrolizadores) 
promueve la electrificación y, como tal, 
puede considerarse una inversión necesaria 
para permitir el cambio a una economía 
climáticamente neutra eficaz. En el componente 
X, páginas Y-Z, del PRR, se proporciona la 
justificación y las pruebas de la expansión a 
gran escala de la capacidad de generación de 
energías renovables a nivel nacional.

Adaptación al cambio climático X

Utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos y marinos X

Economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de residuos X

Prevención y control de la contaminación a la atmósfera, el agua o el suelo X

Protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas X

Parte 2 de la lista de verificación según el «principio DNSH»

Preguntas No Justificación sustantiva

Mitigación del cambio climático: ¿Se espera que 
la medida genere emisiones importantes de 
gases de efecto invernadero?

X (Solo en lo que respecta a la submedida relativa a la construcción de una nueva carretera:)

No se espera que la medida genere emisiones de gases de efecto invernadero significativas, 
ya que la nueva carretera forma parte del plan integral en materia de transporte(1) destinado 
a descarbonizar el transporte en línea con los objetivos climáticos para 2030 y 2050. En 
particular, esto se debe a las siguientes medidas complementarias:

— La combinación de la inversión vial con infraestructura de carga eléctrica y repostaje de 
hidrógeno;

— la reforma X (páginas Y-Z) de este componente, que introduce un peaje para esta carretera 
y otras;

— la reforma Y (páginas Y-Z) de este componente, que aumenta los impuestos a los 
combustibles convencionales;

— la reforma Z (páginas Y-Z) de este componente, que ofrece incentivos por la compra de 
vehículos de emisión cero;

— y las medidas XX y XY (páginas Y-Z) de este componente, que apoyan la transferencia 
modal al ferrocarril y/o a vías navegables interiores.
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Preguntas No Justificación sustantiva

Adaptación al cambio climático: ¿Se espera que 
la medida dé lugar a un aumento de los efectos 
adversos de las condiciones climáticas actuales 
y de las previstas en el futuro, sobre sí misma 
o en las personas, la naturaleza o los activos?

X Dado que la medida se refiere a la construcción de una carretera y a la correspondiente 
infraestructura de carga y repostaje en un área propensa a estrés térmico y variación de 
la temperatura, y dado que la vida útil prevista de los activos supera los diez años, se ha 
realizado una evaluación del riesgo y de la vulnerabilidad climáticos, utilizando proyecciones 
climáticas en una variedad de escenarios futuros coherentes con la vida útil esperada de 
las instalaciones. En concreto, se ha realizado un análisis del riesgo de inundación y se han 
identificado dos segmentos en los que debe aplicarse una solución de adaptación específica. 
Se ha prestado especial atención a elementos sensibles como puentes y túneles. Las 
conclusiones de la evaluación se han incorporado al diseño de la medida (véase la página 
X del PRR).

Además, la medida especifica la obligación para los agentes económicos de elaborar 
un plan para la aplicación de soluciones de adaptación para reducir los riesgos climáticos 
físicos materiales en la carretera y la infraestructura de carga y repostaje (véase la página 
X del PRR). Dicha obligación especifica que las soluciones de adaptación no deben afectar 
negativamente a los esfuerzos de adaptación ni al nivel de resiliencia a los riesgos climáticos 
físicos de otras personas, de la naturaleza, de los activos y de otras actividades económicas, 
y que sean consistentes con los esfuerzos de adaptación a nivel local, sectorial, regional o 
nacional.

Uso sostenible y protección de los recursos 
hídricos y marinos: ¿Se espera que la medida 
sea perjudicial

i) para el buen estado o el buen potencial 
ecológico de las masas de agua, incluidas las 
superficiales y subterráneas; o

ii) para el buen estado medioambiental de las 
aguas marinas?

X Se ha realizado una evaluación del impacto ambiental (EIA) para la construcción de la 
carretera y la instalación de la correspondiente infraestructura de carga y repostaje, de 
acuerdo con la Directiva 2011/92/UE. Se aplicarán los pasos de mitigación necesarios para 
la protección del medio ambiente, lo cual se ha reflejado en el diseño de la medida (véase 
la página X del PRR). La EIA incluía una evaluación del impacto en el estado del agua, de 
acuerdo con la Directiva 2000/60/CE, y se han abordado los riesgos identificados en el diseño 
de la medida (véase la página X del PRR).

Los riesgos de degradación medioambiental relacionados con la preservación de la calidad 
del agua y la prevención del estrés hídrico se identifican y abordan de conformidad con 
los requisitos de la Directiva 2000/60/CE (Directiva marco sobre el agua) y con un plan 
hidrológico de cuenca elaborado para la masa o masas de agua potencialmente afectadas en 
consulta con las partes interesadas pertinentes (véase la página X del PRR).

Transición hacia una economía circular, incluidos 
la prevención y el reciclado de residuos: ¿Se 
espera que la medida

i) dé lugar a un aumento significativo de la 
generación, incineración o eliminación de 
residuos, excepto la incineración de residuos 
peligrosos no reciclables; o

ii) genere importantes ineficiencias en el uso 
directo o indirecto de recursos naturales en 
cualquiera de las fases de su ciclo de vida, que 
no se minimicen con medidas adecuadas; o

iii) dé lugar a un perjuicio significativo y a largo 
plazo para el medio ambiente en relación a la 
economía circular?

X La medida requiere que los operadores que llevan a cabo la construcción de la carretera 
garanticen, al menos, el 70 % (en peso) de los residuos no peligrosos de construcción y 
demolición generados en la construcción de la carretera y la correspondiente infraestructura 
de carga y repostaje (con exclusión de los materiales naturales definidos en la categoría 17 
05 04 de la lista de residuos establecida por la Decisión 2000/532/CE de la Comisión) se 
preparen para la reutilización, el reciclaje y la revalorización de otros materiales, incluidas las 
operaciones de relleno utilizando residuos para sustituir otros materiales, de conformidad con 
la jerarquía de residuos y el Protocolo de gestión de residuos de construcción y demolición 
en la UE.

Los operadores limitarán la generación de residuos durante la construcción, de conformidad 
con el Protocolo de gestión de residuos de la construcción y demolición de la UE y teniendo 
en cuenta las mejores técnicas disponibles, y facilitarán la reutilización y el reciclado de alta 
calidad mediante la eliminación selectiva de materiales, utilizando los sistemas de clasificación 
disponibles para los residuos de la construcción.

Prevención y el control de la contaminación: ¿Se 
espera que la medida dé lugar a un aumento 
significativo de las emisiones de contaminantes 
a la atmósfera, el agua o el suelo?

X No se espera que la medida dé lugar a un aumento significativo de las emisiones de 
contaminantes a la atmósfera, ya que forma parte del plan integral de transporte y está 
en consonancia con el programa nacional de control de la contaminación atmosférica. En 
particular, esto se debe a las siguientes medidas complementarias:

— La combinación de la inversión vial con infraestructura de carga eléctrica y repostaje de 
hidrógeno;

— la reforma X (páginas Y-Z) de este componente, que introduce un peaje para esta carretera 
y otras;

— la reforma Y (páginas Y-Z) de este componente, que aumenta los impuestos a los 
combustibles convencionales;

— la reforma Z (páginas Y-Z) de este componente, que ofrece incentivos por la compra de 
vehículos de emisión cero;

— y las medidas XX y XY (páginas Y-Z) de este componente, que apoyan la transferencia 
modal al ferrocarril y/o a vías navegables interiores.

Además, el ruido y las vibraciones del uso de la carretera y de la correspondiente 
infraestructura de carga y repostaje se mitigarán mediante la introducción de barreras que 
cumplan con la Directiva 2002/49/CE.

Protección y recuperación de la biodiversidad y 
de los ecosistemas: ¿Se espera que la medida

i) vaya en gran medida en detrimento de 
las buenas condiciones y la resiliencia de los 
ecosistemas; o

i i )  vaya en detr imento del  estado de 
conservación de los hábitats y las especies, en 
particular de aquellos de interés para la Unión?

X Se ha realizado una evaluación del impacto ambiental para la construcción de la carretera y la 
correspondiente infraestructura de carga y repostaje, de acuerdo con la Directiva 2011/92/UE 
y la Directiva 92/43/CEE. Se han aplicado los pasos de mitigación requeridos para reducir la 
fragmentación y degradación de la tierra, en particular los pasillos verdes y otras medidas de 
conectividad ecológica, así como las especies de animales protegidas pertinentes enumeradas 
en el anexo IV de la Directiva 92/43/CEE, que se han basado en objetivos de conservación 
establecidos, lo cual se ha reflejado en el diseño de la medida (véase la página X del PRR).
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Ejemplo 5: programa de desguace de automóviles (ejemplo de 
incumplimiento del «principio DNSH»)

Descripción de la medida

Esta medida consiste en un programa de desguace para la sustitución de 
vehículos con motor de combustión interna que se utilizan actualmente por 
otros más eficientes que también se basen en la combustión interna (es decir, 
combustión diésel o gasolina). El incentivo adopta la forma de una subvención 
unitaria por vehículo desguazado y adquirido, pero también puede adoptar una 
forma más sofisticada (deducción fiscal).

El objetivo de la medida es sustituir los vehículos más antiguos y más 
contaminantes por vehículos equivalentes más recientes y, por lo tanto, menos 
contaminantes. A efectos de este ejemplo, se asume que el programa solo 
requiere el cambio a una nueva generación de productos (por ejemplo, un nivel 
sucesivo de normas europeas) dentro de la misma tecnología.

Parte 1 de la lista de verificación según el «principio DNSH»

Indique cuáles de los siguientes objetivos 
medioambientales requieren una evaluación sustantiva 

según el «principio DNSH» de la medida

Sí No Si ha seleccionado «No», explique los motivos

Mitigación del cambio climático X

Adaptación al cambio climático X La actividad apoyada por la medida tiene un impacto previsible 
insignificante en este objetivo medioambiental, teniendo en 
cuenta tanto los efectos directos como los principales efectos 
indirectos a lo largo del ciclo de vida.

Utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos y 
marinos

X La actividad apoyada por la medida tiene un impacto previsible 
insignificante en este objetivo medioambiental, teniendo en 
cuenta tanto los efectos directos como los principales efectos 
indirectos a lo largo del ciclo de vida.

Economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de residuos X

Prevención y control de la contaminación a la atmósfera; el agua 
o el suelo

X

Protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas X La actividad apoyada por la medida tiene un impacto previsible 
insignificante en este objetivo medioambiental, teniendo en 
cuenta tanto los efectos directos como los principales efectos 
indirectos a lo largo del ciclo de vida.

Parte 2 de la lista de verificación según el «principio DNSH»

Preguntas No Justificación sustantiva

Mitigación del cambio climático: ¿Se espera que la medida genere 
emisiones importantes de gases de efecto invernadero?

Ejemplo de incumplimiento del 
«principio DNSH»

Los automóviles de combustión producen CO2 
(y emisiones en forma de partículas, óxido de 
nitrógeno, compuestos orgánicos volátiles y 
varios contaminantes atmosféricos peligrosos 
más, incluido el benceno). En lo que respecta a la 
mitigación del cambio climático, la adquisición de 
vehículos nuevos (para sustituir a los antiguos) 
reduciría las emisiones, pero seguiría dando 
lugar a emisiones considerables de gases de 
efecto invernadero (las emisiones medias de 
CO2, medidas en pruebas de laboratorio, de los 
turismos nuevos matriculados en la UE e Islandia 
en 2018 fueron de 120,8 gramos de CO2 por 
kilómetro].

Es probable que la Comisión rechace el 
argumento de que los vehículos diésel o de 
gasolina de nueva generación constituyen la 
mejor alternativa disponible en el sector y que, 
por lo tanto, la inversión no infringe el principio 
DNSH. Los vehículos eléctricos representan 
una mejor alternativa disponible con un mayor 
desempeño ambiental (es decir, niveles más 
bajos de emisiones durante el ciclo de vida) en 
el sector, en términos de mitigación del cambio 
climático.

Por lo tanto, es probable que la Comisión 
considere que el programa de desguace daría 
lugar a un daño significativo para la mitigación 
del cambio climático.
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Preguntas No Justificación sustantiva

Economía circular y gestión de los residuos: ¿Se espera que la 
medida

i) dé lugar a un aumento significativo de la generación, 
incineración o eliminación de residuos, excepto la incineración de 
residuos peligrosos no reciclables; o

ii) genere importantes ineficiencias en el uso directo o indirecto de 
recursos naturales en cualquiera de las fases de su ciclo de vida, 
que no se minimicen con medidas adecuadas; o

iii) dé lugar a un perjuicio significativo y a largo plazo para el 
medio ambiente en relación a la economía circular?

X Se han adoptado medidas para gestionar los 
residuos tanto en la fase de uso (mantenimiento) 
como al final de la vida útil de la flota, incluso 
mediante la reutilización y el reciclaje de 
baterías y productos electrónicos (en concreto, 
las materias primas críticas que contienen), de 
acuerdo con la jerarquía de residuos. Se tienen 
en cuenta los impactos en la producción y el 
programa no fomentará el desguace prematuro 
de vehículos en servicio. En particular, el 
programa exige que todo vehículo desguazado 
sea procesado por un centro de tratamiento 
autorizado de conformidad con la Directiva 
relativa a los vehículos al final de su vida útil 
(2000/53/CE), demostrado por un certificado 
exigido para participar en dicho programa.

Además, la medida va acompañada de una 
actividad que promueve la recolección de partes 
por los centros de tratamiento autorizados para 
su reutilización y remanufacturación finales.

Prevención y el control de la contaminación: ¿Se espera que la 
medida dé lugar a un aumento significativo de las emisiones de 
contaminantes (2) a la atmósfera, el agua o el suelo?

Ejemplo de incumplimiento del 
«principio DNSH»

Los automóviles con motor de combustión 
emiten, entre otros, monóxido de carbono 
(CO), partículas en suspensión, óxidos de 
nitrógeno (NOx) e hidrocarburos sin quemar. 
Dadas las prácticas promedio y los requisitos 
regulatorios en la industria(3), es poco probable 
que la Comisión considere que la medida no 
da lugar a un aumento significativo de las 
emisiones de contaminantes a la atmósfera, por 
consideraciones similares a las establecidas para 
la mitigación del cambio climático.

Ejemplo 6: irrigación de la tierra

Descripción de la medida

La medida prevé principalmente inversiones en un sistema de riego existente 
y en uso en la región X para utilizar métodos de riego más eficientes y promover 
la reutilización segura del agua regenerada. El objetivo es compensar la escasez 
de agua del suelo causada por las sequías y, de ese modo, contribuir a la 
adaptación al cambio climático, en particular en lo que se refiere a los cultivos 
agrícolas. La medida irá acompañada de la promoción y el apoyo a prácticas 
agrícolas sostenibles, en particular sistemas de riego más sostenibles y eficientes 
y medidas naturales de retención de agua, pasando a cultivos y prácticas de 
gestión con menores necesidades de agua, así como prácticas de fertilización 
más sostenibles.

Parte 1 de la lista de verificación según el «principio DNSH»

Indique cuáles de los siguientes objetivos medioambientales 
requieren una evaluación sustantiva según el «principio 

DNSH» de la medida
Sí No Si ha seleccionado «No», explique los motivos

Mitigación del cambio climático X La actividad apoyada por la medida tiene un impacto previsible 
insignificante en este objetivo medioambiental, teniendo en 
cuenta tanto los efectos directos como los principales efectos 
indirectos a lo largo del ciclo de vida. Esto se garantiza porque 
el nuevo sistema/equipo será eficiente desde el punto de 
vista energético y, por lo tanto, las emisiones absolutas no 
aumentarán a pesar de un modesto aumento en el área irrigada, 
y/o porque la electricidad para alimentar el equipo derivará del 
viento o del sol.

El riego puede facilitar indirectamente la continuación de las 
prácticas agrícolas que ponen en peligro la función de sumidero 
de carbono de los suelos agrícolas o incluso los convierten en 
emisores netos. La promoción y el apoyo significativos a las 
prácticas agrícolas sostenibles como parte de la medida no 
indican ningún deterioro adicional por esta razón y deberían 
conducir a una mejora.

Adaptación al cambio climático X

Utilización y protección sostenibles de los recursos hídricos y marinos X
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Indique cuáles de los siguientes objetivos medioambientales 
requieren una evaluación sustantiva según el «principio 

DNSH» de la medida
Sí No Si ha seleccionado «No», explique los motivos

Economía circular, incluidos la prevención y el reciclado de residuos X La actividad apoyada por la medida tiene un impacto previsible 
insignificante en este objetivo medioambiental, teniendo en 
cuenta tanto los efectos directos como los principales efectos 
indirectos a lo largo del ciclo de vida. La medida no dará lugar a 
ineficiencias significativas en el uso de recursos ni a un aumento 
en la generación de residuos.

Prevención y control de la contaminación a la atmósfera, el agua o 
el suelo

X

Protección y restauración de la biodiversidad y los ecosistemas X

	

Parte 2 de la lista de verificación según el «principio DNSH»

Preguntas No Justificación sustantiva

Adaptación al cambio climático: ¿Se espera 
que la medida dé lugar a un aumento de los 
efectos adversos de las condiciones climáticas 
actuales y de las previstas en el futuro, sobre 
sí misma o en las personas, la naturaleza o 
los activos?

X No se espera que la medida vaya en detrimento de la adaptación al cambio climático por las 
siguientes razones:

— La parte principal de la medida contribuye de forma limitada a mejorar la resiliencia ante los 
efectos del cambio climático a corto plazo, ya que mejora el riego sin aumentar la captación de 
agua. Esta contribución positiva solo es posible en la medida en que el estado actual y previsto 
de las masas de agua afectadas se encuentre en buen estado (o no se espere razonablemente 
que se deteriore hasta un estado inferior al bueno según previsiones fiables). De no ser así, 
el índice de abstracción sería, por tanto, insostenible, y la inversión no se consideraría una 
medida de adaptación al cambio climático (y sería una medida límite de mala adaptación), 
aunque no empeorase la situación subyacente, ya que prolongaría la duración de una 
estructura fundamentalmente insostenible. En principio, la medida puede acogerse al campo 
de intervención 040 del anexo del Reglamento MRR con un coeficiente de cambio climático del 
40%, ya que se trata de una medida de gestión del agua destinada a gestionar la escasez de 
agua, agravada por los riesgos relacionados con el clima, es decir, las sequías.

— El fomento de prácticas agrícolas sostenibles y medidas de retención natural del agua, por 
el contrario, encajaría en el ámbito de intervención 037, apoyando directamente el objetivo de 
adaptación al cambio climático. Para que toda la medida pueda acogerse al apartado 037, esto 
último tendría que ser predominante, o al menos lo suficientemente convincente en cuanto a 
tamaño, escala y detalle.

Utilización y protección sostenibles de los 
recursos hídricos y marinos: ¿Se espera que 
la medida sea perjudicial

i) para el buen estado o el buen potencial 
ecológico de las masas de agua, incluidas las 
superficiales y subterráneas; o

ii) para el buen estado medioambiental de las 
aguas marinas?

X No se prevé que la medida sea perjudicial para el uso sostenible y la protección de los recursos 
hídricos y marinos. La medida está destinada a mejorar el uso sostenible de los recursos 
hídricos, en concreto:

— apoyar el cambio de los agricultores a cultivos y prácticas de gestión con menores 
necesidades de agua; apoyar a los agricultores para que apliquen medidas que aumenten la 
capacidad de retención de agua del suelo y el almacenamiento de agua a nivel de explotación;

— aplicar un sistema de riego que permita la reutilización del agua de conformidad con la 
Directiva marco sobre el agua y que no dé lugar a un aumento de la captación de agua. 
La medida incluirá inversiones en infraestructuras para permitir la reutilización segura del 
agua recuperada para fines agrícolas. Gracias a esta inversión, será posible utilizar aguas 
residuales urbanas tratadas para el riego de campos de cultivo cercanos y prepararse para 
la aplicación del nuevo Reglamento relativo a los requisitos mínimos para la reutilización del 
agua (UE/2020/741).

— invertir en sistemas de riego más sostenibles y eficientes que requieran menos agua, como 
el riego localizado. Esto dará lugar, al mismo tiempo, a una menor fuga de nutrientes a las 
aguas subterráneas, así como a las masas de agua interiores cercanas.

— En los casos en que la actividad implique la extracción de agua, la autoridad competente ha 
otorgado un permiso para la extracción de agua, especificando las condiciones para evitar el 
deterioro y garantizar que las masas de agua afectadas alcancen un buen estado cuantitativo 
(en el caso de las aguas subterráneas) o un buen estado o potencial ecológico (en el caso de 
aguas superficiales) a más tardar en 2027, de acuerdo con los requisitos de la Directiva marco 
del agua 2000/60/CE.

— Se ha realizado una evaluación de impacto ambiental de acuerdo con la Directiva de la EIA, 
y se han identificado y reflejado en el diseño de la medida todas las medidas de mitigación 
necesarias (véase la página X del PRR).

Prevención y el control de la contaminación: 
¿Se espera que la medida dé lugar a un 
aumento significativo de las emisiones de 
contaminantes a la atmósfera, el agua o el 
suelo?

X No se espera que la medida dé lugar a un aumento significativo de las emisiones de 
contaminantes a la atmósfera, el agua o el suelo debido:

— al uso de equipos de consumo de energía ultra eficientes o que se alimentan con fuentes 
de energías renovables;

— a la instalación de sistemas de riego más eficientes (explicados más arriba), lo que reducirá 
la escorrentía de nutrientes de la agricultura;

— con el apoyo a los agricultores para que cambien a cultivos y prácticas de gestión con 
menores necesidades de agua y el aumento de la disponibilidad de agua a nivel de explotación, 
se utilizará menos agua para el riego;

— al apoyo a las prácticas agrícolas sostenibles que, a su vez, requerirán menos pesticidas, lo 
que reducirá la contaminación del agua y la tierra.
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Preguntas No Justificación sustantiva

Protección y recuperación de la biodiversidad 
y los ecosistemas: ¿Se espera que la medida

i) vaya en gran medida en detrimento de 
las buenas condiciones y la resiliencia de los 
ecosistemas; o

ii) vaya en detrimento del estado de 
conservación de los hábitats y las especies, 
en particular de aquellos de interés para la 
Unión?

X La medida no tendrá efectos perjudiciales sobre la biodiversidad ni los ecosistemas porque:

— los proyectos de riego cubiertos por esta medida no están situados en sitios protegidos 
o no tendrán efectos negativos en dichos sitios, a la luz de sus objetivos de conservación. 
Cualquier perturbación de las especies o impacto negativo en hábitats fuera de esos sitios, 
tanto durante las fases de construcción como de operación, se evitará a través de las medidas 
necesarias de prevención y mitigación, que se reflejan en el diseño de la medida (véase la 
página X del PRR);

— se ha realizado una evaluación de impacto ambiental de acuerdo con la Directiva de la EIA, 
y se han identificado y reflejado en el diseño de la medida todas las medidas de mitigación 
necesarias (véase la página X del PRR);

— cumple los requisitos de la Directiva sobre hábitats y la Directiva sobre aves; fue objeto 
de una evaluación del artículo 6, apartado 3, en el marco de la Directiva de conservación de 
los hábitats naturales (integrada en este caso concreto en el procedimiento de evaluación 
de impacto ambiental), que excluyó efectos significativos en los lugares la red Natura 2000;

— al apoyar las prácticas agrícolas sostenibles, requerirá menos plaguicidas, lo que mitigará 
el impacto negativo en la biodiversidad (insectos, aves, vida en el suelo) y podrá incluir una 
mayor diversidad de cultivos, apoyando también la biodiversidad.

(1) O, en ausencia de un plan integral de transporte sostenible, un análisis de costes y beneficios 
específico realizado a nivel de proyecto muestra que el proyecto en sí mismo da lugar a una reducción/
no da lugar a un aumento de las emisiones de gases de efecto invernadero a lo largo de su ciclo de vida.
(2) Por «contaminante» se entiende la sustancia, vibración, calor, ruido, luz u otros contaminantes 
presentes en la atmósfera, el agua o el suelo, que pueda tener efectos perjudiciales para la salud humana 
o el medio ambiente.
(3) La composición varía de los motores de gasolina a los motores diésel. El Reglamento (CE) n.o 
715/2007, relativo a las normas Euro 5 y Euro 6, establece límites de emisiones de contaminantes 
regulados para los vehículos y fija, concretamente, en 80 mg/km las emisiones de óxidos de nitrógeno 
(NOx, es decir, las emisiones combinadas de NO y NO2).

NPE: A-190422-1861



Página 10771Número 89	 Martes, 19 de abril de 2022

PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

MANUAL DE MARCA / MAYO 2021
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PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

LOGOTIPO

La imagen muestra los tres 
ejes del plan a través de sus 
iniciales RTR.

RECUPERACIÓN, 

TRANSFORMACIÓN, RESILIENCIA.

CONCEPTO

Sin el esfuerzo conjunto, la 
recuperación no sería 
posible, la unión es lo que nos 
da la fuerza para conseguirlo. 
Como reflejo de esta  unión, 
el diseño que se presenta 
agrupa  todas las iniciales en 
una imagen simbólica que 
expresa conceptos de unidad, 
apoyo y complementariedad. 
Es una gran R inclusiva, que 
conjuga la R de Recuperación, 
la T de Transformación 
y la R de resiliencia.

GOBIERNO
DE ESPA„A
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PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

LOGOTIPO COLOR / MONOCROMÁTICO

Siempre y cuado sea necesario
se pueden utilizar las versiones 
monocromáticas, positivo 
NEGRO y negativo BLANCO.

GOBIERNO
DE ESPA„A
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PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

LOGOTIPO COLOR / MONOCROMÁTICO

Aplicación en horizontal.

GOBIERNO
DE ESPA„A
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PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

APLICACIONES SOBRE FONDOS

Las aplicaciones sobre fondos 
de colores o texturas se podrán 
realizar siempre y cuando se 
asegure que existe suficiente 
contraste entre el logo y fondo.

GOBIERNO
DE ESPA„A
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PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

LOGOTIPO CON GOBIERNO DE ESPAÑA

GOBIERNO
DE ESPA„A

El logotipo irá acompañado 
del escudo identificativo de 
Gobierno de España, éste se 
podrá ubicar junto al logo 
respetando los márgenes de 
seguridad o como parte del 
conjunto gráfico, ya sea una 
portada de un libro, cartel, 
anuncio TV, RRSS, etc... 
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En las medidas de información y comunicación de los proyectos 
que desarrollan las inversiones del Componente (entre ellas, medidas 
de información y comunicación como carteles informativos, placas, 
publicaciones impresas y electrónicas, material audiovisual, páginas web, 
anuncios e inserciones en prensa, certificados, etc.), se deberán incluir 
el emblema de la Unión, y junto con el emblema de la Unión, se incluirá 
el texto “Financiado por la Unión Europea – NextGenerationEU”;

PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

LOGOTIPO CON GOBIERNO DE ESPAÑA Y UE

GOBIERNO
DE ESPA„A

* Ejemplos de portadas

Horizontal

Vertical
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PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

APLICACIONES SOBRE FONDOS

Se puede aplicar usando
los colores de cada eje vertebrador 
del plan tanto juntos como por 
separado, pero siempre negativo 
BLANCO sobre fondo de color.

GOBIERNO
DE ESPA„A
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PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

OPCIONES DE COLOR

Si utilizamos el color de fondo 
usaremos la opción en negativo 
blanco.

GOBIERNO
DE ESPA„A

TRANSICIÓN ECOLÓGICA

En la opción de color del eje por 
separado, sobre fondo blanco 
mantendremos las estrellas 
de la EU en color amarillo.

GOBIERNO
DE ESPA„A

GOBIERNO
DE ESPA„A

C - 50%
M - 0%
Y - 100%
K - 0%

PANTONE 
SOLID COATED 

365 C
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PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

OPCIONES DE COLOR

GOBIERNO
DE ESPA„A

TRANSFORMACIÓN DIGITAL

GOBIERNO
DE ESPA„A

GOBIERNO
DE ESPA„A

C - 77%
M - 24%
Y - 0%
K - 0%

PANTONE 
SOLID COATED 

2925 C

NPE: A-190422-1861



Página 10781Número 89	 Martes, 19 de abril de 2022

PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

OPCIONES DE COLOR

GOBIERNO
DE ESPA„A

COHESIÓN SOCIAL Y TERRITORIAL

GOBIERNO
DE ESPA„A

GOBIERNO
DE ESPA„A

PANTONE 
SOLID COATED 

3272 C

C - 100%
M - 0%
Y - 48%
K - 0%
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PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

OPCIONES DE COLOR

GOBIERNO
DE ESPA„A

IGUALDAD DE GÉNERO

GOBIERNO
DE ESPA„A

GOBIERNO
DE ESPA„A

C - 24%
M - 81%
Y - 0%
K - 0%

PANTONE 
SOLID COATED 

239 C
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PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

PALETA DE COLORES

GOBIERNO
DE ESPA„A

PANTONE  
SOLID COATED 116 C

C - 0%
M - 20%
Y - 96%
K - 0%

PANTONE 
SOLID COATED 186 C

C - 12%
M - 100%
Y - 81%
K - 3%

NEGRO 80%
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PLAN DE RECUPERACIÓN, TRANSFORMACIÓN Y RESILIENCIA

TIPOGRAFÍA PRINCIPAL

GOBIERNO
DE ESPA„A

GOTHAM

ABCDEFGHIJKLMNÑOPQRSTUWYZ
abcdefghijklmnñopqrstuwyz
1234567890

ABCDEFGHIJKLMNÑOPQRSTUWYZ
abcdefghijklmnñopqrstuwyz
1234567890

ABCDEFGHIJKLMNÑOPQRSTUWYZ
abcdefghijklmnñopqrstuwyz
1234567890

ABCDEFGHIJKLMNÑOPQRSTUWYZ
abcdefghijklmnñopqrstuwyz
1234567890

LIGHT

MEDIUM

BOLD

BLACK

ABCDEFGHIJKLMNÑOPQRSTUWYZ
abcdefghijklmnñopqrstuwyz
1234567890

ABCDEFGHIJKLMNÑOPQRSTUWYZ
abcdefghijklmnñopqrstuwyz
1234567890

ABCDEFGHIJKLMNÑOPQRSTUWYZ
abcdefghijklmnñopqrstuwyz
1234567890

LIGHT

REGULAR

BOLD

TIPOGRAFÍA ALTERNATIVA

En casos excepcionales que no se encuentre 
disponible la tipografía GOTHAM se puede usar 
como primera alternativa la fuente HELVETICA.
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Anexo III

Resolución de 13 de enero de 2022 de la Secretaria General de la 
Consejería de Transparencia, Seguridad y Emergencias por la que se da 
publicidad al Acuerdo de Consejo de Gobierno de aprobación del código 
de conducta en materia de subvenciones y ayudas públicas de la Región 

de Murcia, adoptado en su sesión de 29 de diciembre de 2021

Con el fin de dar publicidad al Acuerdo del Consejo de Gobierno, de 29 
de diciembre de 2021, de aprobación del Código de conducta en materia de 
subvenciones y ayudas públicas de la Región de Murcia, 

Resuelvo:

Publicar en el Boletín Oficial de la Región de Murcia el texto del referido 
Acuerdo que figura como anexo de esta resolución.

Murcia, 13 de enero de 2022.—La Secretaria General, Elena García Quiñones.

Anexo

“Acuerdo de aprobación del Código de conducta en materia de 
subvenciones y ayudas públicas de la Región de Murcia”

El Sistema de Integridad Institucional, aprobado mediante Acuerdo de 
Consejo de Gobierno de 27 de febrero de 2019 y publicado en el BORM n.º 
63, de 16 de marzo de 2019, mediante Resolución del Secretario General de 
la Consejería de Transparencia y Participación, preveía en el último inciso de 
su punto II que, en el marco del citado sistema, se integraran cuantos códigos 
se fueran elaborando en el ámbito de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia por áreas de actuación, colectivos específicos o sectores de actividad. 

El Decreto del Presidente n.º 34/2021, de 3 de abril, de reorganización de 
la Administración Regional, lleva a cabo la distribución competencial entre los 
departamentos de la Administración Regional. En su artículo 9, determina que la 
Consejería de Transparencia, Participación y Administración Pública, actualmente 
denominada Consejería de Transparencia, Seguridad y Emergencias (en virtud de 
Decreto de la Presidencia n.º 67/2021, de 18 de noviembre, por el que modifica 
el Decreto n.º 34/2021, de 3 de abril, de Reorganización de la Administración 
Regional) es el Departamento de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
encargado de la propuesta, desarrollo y ejecución de las directrices generales del 
Consejo de Gobierno, entre otras, en las materias de transparencia, participación 
ciudadana en la vida pública y buen gobierno, que asume con carácter transversal. 

Por su parte, el Decreto n.º 241/2021, de 25 de noviembre, por el que se 
establecen los Órganos Directivos de la Consejería de Transparencia, Seguridad 
y Emergencias, establece en su artículo 5 que, en materia de buen gobierno, 
le corresponde a la Dirección General de Regeneración y Modernización 
Administrativa, entre otras, el ejercicio de las funciones de coordinación, puesta 
en marcha y puesta en marcha y supervisión del cumplimiento de las medidas en 
materia de buen gobierno, ética, integridad pública y prevención de la corrupción 
que se establezcan legalmente o se determinen por el Consejo de Gobierno. 

En ejercicio de tales competencias, se ha elaborado por dicho órgano directivo 
un código ético en materia de ayudas y subvenciones públicas que recoge principios, 
normas de conducta y buenas prácticas que deben regir la actuación de todos los 
intervinientes en los procesos de gestión de ayudas y subvenciones públicas; tiene 
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carácter preventivo y orientador de la actividad de los cargos públicos y empleados 
públicos regionales que desplieguen sus funciones directivas o profesionales en 
el ámbito de las ayudas y subvenciones públicas; está destinado exclusivamente 
a mejorar la cultura ética y las buenas prácticas en la tramitación de ayudas y 
subvenciones públicas por la Administración Regional, así como llamado a formar 
parte de la cultura organizacional e idiosincrasia de nuestra Administración. 

Puesto que alcanzar una cultura de integridad es un compromiso de 
todos, se ha implicado en la redacción del texto a todos los gestores públicos 
que se pudiesen ver afectados por las normas en él contenidas, a través del 
correspondiente trámite de audiencia, así como también se ha contado con las 
aportaciones de la ciudadanía realizadas en el proceso participativo de consulta 
pública convocado al efecto. 

En virtud de lo expuesto, y de conformidad con lo establecido en el artículo 
22 apartados 13 y 35 de la Ley 6/2004, de 28 de diciembre, del Presidente y del 
Consejo de Gobierno de la Región de Murcia, el Consejo de Gobierno, a propuesta 
del Consejero de Transparencia, Seguridad y Emergencias, 

Acuerda:

Primero.- Aprobar el “Código de conducta en materia de subvenciones 
y ayudas públicas de la Región de Murcia” que se adjunta como anexo y su 
inclusión en el Sistema de Integridad Institucional. 

Segundo.- Publicar el presente acuerdo y su anexo en el “Boletín Oficial de 
la Región de Murcia” y en el Portal de la Transparencia y Gobierno Abierto de la 
Región de Murcia. 

Este acuerdo desplegará sus efectos el día siguiente al de su publicación en 
el Boletín Oficial de la Región de Murcia.

CÓDIGO DE CONDUCTA EN MATERIA DE SUBVENCIONES Y AYUDAS PÚBLICAS 
DE LA REGIÓN DE MURCIA

Índice

I. JUSTIFICACIÓN 

II. OBJETO Y NATURALEZA 

III. DESTINATARIOS 

IV. ESTRUCTURA 

V. PRINCIPIOS Y NORMAS DE CONDUCTA INTERNAS 

VI. PRINCIPIOS Y NORMAS DE CONDUCTA EXTERNAS 

VII. COMISIÓN DE ÉTICA INSTITUCIONAL 

ANEXO. MODELOS 

1. MODELO DE DOCUMENTO DE DECLARACIÓN DE AUSENCIA DE CONFLICTO 
DE INTERÉS.

2. MODELO DE CLÁUSULA PARA SU INCLUSIÓN EN LAS BASES REGULADORAS.

3. MODELO DE CLÁUSULA DE ADHESIÓN AL PRESENTE CÓDIGO PARA 
SOLICITUDES NORMALIZADAS DE PARTICIPACIÓN EN PROCEDIMIENTOS DE 
CONCESIÓN DE SUBVENCIONES DE CONCURRENCIA COMPETITIVA.
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4. MODELO DE CLÁUSULA DE ADHESIÓN AL PRESENTE CÓDIGO PARA 
CONVENIOS EN LOS QUE SE INSTRUMENTE LA CONCESIÓN DIRECTA DE AYUDAS 
Y SUBVENCIONES PÚBLICAS.

5. MODELO DE COMPROMISO DE ADHESIÓN AL PRESENTE CÓDIGO PARA 
BENEFICIARIOS DE SUBVENCIONES/AYUDAS PÚBLICAS DE CONCESIÓN 
DIRECTA QUE SE OTORGUEN POR RESOLUCIÓN.

I. Justificación

La actividad de fomento es un ámbito de actuación de las Administraciones 
Públicas con importante incidencia en el gasto público y con una amplia 
tipología de destinatarios: ciudadanos, entidades públicas y privadas, empresas, 
organizaciones no gubernamentales, asociaciones, etc. La convergencia en esta 
actividad de intereses públicos y privados y el volumen de recursos públicos que 
a ella se destina convierte en relevante la necesidad de efectuar un adecuado 
control de su gestión y del cumplimiento de sus fines, ya que puede tratarse de 
una de las actividades más vulnerable a las malas prácticas y más generadora de 
sensación de desafección de la ciudadanía en los poderes públicos.

Por ello, con la finalidad de mejorar el clima de confianza de la ciudadanía 
en la buena gobernanza de sus Administraciones Públicas, se considera 
prioritario contar con un sistema de integridad institucional que, en materia 
de ayudas públicas, perfile los principios éticos y de conducta a seguir, no solo 
por los altos cargos y demás servidores públicos intervinientes en los distintos 
estadios conformadores de la gestión de las diversas ayudas públicas, sino 
también por los destinatarios de las mismas, de forma que se establezcan 
pautas orientadas a minimizar los riesgos contra la integridad que puedan 
producirse en dicha gestión, y se arbitren medios que coadyuven a resolver 
los eventuales dilemas éticos que puedan plantearse. Hoy más que nunca 
la sociedad nos exige diseñar programas que permitan prevenir, detectar y 
combatir conductas deshonestas y reforzar los instrumentos para controlar la 
gestión eficiente del gasto público.

Así, los poderes públicos deben hacer uso de todos los medios a su alcance, 
inclusive los propios de la ética pública, con objeto de prevenir irregularidades en 
la asignación de ayudas a proyectos ficticios o ineficaces, detectar y evitar que 
los procedimientos de concesión de ayudas y subvenciones se vean afectados por 
conflictos de intereses, o descubrir duplicidades o solapamientos en la concesión 
de ayudas a través de una estrategia bien planificada y coordinada y de una 
trazabilidad en el camino de la ayuda o subvención. En definitiva, deben emplear 
cuantos instrumentos permitan mejorar la gestión y el seguimiento de las ayudas 
y subvenciones, así como controlar las conductas fraudulentas que puedan 
darse en este ámbito, debiendo igualmente adoptar las medidas adecuadas para 
resolver las incidencias descubiertas.

En otras palabras, la Administración Regional no puede limitarse al estricto 
cumplimiento de la legalidad vigente en materia de ayudas y subvenciones, sino 
que debe dar un paso más y dirigirse hacia la implantación de un código de buenas 
prácticas con compromisos adicionales de buena gestión que, en cuanto herramienta 
complementaria para la satisfacción del interés público, le permita caminar hacia 
un nuevo modelo de gestión de ayudas y subvenciones públicas más eficaz y más 
eficiente, que garantice un verdadero uso racional de los fondos públicos.
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II. Objeto y naturaleza

Este código recoge principios, normas de conducta y buenas prácticas que 
deben regir la actuación de todos los intervinientes en los procesos de gestión 
de ayudas y subvenciones públicas; tiene carácter preventivo y orientador 
de la actividad de los cargos públicos y empleados públicos regionales que 
desplieguen sus funciones directivas o profesionales en el ámbito de las ayudas 
y subvenciones públicas; está destinado exclusivamente a mejorar la cultura 
ética y las buenas prácticas en la tramitación de ayudas y subvenciones públicas 
por la Administración Regional, así como llamado a formar parte de la cultura 
organizacional e idiosincrasia de nuestra Administración.

El código no posee valor normativo, tiene una dimensión axiológica y un 
carácter marcadamente deontológico para los profesionales de la actividad 
subvencional en la Administración Regional, careciendo de contenido disciplinario 
aplicable a los empleados públicos.

El código constituye para los gestores públicos responsables una directriz de 
actuación, definiendo las exigencias éticas y de buena gestión que estos han de 
asumir en su quehacer, quedando vinculados a él todos los cargos y empleados 
públicos regionales en los términos establecidos en el presente texto.

En lo que se refiere a las personas, entidades o empresas beneficiarias 
de ayudas o subvenciones públicas, o participantes en procedimientos de 
concesión de tales fondos públicos, las directrices de actuación en él contenidas 
se incardinarán como un compromiso cuyo cumplimiento asumirán en los 
instrumentos reguladores de sus relaciones con la Administración Pública 
Regional.

Además, estamos ante un documento vivo y dinámico, que parte de unos 
estándares mínimos, por lo que se podrán ir incorporando nuevos requerimientos 
según avance la práctica administrativa. A tal efecto, los órganos gestores de 
subvenciones y ayudas públicas trasladarán cuantas propuestas de incorporación 
estimen necesarias al órgano directivo competente en materia de buen gobierno, 
para su estudio y valoración, a cuyo efecto, y al menos una vez al año, todas las 
propuestas recibidas serán sometidas a audiencia.

III. Destinatarios

Alcanzar una cultura de integridad es un compromiso de todos, por ello es 
imprescindible contar con la implicación de todas las personas y operadores 
económicos que puedan llegar a ser beneficiarios de ayudas y subvenciones de la 
Administración Regional, cuyo compromiso ético y de buenas prácticas se torna 
en pieza fundamental del engranaje para que este sistema funcione.

Por esta razón, el código tiene dos vertientes: una vertiente interna, dirigida 
a los cargos públicos y al personal al servicio de la Administración Pública de 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia que intervengan en cualquiera 
de las fases de planificación, otorgamiento, comprobación, control y fiscalización 
de las ayudas y subvenciones; y una vertiente externa, dirigida a aspirantes y 
beneficiarios.

En su vertiente interna, constituye una guía que debe orientar la actuación de 
los cargos y empleados públicos de la Administración Regional en este ámbito, que 
responde al objetivo de potenciar su profesionalidad y reforzar los mecanismos 
que garanticen la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones. Su propósito es 
establecer determinadas pautas de actuación que se consideran esenciales para 
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garantizar una actividad de fomento eficaz, eficiente y socialmente responsable, 
en definitiva, una buena gestión de lo público, pero su contenido no agota todos 
los deberes en la materia.

En su vertiente externa, el compromiso de cumplimiento del presente código 
será incorporado como requisito en las correspondientes bases reguladoras de 
la subvención o ayuda, que habrán de asumir expresamente los beneficiarios 
en los instrumentos reguladores de sus relaciones con la Administración Pública 
Regional, en la forma que se determina –a título de ejemplo- en los apartados 3, 
4 y 5 del anexo.

Así pues, son destinatarios de este código los altos cargos y demás titulares 
de órganos directivos, los empleados públicos y el resto del personal al servicio de 
la Administración Pública de la Comunidad Autónoma, tanto de la Administración 
General como de los organismos públicos y demás entidades de derecho público 
vinculadas o dependientes de ella, que, en el desempeño de sus funciones, hayan 
de intervenir en cualquiera de las fases de los procedimientos de gestión de 
ayudas y subvenciones, desde su planificación hasta su reintegro, en su caso.

Además, los entes locales y el resto de entidades que integran el sector 
público autonómico y local, podrán adherirse voluntariamente a las disposiciones 
de este código.

Asimismo, son destinatarios de este código las entidades colaboradoras y 
cuantas personas físicas, jurídicas y entidades sin personalidad jurídica participen 
en los procedimientos de otorgamiento de ayudas y subvenciones gestionados 
por la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, 
así como los beneficiarios de tales fondos.

IV. Estructura

El código se estructura en dos bloques, referidos a la vertiente interna y a la 
externa.

En el primer bloque, dirigido a la vertiente interna, se destacan algunos 
principios generales que deben presidir la gestión de ayudas y subvenciones 
públicas y, después, se recogen una serie de pautas de actuación o de prácticas 
que se consideran especialmente convenientes para ir forjando una cultura ética 
de la ayuda pública por parte de los cargos públicos y el personal al servicio de la 
Administración Regional.

En el segundo bloque se plasman las reglas éticas que han de respetar 
los beneficiarios de ayudas y subvenciones públicas y los participantes en los 
procedimientos de otorgamiento de aquellas, que se estiman fundamentales 
para coadyuvar a conseguir una actividad subvencional íntegra y transparente, a 
través de una serie de normas de conducta externas.

V. Principios y normas de conducta internas

Los principios rectores que regirán la actividad subvencional en el ámbito 
de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia serán los contemplados en su normativa reguladora. Si bien, sin ánimo 
exhaustivo, se destacan aquí determinados aspectos relacionados con varios de 
esos principios:

— Principios de planificación y de evaluación. La planificación estratégica 
de la actividad subvencional y su posterior evaluación constituyen instrumentos 
valiosos que permiten mejorar en eficiencia, eficacia, transparencia y servicio a la 
ciudadanía. La plasmación de la actividad de fomento en instrumentos adecuados 
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de planificación, que establezcan los objetivos a conseguir y las necesidades 
públicas a satisfacer, permitirá efectuar un posterior control y evaluación que 
analizará el grado de cumplimiento y satisfacción de esos objetivos y necesidades, 
lo cual permitirá reiterar, modular, rectificar y eliminar líneas de subvenciones, en 
función de lo concluido en el proceso de evaluación.

— Principio de eficiencia. Se velará por un uso eficiente de los recursos 
destinados a la actividad de fomento, procurando la mejor relación posible 
entre los resultados obtenidos por los programas, actividades o proyectos 
subvencionados y los recursos empleados para conseguir aquellos. La limitación 
de créditos obliga a buscar la máxima eficiencia en esta modalidad de gasto, 
de forma que solo se asignen créditos a las líneas de ayuda que hayan 
cumplimentado las finalidades y objetivos planificados en ejercicios anteriores, o 
respecto de las que se tenga cierta seguridad en que puedan cumplirlos.

— Principio de objetividad e imparcialidad. Se mantendrá la máxima 
objetividad e imparcialidad en la toma de decisiones y, en particular, en la 
elección de las líneas de subvenciones a ejecutar, suprimiendo todas las 
que sean innecesarias, ineficaces e ineficientes. En otro orden de cosas, los 
destinatarios del código observarán escrupulosamente los deberes de abstención 
previstos legalmente. Asimismo, los órganos gestores y de control de ayudas y 
subvenciones públicas adoptarán las medidas oportunas para prevenir situaciones 
de conflicto de intereses.

— Principio de colaboración y coordinación administrativa. Se coordinará 
debidamente la planificación estratégica de subvenciones con otras planificaciones 
estratégicas relevantes de la CARM y de la Administración General del Estado, 
evitando articular líneas de subvenciones idénticas o contradictorias.

Las normas de conducta en la actividad de fomento asociadas a tales 
principios son las siguientes:

1. Planificación de la actividad subvencional.

- Se hará un esfuerzo de coherencia y coordinación que busque la vinculación 
entre las políticas públicas de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, 
los planes sectoriales de esas políticas públicas, la programación presupuestaria y 
la planificación estratégica de subvenciones.

- Se procurará definir los indicadores de seguimiento (cualitativos y 
cuantitativos) y evaluación de las líneas de subvención de forma que permitan 
medir la consecución de objetivos, a cuyo efecto se intentará acudir no solo a 
indicadores de naturaleza presupuestaria o de gestión, sino también a indicadores 
de resultados o impactos.

- Se buscará la coherente vinculación entre los objetivos e indicadores de las 
líneas de subvención de los PES y los objetivos e indicadores de los programas 
presupuestarios.

- De acuerdo con lo establecido en el Plan de Acción para la Implementación 
de la Agenda 2030 en la Región de Murcia, aprobado por acuerdo de Consejo de 
Gobierno de 29 de diciembre de 2020, los planes estratégicos de subvenciones se 
alinearán con la Agenda 2030. De este modo, al margen de promover mediante 
subvenciones actividades y conductas particulares que se dirijan al cumplimiento 
de los objetivos fijados en la Agenda 2030, se hará expresa referencia en los 
planes estratégicos al objetivo de desarrollo sostenible que promueven.
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2. Reflexión sobre la verdadera naturaleza jurídica subvencional. El 
instrumento de la subvención solo se utilizará cuando el fondo del negocio jurídico 
a celebrar responda verdaderamente a esa naturaleza, cuidando de no confundir 
esta figura con otras afines como el contrato o el convenio.

3. Introducción de principios de sostenibilidad y responsabilidad social en los 
criterios de concesión de ayudas y subvenciones públicas. En el establecimiento 
y configuración de las ayudas y subvenciones se tendrán en cuenta criterios de 
protección social, laboral y medioambiental, tanto en el diseño de las líneas de 
subvenciones como en los criterios de concesión.

4. Excepcionalidad de las subvenciones de concesión directa. Se intentará 
reducir el empleo de subvenciones de concesión directa y, en particular, se evitará 
la propuesta de concesión de subvenciones nominativas en el proyecto de ley de 
presupuestos generales, procurando recurrir a la concurrencia competitiva como 
procedimiento ordinario de concesión de subvenciones. Se velará por que las 
subvenciones nominativas que se propongan respondan a fomentar actividades 
de interés general evitando la formación de posibles redes clientelares.

5. Mejora de la regulación de las subvenciones excepcionales o de concesión 
directa. Se procurará mejorar la regulación de las subvenciones de concesión 
directa para justificar adecuadamente su fundamento, su cuantificación 
económica, las obligaciones y compromisos de ejecución que se imponen a los 
beneficiarios, así como para perfeccionar su visibilidad y rendición de cuentas, 
especialmente a partir de determinados importes.

6. Adecuada motivación del carácter singular de las subvenciones de 
concesión directa y de las razones que acreditan o justifican el empleo de este 
procedimiento excepcional. Los empleados públicos gestores se esforzarán en 
explicar apropiadamente en las memorias justificativas de las subvenciones de 
concesión directa tanto su carácter singular, como las razones de interés público, 
social, económico o humanitario que motivan la elección de ese procedimiento 
excepcional de otorgamiento, o las que justifiquen la dificultad de su convocatoria 
pública, evitando el uso de motivaciones genéricas. En este sentido, las 
excepciones previstas en la ley serán objeto de interpretación restrictiva.

7. Singularidad de las subvenciones/ayudas sociales o de carácter asistencial. 
Se planificará la configuración de este tipo de subvenciones de la forma más 
sencilla y simplificada posible, procurando habilitar un procedimiento asequible 
en el que la mera acreditación de la insuficiencia o carencia social o asistencial 
que se pretenda compensar con la ayuda sirva de base para su concesión, sin 
necesidad de articular una compleja tramitación con acreditación de múltiples 
requisitos, y en el que se fomente la interoperabilidad para evitar la presentación 
de documentación acreditativa emitida por otras administraciones.

8. Redacción reflexiva de las bases reguladoras de las subvenciones y 
de las convocatorias. Las bases reguladoras de las ayudas y subvenciones y 
las convocatorias, en su caso, deberán redactarse meditando y planificando 
pausadamente su contenido, relacionando adecuadamente todos los aspectos 
clave de la subvención o ayuda (individualmente considerada) a conceder, evitando 
inercias y buscando la debida coherencia entre todos sus extremos: objeto y 
finalidad; requisitos para ser beneficiarios y la forma y tiempo de acreditarlos; 
los criterios de valoración y la forma y tiempo de acreditarlos; la justificación del 
cumplimiento de la actividad subvencionada y la de los gastos subvencionables, 
con su tiempo y forma de acreditación; la compatibilidad o incompatibilidad de las 
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subvenciones con otras ayudas, ingresos o recursos para la misma finalidad, etc… 
En particular, se identificarán de forma clara y precisa los proyectos o actividades 
que puedan ser financiados con la subvención, de forma que se evite cualquier 
duda interpretativa sobre el carácter subvencionable de los proyectos o de los 
costes en que se incurra para su realización. Asimismo, las excepciones relativas al 
cumplimiento por los beneficiarios o las entidades colaboradores de los requisitos 
previstos legalmente, habrán de estar adecuadamente motivadas y responder a la 
propia naturaleza de la subvención de que se trate.

Igualmente, se hace hincapié en la necesidad de tomar conciencia de todos 
los aspectos que, de forma eventual, pueden incluirse en las bases reguladoras 
de las subvenciones para discernir, en cada supuesto, cuáles de esos extremos 
conviene añadir al contenido de las bases reguladoras de una subvención en 
función de su particularidad, como modo de evitar que una ausencia de regulación 
pueda generar conflictividad y problemas procedimentales a posteriori (ejemplo: 
causas y supuestos en los que, cuando sea compatible con la naturaleza de la 
subvención, el beneficiario puede subcontratar con terceros la ejecución total o 
parcial de la actividad subvencionada y la responsabilidad de estos subcontratistas 
a efectos de proyectarse sobre ellos actuaciones de control o exigirles reintegros 
o responsabilidad sancionadora; subrogación en la posición de los beneficiarios 
mediante operaciones de transmisión, fusión, escisión o similares; etc...)

9. Identificación clara en las bases reguladoras de todos los extremos 
relacionados con la justificación. Se configurará de forma adecuada el marco 
regulador de la justificación, sin acudir a cláusulas estereotipadas y atendiendo 
a la razón de ser de cada subvención, para evitar incidentes y conflictos de 
interpretación. Ello exige sopesar extremos varios, tales como, por ejemplo, 
dilucidar sobre la conveniencia de establecer un plazo o período temporal para 
la comprobación de la justificación por parte de la Administración (con objeto 
de evitar que los beneficiarios interpreten el silencio como favorable y den 
por buena la justificación presentada); identificar con claridad cuáles son los 
gastos subvencionables en cada línea de subvención para evitar que conceptos 
indeterminados puedan generar dudas interpretativas; abordar –cuando proceda- 
el alcance de la justificación en los costes indirectos, planteándose alternativas 
para su fijación diferentes al tanto alzado pero con una motivación adecuada de 
su importe; diseñar la forma de justificación que, siendo adecuada al supuesto de 
que se trate, comporte menores cargas administrativas; etc…

10. Normalización de las subvenciones de justificación previa (postpagables). 
Con carácter general, las subvenciones se configurarán como postpagables, 
relegando las de justificación diferida o prepagables a los casos estrictamente 
necesarios, reflexionando, en esos supuestos sobre la necesidad de exigir 
garantía, e, incluso, utilizando, cuando sea factible, un régimen mixto que 
permita otorgar una parte de la cuantía de la subvención con carácter previo a la 
realización de la actividad subvencionada, como medio de financiación necesaria 
para su consecución, abonando el resto a ritmo de ejecución.

11. Ejecución no precipitada en el seno del ejercicio presupuestario. Se 
ajustarán temporalmente en el ejercicio presupuestario las convocatorias y las 
concesiones de subvenciones para que esos fondos públicos cubran, en el momento 
adecuado, los gastos de la actividad subvencionada, evitando su tramitación 
precipitada, bien por su cercanía incipiente al momento temporal en el que esos 
fondos son necesarios, bien por relegarse esa tramitación al final del año.
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12. Preponderancia de los criterios de valoración automáticos, adecuada 
motivación de los informes de evaluación y publicidad de las valoraciones 
desagregadas: En los procedimientos de concesión de subvenciones de 
concurrencia competitiva, con carácter general, se dará preponderancia a los 
criterios de valoración que sean susceptibles de ser valorados mediante cifras o 
porcentajes que puedan ser obtenidos mediante la mera aplicación de fórmulas 
sobre aquellos que dependan de un juicio de valor. En todo caso, los criterios 
objetivos de otorgamiento de la subvención, así como la ponderación atribuida 
a los mismos, serán descritos en las bases reguladoras de forma precisa, como 
modo de dejar el mínimo margen de discrecionalidad posible en su apreciación. 
Además, los informes de evaluación deberán estar suficientemente motivados, 
sin que sea admisible la plasmación sin más de las puntuaciones otorgadas, 
requiriéndose la adecuada justificación de las razones por las que se conceden 
tales puntuaciones. Con objeto de dotar a los procesos de mayor transparencia, 
se hará pública la valoración desagregada de las puntuaciones obtenidas por los 
beneficiarios en cada uno de los apartados susceptibles de valoración.

13. Comprobación adecuada de la justificación en todo tipo de subvenciones. 
Los empleados públicos gestores de ayudas públicas extremarán la diligencia en 
la comprobación de la justificación en todo tipo de subvenciones y, en particular, 
en las subvenciones nominativas y en las prepagables.

A su vez, asumirán iniciativas que sirvan para mejorar la comprobación de la 
justificación de las subvenciones, como, por ejemplo, la elaboración de manuales/
guías de comprobación que, en ciertas líneas de subvenciones repetitivas y 
continuadas, puedan ser útiles para reducir y maximizar la eficacia de dicha tarea.

14. Justificación anual y periódica en los proyectos plurianuales de ayudas 
públicas. Se sugiere que, en los proyectos plurianuales de ayudas públicas, 
se prevea un régimen de justificación provisional anual que, a cuenta de la 
liquidación final del proyecto en que se justifique totalmente la actividad, 
permita al órgano concedente realizar un seguimiento adecuado de la actividad 
subvencionada, con el fin de reducir el riesgo de que plazos dilatados puedan 
perjudicar u ocultar causas de reembolso y/o reintegro.

15. Simplificación administrativa en la justificación. Es recomendable que, 
en la medida de lo posible y respetando el marco normativo vigente, se avance 
hacia procedimientos más abreviados y amoldables de justificación, procurando 
sustituir la exigencia de documentación justificativa prolija por sistemas de 
control más flexibles pero exhaustivos, con objeto de evitar que la excesiva 
rigidez en los plazos y formas de acreditación de las actividades subvencionadas 
y de los gastos subvencionables pueda dar lugar a reintegros aun a pesar de 
haber cumplido justificadamente los beneficiarios con la ejecución material.

16. Compromiso con la simplificación y la buena gestión de las ayudas y 
subvenciones públicas: Los altos cargos y empleados públicos desplegarán 
cualesquiera iniciativas puedan mejorar y simplificar la gestión de los 
procedimientos de concesión de ayudas y subvenciones públicas.

Por ejemplo, en líneas de subvenciones repetitivas y continuadas podrían 
crearse registros de beneficiarios de subvenciones públicas que facilitasen la 
acreditación de los requisitos para acceder a las mismas, contribuyéndose a 
aligerar la carga de justificación de requisitos y a facilitar la interoperabilidad 
e identificación de los supuestos que impidan acceder a la condición de 
beneficiario. De igual modo, los centros gestores podrían preparar cuestionarios 
on line que permitieran verificar de forma previa si el aspirante a beneficiario 
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de una determinada subvención cumple los requisitos exigidos (a modo de test 
de autoevaluación). O, en otro orden de cosas, también podrían elaborarse 
guías de justificación de gastos subvencionables habituales como modo de 
proporcionar mayor seguridad jurídica al beneficiario de las ayudas y de facilitar 
la comprobación de la justificación que desarrolla el órgano gestor, haciendo 
referencia en tales casos a dichas guías en las bases reguladoras de la subvención 
a fin de incluirlas en su régimen jurídico aplicable.

17. Actuación objetiva e imparcial: Los altos cargos y empleados públicos 
intervinientes en cualquiera de las fases de los procedimientos de concesión de 
ayudas y subvenciones actuarán de forma objetiva e imparcial, garantizando la 
neutralidad en la toma de decisiones y la igualdad de trato a todos los aspirantes 
y beneficiarios. No aceptarán regalos o beneficios en interés privado, para sí o 
para terceras personas, y no facilitarán direcciones de domicilios particulares.

El personal de la Administración pública regional o de fuera de ella que 
pudiera tener algún tipo de interés personal en el asunto, no podrá participar en 
el diseño de la subvención, formar parte del órgano de valoración, emitir informes 
de evaluación o asesorar al órgano concedente de la subvención.

18. Órganos colegiados de valoración en los procedimientos de concurrencia 
competitiva. Los órganos colegiados de valoración responsables de proponer la 
concesión de subvenciones tendrán una composición eminentemente técnica, no 
pudiendo formar parte de la misma altos cargos, cargos sindicales, ni personal 
eventual. La identificación de los componentes de estos órganos de valoración se 
facilitará a quien la demande.

19. Influencia en la prelación de pagos: El régimen de pagos relativos 
a ayudas y subvenciones públicas seguirá el orden de prelación legalmente 
establecido, sin que los altos cargos o empleados públicos puedan agilizarlos 
para comportar un privilegio a favor de determinados beneficiarios, relacionados 
o no con el entorno familiar y social inmediato de los altos cargos y empleados 
públicos, o cuando suponga un menoscabo de los intereses de tercero.

20. Celo minucioso en los procedimientos de reintegro. Se extremará la 
diligencia y la coordinación entre el personal de los órganos gestores y el de 
los órganos de control, en su caso, para identificar todos los supuestos que 
puedan precisar de un reintegro de la ayuda o subvención concedida y proceder 
de inmediato a su sustanciación, resolviendo en plazo todos los procedimientos 
de reintegro que deban ser tramitados para evitar su caducidad por silencio 
administrativo y la prescripción de la acción para exigir tales reintegros. A fin 
de evitar situaciones injustas, se velará por que los criterios de graduación de 
los posibles incumplimientos de las condiciones impuestas con motivo de la 
concesión de la subvención que se plasmen en las bases reguladoras, respondan 
al principio de proporcionalidad.

21. Medidas de prevención de las situaciones de conflicto de intereses. 
Como medida de prevención y detección de las situaciones de conflicto de 
interés, los redactores de las bases reguladoras de ayudas y subvenciones 
públicas, los miembros de los órganos de evaluación -cuando existan-, así como 
los intervinientes en los procedimientos de concesión de ayudas y subvenciones 
públicas, de control de su justificación, de su fiscalización y de su reintegro, en 
su caso, suscribirán una “declaración de ausencia de conflicto de interés”, en 
la que hagan constar que no tienen ningún interés actual que pueda entrar en 
conflicto con el interés público y comprometer su imparcialidad, y que asumen 
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el compromiso de poner en conocimiento del titular del órgano directivo del que 
dependan, de forma inmediata, cualquier potencial conflicto de intereses que 
pudiera producirse con posterioridad a la firma de la citada declaración, y mientras 
dure el procedimiento de concesión, la comprobación de la justificación, el control 
o fiscalización de la ayuda o subvención y su reintegro, si procede. A tal fin, se 
podrá utilizar el modelo que se incluye en el apartado 1 del anexo de este código.

22. Compromiso con la formación: El personal interviniente en la actividad 
de fomento ha de comprometerse a asistir a acciones formativas que le permitan 
profundizar en el conocimiento de las novedades legislativas y jurisprudenciales 
en la materia, así como en los procedimientos electrónicos y tecnología aplicada 
a la gestión de ayudas y subvenciones públicas, en la convicción de que la 
profesionalización de los responsables de la gestión de ayudas y subvenciones 
públicas garantiza la buena marcha de los procedimientos. Para ello, la 
Administración Regional asume el firme propósito de ofrecerles acciones formativas 
de calidad y, así mismo, también promoverá acciones de sensibilización de la 
sociedad civil sobre los beneficios de una política de integridad en esta materia.

VI. Principios y normas de conducta externas

Los beneficiarios de las ayudas y subvenciones públicas concedidas por 
la Administración de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (CARM) 
y cualquier persona -física o jurídica- o entidad sin personalidad jurídica que 
desee participar en un procedimiento de concesión de ayudas o subvenciones 
públicas, sea de concurrencia competitiva o de concesión directa, tramitado 
por la Administración Pública de la CARM, deberán asumir el compromiso de 
cumplimiento de las reglas de carácter ético que se plasman en este apartado. 
La asunción del citado compromiso se reflejará en las correspondientes bases 
reguladoras de la subvención o ayuda y se realizará, según proceda:

- En los procedimientos de concurrencia competitiva, en la propia solicitud 
normalizada de participación, mediante la inclusión de una cláusula de adhesión 
al presente código, pudiéndose utilizar el modelo que figura en el apartado 3 del 
anexo.

- En los procedimientos de concesión directa en los se utilice el convenio para 
canalizar la correspondiente subvención, mediante la inclusión en este de una 
cláusula de adhesión al presente código, pudiéndose utilizar el modelo que figura 
en el apartado 4 del anexo.

- En los procedimientos de concesión directa en los se utilice la resolución 
como instrumento de concesión de la subvención, mediante la firma de un 
compromiso expreso de adhesión al presente código con carácter previo a 
la emisión de dicha resolución, pudiéndose utilizar el modelo que figura en el 
apartado 5 del anexo.

De la misma forma, las bases reguladoras de las subvenciones contendrán 
como anexo el presente código de conducta, para asegurar su conocimiento por 
los interesados.

Los participantes en procedimientos de concesión de ayudas y subvenciones 
públicas y los beneficiarios de estas se comprometen a respetar, además de la 
normativa vigente en la materia que nos ocupa, las siguientes reglas:

1. No efectuarán modificaciones en la ejecución de la actividad subvencionada 
sin conocimiento ni aprobación expresa del órgano gestor, salvo lo que al respecto 
permitan y establezcan las bases reguladoras.
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2. No tratarán de influir en las decisiones de los órganos de evaluación ni de 
los órganos concedentes de ayudas y subvenciones, ni ejercerán ningún tipo de 
presión sobre ellos, directa o indirectamente, respetando en todo momento su 
actitud de neutralidad en el proceso.

3. Se abstendrán de ofrecer regalos, dádivas, ofrecimientos o promesas a 
los altos cargos o al personal interviniente en cualquier fase del procedimiento de 
planificación, concesión, gestión, fiscalización y control de ayudas y subvenciones 
públicas.

4. Se abstendrán de influir en el régimen de prelación de pagos.

5. Se cuidará de que los fondos recibidos se inviertan de forma eficiente en 
la ejecución del proyecto o actividad subvencionada, evitando su despilfarro y 
optimizando su uso.

6. Cumplirán con los principios, las normas y los cánones éticos propios 
de las tareas, los oficios y/o las profesiones correspondientes a las actividades 
objeto de subvención, actuando en todo momento con imparcialidad, de buena fe 
y con arreglo al código deontológico de su profesión o gremio.

7. No falsearán, en ningún caso, los datos, la información o la documentación 
facilitada a la Administración Regional en los procedimientos de gestión, control o 
fiscalización de ayudas y subvenciones públicas, garantizando, en todo momento, 
la aportación de información veraz, completa, relevante y actualizada.

8. No obstaculizarán las actuaciones de comprobación que se efectúen por 
los órganos competentes, mostrando en todo momento una actitud plenamente 
colaboradora.

9. Los beneficiarios se responsabilizarán de que los subcontratistas con los 
que concierten la ejecución total o parcial de la actividad subvencionada, cuando 
ello esté permitido, se sujeten a los mismos principios y reglas de conductas 
enumerados en el presente código, debiendo informarles de su contenido.

10. Comunicarán inmediatamente al órgano competente las posibles 
situaciones de conflicto de intereses que puedan darse en altos cargos, directivos 
o empleados públicos de la Administración Pública Regional intervinientes en 
procedimientos de concesión, control o reintegro de subvenciones, y evitarán 
exponerlos a situaciones que puedan generar tales conflictos.

11. Los beneficiarios respetarán el carácter confidencial de la información a 
la que tengan acceso con ocasión de la ejecución de las actividades o proyectos 
subvencionados, respecto de la que guardarán secreto profesional, y no utilizarán 
dicha información confidencial para obtener, directa o indirectamente, una ventaja 
o beneficio de cualquier tipo en interés propio ni en el de terceras personas.

VII. Comisión de Ética Institucional

Los destinatarios del código podrán dirigirse a la Comisión de Ética 
Institucional, en cualquier momento, para plantearle cuantas dudas, consultas y 
dilemas éticos puedan surgirles en su aplicación. Asimismo, podrán comunicarle 
cuantas actuaciones inadecuadas o contrarias al código observen, por los 
cauces y vías que garanticen su anonimato que se articulen en desarrollo del 
Sistema de Integridad Institucional de esta Comunidad Autónoma. Las consultas 
o comunicaciones dirigidas a la Comisión no suspenderán en ningún caso la 
tramitación de los procedimientos de concesión, gestión, control o reintegro de 
ayudas y subvenciones públicas en cuyo seno surjan.
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Anexo. Modelos

1. MODELO DE DOCUMENTO DE DECLARACIÓN DE AUSENCIA DE CONFLICTO 
DE INTERÉS. 

D…................, con DNI...................., debiendo actuar en el procedimiento 
de gestión de ayudas/subvenciones..................en calidad de ................, 

Declaro:

Que no concurre en mí ningún conflicto de interés que pueda comprometer mi 
imparcialidad e independencia durante el ejercicio de mis funciones en el seno del 
procedimiento, y me comprometo a poner en conocimiento del titular del órgano 
directivo del que dependo, de forma inmediata, cualquier potencial conflicto de 
intereses que pudiera producirse con posterioridad a la firma de la presente 
declaración, y mientras dure el procedimiento de concesión, la comprobación de 
la justificación, el control o fiscalización de la ayuda o subvención y su reintegro, 
en su caso. 

Lugar, fecha y firma.

2. MODELO DE CLÁUSULA PARA SU INCLUSIÓN EN LAS BASES REGULADORAS.

Se estima necesario que los interesados en convertirse en beneficiarios de 
las ayudas/subvenciones reguladas a través del presente instrumento, asuman 
el compromiso de cumplimiento del apartado VI del CÓDIGO DE CONDUCTA EN 
MATERIA DE SUBVENCIONES Y AYUDAS PÚBLICAS DE LA REGIÓN DE MURCIA, 
aprobado por Acuerdo de Consejo de Gobierno de fecha ________. 

Opción A: En consecuencia, se incluirá la oportuna cláusula de adhesión en el 
modelo de solicitud normalizada de participación en el procedimiento de concesión 
de ayudas o subvenciones que se convoque al efecto/ en el convenio que se 
suscriba para canalizar la subvención de concesión directa que en este instrumento 
se regula (elegir la alternativa que proceda). Opción B: En consecuencia, con 
carácter previo a la firma de la resolución de concesión, el potencial beneficiario 
de la ayuda/subvención que nos ocupa deberá firmar un compromiso expreso de 
cumplimiento del repetido apartado VI del CÓDIGO DE CONDUCTA EN MATERIA DE 
SUBVENCIONES Y AYUDAS PÚBLICAS DE LA REGIÓN DE MURCIA.

3. MODELO DE CLÁUSULA DE ADHESIÓN AL PRESENTE CÓDIGO PARA 
SOLICITUDES NORMALIZADAS DE PARTICIPACIÓN EN PROCEDIMIENTOS DE 
CONCESIÓN DE SUBVENCIONES DE CONCURRENCIA COMPETITIVA.

Asumo el compromiso de cumplimiento del apartado VI del CÓDIGO DE 
CONDUCTA EN MATERIA DE SUBVENCIONES Y AYUDAS PÚBLICAS DE LA REGIÓN 
DE MURCIA, aprobado por Acuerdo de Consejo de Gobierno de fecha ______.

4. MODELO DE CLÁUSULA DE ADHESIÓN AL PRESENTE CÓDIGO PARA 
CONVENIOS EN LOS QUE SE INSTRUMENTE LA CONCESIÓN DIRECTA DE AYUDAS 
Y SUBVENCIONES PÚBLICAS.

El beneficiario asume el compromiso de cumplimiento del apartado VI del 
CÓDIGO DE CONDUCTA EN MATERIA DE SUBVENCIONES Y AYUDAS PÚBLICAS 
DE LA REGIÓN DE MURCIA, aprobado por Acuerdo de Consejo de Gobierno de 
fecha ____________.
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5. MODELO DE COMPROMISO DE ADHESIÓN AL PRESENTE CÓDIGO PARA 
BENEFICIARIOS DE SUBVENCIONES/AYUDAS PÚBLICAS DE CONCESIÓN 
DIRECTA QUE SE OTORGUEN POR RESOLUCIÓN.

D./D.ª_____________, con NIF ____________en nombre propio/en nombre 
y representación de_________________, con NIF_______________, DECLARO:

Que asumo/Que la persona a la que represento asume el compromiso 
de cumplimiento del apartado VI del CÓDIGO DE CONDUCTA EN MATERIA DE 
SUBVENCIONES Y AYUDAS PÚBLICAS DE LA REGIÓN DE MURCIA, aprobado por 
Acuerdo de Consejo de Gobierno de fecha ______.

NPE: A-190422-1861



Página 10800Número 89	 Martes, 19 de abril de 2022

I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Economía, Hacienda y Administración Digital

1862	 Resolución de 4 de abril de 2022 de la Secretaría General de 
la Consejería de Economía, Hacienda y Administración Digital, 
por la que se dispone la publicación en el Boletín Oficial de 
la Región de Murcia del convenio de colaboración, entre la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (Consejería de 
Economía, Hacienda y Administración Digital) y el Ayuntamiento 
de Abarán, para la regulación de las condiciones y garantías 
sobre intercambio electrónico de datos en entorno cerrado de 
comunicación (ECAL).

En fecha 31 de marzo de 2022, se suscribió el convenio tipo de colaboración, 
entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Administración Digital y el Ayuntamiento de Abarán, 
para la regulación de las condiciones y garantías sobre intercambio electrónico de 
datos en entorno cerrado de comunicación (ECAL).

A fin de favorecer el conocimiento del citado convenio tipo de colaboración, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 14 del Decreto 56/1996, de 24 de julio, 
por el que se regula el Registro General de Convenios y se dictan normas para la 
tramitación de éstos en el ámbito de la Administración Regional, esta Secretaría 
General,

Resuelve:

Ordenar la publicación en el “Boletín Oficial de la Región de Murcia” del 
convenio tipo de colaboración, entre la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, a través de la Consejería de Economía, Hacienda y Administración Digital 
y el Ayuntamiento de Abarán, para la regulación de las condiciones y garantías 
sobre intercambio electrónico de datos en entorno cerrado de comunicación (ECAL), 
suscrito el 31 de marzo de 2022, que se inserta a continuación.

Murcia, 4 de abril de 2022.—La Secretaria General, Sonia Carrillo Mármol.
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Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia (Consejería de Economía, Hacienda y Administración Digital) 
y el Ayuntamiento de Abarán, para la regulación de las condiciones y 

garantías sobre el intercambio electrónico de datos en entorno cerrado 
de comunicación (ECAL)

Reunidos

De una parte, D. Luis Alberto Marín González, Consejero de Economía, 
Hacienda y Administración Digital de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, nombrado por Decreto del Presidente nº 64/2021, de 19 de julio, en 
ejercicio de las competencias que tiene atribuidas en materia de sistemas de 
información, comunicaciones y seguridad informática de la Administración 
Regional, así como de las asignadas en los artículos 37 y 38 de la Ley 6/2004, 
de 28 de diciembre, del Estatuto del Presidente y del Consejo de Gobierno de la 
Región de Murcia.

Facultado para la suscripción del presente Convenio por Acuerdo de Consejo 
de Gobierno de fecha 7 de octubre de 2021.

De otra, D. Jesús Gómez Montiel, Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de 
Abarán, en representación de dicha Entidad, facultado para suscribir el presente 
Convenio por resolución de la Alcaldía de fecha 18 de febrero de 2022, asistido 
por Dña. María Luisa Jiménez Hernández, Secretaria de la Corporación, como 
fedataria para la formalización del presente convenio, de conformidad con lo 
dispuesto por el art.3.2.i) del Real Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que 
se regula el Régimen Jurídico de los funcionarios de la Administración Local con 
habilitación de carácter nacional.

Ambas partes en la representación que ostentan, se reconocen mutuamente 
capacidad suficiente para el otorgamiento del presente Convenio, y a tal efecto

Manifiestan

1.º El Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia, en su artículo 10.Uno.1 
y artículo 10.Uno.29, respectivamente, atribuye la competencia exclusiva a la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (CARM) tanto en la “organización, 
régimen jurídico y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno”; 
como en el “procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la 
organización propia”.

Así, en el marco de esas competencias, la Administración Regional dictó, 
entre otras, la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de organización y régimen 
jurídico de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia; y el Decreto nº 302/2011, de 25 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
la Gestión Electrónica de la Administración Púbica de la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia, que vino a regular, entre otras cuestiones, el Registro, las 
comunicaciones o las notificaciones electrónicas.

2.º Dispone el artículo 3.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, que: “Las Administraciones Públicas se relacionarán 
entre sí y con sus órganos, organismos públicos y entidades vinculados o 
dependientes a través de medios electrónicos, que aseguren la interoperabilidad 
y seguridad de los sistemas y soluciones adoptadas por cada una de ellas, 
garantizarán la protección de los datos de carácter personal, y facilitarán 
preferentemente la prestación conjunta de servicios a los interesados”.
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3.º Por otra parte, el artículo 26 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, determina 
que éstas emitirán sus documentos administrativos por escrito, a través de 
medios electrónicos, a menos que la naturaleza exija otra forma más adecuada 
de expresión y constancia; añadiendo dicho precepto que para ser considerados 
válidos, los documentos electrónicos administrativos deberán:

a) Contener información de cualquier naturaleza archivada en un soporte 
electrónico según un formato determinado susceptible de identificación y 
tratamiento diferenciado.

b) Disponer de los datos de identificación que permitan su individualización, 
sin perjuicio de su posible incorporación a un expediente electrónico.

c) Incorporar una referencia temporal del momento en que han sido emitidos.

d) Incorporar los metadatos mínimos exigidos.

e) Incorporar las firmas electrónicas que correspondan de acuerdo con lo 
previsto en la normativa aplicable.

Considerándose válidos los documentos electrónicos, que cumpliendo estos 
requisitos, sean trasladados a un tercero a través de medios electrónicos.

4.º La Ley 40/2015, de 1 de octubre, aprueba en su artículo 44 las condiciones 
para ser considerados válidos, a efectos de autenticación e identificación de los 
emisores y receptores, los documentos electrónicos trasmitidos en entornos 
cerrados de comunicación entre Administraciones Públicas.

En concreto, el citado artículo señala literalmente que: 

“1. Los documentos electrónicos transmitidos en entornos cerrados 
de comunicaciones establecidos entre Administraciones Públicas, órganos, 
organismos públicos y entidades de derecho público, serán considerados válidos 
a efectos de autenticación e identificación de los emisores y receptores en las 
condiciones establecidas en este artículo.

2. Cuando los participantes en las comunicaciones pertenezcan a una misma 
Administración Pública, ésta determinará las condiciones y garantías por las 
que se regirá que, al menos, comprenderá la relación de emisores y receptores 
autorizados y la naturaleza de los datos a intercambiar.

3. Cuando los participantes pertenezcan a distintas Administraciones, las 
condiciones y garantías citadas en el apartado anterior se establecerán mediante 
convenio suscrito entre aquellas.

4. En todo caso deberá garantizarse la seguridad del entorno cerrado de 
comunicaciones y la protección de los datos que se transmitan”.

Asimismo el artículo 155 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, regula las 
condiciones para las transmisiones de datos entre Administraciones Públicas, de 
conformidad con las normas de protección de datos personales.

5.º De conformidad con las disposiciones de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
de Régimen Jurídico del Sector Público, y de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, 
de Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, la Administración Pública Regional se organiza 
y actúa de acuerdo con el principio de colaboración y cooperación en su relación 
con otras Administraciones Públicas.

6.º El artículo 140 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico 
del Sector Público, al regular los principios que han de regir las relaciones 
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interadministrativas, indica que en lo no previsto en el Título III, las relaciones 
entre la Administración General del Estado o las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas con las Entidades que integran la Administración Local 
se regirán por la legislación básica en materia de régimen local. 

En este sentido, el artículo 55.e) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora 
de las Bases de Régimen Local, establece que para la efectiva coordinación y 
eficacia administrativa, la Administración General del Estado así como las 
Administraciones autonómica y local, de acuerdo con el principio de lealtad 
institucional, deberán en sus relaciones recíprocas, prestar en el ámbito propio, la 
cooperación y asistencia activas que las otras Administraciones pudieran precisar 
para el eficaz cumplimiento de sus tareas.

Añade el artículo 57 del mismo texto legal que la cooperación económica, 
técnica y administrativa entre la Administración Local y las Administraciones 
del Estado y de las Comunidades Autónomas, tanto en servicios locales como 
en asuntos de interés común, se desarrollará con carácter voluntario, bajo las 
formas y en los términos previstos en las leyes, pudiendo tener lugar, en todo 
caso, mediante los consorcios o convenios administrativos que suscriban.

7.º Sentado el marco anterior, a los efectos del presente Convenio, se 
considera un entorno cerrado de comunicación el ofrecido por la plataforma 
ECAL para la gestión común con las entidades locales de la Región de Murcia 
que lo suscriban, de los procedimientos tramitados con la Dirección General de 
Administración Local y servicios prestados por ésta recogidos en la “Guía de 
procedimientos-servicios de la CARM” con expresa indicación de tramitación 
por ECAL.

ECAL se configura como un entorno de ventana electrónico, a utilizar 
como herramienta electrónica indispensable para la prestación de servicios o 
tramitación conjunta de ciertos procedimientos cuya competencia resolutiva o 
de instrucción corresponde a la Dirección General de Administración Local de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, y en los que sus destinatarios/
interesados son las entidades locales de su ámbito territorial.

8.º La adaptación al nuevo marco normativo expuesto, y el interés por 
agilizar la tramitación de ciertos procedimientos o prestación de servicios en los 
que los interesados son las entidades locales de la Región, reduciendo así cargas 
administrativas y tiempos de respuesta, justifica la necesidad de llevar a cabo 
este Convenio, cuyo objeto es la determinación de las condiciones y garantías en 
la tramitación de los mismos, a través del intercambio electrónico de datos en un 
entorno cerrado de comunicación.

La puesta en marcha de este entorno cerrado, entre otras razones, es viable 
al haber suscrito previamente los Ayuntamientos de Región el “Acuerdo tipo 
para la prestación de soluciones básicas de Administración electrónica con la 
Consejería de Hacienda y Administración Pública de la Región de Murcia”, que les 
permite el acceso a las funcionalidades proporcionadas por todas o algunas de las 
soluciones tecnológicas básicas de administración electrónica especificadas en el 
mismo.

9.º Atendiendo el informe de la Inspección General de Servicios de la 
Dirección General de Regeneración y Modernización Administrativa de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, de fecha 14 de septiembre de 2020, 
la plataforma ECAL, como entorno cerrado de comunicación que integra un gestor 
de expedientes, hace posible que los Ayuntamientos presenten en la misma sus 
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solicitudes, como interesados para el inicio del correspondiente procedimiento 
administrativo, sin necesidad de realizar su asiento material y formal en el 
Registro Único de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, dado que 
ECAL cumple con todos y cada uno de los requisitos exigidos en la conclusión 
tercera del citado informe. 

Asimismo, en el seno del citado entorno cerrado será factible la prestación 
de determinados servicios y la tramitación íntegra de ciertos procedimientos, 
pudiéndose incluso realizar los actos de notificación de las resoluciones 
administrativas y de otros actos administrativos de los procedimientos afectados, 
al cumplir ECAL con los requisitos de la conclusión cuarta del arriba mencionado 
informe de la Inspección General de Servicios. 

10.º Por último en lo que se refiere a la competencia, el artículo 22, en su 
apartado 18, de la Ley 6/2004, de 28 de diciembre, del Estatuto del Presidente y 
del Consejo de Gobierno de la Región de Murcia, atribuye al Ejecutivo Regional la 
competencia para autorizar la celebración de los convenios de colaboración con 
otras entidades públicas o privadas y designar, en cada caso, el órgano que deba 
suscribirlos, en representación de la Comunidad Autónoma.

La competencia para la elevación al Consejo de Gobierno corresponde 
al Consejero de Economía, Hacienda y Administración Digital en virtud de lo 
establecido en el artículo 16.2 letra c) de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Región 
de Murcia. 

11.º De conformidad con lo dispuesto en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, 
de Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, en el Decreto 56/1996, de 24 de julio, por 
el que se regula el Registro General de Convenios y se dictan normas para la 
tramitación de éstos en el ámbito de la Administración Regional; y en los artículos 
47 a 53 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público, y estando las partes conformes, en la representación que ostentan, 
convienen y suscriben el presente Acuerdo con arreglo a las siguientes

Cláusulas

Primera: Objeto.

El presente Convenio tiene por objeto establecer las condiciones y 
garantías de los trámites a realizar en los procedimientos sustanciados por los 
Ayuntamientos de la Región de Murcia con la Dirección General de Administración 
Local (Consejería de Presidencia, Turismo, Cultura y Deportes de la CARM), en los 
servicios prestados por ésta, recogidos en la “Guía de Procedimientos-Servicios 
de la CARM” con expresa indicación de tramitación por ECAL, en virtud de las 
atribuciones que la citada Dirección General tiene conferidas por el Decreto 
53/2001, de 15 de junio, por el que se establece la estructura orgánica de la 
Consejería de Presidencia, permitiendo la gestión íntegra del procedimiento 
mediante el intercambio electrónico de datos y documentación en el entorno 
cerrado de comunicación que representa la plataforma ECAL.

El resto de procedimientos administrativos/servicios continuarán 
materializándose a través de la Sede Electrónica o Registro Único de la CARM 
(ORVE, SIR), tal y como establecen las normas de procedimiento. 
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Segunda: Descripción técnica del entorno cerrado ecal.

Propósito:

ECAL es una plataforma electrónica promovida, desarrollada y administrada 
por la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, puesta a disposición de 
las entidades locales de la Región de Murcia, para la tramitación de aquellos 
expedientes electrónicos correspondientes a procedimientos administrativos y 
servicios de la CARM en los que las entidades locales actúan como interesados. 
Estos procedimientos y servicios estarán dados de alta en la “Guía de 
Procedimientos-Servicios de la CARM”.

ECAL se configura pues, como un entorno cerrado de comunicaciones al 
amparo del artículo 44 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico 
del Sector Público en el que se regula el intercambio electrónico de datos entre 
administraciones públicas.

Herramientas de ECAL.

El entorno provee de una serie de herramientas de Administración electrónica 
que permiten que toda la tramitación pueda hacerse sin salir de la plataforma:

Comunicación encriptada.

Sistema de gestión de usuarios y permisos.

Sistema de firma electrónica: homologado y compatible con la validación de 
firmas ofrecida por la Administración General del Estado (en adelante AGE).

Registro de auditoría de tramitación.

Registro de lectura de comunicaciones y notificaciones.

Cómputo de plazos.

Sistema de avisos y alertas.

Gestión electrónica de documentos incorporando los metadatos necesarios.

Archivado final de expedientes en formato ENI interoperable (*Todavía no 
disponible)

Actores:

Las administraciones integrantes de ECAL son la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, en tanto que depositaria de las competencias de las 
diputaciones provinciales en una Comunidad Autónoma uniprovincial y las 
entidades locales de la Región de Murcia.

Usuarios y permisos:

Los usuarios de ECAL serán las personas autorizadas para ello, por 
una parte, de la CARM y por otra, de las entidades locales de la Región de 
Murcia, estableciéndose para ello las correspondientes herramientas para la 
administración delegada de la gestión de sus credenciales y permisos.

Todo usuario de la plataforma estará autorizado convenientemente por 
su propia administración para una serie de procedimientos administrativos y 
servicios concretos.

En el caso de las entidades locales, el ámbito de actuación de estos usuarios 
estará restringido a los expedientes pertenecientes a la entidad local autorizante.

Las operaciones de tramitación que les están permitidas a los usuarios 
vendrán determinadas por la asignación de un perfil según la función que éste 
desempeña en su organización.

Se permite la autenticación de usuarios con login y contraseña.
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Entrada de documentos:

Los documentos que se incorporen a los expedientes tramitados en ECAL 
no precisan de registro de entrada de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia. La plataforma les asignará un número único de registro de presentación 
válido para su localización en el expediente.

Los envíos de documentación de las entidades locales irán firmados 
electrónicamente, sin perjuicio de la naturaleza de los documentos presentados: 
Documentos firmados electrónicamente, copias auténticas y otros documentos.

Todos los documentos incorporados a la tramitación por la CARM irán 
firmados electrónicamente en la propia plataforma.

Todos los documentos estarán en formato PDF.

El tipo de firma a usar es PADES. En este tipo de firma, ésta va incluida 
en el propio documento firmado, por lo que no requiere copia auténtica. La 
comprobación de la integridad del documento y su firma se realiza en la 
plataforma VALIDE de la AGE.

La plataforma proporcionará acceso en consulta a los documentos que 
entran a de formar parte de los expedientes, aplicando siempre los permisos 
correspondientes según la Entidad de pertenencia y los procedimientos 
administrativos y servicios a los que esté autorizado el usuario.

Trazabilidad:

La plataforma registra todas las tramitaciones realizadas sobre un expediente, 
con información del autor y la hora, minutos y segundos de la tramitación. 
También se registran todos los documentos incorporados al expediente durante la 
tramitación.

Notificaciones:

Las notificaciones de recepción de las comunicaciones y documentos 
tienen lugar dentro del propio ECAL, registrándose en el sistema y aplicando 
la correspondiente gestión para el cómputo de los plazos, tanto parciales como 
totales de tramitación del expediente.

Archivado e Interoperabilidad:

Una vez terminada la tramitación de los expedientes, éstos serán 
archivados en formato interoperable, de acuerdo con el Esquema Nacional de 
Interoperabilidad (ENI), en el archivo de expedientes de la CARM conforme a las 
políticas de archivado de expedientes vigentes en la misma, que son conformes 
con la normativa existente y las Soluciones Básicas de Administración Electrónica 
(SBAE) de la AGE, cuando esté disponible.

Tercera: Condición previa para la suscripción.

Al objeto de garantizar el establecimiento del entorno cerrado de comunicación 
entre la CARM (Dirección General de Administración Local) con el Ayuntamiento 
de Abarán (en lo sucesivo, el Ayuntamiento), la suscripción del presente Convenio 
queda condicionada a que éste último haya suscrito previamente el “Acuerdo 
para la prestación de soluciones básicas de administración electrónica entre 
la Consejería de Hacienda y Administración Pública y los Ayuntamientos de la 
Región”, de conformidad con su Acuerdo Tipo publicado en virtud de Resolución 
de 10 de octubre de 2016, de la Dirección General de Patrimonio e Informática de 
la Consejería de Hacienda y Administración Pública (BORM 246, de 22 de octubre 
de 2016), o aquel que lo sustituya.
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Cuarta: Compromisos de las partes firmantes.

La Dirección General de Informática y Transformación Digital (Consejería de 
Economía, Hacienda y Administración Digital), se compromete a:

Diseñar, construir y poner a disposición de las entidades locales los sistemas 
de información necesarios para llevar a cabo el objeto del presente Convenio.

Colaborar activamente en la definición funcional de la aplicación; e impulsar 
el desarrollo y la puesta a disposición de las entidades locales de los sistemas 
de información necesarios para la gestión electrónica en un entorno cerrado, 
destinado a la tramitación de los procedimientos/servicios competencia de 
la Dirección General de Administración Local que se recojan en la “Guía de 
Procedimientos-Servicios de la CARM” con indicación expresa de tramitación 
por ECAL.

Ejecutar para la plataforma servidora las tareas necesarias de conectividad 
para el acceso a las soluciones propuestas.

Colaborar en la detección, diagnóstico y resolución de las incidencias que 
surjan en la entidad local en la realización de los trámites que se sustancien en el 
seno de los procedimientos objeto de la colaboración.

Adoptar las medidas necesarias para cumplir con el Esquena Nacional de 
Seguridad como encargado de tratamiento, responsable del sistema, responsable 
de seguridad y coordinador operativo de seguridad.

La Dirección General de Administración Local (Consejería de Presidencia, 
Turismo, Cultura y Deportes), se compromete a:

Definir funcionalmente la aplicación que soporta el entono cerrado, a fin 
de que la misma albergue el procedimiento administrativo necesario para la 
tramitación de procedimientos/servicios competencia de la Dirección General de 
Administración Local que se recojan en la “Guía de Procedimientos-Servicios de la 
CARM” con indicación expresa de tramitación por ECAL.

Colaborar en la detección, diagnóstico y resolución de las incidencias que 
surjan en la entidad local en la realización de los trámites correspondientes a los 
procedimientos/servicios competencia de la Dirección General de Administración 
Local que se recojan en la “Guía de Procedimientos-Servicios de la CARM” con 
indicación expresa de tramitación por ECAL.

Adoptar las medidas precisas para cumplir con el Esquema Nacional de 
Seguridad como responsable de información y servicios.

El Ayuntamiento, asume las siguientes obligaciones:

Solicitar a la Dirección General de Administración Local la habilitación 
necesaria para la utilización del entorno cerrado ECAL.

Utilizar el entorno cerrado ECAL como única vía para la presentación de 
solicitudes y la realización de todos aquellos trámites (atención de requerimientos, 
recepción de notificaciones, etc.) que sean preceptivos en los procedimientos/
servicios competencia de la Dirección General de Administración Local que se 
recojan en la “Guía de Procedimientos-Servicios de la CARM” con indicación 
expresa de tramitación por ECAL. Todo ello, una vez firmado el Convenio y puesta 
en funcionamiento la citada herramienta.

Utilizar la Sede Electrónica de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, 
o su Registro Electrónico Único (SIR, ORVE), para la presentación de solicitudes 
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y realización de los trámites necesarios en los procedimientos/servicios a los que 
no es de aplicación este Convenio.

Respetar, en el uso del sistema de información de la Administración Pública 
Regional, el Manual de uso de medios electrónicos para el personal de la CARM, 
aprobado por Orden de 30 de enero de 2017, de la Consejería de Hacienda y 
Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (BORM 
n.º 37, de 15 de febrero de 2017).

Realizar las labores técnicas necesarias y la puesta a disposición de medios 
para el óptimo funcionamiento del entorno cerrado ECAL.

Mantener los servicios de soporte precisos para garantizar la continuidad de 
la colaboración.

Colaborar en la detección, diagnóstico y resolución de incidencias que se 
generen en las soluciones adoptadas.

Asumir y cumplir las medidas de seguridad necesarias para proteger 
debidamente la información y los sistemas utilizados.

Garantizar la protección de los datos de carácter personal en la elaboración 
de los trámites de los procedimientos en los que exista colaboración.

Quinta: Régimen económico.

Este Convenio no comporta obligaciones económicas para las partes 
firmantes. 

Sexta: Comisión de Seguimiento.

El seguimiento de la ejecución del presente Convenio se llevará a cabo a 
través de una Comisión paritaria formada por cuatro miembros.

La Comisión será presidida por el titular de la Dirección General de 
Administración Local o persona en quien delegue, quien dirimirá con su voto los 
empates y se reunirá a convocatoria de su presidente y a propuesta de cualquiera 
de las partes.

Formarán parte de la misma, en representación de la Administración 
Regional dos miembros, uno designado por la Dirección General de Informática y 
Transformación Digital, y otro por la Dirección General de Administración Local. 
Por parte de la entidad local, dos representantes designados por el Ayuntamiento.

Serán funciones de la citada Comisión de Seguimiento, la vigilancia y control 
de la ejecución del Convenio y de los compromisos adquiridos por las partes, 
resolver los problemas de interpretación y cumplimiento que pudieran plantearse 
en el presente Convenio, establecer las determinaciones que, en su caso, fueran 
necesarias para el adecuado desarrollo de las actuaciones objeto del mismo, y 
cualesquiera otras modificaciones no sustanciales conducentes al logro de las 
actuaciones previstas.

Esta Comisión se reunirá una vez al año, en sesión ordinaria, sin perjuicio 
de que puedan hacerlo más veces, de forma extraordinaria, si así lo estimase 
necesario cualquiera de las partes.

El funcionamiento de la Comisión se regirá por las normas contenidas en 
la subsección 1.ª de la sección 3.ª del Capítulo II del Título Preliminar de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Séptima: Vigencia y prórroga.

El presente Convenio comenzará su vigencia a partir del día de su firma y 
tendrá una duración de cuatro años.
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En cualquier momento antes de la finalización del plazo de vigencia previsto, 
los firmantes, podrán acordar unánimemente y de forma expresa su prórroga, 
por un período máximo de cuatro años, de conformidad con lo dispuesto en el 
número 2.º del apartado h del artículo 49 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público.

Octava: Modificación del convenio.

A propuesta de la Comunidad Autónoma o del Ayuntamiento, y previo 
acuerdo unánime de las partes, se podrá modificar el presente Convenio. El 
acuerdo que incluya la citada modificación deberá incorporarse como adenda al 
mismo.

Novena: Causas de extinción.

Además de por el transcurso del tiempo previsto, el Convenio se extinguirá 
por mutuo acuerdo de las partes y por incumplimiento de las obligaciones de 
cualquiera de ellas, previa denuncia de la otra.

Décima: Consecuencias aplicables en caso de incumplimiento.

Este Convenio se podrá resolver por incumplimiento de las obligaciones y 
compromisos asumidos por cualquiera de las partes firmantes.

En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la incumplidora un 
requerimiento para que cumpla en el plazo de diez días con las obligaciones y 
compromisos que se consideren incumplidos. Este requerimiento será comunicado 
a la Comisión de Seguimiento del Convenio. Si transcurrido el plazo indicado en 
el requerimiento persistiera el incumplimiento, la parte que lo dirigió notificará a 
la otra parte la concurrencia de la causa de resolución y se entenderá resuelto el 
Convenio.

Decimoprimera: Régimen jurídico.

El presente Convenio tiene naturaleza administrativa, conforme a lo dispuesto 
en los arts. 47 a 53 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público; debiendo acomodarse igualmente a lo establecido en el artículo 6 
y concordantes de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre.

Decimosegunda: Jurisdicción competente.

Las cuestiones litigiosas que pudieran surgir respecto a la interpretación, 
ejecución, modificación, resolución y efectos del presente Convenio, y que no 
hubieran podido solventarse por la Comisión de Seguimiento, se someterán al 
Orden Jurisdiccional Contencioso-Administrativo, de acuerdo con la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa.

Decimotercera: Transparencia y acceso a la información pública.

El Convenio suscrito será puesto a disposición de los ciudadanos en el 
correspondiente Portal de Transparencia, en aplicación de lo dispuesto en la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno, así como en la Ley 12/2014, de 16 de diciembre, de 
Transparencia y Participación Ciudadana de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia y demás normativa de desarrollo de la misma.

Y en prueba de conformidad de las partes, se procede a la suscripción el 
presente Convenio por el Consejero de Economía, Hacienda y Administración 
Digital de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, por el Alcalde-
Presidente del Ayuntamiento de Abarán y por la Secretaria del mismo, en calidad 
de fedataria.
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I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Economía, Hacienda y Administración Digital

1863	 Resolución de 4 de abril de 2022 de la Secretaría General de 
la Consejería de Economía, Hacienda y Administración Digital, 
por la que se dispone la publicación en el Boletín Oficial de 
la Región de Murcia del convenio de colaboración, entre la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (Consejería de 
Economía, Hacienda y Administración Digital) y el Ayuntamiento 
de San Pedro del Pinatar, para la regulación de las condiciones 
y garantías sobre intercambio electrónico de datos en entorno 
cerrado de comunicación (ECAL).

En fecha 31 de marzo de 2022, se suscribió el convenio tipo de colaboración, 
entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Administración Digital y el Ayuntamiento de San Pedro 
del Pinatar, para la regulación de las condiciones y garantías sobre intercambio 
electrónico de datos en entorno cerrado de comunicación (ECAL).

A fin de favorecer el conocimiento del citado convenio tipo de colaboración, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 14 del Decreto 56/1996, de 24 de julio, 
por el que se regula el Registro General de Convenios y se dictan normas para la 
tramitación de éstos en el ámbito de la Administración Regional, esta Secretaría 
General,

Resuelve:

Ordenar la publicación en el “Boletín Oficial de la Región de Murcia” del 
Convenio tipo de colaboración, entre la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia, a través de la Consejería de Economía, Hacienda y Administración 
Digital y el Ayuntamiento de San Pedro del Pinatar, para la regulación de las 
condiciones y garantías sobre intercambio electrónico de datos en entorno 
cerrado de comunicación (ECAL), suscrito el 31 de marzo de 2022, que se inserta 
a continuación.

Murcia, 4 de abril de 2022.—La Secretaria General, Sonia Carrillo Mármol.
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Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia (Consejería de Economía, Hacienda y Administración Digital) 
y el Ayuntamiento de San Pedro del Pinatar, para la regulación de las 
condiciones y garantías sobre el intercambio electrónico de datos en 

entorno cerrado de comunicación (ECAL)

Reunidos:

De una parte, D. Luis Alberto Marín González, Consejero de Economía, 
Hacienda y Administración Digital de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, nombrado por Decreto del Presidente nº 64/2021, de 19 de julio, en 
ejercicio de las competencias que tiene atribuidas en materia de sistemas de 
información, comunicaciones y seguridad informática de la Administración 
Regional, así como de las asignadas en los artículos 37 y 38 de la Ley 6/2004, 
de 28 de diciembre, del Estatuto del Presidente y del Consejo de Gobierno de la 
Región de Murcia.

Facultado para la suscripción del presente Convenio por Acuerdo de Consejo 
de Gobierno de fecha 7 de octubre de 2021.

De otra, D.ª Visitación Martínez Martínez, Alcaldesa-Presidenta del 
Ayuntamiento de San Pedro del Pinatar, en representación de dicha Entidad, 
facultada para suscribir el presente Convenio por acuerdo de la Junta de 
Gobierno Local de fecha 17 de marzo de 2022, asistido por D. Carlos Balboa 
de Paz, Secretario de la Corporación, como fedatario para la formalización del 
presente convenio, de conformidad con lo dispuesto por el art.3.2.i) del Real 
Decreto 128/2018, de 16 de marzo, por el que se regula el Régimen Jurídico de 
los funcionarios de la Administración Local con habilitación de carácter nacional.

Ambas partes en la representación que ostentan, se reconocen mutuamente 
capacidad suficiente para el otorgamiento del presente Convenio, y a tal efecto

Manifiestan:

1.º El Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia, en su artículo 10.Uno.1 
y artículo 10.Uno.29, respectivamente, atribuye la competencia exclusiva a la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (CARM) tanto en la “organización, 
régimen jurídico y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno”; 
como en el “procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la 
organización propia”.

Así, en el marco de esas competencias, la Administración Regional dictó, 
entre otras, la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de organización y régimen 
jurídico de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia; y el Decreto n.º 302/2011, de 25 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de la Gestión Electrónica de la Administración Púbica de la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, que vino a regular, entre otras cuestiones, el Registro, las 
comunicaciones o las notificaciones electrónicas.

2.º Dispone el artículo 3.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, que: “Las Administraciones Públicas se relacionarán 
entre sí y con sus órganos, organismos públicos y entidades vinculados o 
dependientes a través de medios electrónicos, que aseguren la interoperabilidad 
y seguridad de los sistemas y soluciones adoptadas por cada una de ellas, 
garantizarán la protección de los datos de carácter personal, y facilitarán 
preferentemente la prestación conjunta de servicios a los interesados”.
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3.º Por otra parte, el artículo 26 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, determina 
que éstas emitirán sus documentos administrativos por escrito, a través de 
medios electrónicos, a menos que la naturaleza exija otra forma más adecuada 
de expresión y constancia; añadiendo dicho precepto que para ser considerados 
válidos, los documentos electrónicos administrativos deberán:

a) Contener información de cualquier naturaleza archivada en un soporte 
electrónico según un formato determinado susceptible de identificación y 
tratamiento diferenciado.

b) Disponer de los datos de identificación que permitan su individualización, 
sin perjuicio de su posible incorporación a un expediente electrónico.

c) Incorporar una referencia temporal del momento en que han sido emitidos.

d) Incorporar los metadatos mínimos exigidos.

e) Incorporar las firmas electrónicas que correspondan de acuerdo con lo 
previsto en la normativa aplicable.

Considerándose válidos los documentos electrónicos, que cumpliendo estos 
requisitos, sean trasladados a un tercero a través de medios electrónicos.

4.º La Ley 40/2015, de 1 de octubre, aprueba en su artículo 44 las condiciones 
para ser considerados válidos, a efectos de autenticación e identificación de los 
emisores y receptores, los documentos electrónicos trasmitidos en entornos 
cerrados de comunicación entre Administraciones Públicas.

En concreto, el citado artículo señala literalmente que: 

“1. Los documentos electrónicos transmitidos en entornos cerrados 
de comunicaciones establecidos entre Administraciones Públicas, órganos, 
organismos públicos y entidades de derecho público, serán considerados válidos 
a efectos de autenticación e identificación de los emisores y receptores en las 
condiciones establecidas en este artículo.

2. Cuando los participantes en las comunicaciones pertenezcan a una misma 
Administración Pública, ésta determinará las condiciones y garantías por las 
que se regirá que, al menos, comprenderá la relación de emisores y receptores 
autorizados y la naturaleza de los datos a intercambiar.

3. Cuando los participantes pertenezcan a distintas Administraciones, las 
condiciones y garantías citadas en el apartado anterior se establecerán mediante 
convenio suscrito entre aquellas.

4. En todo caso deberá garantizarse la seguridad del entorno cerrado de 
comunicaciones y la protección de los datos que se transmitan”.

Asimismo el artículo 155 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, regula las 
condiciones para las transmisiones de datos entre Administraciones Públicas, de 
conformidad con las normas de protección de datos personales.

5.º De conformidad con las disposiciones de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
de Régimen Jurídico del Sector Público, y de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, 
de Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, la Administración Pública Regional se organiza 
y actúa de acuerdo con el principio de colaboración y cooperación en su relación 
con otras Administraciones Públicas.

6.º El artículo 140 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico 
del Sector Público, al regular los principios que han de regir las relaciones 
interadministrativas, indica que en lo no previsto en el Título III, las relaciones 
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entre la Administración General del Estado o las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas con las Entidades que integran la Administración Local 
se regirán por la legislación básica en materia de régimen local. 

En este sentido, el artículo 55.e) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora 
de las Bases de Régimen Local, establece que para la efectiva coordinación y 
eficacia administrativa, la Administración General del Estado así como las 
Administraciones autonómica y local, de acuerdo con el principio de lealtad 
institucional, deberán en sus relaciones recíprocas, prestar en el ámbito propio, la 
cooperación y asistencia activas que las otras Administraciones pudieran precisar 
para el eficaz cumplimiento de sus tareas.

Añade el artículo 57 del mismo texto legal que la cooperación económica, 
técnica y administrativa entre la Administración Local y las Administraciones 
del Estado y de las Comunidades Autónomas, tanto en servicios locales como 
en asuntos de interés común, se desarrollará con carácter voluntario, bajo las 
formas y en los términos previstos en las leyes, pudiendo tener lugar, en todo 
caso, mediante los consorcios o convenios administrativos que suscriban.

7.º Sentado el marco anterior, a los efectos del presente Convenio, se 
considera un entorno cerrado de comunicación el ofrecido por la plataforma 
ECAL para la gestión común con las entidades locales de la Región de Murcia 
que lo suscriban, de los procedimientos tramitados con la Dirección General de 
Administración Local y servicios prestados por ésta recogidos en la “Guía de 
procedimientos-servicios de la CARM” con expresa indicación de tramitación 
por ECAL.

ECAL se configura como un entorno de ventana electrónico, a utilizar 
como herramienta electrónica indispensable para la prestación de servicios o 
tramitación conjunta de ciertos procedimientos cuya competencia resolutiva o 
de instrucción corresponde a la Dirección General de Administración Local de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, y en los que sus destinatarios/
interesados son las entidades locales de su ámbito territorial.

8.º La adaptación al nuevo marco normativo expuesto, y el interés por 
agilizar la tramitación de ciertos procedimientos o prestación de servicios en los 
que los interesados son las entidades locales de la Región, reduciendo así cargas 
administrativas y tiempos de respuesta, justifica la necesidad de llevar a cabo 
este Convenio, cuyo objeto es la determinación de las condiciones y garantías en 
la tramitación de los mismos, a través del intercambio electrónico de datos en un 
entorno cerrado de comunicación.

La puesta en marcha de este entorno cerrado, entre otras razones, es viable 
al haber suscrito previamente los Ayuntamientos de Región el “Acuerdo tipo para 
la prestación de soluciones básicas de Administración electrónica con la Consejería 
de Hacienda y Administración Pública de la Región de Murcia”, que les permite el 
acceso a las funcionalidades proporcionadas por todas o algunas de las soluciones 
tecnológicas básicas de administración electrónica especificadas en el mismo.

9.º Atendiendo el informe de la Inspección General de Servicios de la 
Dirección General de Regeneración y Modernización Administrativa de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, de fecha 14 de septiembre de 2020, 
la plataforma ECAL, como entorno cerrado de comunicación que integra un gestor 
de expedientes, hace posible que los Ayuntamientos presenten en la misma sus 
solicitudes, como interesados para el inicio del correspondiente procedimiento 
administrativo, sin necesidad de realizar su asiento material y formal en el 
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Registro Único de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, dado que 
ECAL cumple con todos y cada uno de los requisitos exigidos en la conclusión 
tercera del citado informe.

Asimismo, en el seno del citado entorno cerrado será factible la prestación 
de determinados servicios y la tramitación íntegra de ciertos procedimientos, 
pudiéndose incluso realizar los actos de notificación de las resoluciones 
administrativas y de otros actos administrativos de los procedimientos afectados, 
al cumplir ECAL con los requisitos de la conclusión cuarta del arriba mencionado 
informe de la Inspección General de Servicios.

10.º Por último en lo que se refiere a la competencia, el artículo 22, en su 
apartado 18, de la Ley 6/2004, de 28 de diciembre, del Estatuto del Presidente y 
del Consejo de Gobierno de la Región de Murcia, atribuye al Ejecutivo Regional la 
competencia para autorizar la celebración de los convenios de colaboración con 
otras entidades públicas o privadas y designar, en cada caso, el órgano que deba 
suscribirlos, en representación de la Comunidad Autónoma.

La competencia para la elevación al Consejo de Gobierno corresponde 
al Consejero de Economía, Hacienda y Administración Digital en virtud de lo 
establecido en el artículo 16.2 letra c) de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Región de Murcia. 

11.º De conformidad con lo dispuesto en la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, 
de Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, en el Decreto 56/1996, de 24 de julio, por 
el que se regula el Registro General de Convenios y se dictan normas para la 
tramitación de éstos en el ámbito de la Administración Regional; y en los artículos 47 
a 53 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, 
y estando las partes conformes, en la representación que ostentan, convienen y 
suscriben el presente Acuerdo con arreglo a las siguientes

Cláusulas

Primera: Objeto.

El presente Convenio tiene por objeto establecer las condiciones y 
garantías de los trámites a realizar en los procedimientos sustanciados por los 
Ayuntamientos de la Región de Murcia con la Dirección General de Administración 
Local (Consejería de Presidencia, Turismo, Cultura y Deportes de la CARM), en los 
servicios prestados por ésta, recogidos en la “Guía de Procedimientos-Servicios 
de la CARM” con expresa indicación de tramitación por ECAL, en virtud de las 
atribuciones que la citada Dirección General tiene conferidas por el Decreto 
53/2001, de 15 de junio, por el que se establece la estructura orgánica de la 
Consejería de Presidencia, permitiendo la gestión íntegra del procedimiento 
mediante el intercambio electrónico de datos y documentación en el entorno 
cerrado de comunicación que representa la plataforma ECAL.

El resto de procedimientos administrativos/servicios continuarán 
materializándose a través de la Sede Electrónica o Registro Único de la CARM 
(ORVE, SIR), tal y como establecen las normas de procedimiento.

Segunda: Descripción técnica del entorno cerrado ECAL.

Propósito:

ECAL es una plataforma electrónica promovida, desarrollada y administrada 
por la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, puesta a disposición de 
las entidades locales de la Región de Murcia, para la tramitación de aquellos 
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expedientes electrónicos correspondientes a procedimientos administrativos y 
servicios de la CARM en los que las entidades locales actúan como interesados. 
Estos procedimientos y servicios estarán dados de alta en la “Guía de 
Procedimientos-Servicios de la CARM”.

ECAL se configura pues, como un entorno cerrado de comunicaciones al 
amparo del artículo 44 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico 
del Sector Público en el que se regula el intercambio electrónico de datos entre 
administraciones públicas.

Herramientas de ECAL.

El entorno provee de una serie de herramientas de Administración electrónica 
que permiten que toda la tramitación pueda hacerse sin salir de la plataforma:

Comunicación encriptada.

Sistema de gestión de usuarios y permisos.

Sistema de firma electrónica: homologado y compatible con la validación de 
firmas ofrecida por la Administración General del Estado (en adelante AGE).

Registro de auditoría de tramitación.

Registro de lectura de comunicaciones y notificaciones.

Cómputo de plazos.

Sistema de avisos y alertas.

Gestión electrónica de documentos incorporando los metadatos necesarios.

Archivado final de expedientes en formato ENI interoperable (*Todavía no 
disponible)

Actores:

Las administraciones integrantes de ECAL son la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, en tanto que depositaria de las competencias de las 
diputaciones provinciales en una Comunidad Autónoma uniprovincial y las 
entidades locales de la Región de Murcia.

Usuarios y permisos:

Los usuarios de ECAL serán las personas autorizadas para ello, por 
una parte, de la CARM y por otra, de las entidades locales de la Región de 
Murcia, estableciéndose para ello las correspondientes herramientas para la 
administración delegada de la gestión de sus credenciales y permisos.

Todo usuario de la plataforma estará autorizado convenientemente por 
su propia administración para una serie de procedimientos administrativos y 
servicios concretos.

En el caso de las entidades locales, el ámbito de actuación de estos usuarios 
estará restringido a los expedientes pertenecientes a la entidad local autorizante.

Las operaciones de tramitación que les están permitidas a los usuarios 
vendrán determinadas por la asignación de un perfil según la función que éste 
desempeña en su organización.

Se permite la autenticación de usuarios con login y contraseña.

Entrada de documentos:

Los documentos que se incorporen a los expedientes tramitados en ECAL no 
precisan de registro de entrada de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. 
La plataforma les asignará un número único de registro de presentación válido 
para su localización en el expediente.
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Los envíos de documentación de las entidades locales irán firmados 
electrónicamente, sin perjuicio de la naturaleza de los documentos presentados: 
Documentos firmados electrónicamente, copias auténticas y otros documentos.

Todos los documentos incorporados a la tramitación por la CARM irán 
firmados electrónicamente en la propia plataforma.

Todos los documentos estarán en formato PDF.

El tipo de firma a usar es PADES. En este tipo de firma, ésta va incluida 
en el propio documento firmado, por lo que no requiere copia auténtica. La 
comprobación de la integridad del documento y su firma se realiza en la 
plataforma VALIDE de la AGE.

La plataforma proporcionará acceso en consulta a los documentos que 
entran a de formar parte de los expedientes, aplicando siempre los permisos 
correspondientes según la Entidad de pertenencia y los procedimientos 
administrativos y servicios a los que esté autorizado el usuario.

Trazabilidad:

La plataforma registra todas las tramitaciones realizadas sobre un expediente, 
con información del autor y la hora, minutos y segundos de la tramitación. 
También se registran todos los documentos incorporados al expediente durante la 
tramitación.

Notificaciones:

Las notificaciones de recepción de las comunicaciones y documentos 
tienen lugar dentro del propio ECAL, registrándose en el sistema y aplicando 
la correspondiente gestión para el cómputo de los plazos, tanto parciales como 
totales de tramitación del expediente.

Archivado e Interoperabilidad:

Una vez terminada la tramitación de los expedientes, éstos serán 
archivados en formato interoperable, de acuerdo con el Esquema Nacional de 
Interoperabilidad (ENI), en el archivo de expedientes de la CARM conforme a las 
políticas de archivado de expedientes vigentes en la misma, que son conformes 
con la normativa existente y las Soluciones Básicas de Administración Electrónica 
(SBAE) de la AGE, cuando esté disponible.

Tercera: Condición previa para la suscripción.

Al objeto de garantizar el establecimiento del entorno cerrado de 
comunicación entre la CARM (Dirección General de Administración Local) con 
el Ayuntamiento de San Pedro del Pinatar (en lo sucesivo, el Ayuntamiento), la 
suscripción del presente Convenio queda condicionada a que éste último haya 
suscrito previamente el “Acuerdo para la prestación de soluciones básicas de 
administración electrónica entre la Consejería de Hacienda y Administración 
Pública y los Ayuntamientos de la Región”, de conformidad con su Acuerdo 
Tipo publicado en virtud de Resolución de 10 de octubre de 2016, de la 
Dirección General de Patrimonio e Informática de la Consejería de Hacienda y 
Administración Pública (BORM 246, de 22 de octubre de 2016), o aquel que lo 
sustituya.

Cuarta: Compromisos de las partes firmantes.

La Dirección General de Informática y Transformación Digital (Consejería de 
Economía, Hacienda y Administración Digital), se compromete a:

Diseñar, construir y poner a disposición de las entidades locales los sistemas 
de información necesarios para llevar a cabo el objeto del presente Convenio.
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Colaborar activamente en la definición funcional de la aplicación; e impulsar 
el desarrollo y la puesta a disposición de las entidades locales de los sistemas 
de información necesarios para la gestión electrónica en un entorno cerrado, 
destinado a la tramitación de los procedimientos/servicios competencia de 
la Dirección General de Administración Local que se recojan en la “Guía de 
Procedimientos-Servicios de la CARM” con indicación expresa de tramitación 
por ECAL.

Ejecutar para la plataforma servidora las tareas necesarias de conectividad 
para el acceso a las soluciones propuestas.

Colaborar en la detección, diagnóstico y resolución de las incidencias que 
surjan en la entidad local en la realización de los trámites que se sustancien en el 
seno de los procedimientos objeto de la colaboración.

Adoptar las medidas necesarias para cumplir con el Esquena Nacional de 
Seguridad como encargado de tratamiento, responsable del sistema, responsable 
de seguridad y coordinador operativo de seguridad.

La Dirección General de Administración Local (Consejería de Presidencia, 
Turismo, Cultura y Deportes), se compromete a:

Definir funcionalmente la aplicación que soporta el entono cerrado, a fin 
de que la misma albergue el procedimiento administrativo necesario para la 
tramitación de procedimientos/servicios competencia de la Dirección General de 
Administración Local que se recojan en la “Guía de Procedimientos-Servicios 
de la CARM” con indicación expresa de tramitación por ECAL.

Colaborar en la detección, diagnóstico y resolución de las incidencias que 
surjan en la entidad local en la realización de los trámites correspondientes a los 
procedimientos/servicios competencia de la Dirección General de Administración 
Local que se recojan en la “Guía de Procedimientos-Servicios de la CARM” con 
indicación expresa de tramitación por ECAL.

Adoptar las medidas precisas para cumplir con el Esquema Nacional de 
Seguridad como responsable de información y servicios.

El Ayuntamiento, asume las siguientes obligaciones:

Solicitar a la Dirección General de Administración Local la habilitación 
necesaria para la utilización del entorno cerrado ECAL.

Utilizar el entorno cerrado ECAL como única vía para la presentación de 
solicitudes y la realización de todos aquellos trámites (atención de requerimientos, 
recepción de notificaciones, etc.) que sean preceptivos en los procedimientos/
servicios competencia de la Dirección General de Administración Local que se 
recojan en la “Guía de Procedimientos-Servicios de la CARM” con indicación 
expresa de tramitación por ECAL. Todo ello, una vez firmado el Convenio y puesta 
en funcionamiento la citada herramienta.

Utilizar la Sede Electrónica de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, 
o su Registro Electrónico Único (SIR, ORVE), para la presentación de solicitudes 
y realización de los trámites necesarios en los procedimientos/servicios a los que 
no es de aplicación este Convenio.

Respetar, en el uso del sistema de información de la Administración Pública 
Regional, el Manual de uso de medios electrónicos para el personal de la CARM, 
aprobado por Orden de 30 de enero de 2017, de la Consejería de Hacienda y 
Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia 
(BORM n.º 37, de 15 de febrero de 2017).

NPE: A-190422-1863



Página 10818Número 89	 Martes, 19 de abril de 2022

Realizar las labores técnicas necesarias y la puesta a disposición de medios 
para el óptimo funcionamiento del entorno cerrado ECAL.

Mantener los servicios de soporte precisos para garantizar la continuidad de 
la colaboración.

Colaborar en la detección, diagnóstico y resolución de incidencias que se 
generen en las soluciones adoptadas.

Asumir y cumplir las medidas de seguridad necesarias para proteger 
debidamente la información y los sistemas utilizados.

Garantizar la protección de los datos de carácter personal en la elaboración 
de los trámites de los procedimientos en los que exista colaboración.

Quinta: Régimen económico.

Este Convenio no comporta obligaciones económicas para las partes 
firmantes. 

Sexta: Comisión de Seguimiento.

El seguimiento de la ejecución del presente Convenio se llevará a cabo a 
través de una Comisión paritaria formada por cuatro miembros.

La Comisión será presidida por el titular de la Dirección General de 
Administración Local o persona en quien delegue, quien dirimirá con su voto los 
empates y se reunirá a convocatoria de su presidente y a propuesta de cualquiera 
de las partes.

Formarán parte de la misma, en representación de la Administración 
Regional dos miembros, uno designado por la Dirección General de Informática y 
Transformación Digital, y otro por la Dirección General de Administración Local. 
Por parte de la entidad local, dos representantes designados por el Ayuntamiento.

Serán funciones de la citada Comisión de Seguimiento, la vigilancia y control 
de la ejecución del Convenio y de los compromisos adquiridos por las partes, 
resolver los problemas de interpretación y cumplimiento que pudieran plantearse 
en el presente Convenio, establecer las determinaciones que, en su caso, fueran 
necesarias para el adecuado desarrollo de las actuaciones objeto del mismo, y 
cualesquiera otras modificaciones no sustanciales conducentes al logro de las 
actuaciones previstas.

Esta Comisión se reunirá una vez al año, en sesión ordinaria, sin perjuicio 
de que puedan hacerlo más veces, de forma extraordinaria, si así lo estimase 
necesario cualquiera de las partes.

El funcionamiento de la Comisión se regirá por las normas contenidas en 
la subsección 1.ª de la sección 3.ª del Capítulo II del Título Preliminar de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Séptima: Vigencia y prórroga.

El presente Convenio comenzará su vigencia a partir del día de su firma y 
tendrá una duración de cuatro años.

En cualquier momento antes de la finalización del plazo de vigencia previsto, 
los firmantes, podrán acordar unánimemente y de forma expresa su prórroga, 
por un período máximo de cuatro años, de conformidad con lo dispuesto en el 
número 2.º del apartado h del artículo 49 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público.

NPE: A-190422-1863



Página 10819Número 89	 Martes, 19 de abril de 2022

www.borm.es 
D.L. MU-395/1985 - ISSN: 1989-1474

Octava: Modificación del Convenio.

A propuesta de la Comunidad Autónoma o del Ayuntamiento, y previo 
acuerdo unánime de las partes, se podrá modificar el presente Convenio. El 
acuerdo que incluya la citada modificación deberá incorporarse como adenda al 
mismo.

Novena: Causas de extinción.

Además de por el transcurso del tiempo previsto, el Convenio se extinguirá 
por mutuo acuerdo de las partes y por incumplimiento de las obligaciones de 
cualquiera de ellas, previa denuncia de la otra.

Décima: Consecuencias aplicables en caso de incumplimiento.

Este Convenio se podrá resolver por incumplimiento de las obligaciones y 
compromisos asumidos por cualquiera de las partes firmantes.

En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la incumplidora un 
requerimiento para que cumpla en el plazo de diez días con las obligaciones y 
compromisos que se consideren incumplidos. Este requerimiento será comunicado 
a la Comisión de Seguimiento del Convenio. Si transcurrido el plazo indicado en 
el requerimiento persistiera el incumplimiento, la parte que lo dirigió notificará a 
la otra parte la concurrencia de la causa de resolución y se entenderá resuelto el 
Convenio.

Decimoprimera: Régimen jurídico.

El presente Convenio tiene naturaleza administrativa, conforme a lo dispuesto 
en los arts. 47 a 53 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público; debiendo acomodarse igualmente a lo establecido en el artículo 6 
y concordantes de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre.

Decimosegunda: Jurisdicción competente.

Las cuestiones litigiosas que pudieran surgir respecto a la interpretación, 
ejecución, modificación, resolución y efectos del presente Convenio, y que no 
hubieran podido solventarse por la Comisión de Seguimiento, se someterán al 
Orden Jurisdiccional Contencioso-Administrativo, de acuerdo con la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa.

Decimotercera: Transparencia y acceso a la información pública.

El Convenio suscrito será puesto a disposición de los ciudadanos en el 
correspondiente Portal de Transparencia, en aplicación de lo dispuesto en la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno, así como en la Ley 12/2014, de 16 de diciembre, de 
Transparencia y Participación Ciudadana de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia y demás normativa de desarrollo de la misma.

Y en prueba de conformidad de las partes, se procede a la suscripción el 
presente Convenio por el Consejero de Economía, Hacienda y Administración 
Digital de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, por la Alcaldesa-
Presidenta del Ayuntamiento de San Pedro del Pinatar y por el Secretario del 
mismo, en calidad de fedatario.
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I. Comunidad Autónoma

3. Otras disposiciones

Consejería de Economía, Hacienda y Administración Digital

1864	 Resolución de 1 de abril de 2022 de la Secretaría General de 
la Consejería de Economía, Hacienda y Administración Digital, 
por la que se dispone la publicación en el Boletín Oficial de 
la Región de Murcia del convenio de colaboración, entre la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (Consejería de 
Economía, Hacienda y Administración Digital) y el Ayuntamiento 
de Blanca, para la regulación de las condiciones y garantías 
sobre intercambio electrónico de datos en entorno cerrado de 
comunicación (ECAL).

En fecha 25 de marzo de 2022, se suscribió el Convenio tipo de colaboración, 
entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Administración Digital y el Ayuntamiento de Blanca, 
para la regulación de las condiciones y garantías sobre intercambio electrónico de 
datos en entorno cerrado de comunicación (ECAL).

A fin de favorecer el conocimiento del citado Convenio tipo de Colaboración, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 14 del Decreto 56/1996, de 24 de julio, 
por el que se regula el Registro General de Convenios y se dictan normas para la 
tramitación de éstos en el ámbito de la Administración Regional, esta Secretaría 
General,

Resuelve:

Ordenar la publicación en el “Boletín Oficial de la Región de Murcia” del 
Convenio tipo de colaboración, entre la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, a través de la Consejería de Economía, Hacienda y Administración Digital 
y el Ayuntamiento de Blanca, para la regulación de las condiciones y garantías 
sobre intercambio electrónico de datos en entorno cerrado de comunicación 
(ECAL), suscrito el 25 de marzo de 2022, que se inserta a continuación.

Murcia, 1 de abril de 2022.—La Secretaria General, Sonia Carrillo Mármol.
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Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia (Consejería de Economía, Hacienda y Administración Digital) 

y el Ayuntamiento de Blanca, para la regulación de las condiciones y 
garantías sobre el intercambio electrónico de datos en entorno cerrado 

de comunicación (ECAL)

Reunidos:

De una parte, D. Luis Alberto Marín González, Consejero de Economía, 
Hacienda y Administración Digital de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, nombrado por Decreto del Presidente n.º 64/2021, de 19 de julio, en 
ejercicio de las competencias que tiene atribuidas en materia de sistemas de 
información, comunicaciones y seguridad informática de la Administración 
Regional, así como de las asignadas en los artículos 37 y 38 de la Ley 6/2004, 
de 28 de diciembre, del Estatuto del Presidente y del Consejo de Gobierno de la 
Región de Murcia.

Facultado para la suscripción del presente Convenio por Acuerdo de Consejo 
de Gobierno de fecha 7 de octubre de 2021.

De otra, D. Pedro Luis Molina Cano, Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de 
Blanca, en representación de dicha Entidad, facultado para suscribir el presente 
Convenio por acuerdo del Pleno de la Corporación de fecha 24 de febrero de 
2022, asistido por Dña. María Luisa Jiménez Hernández., Secretaria acumulada 
de la Corporación, como fedataria para la formalización del presente convenio, 
de conformidad con lo dispuesto por el art. 3.2.i) del Real Decreto 128/2018, de 
16 de marzo, por el que se regula el Régimen Jurídico de los funcionarios de la 
Administración Local con habilitación de carácter nacional.

Ambas partes en la representación que ostentan, se reconocen mutuamente 
capacidad suficiente para el otorgamiento del presente Convenio, y a tal efecto

Manifiestan:

1.º El Estatuto de Autonomía de la Región de Murcia, en su artículo 10.Uno.1 
y artículo 10.Uno.29, respectivamente, atribuye la competencia exclusiva a la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (CARM) tanto en la “organización, 
régimen jurídico y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno”; 
como en el “procedimiento administrativo derivado de las especialidades de la 
organización propia”.

Así, en el marco de esas competencias, la Administración Regional dictó, 
entre otras, la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de organización y régimen 
jurídico de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia; y el Decreto nº 302/2011, de 25 de noviembre, de Régimen Jurídico de 
la Gestión Electrónica de la Administración Púbica de la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia, que vino a regular, entre otras cuestiones, el Registro, las 
comunicaciones o las notificaciones electrónicas.

2.º Dispone el artículo 3.2 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, que: “Las Administraciones Públicas se relacionarán 
entre sí y con sus órganos, organismos públicos y entidades vinculados o 
dependientes a través de medios electrónicos, que aseguren la interoperabilidad 
y seguridad de los sistemas y soluciones adoptadas por cada una de ellas, 
garantizarán la protección de los datos de carácter personal, y facilitarán 
preferentemente la prestación conjunta de servicios a los interesados”.
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3.º Por otra parte, el artículo 26 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, determina 
que éstas emitirán sus documentos administrativos por escrito, a través de 
medios electrónicos, a menos que la naturaleza exija otra forma más adecuada 
de expresión y constancia; añadiendo dicho precepto que para ser considerados 
válidos, los documentos electrónicos administrativos deberán:

a) Contener información de cualquier naturaleza archivada en un soporte 
electrónico según un formato determinado susceptible de identificación y 
tratamiento diferenciado.

b) Disponer de los datos de identificación que permitan su individualización, 
sin perjuicio de su posible incorporación a un expediente electrónico.

c) Incorporar una referencia temporal del momento en que han sido emitidos.

d) Incorporar los metadatos mínimos exigidos.

e) Incorporar las firmas electrónicas que correspondan de acuerdo con lo 
previsto en la normativa aplicable.

Considerándose válidos los documentos electrónicos, que cumpliendo estos 
requisitos, sean trasladados a un tercero a través de medios electrónicos.

4.º La Ley 40/2015, de 1 de octubre, aprueba en su artículo 44 las condiciones 
para ser considerados válidos, a efectos de autenticación e identificación de los 
emisores y receptores, los documentos electrónicos trasmitidos en entornos 
cerrados de comunicación entre Administraciones Públicas.

En concreto, el citado artículo señala literalmente que: 

“1. Los documentos electrónicos transmitidos en entornos cerrados 
de comunicaciones establecidos entre Administraciones Públicas, órganos, 
organismos públicos y entidades de derecho público, serán considerados válidos 
a efectos de autenticación e identificación de los emisores y receptores en las 
condiciones establecidas en este artículo.

2. Cuando los participantes en las comunicaciones pertenezcan a una misma 
Administración Pública, ésta determinará las condiciones y garantías por las 
que se regirá que, al menos, comprenderá la relación de emisores y receptores 
autorizados y la naturaleza de los datos a intercambiar.

3. Cuando los participantes pertenezcan a distintas Administraciones, las 
condiciones y garantías citadas en el apartado anterior se establecerán mediante 
convenio suscrito entre aquellas.

4. En todo caso deberá garantizarse la seguridad del entorno cerrado de 
comunicaciones y la protección de los datos que se transmitan”.

Asimismo el artículo 155 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, regula las 
condiciones para las transmisiones de datos entre Administraciones Públicas, de 
conformidad con las normas de protección de datos personales.

5.º De conformidad con las disposiciones de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, 
de Régimen Jurídico del Sector Público, y de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, 
de Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Comunidad 
Autónoma de la Región de Murcia, la Administración Pública Regional se organiza 
y actúa de acuerdo con el principio de colaboración y cooperación en su relación 
con otras Administraciones Públicas.
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6.º El artículo 140 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico 
del Sector Público, al regular los principios que han de regir las relaciones 
interadministrativas, indica que en lo no previsto en el Título III, las relaciones 
entre la Administración General del Estado o las Administraciones de las 
Comunidades Autónomas con las Entidades que integran la Administración Local 
se regirán por la legislación básica en materia de régimen local. 

En este sentido, el artículo 55.e) de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora 
de las Bases de Régimen Local, establece que para la efectiva coordinación y 
eficacia administrativa, la Administración General del Estado así como las 
Administraciones autonómica y local, de acuerdo con el principio de lealtad 
institucional, deberán en sus relaciones recíprocas, prestar en el ámbito propio, la 
cooperación y asistencia activas que las otras Administraciones pudieran precisar 
para el eficaz cumplimiento de sus tareas.

Añade el artículo 57 del mismo texto legal que la cooperación económica, 
técnica y administrativa entre la Administración Local y las Administraciones 
del Estado y de las Comunidades Autónomas, tanto en servicios locales como 
en asuntos de interés común, se desarrollará con carácter voluntario, bajo las 
formas y en los términos previstos en las leyes, pudiendo tener lugar, en todo 
caso, mediante los consorcios o convenios administrativos que suscriban.

7.º Sentado el marco anterior, a los efectos del presente Convenio, se considera 
un entorno cerrado de comunicación el ofrecido por la plataforma ECAL para la 
gestión común con las entidades locales de la Región de Murcia que lo suscriban, 
de los procedimientos tramitados con la Dirección General de Administración Local 
y servicios prestados por ésta recogidos en la “Guía de procedimientos-servicios de 
la CARM” con expresa indicación de tramitación por ECAL.

ECAL se configura como un entorno de ventana electrónico, a utilizar 
como herramienta electrónica indispensable para la prestación de servicios o 
tramitación conjunta de ciertos procedimientos cuya competencia resolutiva o 
de instrucción corresponde a la Dirección General de Administración Local de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, y en los que sus destinatarios/
interesados son las entidades locales de su ámbito territorial.

8.º La adaptación al nuevo marco normativo expuesto, y el interés por 
agilizar la tramitación de ciertos procedimientos o prestación de servicios en los 
que los interesados son las entidades locales de la Región, reduciendo así cargas 
administrativas y tiempos de respuesta, justifica la necesidad de llevar a cabo 
este Convenio, cuyo objeto es la determinación de las condiciones y garantías en 
la tramitación de los mismos, a través del intercambio electrónico de datos en un 
entorno cerrado de comunicación.

La puesta en marcha de este entorno cerrado, entre otras razones, es viable 
al haber suscrito previamente los Ayuntamientos de Región el “Acuerdo tipo para 
la prestación de soluciones básicas de Administración electrónica con la Consejería 
de Hacienda y Administración Pública de la Región de Murcia”, que les permite el 
acceso a las funcionalidades proporcionadas por todas o algunas de las soluciones 
tecnológicas básicas de administración electrónica especificadas en el mismo.

9.º Atendiendo el informe de la Inspección General de Servicios de la 
Dirección General de Regeneración y Modernización Administrativa de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, de fecha 14 de septiembre de 
2020, la plataforma ECAL, como entorno cerrado de comunicación que integra 
un gestor de expedientes, hace posible que los Ayuntamientos presenten en 
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la misma sus solicitudes, como interesados para el inicio del correspondiente 
procedimiento administrativo, sin necesidad de realizar su asiento material y 
formal en el Registro Único de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, 
dado que ECAL cumple con todos y cada uno de los requisitos exigidos en la 
conclusión tercera del citado informe. 

Asimismo, en el seno del citado entorno cerrado será factible la prestación 
de determinados servicios y la tramitación íntegra de ciertos procedimientos, 
pudiéndose incluso realizar los actos de notificación de las resoluciones 
administrativas y de otros actos administrativos de los procedimientos afectados, 
al cumplir ECAL con los requisitos de la conclusión cuarta del arriba mencionado 
informe de la Inspección General de Servicios. 

10.º Por último en lo que se refiere a la competencia, el artículo 22, en su 
apartado 18, de la Ley 6/2004, de 28 de diciembre, del Estatuto del Presidente y 
del Consejo de Gobierno de la Región de Murcia, atribuye al Ejecutivo Regional la 
competencia para autorizar la celebración de los convenios de colaboración con 
otras entidades públicas o privadas y designar, en cada caso, el órgano que deba 
suscribirlos, en representación de la Comunidad Autónoma.

La competencia para la elevación al Consejo de Gobierno corresponde 
al Consejero de Economía, Hacienda y Administración Digital en virtud de lo 
establecido en el artículo 16.2 letra c) de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre, de 
Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de la Región de 
Murcia. 

11.º De conformidad con lo dispuesto en la Ley 7/2004, de 28 de 
diciembre, de Organización y Régimen Jurídico de la Administración Pública de 
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, en el Decreto 56/1996, de 
24 de julio, por el que se regula el Registro General de Convenios y se dictan 
normas para la tramitación de éstos en el ámbito de la Administración Regional; 
y en los artículos 47 a 53 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público, y estando las partes conformes, en la representación 
que ostentan, convienen y suscriben el presente Acuerdo con arreglo a las 
siguientes

Cláusulas

Primera: Objeto.

El presente Convenio tiene por objeto establecer las condiciones y 
garantías de los trámites a realizar en los procedimientos sustanciados por los 
Ayuntamientos de la Región de Murcia con la Dirección General de Administración 
Local (Consejería de Presidencia, Turismo, Cultura y Deportes de la CARM), en los 
servicios prestados por ésta, recogidos en la “Guía de Procedimientos-Servicios 
de la CARM” con expresa indicación de tramitación por ECAL, en virtud de las 
atribuciones que la citada Dirección General tiene conferidas por el Decreto 
53/2001, de 15 de junio, por el que se establece la estructura orgánica de la 
Consejería de Presidencia, permitiendo la gestión íntegra del procedimiento 
mediante el intercambio electrónico de datos y documentación en el entorno 
cerrado de comunicación que representa la plataforma ECAL.

El resto de procedimientos administrativos/servicios continuarán 
materializándose a través de la Sede Electrónica o Registro Único de la CARM 
(ORVE, SIR), tal y como establecen las normas de procedimiento. 
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Segunda: Descripción técnica del entorno cerrado ECAL.

Propósito:

ECAL es una plataforma electrónica promovida, desarrollada y administrada 
por la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, puesta a disposición de 
las entidades locales de la Región de Murcia, para la tramitación de aquellos 
expedientes electrónicos correspondientes a procedimientos administrativos y 
servicios de la CARM en los que las entidades locales actúan como interesados. 
Estos procedimientos y servicios estarán dados de alta en la “Guía de 
Procedimientos-Servicios de la CARM”.

ECAL se configura pues, como un entorno cerrado de comunicaciones al 
amparo del artículo 44 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico 
del Sector Público en el que se regula el intercambio electrónico de datos entre 
administraciones públicas.

Herramientas de ECAL.

El entorno provee de una serie de herramientas de Administración electrónica 
que permiten que toda la tramitación pueda hacerse sin salir de la plataforma:

Comunicación encriptada.

Sistema de gestión de usuarios y permisos.

Sistema de firma electrónica: homologado y compatible con la validación de 
firmas ofrecida por la Administración General del Estado (en adelante AGE).

Registro de auditoría de tramitación.

Registro de lectura de comunicaciones y notificaciones.

Cómputo de plazos.

Sistema de avisos y alertas.

Gestión electrónica de documentos incorporando los metadatos necesarios.

Archivado final de expedientes en formato ENI interoperable (*Todavía no 
disponible)

Actores:

Las administraciones integrantes de ECAL son la Comunidad Autónoma 
de la Región de Murcia, en tanto que depositaria de las competencias de las 
diputaciones provinciales en una Comunidad Autónoma uniprovincial y las 
entidades locales de la Región de Murcia.

Usuarios y permisos:

Los usuarios de ECAL serán las personas autorizadas para ello, por 
una parte, de la CARM y por otra, de las entidades locales de la Región de 
Murcia, estableciéndose para ello las correspondientes herramientas para la 
administración delegada de la gestión de sus credenciales y permisos.

Todo usuario de la plataforma estará autorizado convenientemente por 
su propia administración para una serie de procedimientos administrativos y 
servicios concretos.

En el caso de las entidades locales, el ámbito de actuación de estos usuarios 
estará restringido a los expedientes pertenecientes a la entidad local autorizante.

Las operaciones de tramitación que les están permitidas a los usuarios 
vendrán determinadas por la asignación de un perfil según la función que éste 
desempeña en su organización.

Se permite la autenticación de usuarios con login y contraseña.

NPE: A-190422-1864



Página 10826Número 89	 Martes, 19 de abril de 2022

Entrada de documentos:

Los documentos que se incorporen a los expedientes tramitados en ECAL 
no precisan de registro de entrada de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia. La plataforma les asignará un número único de registro de presentación 
válido para su localización en el expediente.

Los envíos de documentación de las entidades locales irán firmados 
electrónicamente, sin perjuicio de la naturaleza de los documentos presentados: 
Documentos firmados electrónicamente, copias auténticas y otros documentos.

Todos los documentos incorporados a la tramitación por la CARM irán 
firmados electrónicamente en la propia plataforma.

Todos los documentos estarán en formato PDF.

El tipo de firma a usar es PADES. En este tipo de firma, ésta va incluida 
en el propio documento firmado, por lo que no requiere copia auténtica. La 
comprobación de la integridad del documento y su firma se realiza en la 
plataforma VALIDE de la AGE.

La plataforma proporcionará acceso en consulta a los documentos que 
entran a de formar parte de los expedientes, aplicando siempre los permisos 
correspondientes según la Entidad de pertenencia y los procedimientos 
administrativos y servicios a los que esté autorizado el usuario.

Trazabilidad:

La plataforma registra todas las tramitaciones realizadas sobre un expediente, 
con información del autor y la hora, minutos y segundos de la tramitación. 
También se registran todos los documentos incorporados al expediente durante la 
tramitación.

Notificaciones:

Las notificaciones de recepción de las comunicaciones y documentos 
tienen lugar dentro del propio ECAL, registrándose en el sistema y aplicando 
la correspondiente gestión para el cómputo de los plazos, tanto parciales como 
totales de tramitación del expediente.

Archivado e Interoperabilidad:

Una vez terminada la tramitación de los expedientes, éstos serán 
archivados en formato interoperable, de acuerdo con el Esquema Nacional de 
Interoperabilidad (ENI), en el archivo de expedientes de la CARM conforme a las 
políticas de archivado de expedientes vigentes en la misma, que son conformes 
con la normativa existente y las Soluciones Básicas de Administración Electrónica 
(SBAE) de la AGE, cuando esté disponible.

Tercera: Condición previa para la suscripción.

Al objeto de garantizar el establecimiento del entorno cerrado de comunicación 
entre la CARM (Dirección General de Administración Local) con el Ayuntamiento 
de Blanca (en lo sucesivo, el Ayuntamiento), la suscripción del presente Convenio 
queda condicionada a que éste último haya suscrito previamente el “Acuerdo 
para la prestación de soluciones básicas de administración electrónica entre 
la Consejería de Hacienda y Administración Pública y los Ayuntamientos de la 
Región”, de conformidad con su Acuerdo Tipo publicado en virtud de Resolución 
de 10 de octubre de 2016, de la Dirección General de Patrimonio e Informática de 
la Consejería de Hacienda y Administración Pública (BORM 246, de 22 de octubre 
de 2016), o aquel que lo sustituya.
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Cuarta: Compromisos de las partes firmantes.

La Dirección General de Informática y Transformación Digital (Consejería de 
Economía, Hacienda y Administración Digital), se compromete a:

Diseñar, construir y poner a disposición de las entidades locales los sistemas 
de información necesarios para llevar a cabo el objeto del presente Convenio.

Colaborar activamente en la definición funcional de la aplicación; e impulsar 
el desarrollo y la puesta a disposición de las entidades locales de los sistemas de 
información necesarios para la gestión electrónica en un entorno cerrado, destinado 
a la tramitación de los procedimientos/servicios competencia de la Dirección 
General de Administración Local que se recojan en la “Guía de Procedimientos-
Servicios de la CARM” con indicación expresa de tramitación por ECAL.

Ejecutar para la plataforma servidora las tareas necesarias de conectividad 
para el acceso a las soluciones propuestas.

Colaborar en la detección, diagnóstico y resolución de las incidencias que 
surjan en la entidad local en la realización de los trámites que se sustancien en el 
seno de los procedimientos objeto de la colaboración.

Adoptar las medidas necesarias para cumplir con el Esquena Nacional de 
Seguridad como encargado de tratamiento, responsable del sistema, responsable 
de seguridad y coordinador operativo de seguridad.

La Dirección General de Administración Local (Consejería de Presidencia, 
Turismo, Cultura y Deportes), se compromete a:

Definir funcionalmente la aplicación que soporta el entono cerrado, a fin 
de que la misma albergue el procedimiento administrativo necesario para la 
tramitación de procedimientos/servicios competencia de la Dirección General de 
Administración Local que se recojan en la “Guía de Procedimientos-Servicios de la 
CARM” con indicación expresa de tramitación por ECAL.

Colaborar en la detección, diagnóstico y resolución de las incidencias que 
surjan en la entidad local en la realización de los trámites correspondientes a los 
procedimientos/servicios competencia de la Dirección General de Administración 
Local que se recojan en la “Guía de Procedimientos-Servicios de la CARM” con 
indicación expresa de tramitación por ECAL.

Adoptar las medidas precisas para cumplir con el Esquema Nacional de 
Seguridad como responsable de información y servicios.

El Ayuntamiento, asume las siguientes obligaciones:

Solicitar a la Dirección General de Administración Local la habilitación 
necesaria para la utilización del entorno cerrado ECAL.

Utilizar el entorno cerrado ECAL como única vía para la presentación de 
solicitudes y la realización de todos aquellos trámites (atención de requerimientos, 
recepción de notificaciones, etc.) que sean preceptivos en los procedimientos/
servicios competencia de la Dirección General de Administración Local que se 
recojan en la “Guía de Procedimientos-Servicios de la CARM” con indicación 
expresa de tramitación por ECAL. Todo ello, una vez firmado el Convenio y puesta 
en funcionamiento la citada herramienta.

Utilizar la Sede Electrónica de la Comunidad Autónoma de la Región de 
Murcia, o su Registro Electrónico Único (SIR, ORVE), para la presentación de 
solicitudes y realización de los trámites necesarios en los procedimientos/
servicios a los que no es de aplicación este convenio.
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Respetar, en el uso del sistema de información de la Administración Pública 
Regional, el Manual de uso de medios electrónicos para el personal de la CARM, 
aprobado por Orden de 30 de enero de 2017, de la Consejería de Hacienda y 
Administración Pública de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia (BORM 
n.º 37, de 15 de febrero de 2017).

Realizar las labores técnicas necesarias y la puesta a disposición de medios 
para el óptimo funcionamiento del entorno cerrado ECAL.

Mantener los servicios de soporte precisos para garantizar la continuidad de 
la colaboración.

Colaborar en la detección, diagnóstico y resolución de incidencias que se 
generen en las soluciones adoptadas.

Asumir y cumplir las medidas de seguridad necesarias para proteger 
debidamente la información y los sistemas utilizados.

Garantizar la protección de los datos de carácter personal en la elaboración 
de los trámites de los procedimientos en los que exista colaboración.

Quinta: Régimen económico.

Este convenio no comporta obligaciones económicas para las partes 
firmantes. 

Sexta: Comisión de Seguimiento.

El seguimiento de la ejecución del presente convenio se llevará a cabo a 
través de una Comisión paritaria formada por cuatro miembros.

La Comisión será presidida por el titular de la Dirección General de 
Administración Local o persona en quien delegue, quien dirimirá con su voto los 
empates y se reunirá a convocatoria de su presidente y a propuesta de cualquiera 
de las partes.

Formarán parte de la misma, en representación de la Administración 
Regional dos miembros, uno designado por la Dirección General de Informática 
y Transformación Digital, y otro por la Dirección General de Administración 
Local. Por parte de la entidad local, dos representantes designados por el 
Ayuntamiento.

Serán funciones de la citada Comisión de Seguimiento, la vigilancia y control 
de la ejecución del convenio y de los compromisos adquiridos por las partes, 
resolver los problemas de interpretación y cumplimiento que pudieran plantearse 
en el presente Convenio, establecer las determinaciones que, en su caso, fueran 
necesarias para el adecuado desarrollo de las actuaciones objeto del mismo, y 
cualesquiera otras modificaciones no sustanciales conducentes al logro de las 
actuaciones previstas.

Esta Comisión se reunirá una vez al año, en sesión ordinaria, sin perjuicio 
de que puedan hacerlo más veces, de forma extraordinaria, si así lo estimase 
necesario cualquiera de las partes.

El funcionamiento de la Comisión se regirá por las normas contenidas en 
la subsección 1.ª de la sección 3.ª del Capítulo II del Título Preliminar de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Séptima: Vigencia y prórroga.

El presente convenio comenzará su vigencia a partir del día de su firma y 
tendrá una duración de cuatro años.
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En cualquier momento antes de la finalización del plazo de vigencia previsto, 
los firmantes, podrán acordar unánimemente y de forma expresa su prórroga, 
por un período máximo de cuatro años, de conformidad con lo dispuesto en el 
número 2.º del apartado h del artículo 49 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de 
Régimen Jurídico del Sector Público.

Octava: Modificación del convenio.

A propuesta de la Comunidad Autónoma o del Ayuntamiento, y previo acuerdo 
unánime de las partes, se podrá modificar el presente convenio. El acuerdo que 
incluya la citada modificación deberá incorporarse como adenda al mismo.

Novena: Causas de extinción.

Además de por el transcurso del tiempo previsto, el convenio se extinguirá 
por mutuo acuerdo de las partes y por incumplimiento de las obligaciones de 
cualquiera de ellas, previa denuncia de la otra.

Décima: Consecuencias aplicables en caso de incumplimiento.

Este Convenio se podrá resolver por incumplimiento de las obligaciones y 
compromisos asumidos por cualquiera de las partes firmantes.

En este caso, cualquiera de las partes podrá notificar a la incumplidora un 
requerimiento para que cumpla en el plazo de diez días con las obligaciones y 
compromisos que se consideren incumplidos. Este requerimiento será comunicado 
a la Comisión de Seguimiento del Convenio. Si transcurrido el plazo indicado en 
el requerimiento persistiera el incumplimiento, la parte que lo dirigió notificará a 
la otra parte la concurrencia de la causa de resolución y se entenderá resuelto el 
convenio.

Decimoprimera: Régimen jurídico.

El presente convenio tiene naturaleza administrativa, conforme a lo dispuesto 
en los arts. 47 a 53 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del 
Sector Público; debiendo acomodarse igualmente a lo establecido en el artículo 6 
y concordantes de la Ley 7/2004, de 28 de diciembre.

Decimosegunda: Jurisdicción competente.

Las cuestiones litigiosas que pudieran surgir respecto a la interpretación, 
ejecución, modificación, resolución y efectos del presente convenio, y que no 
hubieran podido solventarse por la Comisión de Seguimiento, se someterán al 
Orden Jurisdiccional Contencioso-Administrativo, de acuerdo con la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, Reguladora de la Jurisdicción Contenciosa.

Decimotercera: Transparencia y acceso a la información pública.

El convenio suscrito será puesto a disposición de los ciudadanos en el 
correspondiente Portal de Transparencia, en aplicación de lo dispuesto en la 
Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información 
Pública y Buen Gobierno, así como en la Ley 12/2014, de 16 de diciembre, de 
Transparencia y Participación Ciudadana de la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia y demás normativa de desarrollo de la misma.

Y en prueba de conformidad de las partes, se procede a la suscripción el 
presente convenio por el Consejero de Economía, Hacienda y Administración 
Digital de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, por el Alcalde-
Presidente del Ayuntamiento de Blanca y por la Secretaria Acumulada del mismo, 
en calidad de fedataria.
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I. Comunidad Autónoma

4. Anuncios

Consejería de Agua, Agricultura, Ganadería, Pesca y Medio Ambiente

1865	 Anuncio por el que se somete a información pública el pliego 
de condiciones que regirá en el expediente de ocupación de 
terrenos en la vía pecuaria denominada “Colada de Quitapellejos 
a La Concepción”, clasificada entre las del término municipal de 
Cartagena, con destino a reforma de red subterránea de baja 
tensión Cartagena, I-DE Redes Eléctricas Inteligentes, S.A.U..

De conformidad con lo preceptuado en el artículo 14 de la Ley 3/1995, de 
23 de marzo, de Vías Pecuarias, se somete a información pública en las Oficinas, 
sitas en Plaza Juan XXIII, número 4, Edificio C planta 3.ª, Código Postal 30008, 
de Murcia, por espacio de un mes a contar desde la fecha de la presente 
publicación, el Pliego de Condiciones que ha de regir en la ocupación temporal y 
parcial de la Vía Pecuaria denominada “Colada de Quitapellejos a La Concepción”, 
clasificada entre las del término municipal de Cartagena, con destino a reforma 
de Red Subterránea Línea Baja Tensión Cartagena; en una superficie de 68,42 
metros cuadrados, por un período de diez años, de la que es beneficiaria I-DE 
Redes Eléctricas Inteligentes, S.A.U, con C.I.F.: A95075578, con referencia 
VPOCU20210065. De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 16.1.d) de la Ley 
12/2014, de 16 de diciembre, de Transparencia y Participación Ciudadana de la 
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, se procede a publicar dicho pliego 
de condiciones en la dirección web https://murcianatural.carm.es/web/guest/
participacion

Murcia 17 de marzo de 2022.—El Director General del Medio Natural, 
Fulgencio Perona Paños.
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III. Administración de Justicia

Tribunal Superior de Justicia de Murcia
Sala de lo Social

1866	 Recurso de suplicación 988/2021.

Equipo/usuario: RCM

NIG: 30030 44 4 2020 0001947

Modelo: N81291

Tipo y n.º de recurso: Rsu recurso suplicación 988/2021

Juzgado de origen/autos: Dsp despido/ceses en general 221/2020 Juzgado 
de lo Social número Siete de Murcia

Recurrente: Ana Sánchez Cortes

Abogado: Luis Miguel García Gómez

Recurrido/s: DIRECTO @ DIRECTO SERRANO SL, Fogasa 

Abogado/a: Letrado de Fogasa 

Doña María Ángeles Arteaga García, Letrada de la Administración de Justicia 
de la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Murcia,

Hago saber: Que en el procedimiento recurso suplicación 988/2021 de 
esta Sala, seguido a instancia de D.ª Ana Sánchez Cortes contra DIRECTO@
DIRECTO SERRANO SL, Fogasa sobre despido, se ha dictado sentencia cuyo fallo 
literalmente expresa lo siguiente:

“Desestimar el recurso de suplicación interpuesto por D.ª Ana Sánchez 
Cortés, contra la sentencia número 168/2021 del Juzgado de lo Social número 7 
de Murcia, de fecha 27 de mayo, dictada en proceso número 221/2020, sobre 
despido, y entablado por D.ª Ana Sánchez Cortés frente a DIRECTO@DIRECTO 
SERRANO, S.L. y Fondo de Garantía Salarial; y confirmar como confirmamos el 
pronunciamiento de instancia.”

Y para que sirva de notificación en legal forma a DIRECTO@DIRECTO 
SERRANO S.L., en ignorado paradero, expido el presente para su inserción en el 
Boletín Oficial de la Región de Murcia.

Se advierte al destinatario que las siguientes comunicaciones se harán 
fijando copia de la resolución o de la cédula en el tablón de anuncios de la Oficina 
judicial, salvo el supuesto de la comunicación de las resoluciones que deban 
revestir forma de auto o sentencia, o cuando se trate de emplazamiento.

En Murcia, a 6 de abril de 2022.—La Letrada de la Administración de Justicia.

La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso 
en el que ha sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los 
datos de carácter personal que los mismos contuvieran y con pleno respeto al 
derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial 
deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, 
cuando proceda.

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni 
comunicados con fines contrarios a las leyes.
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IV. Administración Local

Fortuna

1867	 Aprobación inicial de la modificación de la plantilla de personal, 
en el marco de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre, de medidas 
urgentes para la reducción de la temporalidad en el empleo 
público. Expediente 764/2022.

Aprobada inicialmente, por acuerdo del Pleno de la Corporación en sesión 
celebrada el día 13 de abril de 2022, la modificación en la plantilla de personal 
que acompaña al Presupuesto General para 2021, prorrogado para 2022, se 
expone al público por plazo de quince días, a efectos de examen y alegaciones 
por los interesados.

En ausencia de alegaciones, la modificación de la plantilla de referencia, se 
considerará definitivamente aprobada.

Fortuna, 13 de abril de 2022.—La Alcaldesa-Presidenta, Catalina Herrero López.
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IV. Administración Local

Fuente Álamo de Murcia

1868	 Corrección de errores en la lista de aspirantes admitidos y 
excluidos, para la provisión mediante concurso-oposición, 
de un puesto de Educador/a Social de la bolsa de trabajo de 
Ayuntamiento de Fuente Álamo de Murcia.

Visto lo establecido en las bases de la convocatoria aprobada para cubrir una 
plaza de Educador/a Social de la Bolsa de 4 de febrero de 2022, publicadas en el 
BORM n.º 28.

Vista la Resolución de la Alcaldía, de fecha 5 de abril de 2022, en el cual se 
aprueba la lista provisional de aspirantes admitidos y excluidos, y su publicación 
en el BORM n.º 84 de fecha 11 de abril de 2022.

En virtud de las atribuciones que la vigente legislación me tiene conferidas, 
por la presente, 

He resuelto:

1.º- Que habiéndose detectado un error en la Resolución de Aprobación 
Provisional de aspirantes admitidos y excluidos de fecha 5 de abril de 2022, se 
procede a la subsanación por medio del presente en el punto primero, “Causas de 
la exclusión por no presentar la siguiente Documentación…”

Donde dice,

6) Solicitud Anexo III (firmada y fecha de convocatoria), de la Base Tercera.

7) Justificante de pago de derecho de examen (Base Tercera).

9) Anexos IV, V y VI (firma y fecha convocatoria), de la Base Tercera.

Debe decir,

5) Anexo III (firmada y fecha de convocatoria), de la Base Tercera.

6) Justificante de pago de derecho de examen (Base Tercera).

7) Fuera de plazo.

8) Anexos IV, V y VI (firma y fecha convocatoria), de la Base Tercera.

2.º- Conceder un plazo de 10 días hábiles contados desde el día siguiente 
a la publicación de esta corrección de errores en el BORM y en el Tablón de 
Anuncios de este Ayuntamiento, para la subsanación.

3.º - Que se publique en el Boletín Oficial de la Región de Murcia y en el 
tablón de anuncios del Ayuntamiento.

Fuente Álamo de Murcia, 11 de abril de 2022.—La Alcaldesa, Juana María 
Martínez García.
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IV. Administración Local

Lorca

1869	 Inicio de las actuaciones tendentes a la expropiación de una 
finca ubicada en C/ Camino Viejo del Puerto calificada por 
el PGMO de Lorca como sistema viario y que forma parte de 
la E-93, con referencia catastral 4495023XG1649E0001IB, 
teniéndose por formulada la relación concreta e individualizada 
de la parcela objeto de expropiación a los efectos del Art. 17 de 
la LEF.

En Sesión Ordinaria celebrada por el Pleno del Excmo. Ayuntamiento de 
Lorca el día 28 de marzo de 2022, se acordó “Iniciar las actuaciones tendentes 
a la expropiación de una finca ubicada en C/ Camino Viejo del Puerto calificada 
por el PGMO de Lorca como sistema viario y que forma parte de la E-93, con 
referencia catastral 4495023XG1649E0001IB, teniéndose por formulada la 
relación concreta e individualizada de la parcela objeto de expropiación a los 
efectos del Art. 17 de la LEF”, seguido bajo el número de expediente EXP 01/08 
en el Área de Urbanismo del Excmo. Ayuntamiento de Lorca.

Lo que se somete a información pública para general conocimiento y a los 
efectos de que los interesados formulen las observaciones y reclamaciones 
que estimen convenientes, en el plazo de veinte días, a contar a partir del día 
siguiente al de la inserción del presente anuncio en el Boletín Oficial de la Región 
de Murcia.

Esta publicación se realiza sin perjuicio de lo dispuesto en el Art. 44 de la 
Ley 39/15, de 01 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.

El expediente se encuentra de manifiesto y podrá ser consultado en el 
Servicio de Planeamiento y Gestión del Área de Urbanismo, sito en Complejo 
La Merced, de esta localidad, y en la página web https://www.portalciudadano.
lorca.es/web/guest/tablon-de-anuncios 

Lorca, 5 de abril de 2022.—El Concejal Delegado de Urbanismo, Medio 
Ambiente y Vivienda, José Luis Ruiz Guillén.
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IV. Administración Local

Mazarrón

1870	 Relación de vehículos abandonados en el Depósito Municipal a 
considerar residuos sólidos urbanos.

A los efectos previstos en el artículo 86 del RDL 339/90 de 2 de marzo, 
por el que se aprueba el Texto Articulado de la Ley sobre Tráfico, Circulación 
de Vehículos a Motor y Seguridad Vial, y conforme a lo previsto en el art. 35.3 
del Reglamento General de Vehículos aprobado por el RD 2822/98, artículo 3b) 
de la Ley 22/2011, de 28 de julio, de Residuos y Suelos Contaminados, y en 
los artículos 54 y 55 de la Ordenanza Municipal de limpieza viaria y gestión de 
residuos urbanos ó municipales (B.O.R.M. n.º 193 de 22 de agosto de 2006, y 
por no haber sido posible la notificación personal, se procede, de conformidad 
con el artículo 44 de la Ley 39/2015, a su notificación mediante anuncio, 
advirtiendo a los titulares que si no se hiciesen cargo de los vehículos que a 
continuación se relacionan y que se encuentran en el depósito municipal, en 
el plazo de un mes (30) días a contar desde el siguiente al de la publicación 
del presente edicto, se procederá a ordenar su traslado a un centro autorizado 
de tratamiento de vehículos para su destrucción y descontaminación, siendo 
considerados como residuos sólidos urbanos.

Todo ello salvo que en aplicación del apartado 3 del citado artículo 86 
del Real Decreto Legislativo 339/1.990, de 2 de marzo, procediese sustituir 
dicha destrucción por su adjudicación a los servicios de vigilancia y control de 
tráfico. 

Anexo

Relación que se cita
MATRÍCULA MARCA TITULAR: D.N.I. o N.I.E. LUGAR DE ESTACIONAMIENTO DEPÓSITO

9139BYL FORD TRANSIT X-2704142-D POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

A-1393-DW SEAT TOLEDO X-7064569-G POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

5062FNK RENAULT TWINGO X-2003219-B POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

MU-7576-BY OPEL VECTRA 48432313-V POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

8378CXY OPEL ASTRA Y-3548296-P POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

3330CTH FIAT STYLO X-6231011-N POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

GI-1483-BK RENAULT LAGUNA 04602290-J POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

7916DZB PEUGEOT 207 48651250-V POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

MU-9701-AT VOLKSWAGEN JETT 22656587-T POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

0824CDP PEUGEOT PARTNER Y-5893251-K POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

6265FTH PEUGEOT 407 X-2557011-D POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

A-6981-DV PEUGEOT PARTNER 21453801-E POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

MU-1756-BU CITROEN BERLINGO X-6706924-D POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

MU-8317-AZ BMW 318 75367987-T POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

4099GDF PEUGEOT SPEDD.F 48629081-C POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

6976GCV KYMCO PEOPLE 22434914-R POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

2636GFJ HONDA NHX110WH X-3830641-Z POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

CARECE MAZDA 626 DESCONOCIDO POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

NV04PYJ RENAULT CLIO DESCONOCIDO POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

KN58CFY PEUGEOT 308 DESCONOCIDO POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

LLU7H09 RENAULT LAGUNA DESCONOCIDO POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

1-AHG-133 MERCEDES B DESCONOCIDO POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN
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MATRÍCULA MARCA TITULAR: D.N.I. o N.I.E. LUGAR DE ESTACIONAMIENTO DEPÓSITO

CARECE SIN MARCA DESCONOCIDO POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

CARECE MOBYLETTE CADY DESCONOCIDO POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

C7MHC CHRYSLER 300 DESCONOCIDO POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

CARECE SIN MARCA DESCONOCIDO POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

SK55XLX SAAB 93 DESCONOCIDO POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

AF 04 LGK FORD MONDEO DESCONOCIDO POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

 41-GL-XV FORD FOCUS DESCONOCIDO POLICÍA LOCAL DE MAZARRÓN

Mazarrón, a 15 de marzo de 2022.—El Alcalde Presidente, Gaspar Miras 
Lorente.
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IV. Administración Local

Molina de Segura

1871	 Bases específicas por las que se regirá el proceso selectivo para 
proveer, mediante promoción interna, a través del sistema de 
concurso-oposición, de once plazas de Administrativo/a de 
Administración General del Ayuntamiento de Molina de Segura.

La Junta de Gobierno Local de este Ayuntamiento, en sesión celebrada el 
día 22 de marzo de 2022 ha acordado la aprobación de las bases específicas por 
las que se regirá el proceso selectivo para proveer, mediante promoción interna, 
a través del sistema de concurso–oposición, de 11 plazas de Administrativo/a de 
Administración General. La Convocatoria se regirá por las siguientes:

Bases específicas por las que se regirá el proceso selectivo para 
proveer, mediante promoción interna, a través del sistema de concurso-
oposición, 11 plazas de Administrativo/a de Administración General del 

Ayuntamiento de Molina de Segura.

Primera.- Objeto de la convocatoria.

Es objeto de la presente convocatoria la provisión, mediante promoción 
interna, a través del sistema de concurso-oposición, de 11 plazas de 
Administrativo/a de Administración General del Ayuntamiento de Molina de 
Segura, incluidas en las Ofertas de Empleo Público de los ejercicios 2019 (BORM 
número 272, de fecha 25 de noviembre de 2019) y 2021 (BORM número 184, de 
fecha 11 de agosto de 2021), con las características y especificaciones siguientes:

Clasificación: Funcionario de carrera.

Grupo/Subgrupo según artículo 76 y Disposición Transitoria Tercera del Real 
Decreto 5/2015, de 30 de octubre: Grupo C, Subgrupo C1.

Escala: Administración General.

Subescala: Administrativa.

Categoría: Administrativo/a de Administración General.

Código de las plazas: PZ0008.0002, PZ0008.0003, PZ0008.0006, 
PZ0008.0015, PZ0008.0004, PZ0008.0005, PZ0008.0011, PZ0008.0017, 
PZ0008.0020, PZ0008.0031, PZ0008.0033.

Segunda.- Normativa aplicable.

El proceso selectivo se regirá por lo establecido en estas Bases Específicas 
y en las Bases generales aprobadas por la Junta de Gobierno Local de este 
Ayuntamiento en sesión celebrada el día 16 de noviembre de 2021 (publicadas 
en el BORM n.º 49, de 1 de marzo de 2022), que regulan el proceso selectivo de 
Promoción Interna de personal funcionario y laboral fijo de este Ayuntamiento, 
así como por la normativa establecida en la Base Segunda de las citadas Bases 
Generales.

Tercera.- Publicación de la convocatoria.

La convocatoria se publicará íntegra en el Boletín Oficial de la Región de 
Murcia y un extracto de la misma en el Boletín Oficial del Estado. Asimismo, 
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también se publicará en el Tablón de Edictos del Ayuntamiento de Molina 
de Segura y en la sede electrónica del mismo, https://sedelectronica.
molinadesegura.es (en adelante sede electrónica). El resto de las publicaciones a 
que haga referencia la legislación vigente se entenderán referidas exclusivamente 
al BORM, Tablón de Edictos del Ayuntamiento y a la sede electrónica.

Cuarta.- Requisitos de los aspirantes.

Para ser admitidos a la realización de las pruebas selectivas, los aspirantes 
deberán reunir los requisitos establecidos en la Base Cuarta de las Bases 
Generales que rigen el presente proceso selectivo.

Además, conforme a lo previsto en las mismas, deberán estar en posesión 
del Título de Bachiller o Técnico o cualquier otra titulación o estudios equivalentes 
al mismo, de acuerdo con lo dispuesto en la normativa vigente en la materia. 

En el caso de titulaciones obtenidas en el extranjero, se deberá estar en 
posesión de la correspondiente convalidación o de la credencial que acredite, en 
su caso, la homologación 

Los aspirantes deberán cumplir los mencionados requisitos en la fecha de 
finalización del plazo de presentación de solicitudes y mantenerlos durante todo 
el proceso selectivo.

Quinta.- Solicitudes.

5.1. Las solicitudes deberán cumplimentarse en el modelo oficial que será 
facilitado en el Servicio de Atención al Ciudadano del Ayuntamiento de Molina de 
Segura, pudiéndose obtener también a través de la sede electrónica del mismo.

5.2. Las solicitudes irán dirigidas al Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento 
de Molina de Segura, se presentarán en el Registro General del Ayuntamiento de 
Molina de Segura dentro del plazo de veinte días naturales a partir del siguiente 
al de la publicación del extracto de la convocatoria en el Boletín Oficial del Estado, 
personalmente o por cualquier otro medio que autoriza el artículo 16.4 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (en adelante Ley 39/2015). La no solicitud en tiempo y 
forma supondrá la inadmisión del aspirante al proceso selectivo. 

5.3. El domicilio que figure en la instancia se considerará el único válido a efectos 
de notificación, siendo responsabilidad exclusiva del aspirante la comunicación al 
Departamento de Recursos Humanos de cualquier cambio de domicilio, lo mismo 
ocurrirá con el número de teléfono y de dirección de correo electrónico.

5.4. En el caso de presentarse las solicitudes de participación por 
cualquiera de los modos previstos en el artículo 16.4 de la Ley 39/2015 que 
no sea el Registro General del Ayuntamiento de Molina de Segura, copia de la 
solicitud de participación presentada deberá ser remitida al correo electrónico 
rrhh@molinadesegura.es. De utilizarse estos modos de presentación, deberá 
remitirse por e-mail copia exclusivamente de la solicitud dentro del mismo días 
de su presentación en el organismo correspondiente. No será necesaria dicha 
comunicación cuando la solicitud se presente en sede electrónica. 

5.5. Las solicitudes presentadas en el Registro de las Administraciones 
Públicas señaladas en el artículo 16.4 de la Ley 39/2015, serán fechadas y 
selladas por el funcionario/a correspondiente dentro del plazo de presentación de 
solicitudes. Sólo en este caso se entenderá que las instancias han tenido entrada 
en el Registro General del Ayuntamiento en la fecha en que fueron entregadas en 
los mencionados registros. 

NPE: A-190422-1871

https://sedelectronica.molinadesegura.es
https://sedelectronica.molinadesegura.es
mailto:rrhh%40molinadesegura.es?subject=


Página 10839Número 89	 Martes, 19 de abril de 2022

Los aspirantes deberán hacer constar que reúnen todas y cada una de las 
condiciones que se exigen en las bases, referidos siempre a la fecha de expiración 
del plazo de presentación de solicitudes. 

5.6. La solicitud irá acompañada de la siguiente documentación:

a) Fotocopia simple del documento nacional de identidad o pasaporte, 
siempre en vigor, y sin perjuicio de la obligación futura de presentación del 
original o fotocopia compulsada. 

b) Fotocopia simple de la titulación académica oficial requerida en la 
convocatoria, sin perjuicio de la obligación futura de presentación del original o 
fotocopia compulsada. Equivaldrá al título un certificado acreditativo de reunir 
los requisitos para la expedición del mismo, emitido por el organismo público 
competente, así como el justificante de liquidación del pago de las tasas 
académicas por su expedición. 

c) Resguardo acreditativo de haber hecho efectiva la tasa por derechos de 
examen, que se fija en la cuantía de 22,96€, de conformidad con la Ordenanza 
Reguladora de la tasa por la realización de la actividad administrativa y de 
expedición de documentos administrativos. El importe íntegro de ésta se hará 
efectivo mediante autoliquidación que se efectuará en el impreso establecido a tal 
efecto por el Ayuntamiento de Molina de Segura y que estará a disposición de los 
aspirantes en el Servicio de Atención al Ciudadano del Ayuntamiento de Molina 
de Segura, procurándose que esté disponible también en la sede electrónica del 
mismo. El abono de la autoliquidación se podrá realizar en las entidades bancarias 
autorizadas que aparecen relacionadas en el propio impreso de autoliquidación. 
Asimismo, y de conformidad con lo previsto en el artículo 38 de la 39/2015, el 
importe de la tasa por derechos de examen podrá hacerse efectivo mediante 
transferencia a la cuenta bancaria

ES86 2100 8160 8113 0015 5591 (CAIXABANK).

Sin el cumplimiento de la acreditación del ingreso junto con la instancia, 
decaerá el derecho del aspirante a la admisión a las pruebas selectivas. En ningún 
caso la presentación y pago en la entidad colaboradora supondrá sustitución del 
trámite de presentación de la acreditación del mismo, en tiempo y forma, junto 
con la solicitud. 

5.7. Los miembros de familias numerosas de categoría general tendrán una 
reducción del 15%. Los miembros de familias numerosas de categoría especial 
será del 30% La condición de miembro de familia numerosa deberá acreditarse 
mediante la presentación de carnet o título de familia numerosa, expedido por 
órgano competente, en vigor en el momento de la solicitud para participar en las 
pruebas de selección.

5.8. Los aspirantes deberán aportar, junto a la solicitud, fotocopia de los 
documentos acreditativos de los méritos alegados, en su caso. No será necesaria 
la compulsa de los documentos que se presenten fotocopiados ni de los datos que 
figuran en la instancia, sin perjuicio de que, en cualquier momento, el Tribunal 
calificador o los órganos competentes del Ayuntamiento de Molina de Segura 
puedan requerir a los aspirantes que acrediten la veracidad de las circunstancias 
y documentos aportados y que hayan sido objeto de valoración.

Los méritos relativos a la experiencia profesional por servicios prestados 
en el Ayuntamiento de Molina de Segura se acreditarán mediante certificado 
expedido por la Concejalía de Recursos Humanos.
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La fecha límite para la alegación de los méritos y la presentación de 
los documentos relativos a los mismos será la de la finalización del plazo de 
presentación de solicitudes. En ningún caso se valorarán méritos no acreditados 
documentalmente en plazo.

Sexta.- Tribunal.

Se regirá por lo dispuesto en la Base Séptima de las Bases generales por las 
que se rigen los procesos selectivos de promoción interna del personal funcionario 
y laboral fijo de este Ayuntamiento.

Séptima.- Sistema selectivo.

El proceso de selección se llevará a cabo a través del sistema de concurso-
oposición, con arreglo a lo dispuesto en la Base Octava de las Bases generales 
que rigen el proceso selectivo.

7.1. Fase de Oposición.

7.1.1. Fase de oposición con carácter general.

Con carácter general, la fase de oposición estará comprendida por dos 
ejercicios, ambos obligatorios y eliminatorios.

Primer ejercicio: consistirá en contestar por escrito un cuestionario 
tipo test compuesto por 30 preguntas, que versarán sobre el contenido del 
programa que figura como Anexo a estas bases. Cada pregunta contendrá 
tres respuestas alternativas, de las cuales sólo una será válida. Cada pregunta 
contestada correctamente se valorará en positivo; la pregunta no contestada no 
tendrá valoración y la pregunta con contestación errónea se penalizará con el 
equivalente a 1/4 del valor de la respuesta correcta, redondeando al valor del 
segundo decimal.

La duración del ejercicio no será superior a 60 minutos.

Este ejercicio será calificado hasta un máximo de 30 puntos, siendo preciso 
obtener 15 puntos para superarlo y poder pasar al siguiente ejercicio.

Segundo ejercicio: consistirá en la resolución de un supuesto práctico tipo 
test, que versará sobre materias incluidas en el programa que figura como Anexo 
a estas bases. Cada pregunta contendrá tres respuestas alternativas, de las 
cuales sólo una será válida. Cada pregunta contestada correctamente se valorará 
en positivo; la pregunta no contestada no tendrá valoración y la pregunta con 
contestación errónea se penalizará con el equivalente a 1/4 del valor de la 
respuesta correcta, redondeando al valor del segundo decimal.

Este ejercicio será calificado hasta un máximo de 30 puntos, siendo preciso 
obtener 15 puntos para superarlo.

Con carácter previo a la realización de los ejercicios que componen la fase 
de oposición, el Ayuntamiento de Molina de Segura impartirá a los aspirantes un 
curso de formación cuyo contenido se adecuará al temario que figura en el Anexo 
de las presentes bases.

7.1.2. Fase de oposición en caso de que el número de aspirantes coincida con 
el número de plazas objeto de la convocatoria.

Conforme a lo establecido en las Bases generales que rigen el proceso de 
selección, la fase de oposición consistirá únicamente en la resolución de un supuesto 
práctico relativo a las funciones y tareas propias de la plaza, a partir de los datos 
facilitados por el Tribunal en el momento de su realización y durante el tiempo 
máximo que el propio Tribunal determine, que no podrá exceder de dos horas.
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El contenido del supuesto práctico se determinará con arreglo a las materias 
incluidas en el programa que figura como Anexo a estas bases. Mediante este 
ejercicio se valorará por el Tribunal el conocimiento de la materia y, en relación 
con éste, la capacidad analítica y de síntesis, así como la calidad de la expresión 
escrita y de exposición de los aspirantes.

7.2. Fase de concurso.

Los méritos serán valorados conforme a lo dispuesto en el punto 8.2 de la 
Base Octava de las Bases Generales de promoción interna.

Los méritos relativos a la experiencia profesional por servicios prestados 
en el Ayuntamiento de Molina de Segura se acreditarán mediante certificado 
expedido por la Concejalía de Recursos Humanos de este Ayuntamiento.

7.3. Calificación del proceso selectivo.

La calificación de la fase de concurso y de oposición, así como la calificación 
definitiva del proceso selectivo, la determinación de los aprobados y el modo de 
resolución de los empates de puntuación se ajustará a lo dispuesto en las Bases 
Generales de promoción interna. 

Respecto de aquellos aspirantes que hayan superado la fase de oposición, el 
Tribunal Calificador hará pública la calificación de la fase de concurso en el Tablón 
de Edictos del Ayuntamiento y en su sede electrónica en un plazo máximo de 
15 días a contar desde la publicación de la calificación definitiva de los ejercicios 
comprendidos en la fase de oposición. Dicho plazo podrá ser prorrogado por 
causas justificadas y previa resolución motivada.

NPE: A-190422-1871



Página 10842Número 89	 Martes, 19 de abril de 2022

Anexo 

Programa

Tema 1. Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen 
Local. El municipio. El término municipal. La población. El Empadronamiento. 

Tema 2. Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen 
Local. Organización Municipal: El Alcalde. Los tenientes de Alcalde. El Pleno. La 
Junta de Gobierno. Órganos complementarios. Las Comisiones informativas Otras 
Entidades Locales. 

Tema 3. Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen 
Local. Funcionamiento de los órganos colegiados locales: convocatoria y orden 
del día. Actas y certificaciones de acuerdos.

Tema 4. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas: Estructura y contenido. De los 
interesados en el procedimiento administrativo. La capacidad de obrar y el 
concepto de interesado. 

Tema 5. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas: Identificación y firma de los interesados 
en el procedimiento administrativo. Derechos de las personas en sus relaciones 
con las Administraciones Públicas.

Tema 6. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas: Términos y plazos. Los actos 
administrativos. Requisitos de los actos administrativos. Eficacia de los actos. 
Condiciones. La notificación. Contenido, plazo y práctica. La notificación 
infructuosa. La publicación. Nulidad y anulabilidad. Nulidad de pleno derecho. 
Anulabilidad.

Tema 7. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas: Iniciación de oficio. Iniciación del 
procedimiento a solicitud del interesado. Contenido de la solicitud. Subsanación y 
mejora de la solicitud. Declaración responsable y comunicación.

Tema 8. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas: Ordenación del procedimiento: 
Expediente administrativo. Impulso. Concentración de trámites. 

Tema 9. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas: Instrucción del Procedimiento: 
Disposiciones generales. Actos de instrucción. Participación de los interesados. 

Tema 10. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas: Prueba. Medios y periodo de prueba. 
Práctica de prueba. Informes. Petición. Emisión de informes. Solicitud de informes 
y dictámenes. Participación de los interesados. Trámite de audiencia. 

Tema 11. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas: Finalización del procedimiento: 
Terminación. Terminación convencional. Resolución. Contenido. Desistimiento y 
renuncia. Caducidad.

Tema 12. Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas: Revisión de oficio.
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www.borm.es 
D.L. MU-395/1985 - ISSN: 1989-1474

Tema 13. Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público: La sede electrónica. Portal de internet. Firma electrónica del personal al 
servicio de las administraciones públicas. 

Tema 14. Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público: 
Contrato menor.

Tema 15. Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres: El principio de igualdad y la tutela contra la discriminación. El 
derecho al trabajo en igualdad de oportunidades. Planes de igualdad. El principio 
de igualdad en el empleo público. 

Tema 16. Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos 
Laborales: Objeto, ámbito de aplicación. Derechos y obligaciones. 

Tema 17. Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos 
Laborales: Órganos de representación en materia preventiva: Delegados de 
Prevención y Comité de Seguridad y Salud.

Tema 18. Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público: 
Personal al servicio de las Administraciones Públicas. Concepto y clases de 
empleados públicos: funcionarios de carrera, funcionarios interinos, personal 
laboral y personal eventual. 

Tema 19. Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público: 
Derechos de los empleados públicos. Deberes de los empleados públicos. Código 
de conducta.

Tema 20. Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público: 
Acceso al empleo público y adquisición de la relación de servicio: Principios 
rectores. Adquisición de la condición de funcionario de carrera. Situaciones 
Administrativas de los funcionarios de carrera.

Molina de Segura, 24 de marzo de 2022.—El Alcalde, Eliseo García Cantó.
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IV. Administración Local

Molina de Segura

1872	 Bases específicas para la provisión, mediante oposición por 
el turno especial de discapacidad intelectual, de una plaza de 
Conserje del Ayuntamiento de Molina de Segura.

La Junta de Gobierno Local de este Ayuntamiento, en sesión celebrada el 
día 22 de marzo 2022 ha acordado la aprobación de las bases específicas para la 
provisión, mediante oposición por el turno especial de discapacidad intelectual, 
de una plaza de Conserje. La Convocatoria se regirá por las siguientes:

Bases específicas para la provisión, mediante oposición por el turno 
especial de discapacidad intelectual, de una plaza de Conserje del 

Ayuntamiento de Molina de Segura

Primera: objeto de la convocatoria.

Es objeto de la presente convocatoria la provisión, mediante el sistema 
de oposición por el turno especial de discapacidad intelectual, de una plaza de 
Conserje, incluida en la Ofertas de Empleo Público del ejercicio 2021 (BORM 
número 184 de 11 de agosto de 2021) con las características y especificaciones 
siguientes: 

Grupo/Subgrupo según artículo 76 y Disposición Transitoria Tercera del Real 
Decreto 5/2015, de 30 de octubre:	 Grupo C, Subgrupo C2

Escala: 				    Administración General

Subescala: 			   Subalterna

Denominación:			   Conserje

Segunda: normativa aplicable.

El proceso selectivo se regirá por lo establecido en estas Bases específicas 
y en las Bases generales aprobadas por la Junta de Gobierno Local el 27 de 
diciembre de 2018 y publicadas en el BORM el 5 de febrero de 2019.

Asimismo será de aplicación a este proceso selectivo el Texto Refundido 
de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 5/2015, de 30 de octubre (TREBEP); Real Decreto legislativo 2/2015, 
de 23 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la ley del Estatuto de 
los Trabajadores, la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la 
Función Pública (LMRFP); la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de 
Régimen Local (LRBRL); el Texto Refundido de las Disposiciones Legales Vigentes 
en Materia de Régimen Local, aprobado por Real Decreto Legislativo 781/1986, 
de 18 de abril (TRRL); el Reglamento General de Ingreso del Personal al Servicio 
de la Administración General del Estado y de Provisión de Puestos de Trabajo y 
Promoción Profesional de los Funcionarios Civiles de la Administración General del 
Estado, aprobado por Real Decreto 364/1995, de 10 de marzo (RGIPP); el Real 
Decreto 2271/2004, de 3 de diciembre, por el que se regula el Acceso al Empleo 
Público y la Provisión de Puestos de Trabajo de las Personas con Discapacidad; 
el Real Decreto 896/1991, de 7 de junio, por el que se establecen las Reglas 
Básicas y Programas Mínimos del Procedimiento de Selección de los Funcionarios 
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de Administración Local; la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común (LRJ-PAC), Ley 40/2015, de 1 de octubre, del Régimen 
Jurídico del Sector Público y demás disposiciones que sean de aplicación.

El/la titular de la plazas objeto de la presente convocatoria así como los 
componentes de la lista de espera que se cree resultante del proceso selectivo 
estarán sujetos a lo dispuesto en la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de 
Incompatibilidades del personal al Servicio de las Administraciones Públicas. 

La presente convocatoria tiene en cuenta el principio de igualdad de trato 
entre hombres y mujeres por lo que se refiere al acceso al empleo, de acuerdo 
con el artículo 14 de la Constitución Española y la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de 
marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres.

Tercera: publicación de la convocatoria.

La convocatoria se publicará íntegra en el Boletín Oficial de la Región de 
Murcia y un extracto de la misma en el Boletín Oficial del Estado, así mismo 
también se publicará en el Tablón de Edictos del Ayuntamiento de Molina 
de Segura y en la sede electrónica del mismo, https://sedelectronica.
molinadesegura.es (en adelante sede electrónica).

El resto de las publicaciones a que haga referencia la legislación vigente 
se entenderán referidas exclusivamente al BORM, Tablón de Edictos del 
Ayuntamiento y a la sede electrónica. 

Cuarta: requisitos de los aspirantes.

Para ser admitido a la realización del proceso selectivo los aspirantes deberán 
reunir, en cualquier caso, lo siguientes requisitos el día que finalice el plazo 
para la presentación de instancias, debiendo mantenerse los mismos durante le 
desarrollo de todo el proceso selectivo: 

a) Tener la nacionalidad española o cumplir los requisitos establecidos en el 
artículo 57 del Texto Refundido de la ley del Estatuto Básico del Empleado Público 
aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, en el supuesto 
de acceso al empleo público de nacionales de otros estados. 

Aquellos aspirantes que no tengan la nacionalidad española deberán acreditar 
un conocimiento adecuado del castellano mediante el sistema que determine el 
Tribunal de selección.

b) Tener reconocida una discapacidad intelectual. A los efectos de esta 
convocatoria, se entiende por personal con discapacidad intelectual, aquella 
persona con un grado de discapacidad igual o superior al 33 por ciento, con un 
diagnóstico de “capacidad intelectual límite o inferior”.

c) Poseer la capacidad funcional para el desempeño de las tareas inherentes 
al puesto de trabajo objeto de la presente convocatoria.

d) Tener cumplidos 16 años y no exceder, en su caso, de la edad máxima de 
jubilación forzosa, salvo que la normativa específica determine una diferente.

e) Estar en posesión del título de Graduado en Educación Secundaria 
Obligatoria o equivalente o en condiciones de obtenerlo a la fecha de finalización 
del plazo de presentación de solicitudes.

Los aspirantes con titulaciones obtenidas en el extranjero deberán acreditar 
que están en posesión de la correspondiente credencial de homologación. 
Ese requisito no será de aplicación a los aspirantes que hubieran obtenido el 
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reconocimiento de su cualificación profesional en el ámbito de las profesiones 
reguladas al amparo de las Disposiciones de Derecho Comunitario. 

f) No haber sido separado, mediante expediente disciplinario, del servicio de 
cualquiera de las Administraciones Públicas o de los órganos constitucionales o 
estatutarios de las Comunidades Autónomas ni hallarse en inhabilitación absoluta 
o especial para empleos o cargos públicos por resolución judicial para ejercer 
funciones similares a las que desempeñaba. En el caso de ser nacional de otro 
Estado, no hallarse inhabilitado o en situación equivalente ni haber sido sometido 
a sanción disciplinaria o equivalente que impida, en su Estado, en los mismos 
términos el acceso al empleo público.

g) No concurrir ninguna otra causa de incapacidad para el acceso a la 
condición de empleado público en los términos marcados por las respectivas 
disposiciones legales.

Quinta: Solicitudes.

Las solicitudes deberán cumplimentarse en el modelo oficial que será 
facilitado en el Servicio de Atención al Ciudadano del Ayuntamiento de Molina de 
Segura, pudiéndose obtener también a través de la sede electrónica del mismo.

Las solicitudes irán dirigidas al Sr. Alcalde-Presidente del Ayuntamiento de 
Molina de Segura, se presentarán en el Registro General del Ayuntamiento de 
Molina de Segura dentro del plazo de veinte días naturales a partir del siguiente 
al de la publicación del extracto de la convocatoria en el Boletín Oficial del Estado, 
personalmente o por cualquier otro medio que autoriza el artículo 16.4 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas (en adelante Ley 39/2015). La no solicitud en tiempo y 
forma supondrá la inadmisión del aspirante al proceso selectivo.

El domicilio que figure en la instancia se considerará el único válido a 
efectos de notificación, siendo responsabilidad exclusiva del aspirante la 
comunicación al Departamento de Recursos Humanos de cualquier cambio de 
domicilio, lo mismo ocurrirá con el número de teléfono y de dirección de correo 
electrónico.

En el caso de presentarse las solicitudes de participación por cualquiera de 
los modos previstos en el artículo 16.4 de la Ley 39/2015 que no sea el Registro 
General del Ayuntamiento de Molina de Segura. 

Las solicitudes presentadas en el Registro de las Administraciones Públicas 
señaladas en el artículo 16.4 de la Ley 39/2015, serán fechadas y selladas por 
el funcionario/a correspondiente dentro del plazo de presentación de solicitudes.

Solo en este caso se entenderá que las instancias han tenido entrada en el 
Registro General del Ayuntamiento en la fecha en que fueron entregadas en los 
mencionados registros.

Los aspirantes deberán hacer constar que reúnen todas y cada una de las 
condiciones que se exigen en las bases, referidos siempre a la fecha de expiración 
del plazo de presentación de solicitudes. 

La solicitud irá acompañada de la siguiente documentación:

a) Fotocopia simple del documento nacional de identidad o pasaporte, 
siempre en vigor, y sin perjuicio de la obligación futura de presentación del 
original o fotocopia compulsada.
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b) Fotocopia simple de la titulación académica oficial requerida en la 
convocatoria, sin perjuicio de la obligación futura de presentación del original o 
fotocopia compulsada. Equivaldrá al título un certificado acreditativo de reunir 
los requisitos para la expedición del mismo, emitido por el organismo público 
competente, así como el justificante de liquidación del pago de las tasas 
académicas por su expedición.

c) Resguardo acreditativo de haber hecho efectivo los derechos de examen, 
lo cuales se fijan en la cantidad de 19,68 €, cuyo importe íntegro se hará 
efectivo mediante autoliquidación que se efectuar en el impreso establecido a 
tal efecto por el Ayuntamiento de Molina de Segura y que estará a disposición 
de los aspirantes en el Servicio de Atención al Ciudadano del Ayuntamiento 
de Molina de Segura, procurándose que esté disponible también en la sede 
electrónica del mismo. El abono de la autoliquidación se podrá realizar en las 
entidades bancarias autorizadas que aparecen relacionadas en el propio impreso 
de autoliquidación. Asimismo, y de conformidad con lo previsto en el artículo 
38 de la 39/2015, el importe de la tasa por derechos de examen podrá hacerse 
efectivo mediante transferencia a la cuenta bancaria ES86 2100 8160 8113 0015 
5591 de CaixaBank.

Los miembros de familias numerosas de categoría general tendrán una 
reducción del 15%. Los miembros de familias numerosas de categoría especial 
será del 30% La condición de miembro 	de familia numerosa deberá acreditarse 
mediante la presentación de carnet o título de familia numerosa, expedido por 
órgano competente, en vigor en el momento de la solicitud para participar en las 
pruebas de selección.

El ingreso deberá efectuarse antes de presentar la correspondiente solicitud de 
participación en el proceso selectivo, no admitiéndose el pago fuera de dicho plazo. 
El justificante de pago habrá de anexionase a la instancia. Sin el cumplimiento de 
la acreditación del ingreso junto con la instancia, decaerá el derecho del aspirante 
a la admisión a las pruebas selectivas. En ningún caso la presentación y pago 
en la entidad colaboradora supondrá sustitución del trámite de presentación de la 
acreditación del mismo, en tiempo y forma, junto con la solicitud.

Los aspirantes que soliciten adaptación de tiempo y medios para la realización 
del ejercicio deberán aportar en el plazo de subsanación de solicitudes, informe 
emitido por la Unidad de valoración del órgano competente de las Comunidades 
Autónomas o del Estado, donde se especifique el porcentaje de discapacidad y la 
adaptación de tiempo y/o medios materiales que precisan para la realización, que 
no podrán desvirtuar el carácter de las mismas.

Una vez analizadas las necesidades específicas de cada uno de los aspirantes, 
el Tribunal Calificador adoptará las medidas precisas, en aquellos casos que 
resulte necesario, de forma que los solicitantes de adaptaciones de tiempo y/o 
medios gocen de similares condiciones para la realización del os ejercicios que 
resto de los participantes. La relación de adaptaciones concedidas y/o denegadas 
será hecha pública mediante anuncio en el Tablón de Edictos del Ayuntamiento de 
Molina de Segura y en la sede electrónica del mismo. 

Los aspirante no podrán solicitar ampliación de tiempo por “deficiencia 
intelectual” ya que éste ha sido ajustado a las adaptaciones de tiempos 
adicionales previsto en la Orden Pre/1822/2006, de 9 de junio.

Sexta: Admisión de aspirantes.

NPE: A-190422-1872



Página 10848Número 89	 Martes, 19 de abril de 2022

Para ser admitido al proceso selectivo bastará con que los aspirantes 
manifiesten en sus solicitudes que reúnen todos y cada uno de los requisitos 
exigidos en la base cuarta, referidos a la fecha de finalización del plazo de 
presentación de solicitudes. El cumplimiento de estos requisitos será acreditado 
mediante la presentación de los documentos correspondientes en la forma 
prevista en las presentes bases. 

Finalizado el plazo de presentación de solicitudes, el Sr. Alcalde-Presidente 
dictará Resolución en el plazo máximo de un mes declarando aprobada la lista 
provisional de aspirantes admitidos y excluidos, con indicación de las causas de 
exclusión. El plazo de un mes para dictar resolución podrá ser prorrogado por una 
sola vez por causas justificadas y previa resolución motivada. 

Los aspirantes excluidos expresamente, así como los que no figuren en 
la relación de admitidos ni en la de excluidos, dispondrán de un plazo único e 
improrrogable de diez días hábiles, contados a partir del siguiente al de la publicación 
de la resolución para subsanar el defecto que haya motivado su exclusión o su no 
inclusión expresa, en los términos del artículo 68 de la Ley 39/2015.

La lista se publicará en el Boletín Oficial de la Región de Murcia, en el Tablón 
de Edictos del Ayuntamiento de Molina de Segura y en su sede electrónica.

Quienes dentro del plazo señalado no subsanen los defectos justificando su 
derecho a ser admitidos, serán definitivamente excluidos del proceso selectivo.

Expirado el plazo de subsanación de defectos, el Sr. Alcalde-Presidente 
resolverá las reclamaciones formuladas y elevará a definitiva la lista provisional 
de aspirantes, publicándose en la forma prevista anteriormente. Dicha publicación 
servirá de notificación a efectos de impugnaciones y recursos y en ella se hará 
constar el día, hora y lugar en que habrá de realizarse el primer ejercicio de la 
selección. 

Los aspirantes que, dentro del plazo señalado, no subsanaran la exclusión 
o alegaran contra la omisión justificando su derecho a ser incluidos en la 
relación de admitidos, serán definitivamente excluidos de la realización de las 
pruebas.

Contra la Resolución aprobando la lista definitiva de admitidos y excluidos, 
que pone fin a la vía administrativa, podrá interponerse potestativamente recurso 
de reposición en el plazo de un mes a contar a partir del día siguiente a su 
publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia ante el mismo órgano que 
la ha dictado o bien directamente recurso contencioso administrativo en el plazo 
de dos meses a contar a partir del día siguiente al de su publicación en el Boletín 
Oficial de la Región de Murcia ante el órgano competente del orden jurisdiccional 
contencioso-administrativo de acuerdo con lo previsto en la Ley 39/2015 y 
en la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-
administrativa.

En todo caso, al objeto de evitar errores y, en el supuesto de producirse, 
posibilitar su subsanación en tiempo y forma, los aspirantes comprobarán no 
solo que no figuran recogidos en la relación de excluidos, sino, además, que sus 
nombres constan en la pertinente relación de admitidos.

Los errores de hecho se podrán subsanar en cualquier momento, de oficio o 
a petición del interesado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 109 de 
la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las 
Administraciones Públicas.
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En el supuesto de que por cualquier circunstancia excepcional se hubiese de 
modificar el lugar, la fecha o la hora de la celebración del primer ejercicio, deberá 
publicarse en el Boletín Oficial de la Región de Murcia.

Séptima: Tribunal.

El Tribunal calificador será nombrado por el Sr. Alcalde Presidente en 
el plazo de un mes desde la fecha de publicación de la lista provisional de 
admitidos y excluidos. Este plazo podrá ser prorrogado por una sola vez, por 
causas justificadas y previa resolución motivada. Estarán constituidos por un 
Presidente, un Secretario con voz y voto, y un mínimo de tres Vocales, así como 
sus correspondientes suplentes.

Todos los miembros del Tribunal deberán poseer titulación de igual nivel o 
superior a la exigida para el acceso a las plazas convocadas y ser funcionarios de 
carrera. 

El Tribunal podrá contar con el asesoramiento de especialistas para todas 
o algunas pruebas con voz pero sin voto. Asimismo, los Tribunales podrán 
valerse de personal auxiliar durante el desarrollo material de los ejercicios, cuya 
designación deberá comunicarse al órgano competente, que habrá de autorizar el 
número de personal auxiliar propuesto. 

El Tribunal no podrá constituirse por primera vez sin la concurrencia de la 
totalidad de sus miembros, ni en las sucesivas sin la asistencia al menos de 
la mitad de los mismos, titulares o suplentes indistintamente, siempre siendo 
necesaria la presencia del Presidente/a y Secretario/a.

El régimen jurídico aplicable al Tribunal se ajustará en todo momento 
a lo dispuesto para los Órganos colegiados en la legislación de procedimiento 
administrativo.

En caso de ausencia tanto del Presidente titular como del suplente, será 
sustituido por el miembro de Tribunal de más antigüedad y edad, por este orden.

El Tribunal resolverá, por mayoría de votos de sus miembros presentes en 
cada sesión, todas las dudas y propuestas que surjan para la aplicación de las 
normas contenidas en estas bases, y estará facultado para resolver las cuestiones 
que puedan suscitarse durante la realización de las pruebas, así como para 
adoptar las medidas necesarias que garanticen el debido orden en las mismas en 
todo lo no previsto en las bases. 

Los acuerdos del Tribunal podrán ser impugnados en los supuestos y en 
la forma establecida en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común. Los Tribunales continuarán constituidos hasta tanto 
se resuelvan las reclamaciones planteadas o las dudas que pueda suscitar el 
procedimiento selectivo.

Los miembros del Tribunal, los asesores especialistas y el personal auxiliar, 
en su caso, deberán abstenerse de formar parte del mismo cuando concurran 
en ellos circunstancias de las previstas en el artículo 23 y 24 de la ley 40/2015, 
de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, o hubiesen realizado 
tareas de preparación de aspirantes a pruebas selectivas de acceso a la misma o 
equivalente categoría a la que corresponden las plazas convocadas, en los cinco 
años anteriores a la publicación de la convocatoria de que se trate, e igualmente si 
hubieran colaborado durante ese período de algún modo con centros de preparación 
de opositores de la categoría a la que pertenezcan las plazas convocadas.
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En la sesión de constitución del Tribunal, el Presidente exigirá de los 
miembros del Tribunal declaración formal de no hallarse incursos en estas 
circunstancias. Esta declaración deberá ser también cumplimentada por los 
asesores especialistas y por el personal auxiliar.

Los aspirantes podrán recusar a los miembros de los Tribunales, a los 
asesores especialistas y al personal auxiliar cuando, a su juicio, concurra en ellos 
alguna o varias de las circunstancias señaladas anteriormente, siguiéndose para 
ello el procedimiento establecido en el artículo 23 y 24 de la ley 40/2015, de 1 de 
octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

Durante el desarrollo de las pruebas selectivas el Tribunal resolverá todas 
las dudas que pudieran surgir en la aplicación de las bases de la convocatoria, 
y adoptará los acuerdos que garantice el buen orden del proceso en lo no 
previsto expresamente en aquéllas. Las incidencias que puedan surgir respecto 
a la admisión de aspirantes en las sesiones de celebración de exámenes serán 
resueltas por el Tribunal quien dará traslado al órgano competente.

El Tribunal podrá requerir a los aspirantes, en cualquier momento del proceso, 
la documentación acreditativa de los requisitos exigidos en la convocatoria. En 
caso de constatarse que alguno de los aspirantes no reúne uno o varios de los 
requisitos, el Tribunal, previa audiencia al interesado, deberá emitir propuesta 
motivada de exclusión del proceso selectivo dirigida al órgano que hubiera 
aprobado la relación definitiva de aspirantes admitidos, comunicando, asimismo, 
las inexactitudes o falsedades formuladas por el aspirante en su solicitud de 
participación a los efectos pertinentes. Contra la Resolución de dicho órgano 
podrán interponerse los recursos administrativos que procedan.

Asimismo, si el Tribunal, durante el desarrollo del proceso selectivo, tuviera 
conocimiento o dudas fundadas de que alguno de los aspirantes carece de la 
capacidad funcional para el desempeño de las tareas y funciones habituales de la 
categoría objeto de la convocatoria, recabará informe preceptivo de los órganos 
técnicos competentes, el cual será evacuado en el plazo máximo de diez días y 
tendrá el carácter de determinante para resolver. De esta actuación se dará 
conocimiento al interesado al objeto de que pueda formular las alegaciones que 
estime oportunas. Si del contenido del dictamen se desprende que el aspirante 
carece de capacidad funcional, el Tribunal, previa audiencia del interesado, 
emitirá propuesta motivada de exclusión del proceso selectivo dirigida al órgano 
competente. Hasta que se dicte la oportuna Resolución por el órgano competente el 
aspirante podrá continuar participando condicionadamente en el proceso selectivo.

Las resoluciones del Tribunal vinculan a la Administración Municipal aunque 
ésta, en su caso, pueda proceder a su revisión conforme a lo previsto en el 
artículo 122.1 y siguientes de la Ley Procedimiento Administrativo, en cuyo 
caso habrán de practicarse de nuevo las pruebas o trámites afectados por las 
irregularidades.

El Tribunal quedará incluido en la categoría que corresponda al grupo de 
titulación al que pertenece la plaza convocada, conforme a lo preceptuado en el 
artículo 30 del Real Decreto 462/2002, de 24 de mayo, sobre indemnizaciones 
por razón del servicio.

Octava: Sistema de selección.

El proceso selectivo se realizará a través del sistema de oposición. 

La oposición consistirá en la realización de un único ejercicio consistente en 
un cuestionario de 40 preguntas referidas al temario que consta en el Anexo I de 
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la presente convocatoria. Cada pregunta contará con tres respuestas alternativas, 
de las cuales sólo una será la correcta. La duración del ejercicio será de 2 horas. 
No penalizará las respuestas erróneas. Las respuestas en blanco no tendrán 
valoración. 

Al final del cuestionario de examen figurarán 4 preguntas de reserva a fin de 
sustituir sucesivamente, según el orden en el que se presenten en el cuestionario, 
aquellas que pudieran ser objeto de anulación por el Tribunal. 

El Tribunal arbitrará medidas para garantizar el anonimato de los aspirantes.

Los aspirantes serán convocados para el ejercicio de la oposición en 
llamamiento único aunque el mismo haya de dividirse en varias sesiones, 
debiendo asistir los aspirantes a la sesión a la que hayan sido convocados. Serán 
excluidos del proceso selectivo quienes no comparezcan, salvo en los supuestos 
alegados y justificados con anterioridad a la celebración del ejercicio, debiendo el 
Tribunal adoptar resolución motivada a tal efecto, se consideran casos de fuerza 
mayor los accidentes de tráfico, incendios, partos o fallecimiento de familiar de 
primer grado de consanguinidad siendo estos debidamente justificados el día 
del llamamiento. La no presentación de un aspirante al ejercicio obligatorio en 
el momento de ser llamado determinará automáticamente el decaimiento de 
su derecho a participar en el mismo, quedando excluido en consecuencia del 
procedimiento selectivo.

Si alguna de las aspirantes no pudiera completar el proceso selectivo a 
causa de embarazo de riesgo o parto debidamente acreditados o causa mayor 
debidamente acreditada, su situación quedará condicionada a la finalización 
del mismo y a la superación de las fases que hubieran quedado aplazadas, no 
pudiendo demorarse éstas de manera que se menoscabe el derecho del resto de 
los aspirantes a una resolución del proceso ajustada a tiempos razonables, lo que 
deberá ser valorado por el Tribunal, y en todo caso la realización de las mismas 
tendrá lugar antes de la publicación de la lista de aspirantes que han superado el 
proceso selectivo.

El orden de actuación de los opositores se iniciará alfabéticamente por 
la letra “V” resultante del sorteo realizado por la Secretaría de Estado para la 
Administración Pública a que se refiere el artículo 17 del Reglamento General 
de Ingreso del Personal al Servicio de la Administración General del Estado y 
de Provisión de Puestos de Trabajo y Promoción Profesional de los Funcionarios 
Civiles de la Administración General del Estado aprobado por Real Decreto 
364/1995, de 1O de marzo para el ejercicio 2021. En el supuesto de que no 
exista ningún aspirante cuyo primer apellido comience por la letra “V”, el orden 
de actuación se iniciará por aquellos cuyo primer apellido comience por la letra 
“W”, y así sucesivamente.

Concluido el ejercicio, el Tribunal hará pública, en el Tablón de Edictos del 
Ayuntamiento de Molina de Segura y en la sede electrónica del mismo la relación 
de aspirantes que hayan superado el mismo, con indicación de la puntuación 
obtenida. Dicha publicación se efectuará en el plazo máximo de un mes, 
que podrá ser prorrogado, por una sola vez, por causas justificadas y previa 
resolución motivada.

Novena.- Calificación del ejercicio de la oposición. 

El ejercicio de la oposición será obligatorio y eliminatorio y será calificado de 
la siguiente manera:
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Cada pregunta que haya sido respondida correctamente se valorará con 
0,25 puntos. Las respuestas erróneas no tendrán penalización. Las preguntas no 
contestadas (en blanco) no tendrán valoración.

El ejercicio será valorado de 0 a 10 puntos, siendo necesario para superarlo 
alcanzar el 50% de la media aritmética de la puntuación lograda por el 10% de 
los candidatos que hubiesen alcanzado mayor puntuación.

Para la obtención de esa cifra se seguirán las siguientes 

Para la obtención de esta cifra, se seguirán las siguientes reglas:

a) Si la cifra que corresponda al 10% de los candidatos con mayor puntuación 
incluyese algún decimal, se redondeará al alza hasta el siguiente número entero.

b) A continuación se sumará la puntuación alcanzada por cada uno de los 
miembros de este colectivo.

c) Tras ello, el resultado de esta suma será dividido entre el número de 
participantes que se hubiese tomado como referencia en los términos previstos 
en el apartado a).

d) Finalmente, la cifra resultante de estas operaciones será multiplicada por 
0,50 obteniéndose así el 50% de la media aritmética de la puntuación alcanzada 
por el 10% de los candidatos con mayor puntuación.

e) Para alcanzar el aprobado será preciso obtener una puntuación igual o 
superior a la prevista en el apartado d).

f) En el caso de que el número de aspirantes sea menor de 10 y mayor de 2, 
se sustituirá la regla de la media aritmética, por el 50% de la nota más alta.

g) En el caso de que el número de aspirantes sea igual o inferior a dos, se 
considerará aprobados aquellos aspirantes cuyo número de respuestas acertadas, 
sea superior al 40% del total de preguntas.

Décima: Calificación definitiva del proceso selectivo.

La calificación definitiva del proceso de selección estará determinada por la 
puntuación obtenida en el ejercicio de la oposición. 

En caso de empate, para determinar el orden de los aspirantes se procederá 
a realizar sorteo público de la letra a partir de la cual se establecerá el orden de 
prelación. 

Undécima: Lista de aprobados.

Finalizado el proceso de selección, el Tribunal publicará en el Tablón de 
Edictos del Ayuntamiento en el plazo máximo de un mes la relación de aprobados 
por el orden de puntuación alcanzado. Dicho plazo podrá ser prorrogado por 
causas justificadas y previa Resolución motivada. 

Simultáneamente a su publicación en dicho Tablón, el Tribunal elevará la 
relación expresada al titular del órgano competente y se publicará en la sede 
electrónica del Ayuntamiento de Molina de Segura.

El Tribunal no podrá declarar que ha superado la pruebas selectiva un número 
superior de aspirantes al de plazas convocadas. No obstante lo anterior, siempre 
que el Tribunal haya propuesto el nombramiento de igual número de aspirantes 
que el de plazas convocadas, y con el fin de asegurar la cobertura de las mismas, 
cuando se produzcan renuncias de los aspirantes seleccionados o cuando de 
la documentación aportada por los aspirantes se deduzca que no cumplen los 
requisitos exigidos o por circunstancias sobrevenidas se deduzca la imposibilidad 
de incorporación de alguno de los aspirantes, antes de su nombramiento o 
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toma de posesión, el órgano competente podrá requerir del Tribunal relación 
complementaria de los aspirantes que sigan a los propuestos para su posible 
nombramiento como funcionarios de carrera.

El acto que ponga fin al procedimiento selectivo deberá ser motivado. La 
motivación de los actos del Tribunal dictados en virtud de discrecionalidad técnica 
en el desarrollo de su cometido de valoración, estará referida al cumplimiento de 
las normas reglamentarias y de las bases de la convocatoria.

Duodécima: Presentación de documentos.

El aspirante propuesto presentará en el plazo de veinte días naturales, 
contados a partir del siguiente en que se haga pública en el Tablón de Edictos la 
relación de aprobados los documentos, originales o debidamente compulsados, 
acreditativos de reunir las condiciones de capacidad y demás requisitos exigidos 
en la convocatoria de que se trate.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 23.2 del Reglamento General de 
Ingreso del Personal al Servicio de la Administración General del Estado y de 
Provisión de Puestos de Trabajo y Promoción Profesional de los funcionarios 
Civiles de la Administración General del Estado, si dentro del plazo indicado en 
el apartado anterior y salvo los casos de fuerza mayor el aspirante propuesto 
no presentase la documentación exigida en las bases de la convocatoria o 
del examen de la misma se dedujese que carece de alguno de los requisitos 
exigidos por las mismas no podrá ser nombrado funcionario de carrera, quedando 
anuladas todas sus actuaciones, sin perjuicio de la responsabilidad en la que 
pudiera haber incurrido por falsedad en sus solicitudes de participación.

Decimotercera: Nombramiento como funcionario de carrera. 

Concluido el proceso selectivo, el aspirante que lo hubiera superado y aporte 
la documentación acreditativa del cumplimiento de los requisitos exigidos en la 
convocatoria, será nombrado funcionario de carrera en el plazo máximo de dos 
meses desde la publicación de la relación de aprobados en el Tablón de Edictos 
y en la sede electrónica del Ayuntamiento de Molina de Segura, debiendo tomar 
posesión en el plazo máximo de treinta días naturales a contar desde el día 
siguiente a la notificación de la resolución de nombramiento.

El nombramiento se publicará en el Boletín Oficial de la Región de Murcia.

Decimocuarta: Comunicaciones e incidencias.

La publicación de todos los actos y acuerdos que se dicten en desarrollo 
de cada proceso selectivo, se realizará a través del Tablón de Edictos del 
Ayuntamiento de Molina de Segura y en su sede electrónica.

Los aspirantes podrán dirigir al órgano competente las comunicaciones sobre 
incidencias relativas a la actuación del Tribunal, así como las reclamaciones, 
quejas, peticiones o sugerencias sobre el proceso selectivo.

Decimoquinta: Lista de espera para funcionarios interinos. 

Una vez finalizado el proceso selectivo se formará una lista de espera, a 
efectos de su posible nombramiento como funcionarios interinos, con aquellos 
aspirantes que hayan superado el proceso selectivo sin haber obtenido plaza. Los 
aspirantes que no deseen formar parte de la lista de espera deberán presentar 
escrito de renuncia.

A estos efectos, una vez publicada la Resolución de nombramiento del 
funcionario que haya superado el proceso selectivo, el órgano competente 
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publicará en el plazo máximo de un mes la relación de aspirantes que deban 
integrar la correspondiente lista de espera ordenados por puntuación. Dicho 
plazo podrá ser prorrogado, por una sola vez, por causas justificadas y previa 
resolución motivada. 

La lista de espera resultante de este proceso selectivo tendrá la duración y se 
regirá en su funcionamiento por lo establecido en el Acuerdo de Condiciones para 
los Empleados del Ayuntamiento de Molina de Segura. 

La lista de espera resultante de cada proceso se publicará en el Tablón de 
Edictos del Ayuntamiento de Molina de Segura y en su sede electrónica.

Decimosexta: Incidencias e impugnación.

El Tribunal queda facultado para resolver las dudas que se presenten y 
adoptar los acuerdos necesarios para el buen orden de las pruebas selectivas 
en todo lo no previsto en las Bases específicas de cada convocatoria y siempre 
que no se oponga a las mismas, de acuerdo con lo establecido en la legislación 
vigente.

Si el Tribunal tiene conocimiento en cualquier momento del proceso selectivo 
de que alguno de los aspirantes no cumple uno o varios de los requisitos 
exigidos por la convocatoria, previa audiencia del interesado, deberá proponer su 
exclusión al Sr. Alcalde Presidente, haciendo constar las causas que justifiquen la 
propuesta.

En lo no previsto en estas bases específicas, se estará a lo dispuesto en las 
bases generales aprobadas por la Junta de Gobierno Local el 27 de diciembre de 
2018 y publicadas en el BORM el 5 de febrero de 2019, así como en las normas 
legales de aplicación, quedando además facultado el Tribunal para resolver 
o adoptar los acuerdos pertinentes respecto de las dudas, empates, orden y 
tramitación respecto del presente procedimientos selectivo.

Decimoséptima: Datos de carácter personal.

El tratamiento de la información se ajustará a lo establecido en la Ley 
Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía 
de los derechos digitales, y en el Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales y a la 
libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva 95/46/CE 
(Reglamento general de protección de datos), así como la Ley 39/2015, de 1 
de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas y la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector 
Público y demás disposiciones que resulten de aplicación.

Los datos personales recogidos en la solicitud de admisión serán tratados 
con la finalidad de la gestión de las pruebas selectivas y las comunicaciones 
necesarias para ello y del análisis y estudio de los datos relativos a estos procesos 
selectivos.

El nombre, apellidos y número del documento de identidad se publicarán 
respetando la anonimización exigida en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre, Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales. 

El Ayuntamiento de Molina de Segura es responsable del tratamiento de esos 
datos y publica su política de protección de datos en https//sedeelectronica.
molinadesegura.es
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Los derechos de protección de datos de los solicitantes se podrán ejercer 
dirigiéndose al responsable del tratamiento por vía electrónica a través de la sede 
electrónica del Ayuntamiento de Molina de Segura o presencialmente a través de 
la red de oficinas de asistencia en materia de registros.

En caso de incumplimiento del responsable del tratamiento, los 
interesados podrán reclamar ante la Agencia Española de Protección de Datos 
(AEPD), www.aepd.es.

El tratamiento de los datos personales se llevará a cabo según lo establecido 
en la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales 
y garantía de los derechos digitales.

Decimoctava: Recursos.

Las presentes bases podrán ser impugnadas por los interesados/as 
mediante, recurso potestativo de reposición, ante al Sr. Alcalde Presidente 
en el plazo de un mes, a contar desde el siguiente al de la publicación de la 
convocatoria en el Boletín Oficial de la Región de Murcia, según disponen los 
artículos 112, 123 y 124 de la Ley 39/2015, y, en su caso, contra la Resolución 
expresa o presunta del mismo, podrán interponer en su momento el oportuno 
recurso contencioso-administrativo.

Asimismo, contra la presente convocatoria se podrá interponer recurso 
contencioso-administrativo directamente, en el plazo de dos meses, a contar 
desde el siguiente a la publicación de la convocatoria en los medios expresados 
en el anterior párrafo, ante los Juzgados de lo Contencioso Administrativo que 
corresponda de los de Murcia, de conformidad con lo previsto en los artículos 
8, 25 y 46 de la Ley 29/1998, de 13 de Julio, Reguladora de la Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa.

Los demás actos administrativos que se deriven de la presente convocatoria, 
y de la actuación del Tribunal podrán ser impugnados por los interesados en los 
casos y forma previstos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas.
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Anexo I

Temario

Tema 1. Control de acceso, identificación, información, atención y recepción 
del personal visitante. El artículo 13 de la Ley 39/2015.

Tema 2. La correspondencia. Concepto de franqueo. Depósito, entrega, 
recogida y distribución de correspondencia. 

Tema 3. Tareas elementales que se tienen que realizar para el control y 
vigilancia de los Centros de trabajo.

Tema 4. Reproducción en equipos de reprografía.

Tema 5. Realización de recados oficiales dentro y fuera del Centro de trabajo.

Tema 6. Información de anomalías o incidencias en el Centro de trabajo.

Tema 7. La igualdad en la Administración Pública.

Tema 8. La prevención de los riesgos laborales: conceptos básicos. Derechos 
y obligaciones de empresarios y trabajadores en materia de prevención de 
riesgos laborales. El Comité de Seguridad y Salud.

Molina de Segura, 24 de marzo de 2022.—El Alcalde, Eliseo García Cantó.
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www.borm.es 
D.L. MU-395/1985 - ISSN: 1989-1474

Anexo II

DECLARACIÓN RESPONSABLE

Este documento sirve para acreditar la coincidencia de las copias que se 
aportan con los originales o copias verificables de documentos electrónicos 
que obran en poder del interesado teniendo la misma eficacia que la compulsa. 
Artículo 69 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas.

D./D.ª

Con D.N.I./N.I.E.:

DECLARO: Que las copias de los documentos que presenta junto con la 
solicitud de participación en el proceso selectivo para la provisión de una plaza de 
Conserje por el turno de discapacidad intelectual, coinciden con los originales que 
obran en mi poder.

En ________________________, a ______ de ________________
de_________

Firmado,

Si usted lo desea, puede realizar la declaración responsable numerada y 
relacionando las copias que adjunta.

1.

2.

3.

4.

5.

6.

NPE: A-190422-1872



Página 10858Número 89	 Martes, 19 de abril de 2022

IV. Administración Local

Molina de Segura

1873	 Lista provisional de aspirantes admitidos y excluidos del proceso 
selectivo para la provisión, mediante concurso libre, de una 
plaza de Técnico Deportivo de la plantilla de personal laboral fijo 
del Ayuntamiento de Molina de Segura, en el marco del proceso 
extraordinario de estabilización de empleo temporal.

Finalizado el plazo de presentación de instancias para la provisión, mediante 
el sistema de concurso libre, de una plaza de Técnico Deportivo, clasificación 
personal laboral fijo, grupo C, subgrupo C1, grupo de cotización 5, código de 
plaza PZ0090.0012, cuyas bases que han de regir la convocatoria han sido 
publicadas en el B.O.R.M. n.º 214, de 15 de septiembre de 2021, y un extracto 
de la misma en el B.O.E. n.º 20, de 24 de enero de 2022, de este Ayuntamiento 
en el marco del proceso extraordinario de estabilización de empleo temporal, esta 
Alcaldía.

Resuelve:

Primero.- Aprobar la lista provisional de los aspirantes admitidos y excluidos 
a las pruebas selectivas, siendo los siguientes:

Admitidos
Apellidos y nombre DNIC

Conesa Martínez, Félix **5928**

García Torrecilla, Juan Luis **7705**

López Alacid, Yolanda **1968**

Lozano García, Daniel **5140**

Yepes Nicolás, Francisco José **3034**

Excluidos

Exclusión n.º 1: Titulación académica oficial requerida en la convocatoria

Exclusión n.º 2: Declaración responsable firmada.

Exclusión n.º 3: Fotocopia simple del documento nacional de identidad o 
pasaporte en vigor.

Exclusión n.º 4: Resguardo acreditativo de haber hecho efectivo los derechos 
de examen.

Exclusión n.º 5: Modelo de instancia obligatorio facilitado por el Ayuntamiento 
de Molina de Segura.
Apellidos y nombre DNIC CAUSA DE EXCLUSIÓN

Aguirre Amante, José Manuel **5068** 2

Campoy Ruiz, María Consuelo **6128** 3

Egea Álvarez, María de los Milagros **5025** 2

Fernández López-Fuensalida, Sergio **5215** 2

Fernández Sánchez, Antonio Javier **3610** 1,2

Gil Tomás, Juan Manuel **4377** 2,3

Gómez Garres, Alejandro **4612** 2

Guardiola Villarino, María **4620** 2

Herrero Carrasco, Ruben **4277**  1,2,3,4,5

Martínez Molina, Ángel **1675** 2

Navarro Enriquez, Juan Francisco **6314** 2
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Segundo.- Designar a los miembros del Tribunal Calificador, cuya 
composición es la siguiente:

Presidente/a

Titular	 Armando Ortiz Ortiz

Suplente	 Francisco José Medina Ibáñez

Secretario/a

Titular	 Rosa María Vélez López

Suplente	 M.ª Consuelo Palazón Nicolás

Vocales

Titular	 Ginés Pérez Iniesta

Suplente	 Juan Carlos Cano Bermejo

Titular	 Pilar Martínez Carbonell

Suplente	 Raquel Gálvez Martín

Titular	 Manuel Vicente Mondéjar

Suplente	 José Beltrán García 

Los interesados podrán recusar a los miembros del Tribunal en el caso de que 
consideren que concurren en ellos alguna de las causas establecidas en el artículo 23 
de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de régimen jurídico del sector público.

Molina de Segura, 24 de marzo de 2022.—El Alcalde, Eliseo García Cantó.
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IV. Administración Local

Molina de Segura

1874	 Lista definitiva de aspirantes admitidos y excluidos del proceso 
selectivo para la provisión, mediante el sistema de concurso 
libre, de cuatro plazas de Conserje.

Finalizado el plazo de presentación de reclamaciones y subsanación de 
defectos para la provisión, mediante el sistema de concurso libre, de cuatro plazas 
de Conserje, perteneciente a la escala de Administración General, Subescala 
Subalterna, código de plazas PZ0018.0006, PZ0018.0008, PZ0018.0009, 
PZ0018.0011, cuyas bases que han de regir la convocatoria han sido publicadas 
en el B.O.R.M. nº 209, de 9 de septiembre de 2021, y un extracto de la misma en 
el B.O.E. n.º 253, de 22 de octubre de 2021, de este Ayuntamiento en el marco 
del proceso de estabilización de empleo temporal, esta Alcaldía 

Resuelve:

Primero.- Aprobar la lista definitiva de los aspirantes admitidos y excluidos 
a las pruebas selectivas, siendo los siguientes:

Admitidos

Apellidos y nombre D.N.I.C.

Alacid Fernández, Juan Carlos **4851**

Amador Mazuelas, César **8582**

Aracil Aracil, Isabel **4684**

Ayala Vidal, Carmen **1653**

Bobis Porras, Gabriel **6845**

Bolarín Martínez, María José **9718**

Botella Sánchez, Laura **2732**

Buendía Molina, Magalí **5119**

Bueno Motos, Jordi **6421**

Candel Hita, Pedro Manuel **0139**

Carbonell Cerezo, José Felix **7638**

Caro Fernández, Marta María **2201**

Carrillo Martínez, Soledad **2180**

Contreras Sánchez, Manuel **1729**

Dorsa, Modestas **1258**

Espinosa Latorre, Alejandro **4265**

Ferreras Marrón, Felipe **6687**

Galeote Herraiz, Ana María **2538**

García Álvarez, María Encarnación **6499**

García Avilés, José Miguel **1535**

García Hernández, Juan de Dios **1825**

García Jaén, Francisco **4433**

García Martínez, Antonio José **2372**

García Onieva, José Francisco **2657**

González Rodríguez, Luis **2868**

Hernández Martínez, María Dolores **0074**

Hernández Membrilla, Ángel Gabriel **1762**

Javaloy Mateo, José Antonio **0882**

Juzgado Pineda, Julio César **7791**

Kamusi, Víctor **8313**

Liza Sánchez, Luis **0181**

López Galián, Antonio **2480**
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Apellidos y nombre D.N.I.C.

López Garrido, Francisco **6320**

López Martínez, Antonio **1944**

López Rex, Antonio **1830**

López Vidal, José Antonio **6573**

Lozano Ayllón, Francisco **4373**

Lozano Pérez, Cayetano **5826**

Lozano Quintana, Rosa María **6930**

Madrid Osete, Florentina María **7465**

Madrid Soler, Ismael **9733**

Manzano Hernández, José **4050**

Mármol Ríos, Catalina **6393**

Marquina Sánchez, Francisco José **1605**

Marquina Sánchez, Jesús **8930**

Martínez Bernal, José Manuel **6038**

Martínez Carrillo, David **1810**

Martínez Paco, Mari Huertas **3597**

Martínez Saorín, Abel **9838**

Martínez Vico, Cristina Antonia **1769**

Mellado Miñano, Liliana **1047**

Morales Hernández, José Antonio **7651**

Morales Ibáñez, Domingo Francisco **7116**

Moreno Espinosa, Román **1512**

Muñoz Fernández, Marta **5467**

Navarro Sancho, Ignacio **7133**

Pérez Merino, José Antonio **3006**

Pérez Pérez, María Ángeles **6257**

Pérez Vidal, José Gabriel **5173**

Perona Arce, Andrés **5926**

Piñero Luján, Amparo **9727**

Proaño González, Katteryn del Cisne **6639**

Rodríguez Gomariz, José Miguel **2181**

Romero Aniorte, Manuel José **1614**

Rubira Herrero, Antonio **8212**

Ruiz Galiano, Miguel Ángel **1249**

Ruiz Lorca, Vicente **5772**

Ruiz Ortíz, Alfredo **6375**

Sala Puche, Patricio **0496**

Sánchez Manresa, José Francisco **0896**

Sandoval Galbarro, José María **1900**

Vivancos Ferrer, Demetrio **7642**

Yuste Marín, Jorge **1157**

Zapata Gutiérrez, Josué Mauricio **9787**

Excluidos

Causa de exclusión n.º 1: Falta declaración jurada firmada especificada en las Bases específicas

Causa de exclusión n.º 2: Falta D.N.I.

Causa de exclusión n.º 3: Titulación exigida en las Bases 

Causa de exclusión n.º 4: Solicitud fuera de plazo

Causa de exclusión n.º 6: Justificación pago derechos de examen

Causa de exclusión n.º 7: Falta carnet de familia numerosa

Apellidos y nombre D.N.I.C. Causas de exclusión

Andreu González, Lidia **5107** 1

Baeza García, José Ramón **1334** 1

Balde, Ibrahima **4419** 1

Balibrea Martínez, Rosa Ana **9135** 1

Balsalobre García, Mónica **1802** 1

Beltrán Mármol, Blas Vicente **5735** 1 y 3

Casas Garrido, Antonio **7171** 4
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Apellidos y nombre D.N.I.C. Causas de exclusión

De Andrés Serrano, David **0090** 1

García González, Ana Belén **0263** 1

Guerrero Miñarro, Antonio **6084** 1

Gutiérrez García, David **2862** 1

Martínez Cánovas, Pedro Antonio **7973** 1

Muñoz Ibañez, Josefa **6704** 1

Muñoz Ibañez, María Pilar **8348** 1

Quiñones Martínez, Ana Rosa **3307** 3

Riquelme Riquelme, María Ángeles **8710** 1

Roca Arróniz, Pedro **4867** 1

Solana Pérez, Luis **9518** 2

Tomás Navarro, María José **1657** 1

Torrano Álvarez, Encarnación **6556** 3

Triviño Guirado, Oscar **8944** 1

Molina de Segura, 21 de marzo de 2022.—El Alcalde, Eliseo García Cantó.
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IV. Administración Local

Murcia

1875	 Modificación en régimen de dedicación de miembro de la 
Corporación Municipal por el grupo Podemos-Equo.

Por decreto de la Alcaldía de 24 de marzo de 2022 se ha resuelto lo siguiente:

“De conformidad con los acuerdos de Pleno de fecha 1 de julio de 2019 y 
26 de abril de 2021, sobre el régimen de dedicaciones y retribuciones de los 
miembros de la Corporación Local, así como lo dispuesto en el art. 75 de la Ley 
7/1985, reguladora de las Bases de Régimen Local y demás normativa vigente, 
visto el escrito presentado por el Grupo Podemos-Equo, y correspondiendo a esta 
Alcaldía resolver la adscripción de los miembros de la Corporación al régimen 
previsto en el citado acuerdo, vengo en resolver:

Primero. Dejar sin efecto la adscripción de doña Clara M.ª Martínez Baeza, 
con DNI 4*.5*0.*7*-J, según decreto de Alcaldía de fecha 9 de julio de 2021, al 
régimen de dedicación exclusiva sin delegación de competencias y adscribirla al 
régimen de dedicación parcial sin delegación de competencias.

Segundo. Efectos.

El presente Decreto surtirá efectos a partir del día de la fecha sin perjuicio de 
su preceptiva publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia.” 

Murcia, 28 de marzo de 2022.—El Secretario General del Pleno, Antonio 
Marín Pérez.
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IV. Administración Local

Murcia

1876	 Aprobación inicial de la ordenanza reguladora de las bases 
específicas para la realización del Certamen Internacional de 
Novela Breve de Murcia “Ramón Gaya”.

El Pleno de este Ayuntamiento, en sesión celebrada el 31 de marzo de 2022 
aprobó inicialmente la ordenanza reguladora de las bases específicas para la 
realización del Certamen Internacional de Novela Breve de Murcia “Ramón Gaya”. 

En consecuencia, se abre un período de información pública para 
reclamaciones y sugerencias por plazo de treinta días, según lo preceptuado en 
los artículos 49 y 70.2 de la Ley 7/1985, durante el cual podrá ser examinado 
el expediente en el Servicio de Cultura sito en Palacio El Almudí, Plano de 
San Francisco, 8, C.P. 30.004, Murcia, y el texto de la ordenanza en el tablón 
de anuncios de la sede electrónica de este Ayuntamiento y presentar las 
reclamaciones o sugerencias que estimen convenientes.

Murcia a 4 de abril de 2022.—El Secretario General del Pleno, Antonio Marín 
Pérez.
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IV. Administración Local

Murcia

1877	 Aprobación definitiva de expte. 2022/CE01 de crédito 
extraordinario.

A efectos de lo dispuesto en el artículo 177.2 del R.D. Legislativo 2/2004, 
de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley Reguladora 
de las Haciendas Locales, en relación con el artículo 169.1 de la misma Ley, se 
hace público para general conocimiento que esta Corporación en sesión plenaria 
celebrada el 24 de febrero de 2022 adoptó acuerdo inicial, que ha resultado 
definitivo al no haberse presentado reclamaciones contra el mismo, de aprobar el 
expediente de modificación presupuestaria siguiente:

- Expte. 2022/CE01 de crédito extraordinario, por cuantía de 4.044.347,64 
euros, destinado a dotar de crédito y financiación determinados gastos de 
inversión, con cargo a bajas por anulación de créditos de otras partidas no 
comprometidas financiadas en ejercicios anteriores. Todas las bajas y altas 
afectan al capítulo VI, del Estado de Gastos.

Contra la aprobación definitiva, podrá interponerse directamente recurso 
contencioso-administrativo en el plazo de dos meses contados desde el día 
siguiente al de la presente publicación en el B.O.R.M., de acuerdo con lo señalado 
en el artículo 46 de la Ley 29/1998, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 171.1 del RDL 
2/2004 citado anteriormente.

Murcia, 6 de abril de 2022.—El Secretario General del Pleno, Antonio Marín 
Pérez.
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IV. Administración Local

San Javier

1878	 Aprobación inicial de suplemento de crédito 1/2022.

Aprobado inicialmente por el Ayuntamiento Pleno, en sesión ordinaria 
celebrada el día 12 de abril de 2022, el expediente de concesión de suplemento 
de crédito número 1/22, se expone al público, previo anuncio en el Boletín 
Oficial de la Región de Murcia, por plazo de 15 días, durante los cuales podrán 
los interesados examinarlo y presentar las reclamaciones que consideren 
oportunas ante el Pleno. Transcurrido dicho plazo, si no se hubiesen presentado 
reclamaciones, se considerará definitivamente aprobado, no entrando en vigor 
hasta su publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia.

En San Javier, 13 de abril de 2022.—El Alcalde, José Miguel Luengo Gallego.
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IV. Administración Local

Torre Pacheco

1879	 Edicto de creación de la Oficina de Supervisión de Proyectos del 
Ayuntamiento de Torre Pacheco.

Por Resolución del Alcalde-Presidente de fecha 30-03-2022, se aprueba la 
creación de la Oficina de Supervisión de Proyectos del Ayuntamiento de Torre-
Pacheco.

La Oficina de Supervisión de Proyectos ejercerá las siguientes Funciones 
(artículo 235 de la Ley 9/2017, de 8-11, de Contratos del Sector Público y art. 
136 RGLCAP): 

- Emisión preceptiva de informe de supervisión de proyectos de obras de 
presupuesto de ejecución por contrata igual o superior a 500.000 €, IVA excluido 
y de Proyectos de obras que definan trabajos que afecten a la estabilidad, 
seguridad o estanqueidad de la obra. 

- Verificar que se han tenido en cuenta las disposiciones generales de 
carácter legal o reglamentario, así como la normativa técnica, que resulten de 
aplicación para cada tipo de proyecto. 

- Proponer al órgano de contratación criterios y orientaciones de carácter 
técnico para su inclusión, en su caso, en la norma o instrucción correspondiente. 

- Examinar que los precios de los materiales y de las unidades de obra son 
los adecuados para la ejecución del contrato de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 101.2 de la Ley 9/2017. 

- Verificar que el proyecto contiene el estudio de seguridad y salud o, el 
estudio básico de seguridad y salud, según proceda. 

- Examinar los estudios informativos, anteproyectos y proyectos de obra 
de su competencia, así como las modificaciones de los mismos recabando las 
aclaraciones, ampliaciones de datos, estudios o, rectificaciones que crean 
oportunas y exigiendo la subsanación de los defectos observados. 

La Oficina de Supervisión de Proyectos estará integrada por los 1siguientes 
miembros: 

a) Arquitecta municipal: Teresa Talaya Tévar. 

b) Arquitecta municipal: Antonia García Muñoz. 

c) Arquitecto técnico municipal: Policarpo Sánchez Manzanares. 

d) Ingeniero técnico municipal: Mariano José Sánchez Lozano. 

e) Ingeniero técnico municipal: Pio Montoya Martínez. 

En Torre Pacheco, a 1 de abril de 2022.—El Alcalde-Presidente, Antonio León 
Garre.
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IV. Administración Local

Torre Pacheco

1880	 Anuncio para la concesión demanial del edificio Centro de Día de 
Balsicas para la prestación de los “Servicios de centro de día y 
centro de personas mayores”.

1.- Entidad adjudicadora.

a. Organismo: Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de Torre Pacheco 

b. Dependencia que tramita el expediente: Negociado de Patrimonio.

c. Número de expediente: 2021/14136A

2.- Objeto.

Concesión demanial de uso privativo del bien de dominio público Centro de 
mayores y centro de día de Balsicas, sito en C/ Manuel Pícolo, 1, de Balsicas, con 
una superficie de 872’30 m² y un valor de 629.810,72 €.

3.- Duración.

20 años, prorrogables por 10 años más, hasta un máximo de 30 años en total.

4.- Tramitación y procedimiento.

Tramitación: ordinaria.

Procedimiento: Abierto, con varios criterios de adjudicación.

5.- Canon anual mínimo.

31.490,54 €, al alza.

6.- Garantía provisional.

12.596,21 euros, correspondiente al 2 por 100 del valor del dominio público 
objeto de ocupación.

7.- Garantía definitiva.

3 por 100 del valor del dominio público ocupado

8.- Obtención de documentación e información.

Ayuntamiento de Torre Pacheco. Negociado de Contratación. Plaza Alcalde 
Pedro Jiménez, 1, 30700 Torre Pacheco. Teléfono: 968 57 71 08. 

Mail: contratacion@torrepacheco.es

9.- Formalidades del procedimiento abierto.

Establecidas en el pliego de cláusulas técnicas, jurídicas y económico-
administrativas.

10.- Presentación de ofertas.

Las ofertas se presentarán en el plazo de los 30 días naturales contados 
desde la publicación del anuncio en la Plataforma de Contratación del Sector 
Público, que coincidirá con la publicación en el Boletín Oficial de la Región de 
Murcia, tramitándose el resto del procedimiento exclusivamente a través de esta 
plataforma, teniendo en consecuencia la licitación carácter electrónico.

11.- Gastos de anuncios.

Por cuenta del adjudicatario.

NPE: A-190422-1880
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12.- Documentación del expediente.

Toda la documentación relativa al expediente de contratación se encuentra 
en el Perfil del Contratante de la Junta de Gobierno Local del Ayuntamiento de 
Torre Pacheco, https://contrataciondelestado.es/wps/poc?uri=deeplink:perfilCon
tratante&idBp=u2ZTKvV9F1oBPRBxZ 4nJ%2Fg%3D%3D 

Torre Pacheco, 8 de abril de 2022.—El Alcalde, Antonio León Garre.

NPE: A-190422-1880
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IV. Administración Local

Yecla

1881	 Aprobación provisional de la ordenanza fiscal n.º 6, reguladora 
del impuesto sobre incremento del valor de los terrenos de 
naturaleza urbana.

María Remedios Lajara Domínguez, Alcaldesa-Presidenta del Excmo. 
Ayuntamiento de Yecla, hago saber que:

El Ayuntamiento Pleno en sesión del día 4 de abril de 2022, adoptó el 
siguiente acuerdo:

Aprobar provisionalmente la nueva Ordenanza Fiscal N.º 6, Reguladora del 
Impuesto sobre incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana.

De conformidad con lo establecido por el artículo 17 del Real Decreto 
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales y 49 de la Ley 7/ 85 reguladora de las 
Bases de Régimen Local, quedan el expediente expuesto al público por plazo de 
treinta días dentro de los cuales los interesados podrán examinarlos y presentar 
las reclamaciones y sugerencias que estimen oportunas, en el siguiente enlace: 
https://yecla.sedipualba.es/segex/expediente.aspx?id=607454

Finalizado el plazo de exposición al público sin que se hubieran presentado 
reclamaciones, se entenderá definitivamente adoptado el acuerdo hasta entonces 
provisional.

En Yecla, a 5 de abril de 2022.—La Alcaldesa, M.ª Remedios Lajara Domínguez.
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	2877/2022	Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de Águilas para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio par
	2878/2022	Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social y el Ayuntamiento de Lorca para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio para 
	2879/2022	Convenio de colaboración entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción social y el Ayuntamiento de Totana para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a domicilio para
	2880/2022	Convenio de colaboración a suscribir entre la comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de Archena, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a
	2881/2022	Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de Aledo, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a d
	2882/2022	Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de Alhama de Murcia, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio d
	2883/2022	Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de Blanca, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a 
	2884/2022	Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de Lorquí, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de ayuda a 
	2885/2022	Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de San Pedro del Pinatar, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servi
	2886/2022	Convenio de colaboración a suscribir entre la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, a través del Instituto Murciano de Acción Social, y el Ayuntamiento de Torre Pacheco, para la prestación, dentro de su ámbito territorial, del servicio de a
	2887/2022	Orden de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social, por la que se convoca procedimiento para el otorgamiento de la autorización demanial de uso del Centro de Promoción Juvenil de Espinardo, a favor de entidades con impl
	3119/2022	Orden de 8 de abril de 2022 de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social por la que se modifica la Orden de 28 de diciembre de 2021 de la Consejería de Mujer, Igualdad, LGTBI, Familias y Política Social por la que se es
	Consejería de Economía, Hacienda y Administración Digital
	2869/2022	Resolución de 4 de abril de 2022 de la Secretaría General de la Consejería de Economía, Hacienda y Administración Digital, por la que se dispone la publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia del convenio de colaboración, entre la C
	2870/2022	Resolución de 4 de abril de 2022 de la Secretaría General de la Consejería de Economía, Hacienda y Administración Digital, por la que se dispone la publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia del convenio de colaboración, entre la C
	2871/2022	Resolución de 1 de abril de 2022 de la Secretaría General de la Consejería de Economía, Hacienda y Administración Digital, por la que se dispone la publicación en el Boletín Oficial de la Región de Murcia del convenio de colaboración, entre la C
	4. Anuncios
	Consejería de Agua, Agricultura, Ganadería, Pesca y Medio Ambiente
	2495/2022	Anuncio por el que se somete a información pública el pliego de condiciones que regirá en el expediente de ocupación de terrenos en la vía pecuaria denominada “Colada de Quitapellejos a La Concepción”, clasificada entre las del término municipal
	III. Administración de Justicia
	Tribunal Superior de Justicia de Murcia
	Sala de lo Social
	2868/2022	Recurso de suplicación 988/2021.
	IV. Administración Local
	Fortuna
	3179/2022	Aprobación inicial de la modificación de la plantilla de personal, en el marco de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre, de medidas urgentes para la reducción de la temporalidad en el empleo público. Expediente 764/2022.
	Fuente Álamo de Murcia
	3095/2022	Corrección de errores en la lista de aspirantes admitidos y excluidos, para la provisión mediante concurso-oposición, de un puesto de Educador/a Social de la bolsa de trabajo de Ayuntamiento de Fuente Álamo de Murcia.
	Lorca
	2931/2022	Inicio de las actuaciones tendentes a la expropiación de una finca ubicada en C/ Camino Viejo del Puerto calificada por el PGMO de Lorca como sistema viario y que forma parte de la E-93, con referencia catastral 4495023XG1649E0001IB, teniéndose 
	Mazarrón
	2679/2022	Relación de vehículos abandonados en el Depósito Municipal a considerar residuos sólidos urbanos.
	Molina de Segura
	2449/2022	Bases especificas por las que se regirá el proceso selectivo para proveer, mediante promoción interna, a través del sistema de concurso-oposición, de once plazas de Administrativo/a de Administración General del Ayuntamiento de Molina de Segura.
	2451/2022	Bases específicas para la provisión, mediante oposición por el turno especial de discapacidad intelectual, de una plaza de Conserje del Ayuntamiento de Molina de Segura.
	2452/2022	Lista provisional de aspirantes admitidos y excluidos del proceso selectivo para la provisión, mediante concurso libre, de una plaza de Técnico Deportivo de la plantilla de personal laboral fijo del Ayuntamiento de Molina de Segura, en el marco 
	2453/2022	Lista definitiva de aspirantes admitidos y excluidos del proceso selectivo para la provisión, mediante el sistema de concurso libre, de cuatro plazas de Conserje.
	Murcia
	2686/2022	Modificación en régimen de dedicación de miembro de la Corporación Municipal por el grupo Podemos-Equo.
	2928/2022	Aprobación inicial de la ordenanza reguladora de las bases específicas para la realización del Certamen Internacional de Novela Breve de Murcia “Ramón Gaya”.
	2930/2022	Aprobación definitiva de expte. 2022/CE01 de crédito extraordinario.
	San Javier
	3190/2022	Aprobación inicial de suplemento de crédito 1/2022.
	Torre Pacheco
	2848/2022	Edicto de creación de la Oficina de Supervisión de Proyectos del Ayuntamiento de Torre Pacheco.
	3050/2022	Anuncio para la concesión demanial del edificio Centro de Día de Balsicas para la prestación de los “Servicios de centro de día y centro de personas mayores”.
	Yecla
	2855/2022	Aprobación provisional de la ordenanza fiscal n.º 6, reguladora del impuesto sobre incremento del valor de los terrenos de naturaleza urbana.
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